





UNIVERSITAT DE VALÈNCIA 
FACULTAD DE DERECHO 
DEPARTAMENTO DE FILOSOFÍA DEL DERECHO, MORAL Y POLÍTICA 







“CONSTRUYENDO LA ESTABILIDAD EN UN WEAK STATE:  






Doctoranda: Yelitza Carolina González Madriz 
















APROBACIÓN DEL TUTOR 
 
     En mi carácter de Directora de la Tesis Doctoral presentada por Dña. Yelitza 
Carolina González Madriz, para optar al Doctorado Internacional en el marco del 
Programa de doctorado “Derechos Humanos, Paz y Desarrollo Sostenible”, considero 
que la investigación reúne los requisitos y méritos suficientes para ser sometido a la 
presentación pública y evaluación por parte del jurado examinador que se designe. 
 

























“La Constitución de un país, sus sistemas jurídico y político,  
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RESUMEN 
Cada vez más aumenta el número de Estados que están experimentando situaciones 
propias del Weak State. La debilidad del Estado se ha asociado con su falta de 
“capacidad” y “disposición” para cumplir funciones esenciales como el suministro de 
unos bienes y servicios públicos (consumo conjunto). No obstante, determinar si un 
Estado es débil o si está en proceso de debilitamiento solo sobre la base del grado de 
cumplimiento en la entrega de un conjunto de bienes y servicios resulta insuficiente 
puesto que habría que considerar las razones por las cuales se producen tales 
incumplimientos, esto es, si se debe a una falta de capacidad y/o falta de voluntad 
propia de las administraciones políticas estatales, o si obedece a una falta de capacidad 
y disposición ciudadana o tal vez por la conjugación de ambos elementos claves, o 
incluso si se debe a una sobrecarga de funciones del Estado. Existe la tendencia a pensar 
que el Estado más que crear las condiciones para lograr el bienestar común, tiene la 
obligación y por lo tanto es una función propia, el cubrir y gestionar todos los bienes y 
servicios básicos para vivir (mínimos de justicia) como también todos los necesarios 
para vivir mejor y que tienen su origen en el apetito, la fantasía y el sentir de cada quien 
(más allá de los mínimos de justicia). Los resultados del presente estudio cualitativo 
indican que las funciones del Estado deben estar orientadas primeramente a 
proporcionar bienes y servicios públicos que satisfagan las necesidades humanas, y 
luego, de ser técnica y materialmente posible, satisfacer deseos y preferencias, con el 
objetivo de evitar el debilitamiento del Estado como consecuencia del desequilibrio 
entre la capacidad contributiva de la sociedad y sus expectativas de bienes y servicios. 
La visión expansiva, y a veces distorsionada, de las funciones del Estado, así como la 
percepción restringida de lo que significa el Estado junto con la persistente confusión 
entre necesidades y deseos y la pérdida del sentido de la co-responsabilidad de quienes 
gobiernan y quienes son gobernados, están determinando la debilidad de los Estados del 
Norte Global, y más aún los del Sur como Venezuela, promoviendo el surgimiento del 
Estado Secuestrador.    
 












Sono sempre più numerosi gli Stati che stanno vivendo situazioni che possono essere 
definite di Weak State. La debolezza dello Stato è stata associata alla sua mancanza di 
“capacità” e di “disposizione” nello svolgere funzioni essenziali come 
l’approvvigionamento di alcuni beni e servizi pubblici (consumo congiunto). 
Ciononostante, stabilire se uno Stato è debole oppure se si trova in un processo di 
indebolimento prendendo in considerazione soltanto il grado di adempimento nella 
fornitura di un insieme di beni  e di servizi è insufficiente, poiché andrebbero valutate le 
ragioni per cui si verificano tali inadempimenti, ovvero  se vanno imputati a incapacità 
o a carenza di volontà  da parte delle amministrazioni politiche statali, o se invece a una 
mancanza di capacità e di una buona disposizione civica, o forse per tutti questi due 
ultimi motivi fondamentali; o addirittura ad un sovraccarico di funzioni dello Stato. Vi è 
la tendenza a pensare che lo Stato, più che creare le condizioni atte a conseguire il 
benessere comune, abbia l’obbligo -e pertanto è una sua esclusiva funzione- di fornire e 
di gestire tutti i beni e i servizi di prima necessità per garantire una vita con dei requisiti 
minimi di giustizia, nonché tutti quelli necessari per vivere meglio e che hanno origine 
dall’appetito, dalla fantasia e dalla sensibilità di ogni singolo individuo, e che vanno 
oltre i requisiti minimi di giustizia. Dagli esiti del presente studio qualitativo si evince 
che le funzioni dello Stato devono essere volte principalmente a fornire beni e servizi 
pubblici che soddisfino le necessità umane, e poi, se tecnicamente e materialmente 
possibile, che soddisfino anche i desideri e le preferenze, allo scopo di evitare 
l’indebolimento dello Stato come conseguenza dello squilibrio tra la capacità 
contributiva della società e le sue aspettative di beni e servizi. La visione a tutto tondo, e 
a volte distorta, delle funzioni dello Stato, nonché la percezione specifica del significato 
di Stato  unitamente alla persistente confusione tra necessità e desideri, e la perdita del 
senso della corresponsabilità di chi governa e di chi è governato, stanno causando la 
debolezza degli Stati del Nord Globale, e ancor più quelli del Sud, come  il Venezuela, 
promuovendo la nascita dello Stato Confiscatore.  
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El presente trabajo de investigación doctoral tiene como objeto el conocimiento, 
análisis y reflexión acerca del Estado. Pero del Estado del que se hablará, en particular, 
es del Estado, que de acuerdo con la Teoría Política Clásica, tiene su justificación en el 
hecho de ser garante de la realización plena de la condición del ser humano, es decir, en 
garantizar el libre desarrollo de la persona. Aunque también se considerará la Teoría 
Contractual, según la cual el Estado se  justifica en tanto y en cuanto es el encargado de 
velar porque se cumplan los pactos que han sido los originadores de la comunidad 
política, lo cual incluye tanto los acuerdos entre los gobernantes y los gobernados 
(pactos políticos-sociales) como los pactados previamente y concertados entre los 
gobernados (acuerdos sociales, intrasociales, intergrupales). Además, en el estudio del 
Estado no solo se tomarán en cuenta cuestiones históricas de su trayectoria y evolución, 
sino también el conjunto de la realidad actual y concreta de la sociedad. 
La debilidad del Estado se ha asociado con su falta de “capacidad” y “disposición” 
para cumplir funciones esenciales. No obstante, no existe consenso político y social en 
cuanto a cuáles son las funciones fundamentales del Estado, sobre todo, cuando se hace 
la distinción entre funciones necesarias (de mínimos de justicia) y facultativas (más allá 
de los mínimos de justicia). Se intuye que esta falta de acuerdo, o al menos de claridad, 
tienen que ver con la idea de Estado que se tenga, así como de cuál es su misión. 
Indagar sobre el fin del Estado reviste importancia en la actualidad por cuanto el 
stateness
1
estatal está dependiendo cada vez más del grado de cumplimiento por parte 
del Estado de sus competencias y entrega de unos bienes y servicios públicos. Así pues 
un Estado que no cumpla con la entrega de una determinada pero a la vez cambiante 
lista de bienes y servicios, bien por su incapacidad o por su mala voluntad –tácita o 
explícita-, puede ser etiquetado de Estado fallido, colapsado, fuera de ley  o de criminal. 
Pero se percibe que a la hora de determinar si un Estado es débil o si está en proceso 
de debilitamiento resulta insuficiente circunscribir el análisis solamente al grado de 
cumplimiento en la entrega de un conjunto de bienes y servicios públicos, sino que 
además habría que considerar las razones por las cuales se producen tales 
incumplimientos, esto es, si se debe a una falta de capacidad, o falta de voluntad o 
                                                          
1
 El término stateness se refiere al grado de consolidación de estado. Esto es, que dependiendo del grado 
de consolidación estatal, los Estados podrían ubicarse a lo largo de una escala de stateness ubicándose los 






incluso por una sobrecarga de funciones. Y es que así como no existe un consenso en 
cuanto a cuáles son las funciones básicas del Estado tampoco lo hay con respecto a la 
naturaleza y cantidad de las necesidades que deben ser satisfechas por el Estado.  
Ciertamente, nadie que profese el más pequeño respeto por la libertad y la dignidad 
humana pondría en duda que el Estado debe proveer unos bienes y servicios “básicos”, 
“aceptables” o “mínimos” para que los ciudadanos adquieran capacidades para 
desarrollarse individual y colectivamente; pero tampoco debería cuestionarse que en 
todo ser humano existe un espacio que debe ser sagrado y que por lo tanto debería estar 
libre de intromisión autoritaria. Por tanto, los intereses privados de los ciudadanos 
deben ser satisfechos por ellos mismos, en tanto que los comunes deberían ser 
satisfechos en su mayoría por la misma sociedad mediante la cooperación de todos sus 
grupos humanos y con la colaboración del Estado. Y que en la asistencia social debería 
anteponerse la cuestión ética a lo sentimental para evitar atribuir al Estado la obligación 
de dar sin ton ni son, sino circunscribirlo a ser responsable. 
De hecho, la responsabilidad, tanto de los actores públicos-políticos como de los 
sociales, es decir, la responsabilidad de todos los ciudadanos (individuos y funcionarios) 
de cuidar por la sociedad misma, de contribuir con sus objetivos y su mantenimiento, es 
uno de los conceptos en los que mayor hincapié se hace a lo largo de la investigación 
por entenderse que es clave para la viabilidad y sobrevivencia de la comunidad social y 
política, o sea, del Estado. Bien escribió Cicerón en el siglo I a.C., que ninguna acción 
de la vida, ni en el ámbito público ni en el privado, podía estar ausente del deber, pues 
en su observación está puesta toda la honestidad (moralidad) de la vida, mientras que en 
la negligencia y la imprudencia toda la torpeza (inmoralidad) (Cicerón, 2006:60). Por 
tanto, entendiendo que rescatar el lenguaje de los deberes es una de las tareas pendientes 
que tiene la sociedad actual, especialmente en una época en la que cada vez más se 
exaltan los derechos, pero se olvidan los deberes como si fueran incompatibles o como 
si las obligaciones fueran alternativas cuando se habla de derechos; en el presente 
estudio se hace énfasis en la responsabilidad política y social. 
El presente trabajo de investigación consta de siete capítulos. El primero Analizando 
la debilidad Estatal, contiene aspectos que contribuyen a describir y justificar el 
estudio, por lo que incluye el planteamiento del problema de investigación, así como los 
objetivos que se persiguen, las preguntas de investigación y la justificación del estudio.  
Seguidamente en el capítulo segundo titulado Un Estudio Cualitativo de la 






la recopilación, organización, procesamiento y análisis de la información recolectada, y 
para el establecimiento de conclusiones; todo ello con el propósito de proporcionar al 
lector una visión clara de lo que se hizo, por qué y cómo se hizo. Además, se mencionan 
las razones por las cuales se seleccionó dicha metodología, su adecuación al problema 
en estudio y sus limitaciones; a la vez que se incluye información sobre las estancias de 
investigación realizadas para el desarrollo de la tesis doctoral, con el propósito de 
cumplir con el requisito para solicitar la convocatoria del tribunal de tesis para la 
Mención Internacional en el título de doctor.  
El tercer capítulo sobre el Contexto Histórico-Delimitación Conceptual, está 
orientado en primer término, a construir una definición general más no única del 
término de “Estado débil”, para lo cual se pasa revista a los orígenes del Estado, pero de 
una manera sucinta, pues lo que interesa en la presente investigación no es el estudio del 
Estado del pasado sino del presente. Por tanto, reviste mayor importancia la realidad 
social, y consecuentemente la acción humana, para entender la estructura y funciones 
del Estado actual. En segundo término, en este capítulo se efectúa una descripción y 
análisis de las causas económicas, geográficas, históricas, sociales, políticas y humanas 
que según la doctrina explican el fenómeno de la debilidad de los Estados, sin ignorar 
que cada caso es único y que por lo tanto ninguna de las causas y sus manifestaciones 
son las mismas en todos los Estados y en todo momento. A lo largo del abordaje se 
intentará efectuar una distinción entre las causas que producirían la debilidad 
propiamente dicha y las causas que la profundizarían, es decir, las que harían que el 
Estado, ya débil de por sí, se desplace hacia el fracaso, el colapso o la violencia. 
Posteriormente, en el cuarto capítulo titulado Elementos claves asociados con la 
Debilidad del Estado, se estudia el rol que juegan la capacidad (able, impotence) y la 
voluntad o disposición (willing, indifference), en el cumplimiento de las funciones 
básicas estatales. En tal sentido, se delimitan conceptualmente ambos términos 
señalándose los elementos que los constituyen a su vez para hablar propiamente de una 
“Capacidad Política-Social del Estado”, basada en la relación entre medios y fines 
estatales, cuestión que se llega a expresar gráficamente. Por supuesto, que el papel que 
desempeñan la habilidad e intencionalidad en el cumplimiento o no de las funciones del 
Estado, implican necesariamente pasarse por el debate (aún abierto), acerca de cuáles 
son las tareas que debe o se aspira que cumpla el Estado, lo que supone hacer referencia 
a las distintas concepciones (algunas contrapuestas) de lo que aquél significa. Esto es, si 






Social) o si además es un ente económico (Estado de Bienestar).  Tales distinciones 
obligarán a hacer referencia a un tipo de Estado común a las categorizaciones anteriores, 
ésta es la del Estado extractor con lo cual se abordará el arte de adquirir los bienes 
económicos para el logro de los fines estatales. Esto último conllevará a realizar una 
distinción entre necesidades y deseos, cuestión a la que se dedica el capítulo siguiente. 
Efectivamente, el capítulo quinto titulado Necesidades Humanas, Derechos 
Humanos y Bienes y Servicios Públicos parte de la premisa de que una sinceración de 
los criterios de bienestar y justicia social, así como un reparto óptimo de las 
expectativas de paz y prosperidad entre el Estado y la sociedad y cada uno de sus 
miembros, podrían evitar el debilitamiento de los Estados más desarrollados del Norte y 
probablemente los en vías de desarrollo como Venezuela; y permitir su recuperación o 
reconstrucción, impidiendo con ello la proliferación cada vez más preocupante de los 
Estados en vías de fallar.   Ello ameritará tener que efectuar una distinción entre los 
términos “necesidad” y “deseos”, además de realizar una delimitación conceptual de lo 
que significa “necesidades humanas básicas”. Y en este último sentido, más que 
priorizar entre unas y otras necesidades humanas o establecer un orden acumulativo o 
creciente al estilo de Maslow (1943 y 1991)
2
, lo que se pretenderá es precisar el alcance 
de las necesidades humanas o el conjunto de precondiciones de la existencia humana -
siguiendo la propuesta teórica de Doyal y Goung (1994)-, para en función de ello, 
dilucidar los bienes y servicios públicos que por cuestiones éticas y de justicia deberían 
ser suministrados o facilitados por el Estado.  Igualmente, en este capítulo se abordará la 
discusión acerca de cuál es el grado adecuado de satisfacción de las necesidades 
humanas, es decir, el dilema sobre el nivel mínimo y el nivel óptimo de satisfacción, lo 
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 En su teoría de la motivación humana, Maslow considera las “necesidades” como impulsos que se 
producen a causa de una carencia, primeramente fisiológica, y posteriormente psicológica y social. 
Afirma que las necesidades básicas están organizadas dentro de una jerarquía de “preponderancia”, es 
decir, que primero surgen las necesidades fisiológicas y que una vez éstas se satisfacen, entonces 
enseguida surgen otras necesidades (y superiores). Y cuando éstas a su vez son satisfechas, de nuevo 
surgen otras necesidades (todavía más superiores) y así, sucesivamente. Dentro del orden jerárquico de  
Maslow, las motivaciones, y por tanto las necesidades, se presentan de la siguiente manera: 1º) 
necesidades fisiológicas; 2º) necesidades de seguridad (estabilidad, dependencia, protección, ausencia de 
miedo, caos y ansiedad; necesidad de una estructura, de orden, de ley y de límites, etc.); 3º)  necesidades 
de amor, afecto y sentido de pertenencia;  4º) necesidad de autorrespeto o de autoestima; 5º) necesidad de 
autorrealización. Se critica la propuesta de Maslow por presentar una secuencia estrictamente temporal de 
motivaciones falsa, ya que sin duda existen personas que pueden estar más interesadas por su propia 
autorrealización que por su seguridad, como sucede en los casos de quienes prefieren practicar deportes 
extremos y peligrosos. Véase Maslow, A. (1943). “A theory of human motivation”, Psychological 
Review, núm. 50, pp. 370-396, especialmente, pp. 372-385; Maslow, A. (1991). Motivación y 
Personalidad. (Caridad Clemente Trad.), Madrid: Ediciones Díaz de Santos. (Trabajo original publicado 







que servirá de soporte para el diseño y funcionamiento de un modelo de tres vectores 
progresivos (aptitud, voluntad, bienes y servicios públicos) que se desarrollará en el 
capítulo siguiente. Asimismo, los temas hasta entonces examinados en la tesis llevarán a 
abordar la cuestión sobre la existencia o no de una relación entre necesidades y 
derechos, si la existencia de una necesidad implica o no su satisfacción o si la 
satisfacción de una necesidad constituye o no un derecho. Con esto último, lo que se 
pretende es subrayar la preocupación por el hecho de que cada vez más algunos 
términos bastante aceptados socialmente –como el de derechos humanos- están siendo 
instrumentalizados para legitimar cualquier exigencia, reivindicación o demanda no 
precisamente fundamentada en necesidades sino en deseos.  
En el capítulo sexto titulado Modelo de los Tres Vectores Progresivos, se 
desarrolla una herramienta que, aunque expresada en términos estáticos, permite  
identificar y explicar las transformaciones dinámicas que pudieran presentarse en una 
sociedad a través del tiempo, e incluso, contribuir a análisis prospectivos y 
retrospectivos. Se trata de un modelo que el investigador considera especialmente 
aplicable a su caso de estudio (y también a otros, pero no a todos) y que se ha diseñado 
sobre la base del análisis de las diversas causas de la debilidad estatal señaladas por la 
doctrina con el propósito de  mostrar cómo la capacidad política y social del Estado, 
entendida como el producto de las aptitudes/habilidades y voluntades de quienes 
gobiernan y de quienes obedecen, es fundamental para la consecución de los fines del 
Estado y para procurar su viabilidad en el tiempo. En el modelo, se intenta plasmar 
cómo las funciones del Estado deben estar orientadas primeramente a proporcionar 
bienes y servicios públicos que satisfagan las necesidades humanas, y luego, de ser 
técnica y materialmente posible, satisfacer deseos y preferencias; con el objetivo de 
evitar el debilitamiento del Estado como consecuencia del desequilibrio entre la 
capacidad contributiva de la sociedad y sus expectativas de bienes y servicios. En este 
orden de ideas, es de subrayar que para priorizar los bienes y servicios que deberían ser 
suministrados o facilitados por el Estado para satisfacer necesidades mínimas de 
justicia, fue preciso efectuar previamente una delimitación del concepto “necesidades 
humanas básicas”, en los términos descritos en el capítulo anterior. Asimismo, es de 
destacar que en el modelo propuesto se efectúa una clasificación de los grupos sociales 
(A, B, C y D) la cual no responde a la clase económica de las personas que lo forman, ni 






que significa el Estado y la relación que debe existir entre aquél y la Sociedad; con su 
conciencia política, ética y su sentido de responsabilidad humana.  
En el séptimo capítulo titulado Conociendo la Situación de Debilidad del Estado 
Venezolano, se aplicará el modelo de los tres vectores progresivos (aptitud, voluntad, 
bienes y servicios públicos) al caso venezolano, con la finalidad de determinar el 
stateness actual de Venezuela. Por tanto, este capítulo comprende una revisión histórica 
de la cuestión social, económica y política de Venezuela, con el ánimo de proporcionar 
a los lectores no familiarizados con el país información esencial sobre este Estado. La 
revisión histórica exigirá trasladarse al pasado tanto como haga falta para comprender el 
presente y para conseguir identificar si los acuerdos Sociedad-Estado han sido 
modificados de forma explícita o implícita con el trascurrir de los años y cómo se han 
comportado las condiciones de equilibrio del modelo, para a partir de allí determinar si 
Venezuela es un Estado fuerte, viable, débil o en vías de fallar, colapsar, derrumbarse o 
criminalizarse. También en este capítulo se intentará sugerir posibles soluciones a los 
problemas detectados en el caso venezolano con la finalidad de coadyuvar a romper el 
ciclo persistente que los sostienen. La idea es tratar de sugerir cómo un Estado puede 
pasar de la debilidad a la fortaleza, tras una sinceración y límites de la acción estatal, y 
en especial gubernamental; así como con un compromiso fuerte de la ciudadanía por 
trabajar conjuntamente para el bien común.   
Finalmente, en las Conclusiones y Recomendaciones se expondrán tanto los 
resultados y aportes más significativos de la investigación desarrollada, como algunas 
sugerencias del investigador como consecuencia del estudio realizado y que pretenden 
contribuir al proceso de construcción o re-construcción de la estabilidad estatal en los 
países desarrollados y en vías de desarrollo como Venezuela. Las conclusiones se han 
estructurado de tal manera que hagan más clara la presentación de los hallazgos 
obtenidos con la investigación, atendiendo a las preguntas y objetivos del estudio. Cabe 
decir además que tanto las conclusiones y recomendaciones, así como el resumen de la 
presente tesis doctoral han sido traducidos al italiano con el propósito de cumplir con la 
normativa universitaria para optar al Título de Doctorado Internacional. 
También es de destacar, que los capítulos cuarto, quinto, sexto y séptimo del presente 
estudio, comprenden hallazgos y respuestas a los objetivos planteados en la 
investigación, así como incluyen propuestas propias del investigador, como resultado 







Cabe señalar también que el presente trabajo de investigación se ha desarrollado en 
el marco del Programa Doctoral “Derechos Humanos, Paz y Desarrollo Sostenible” de 
la Universitat de València (España), dentro de la línea de investigación “Teoría y praxis 
de  la Justicia, del Estado y de la Democracia”, durante el periodo 2010-2013. 
Asimismo, la investigación se enmarca dentro del Proyecto de I+D para grupos de 
excelencia “Derechos humanos, sostenibilidad y paz” (PROMETEO/2010/098), 
































CAPÍTULO I. ANALIZANDO LA DEBILIDAD ESTATAL 
 
1.1. Planteamiento del Problema 
 
La preocupación por los Estados débiles se ha incrementado desde la última década 
del siglo XX, particularmente, porque existen estudios empíricos que señalan que los 
weak states pueden resultar riesgosos o representar un peligro para sus ciudadanos, sus 
vecinos y para el sistema  internacional. Son muchos los analistas que coinciden en 
cuanto a que los Estados débiles crean las condiciones necesarias para la proliferación 
de los failed, collapsed, outlaw y rogue states, expresiones éstas que como se recordará 
fueron frecuentes en los discursos de las administraciones estadounidenses de Bill 
Clinton y George W. Bush
3
, logrando introducirse en los debates y análisis de los 
sectores políticos y académicos de los Estados Unidos de América, Europa y América 
Latina.  
Empero, más allá de estudiar las posibles consecuencias de los Estados débiles para 
la seguridad nacional, humana e internacional, interesa ahora averiguar por qué son cada 
vez más el número de Estados que están experimentando situaciones propias del weak 
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 Véanse, entre otros, Lake, A. (1993). “From Containment to Enlargement”, en Dispatch, U.S. 
Department of State, vol. 4, núm. 39, pp. 658-664; Lake, A. (1994). “Confronting Backlash States”, en 
Foreign Affairs, vol.73, núm. 2, pp. 45-55; Clinton, W.(1993). “Remarks at the United States Military 
Academy Commencement Ceremony”, en  Public Papers of the Presidents of the United States, vol. 1, 
pp. 779-783; Clinton, W. (1994a).“The President's Radio Address”, en Public Papers of the Presidents of 
the United States, vol. 1, pp. 806-807; Clinton, W. (1994b).“Remarks to Future Leaders of Europe in 
Brussels”, en Public Papers of the Presidents of the United States, vol. 1, pp. 8-14; Clinton, W. 
(1995a).“The President's News Conference With European Union”, en Public Papers of the Presidents of 
the United States., vol. 2, pp. 1835-1840; Clinton, W. (1995b).“Remarks to the United Nations General 
Assembly in New York City”, en Public Papers of the Presidents of the United States., vol. 2, pp. 1654-
1657; Clinton, W. (1996a).“Letter to Congressional Leaders on Prevention of Importation of Weapons of 
Mass Destruction”, en Public Papers of the Presidents of the United States, vol. 2, pp. 2083-2084; 
Clinton, W. (1996b).“Remarks on International Security Issues at George Washington University”, en 
Public Papers of the Presidents of the United States, vol.2, pp. 1255-1260; Clinton, W. (1996c).“Remarks 
on the Terrorist Attack in Saudi Arabia and an Exchange With Reporters”, en Public Papers of the 
Presidents of the United States, vol.1, pp. 980-981; Clinton, W. (1997).“Remarks to the 52d Session of 
the United Nations General Assembly”, en Public Papers of the Presidents of the United States., vol. 2, 
pp. 1205-1209; Clinton, W. (1998a).“Remarks at the National Defense University”, en Public Papers of 
the Presidents of the United States., vol. 1, pp. 137-141; Clinton, W. (1998b). “Remarks at the Pentagon”, 
en Public Papers of the Presidents of the United States, vol. 1, pp. 231-235; Clinton, W. (1999a).“The 
President's News Conference With President Jacques Chirac”, en Public Papers of the Presidents of the 
United States, vol. 1, pp. 213-217; Clinton, W. (1999b).“Remarks at a Dinner for the Conference on 
Progressive Governance for the 21st Century”, en Public Papers of the Presidents of the United States., 
vol. 2, pp. 2127-2131; Clinton, W. (1999c). “Remarks at the National Academy of Sciences”, en Public 
Papers of the Presidents of the United States, vol. 1, pp. 85-88; Clinton, W. (2000). “Interview With John 
King of CNN in Ho Chi Minh City”, en Public Papers of the Presidents of the United States, vol. 3, pp. 
2563-2569; Bush, G.W. (2002). The National Security Strategy of the United States of America. 
Washington, The White House, 2002. Disponible http://georgewbush-






state. Investigaciones previas evidencian que son múltiples y diversas las causas de la 
debilidad estatal. Las aportaciones y resultados de esos estudios se recogen y analizan 
en el apartado 3.3. Existe incluso cierto consenso con respecto a que la debilidad del 
Estado está asociada con su capacidad y disposición para cumplir funciones esenciales. 
Sobre la base de esas investigaciones previas acerca de las causas de la debilidad estatal 
en la presente tesis se sostiene que una de las principales razones por las cuales se están 
debilitando ciertos Estados más desarrollados del Norte y también algunos en vías de 
desarrollo como Venezuela es por su extensiva acción, es decir, porque cada vez más 
estos Estados se están ocupando de funciones para las cuales la Sociedad debería 
también estar capacitada, especialmente si se parte del supuesto de que el Estado como 
organización y unidad ordenada es el resultado de la acción humana. Ahora bien, en este 
tema de las causas de la debilidad de los Estados, cada caso es único y obedece a 
dinámicas particulares y diferenciadas. De modo que el modelo explicativo que se 
propone en la tesis no sería aplicable a todos los supuestos de Estados débiles, fallidos o 
incluso colapsados, aunque desde la óptica del investigador es especialmente ajustado al 
caso objeto de estudio que es el Estado venezolano, pudiendo ser aplicable también para 
explicar la crisis actual de otros Estados, incluso de algunos Estados del Norte global o 
del llamado “Primer Mundo”. 
A los Estados parece habérseles atribuido la responsabilidad “exclusiva” de proveer 
los bienes y servicios tanto los básicos para la vida como aquellos deseables para vivir 
mejor, o sea, que existe la tendencia a pensar que el Estado más que crear las 
condiciones para lograr el bienestar común, tiene la obligación y por lo tanto es una 
función propia, el cubrir y gestionar todos los bienes y servicios básicos para vivir 
(mínimos de justicia) como también todos los necesarios para vivir mejor y que tienen 
su origen en el apetito, la fantasía y el sentir de cada quien (más allá de los mínimos de 
justicia). 
Y es esta visión expansiva, y a veces distorsionada, de las funciones del Estado, 
combinada con una percepción restringida del significado de Estado (esto es, que se le 
considera simplemente como un conjunto de instituciones gubernamentales lideradas y 
coordinadas por una autoridad dentro de un territorio y con una población determinada, 
dejándose de lado el importante rol que juega la sociedad en la constitución de la 
comunidad política, y sobre todo, en la definición de la idea de Estado), lo que al 
parecer está fundamentalmente determinando la debilidad de ciertos Estados entre ellos 






Así pues, con el ánimo de contribuir a restituir la estabilidad en tales Estados, se ha 
considerado oportuno efectuar un análisis sistemático de las implicaciones del concepto 
de Estado, y en particular de los weak states; así como también describir los elementos 
clave asociados con la capacidad estatal para entonces desarrollar un modelo que 
evaluara cualitativamente el stateness estatal, y que factiblemente pudiera aplicarse al 
diagnóstico de la situación de un Estado en un momento y tiempo concreto, sin 
pretender que éste fuese aplicable a todos los Estados. Para ello, también se ha 
considerado indispensable efectuar una distinción entre medios y fines estales, así como 
una delimitación y priorización de los bienes y servicios públicos que deberían ser 
suministrados por el Estado, tomando como base enfoques teóricos como el de las 
necesidades humanas básicas y el de las capacidades humanas, así como formulaciones 
recogidas en textos internacionales como la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos (DUDH), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC), y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP).  
Ahora bien, esta delimitación y priorización de bienes y servicios públicos que se 
propone, no pretende desconocer que es cada comunidad política y social 
(Gobierno+sociedad) la que determina en cada momento de su evolución histórica qué 
servicios y a qué nivel se producen y distribuyen; sino que intenta ser un esfuerzo más 
por subrayar la existencia de un consenso moral y universal en cuanto a que existen 
ciertas necesidades básicas para el desarrollo de una existencia humana digna, es decir, 
que existen necesidades básicas comunes y universales que todos tenemos, las cuales 
deben ser satisfechas para evitar que se produzca un deterioro inaceptable de la persona 
humana, cuyas capacidades menoscabadas influirían negativamente en la viabilidad del 
Estado. De allí también el esfuerzo por modelar una herramienta con tres vectores 
progresivos (aptitud, voluntad, bienes y servicios públicos) que permitiera diagnosticar 
el stateness de un país en un período determinado y evaluar, de ser el caso, la naturaleza 
de su debilidad, es decir, si ésta se debe a una incapacidad o a una falta de voluntad para 
satisfacer necesidades humanas básicas, o a una combinación de ambas.  
En este orden de ideas, se aplicará el modelo de los tres vectores progresivos 
esbozado a un estudio de caso, y en particular para determinar si Venezuela es un 
Estado fuerte, viable, débil o en vías de fallar, colapsar, derrumbarse o criminalizarse. 
Ello implicará efectuar una revisión histórica de la cuestión política, económica y social 
del Estado venezolano, que llegará al pasado tanto como haga falta para comprender el 






Venezuela históricamente ha presentado una tendencia cíclica a experimentar 
períodos de auge y consolidación que repetidamente son seguidos por otros de crisis y 
colapso. Se trata de un Estado que ha sido sometido a varios procesos de transformación 
políticos, sociales y económicos que lo han llevado a estar en permanente movimiento 
(inestabilidad), lo que pudiera explicar el por qué se desplaza de una calificación a otra 
en las listas que miden la gobernabilidad o que consideran a los Estados que están al 
borde del fracaso (failing state)
4
   
Así pues, identificar, a la luz del modelo propuesto, en qué consiste la debilidad del 
Estado venezolano, cuáles son los problemas recurrentes y en qué medida éstos están 
asociados con la interacción de dos elementos claves: la “capacidad” y la “voluntad”, 
tanto del Gobierno como de la Sociedad, podría contribuir a dilucidar un mapa de ruta 
para que la nación venezolana saliese de su persistente stateness de debilidad e 
intermitente falencia, orientándose hacia un Estado viable, sostenible, que cumpla su fin 
social e histórico 
 
1.2. Formulación del Problema 
 
Partiendo de que la debilidad del Estado está asociada con su capacidad y disposición 
para cumplir funciones esenciales, y que el stateness estatal depende del grado de 
cumplimiento del Estado de sus competencias y entrega de bienes y servicios públicos, 
se presentan los siguientes interrogantes: 
 
1) ¿Por qué surgen los Estados débiles? 
2) ¿Cuáles son las características de los Estados débiles? 
3) ¿Cuáles son o deberían ser los fines y funciones del Estado? 
4) ¿Cuáles son los bienes y servicios que deberían ser suministrados por el Estado 
para satisfacer las necesidades humanas esenciales? 
5) ¿Todos los Estados por igual deben proveer los mismos bienes y servicios? 
6) ¿Todas las sociedades por igual pueden exigir o demandar la entrega de bienes y 
servicios para satisfacer necesidades humanas básicas?  
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 Véanse por ejemplo, Índice de Estados Fallidos (FSI) http://ffp.statesindex.org/; Índice de Percepción de 
Corrupción (IPC) http://www.transparency.org; Índice de Desarrollo Humano (IDH) 






7) ¿Sería factible realizar una delimitación y priorización de los bienes y servicios 
que debe suministrar el Estado?, ¿existen bienes y servicios prioritarios, urgentes 
y otros opcionales? 
8) ¿Una distinción entre necesidades y deseos, una sinceración de los criterios de 
bienestar social y un reparto óptimo de las expectativas de paz y prosperidad 
entre el Gobierno y la Sociedad, podrían evitar el debilitamiento estatal y la 
proliferación cada vez más preocupante de los Estados en vías de fallar? 
9) ¿Será posible esbozar un modelo, instrumento o herramienta que permita 
determinar el stateness de un Estado en función de la satisfacción de necesidades 
humanas básicas que, eventualmente, sea idóneo en la prevención de la 
debilidad, crisis y falencia estatal? 
10) ¿Cuál es el stateness actual de Venezuela en cuanto a la satisfacción de 
necesidades humanas básicas? 





1.3.1. Objetivo General 
 
Analizar sistemáticamente las implicaciones del concepto de “weak states” y de 
“necesidades humanas básicas”, para proponer un modelo de evaluación del stateness  
estatal, que inicialmente pueda aplicarse a diagnosticar la situación actual del Estado 
venezolano. 
 
1.3.2. Objetivos Específicos 
 
1) Identificar las causas del surgimiento de los weak states. 
2) Determinar los elementos característicos de los weak states. 
3) Distinguir entre fines y medios del Estado 
4) Describir los elementos claves asociados con la capacidad estatal 






6) Priorizar los bienes y servicios públicos que deberían ser suministrados por el 
Estado por cuestiones de justicia y responsabilidad pública. 
7) Esbozar un modelo de evaluación del stateness estatal basado en el suministro 
de bienes y servicios públicos. 
8) Aplicar el modelo de evaluación del stateness estatal a Venezuela 
9) Efectuar una revisión histórica de la cuestión política, económica y social del 
Estado venezolano entre 1811-2013.  
10) Determinar el stateness actual de Venezuela 





Son muchos los estudios que han abordado el tema de la debilidad estatal y de las 
consecuencias de ella para la seguridad nacional e internacional. También son 
numerosos los estudios que coinciden en que la debilidad del Estado está asociada con 
su capacidad y voluntad para cumplir con el suministro de unos bienes y servicios 
públicos básicos. Sin embargo, son pocos los trabajos que han profundizado en la 
conceptualización del término “capacidad” asociada al Estado, y los que existen, se han 
concentrado en la capacidad de las instituciones gubernamentales y políticas que son 
expresión del Estado, es decir, más que todo en la capacidad del Gobierno de turno, 
dejando de lado uno de los componentes centrales del Estado mismo, a saber: la 
Sociedad y cada uno de sus miembros.   
Considero que a la hora de hablar de “Capacidad del Estado”, se hace referencia 
tanto a las aptitudes y voluntades del poder político como del poder social, por lo que la 
viabilidad y fortaleza de un Estado no solo depende de las habilidades e 
intencionalidades de los políticos, líderes o gobernantes, sino también  de las aptitudes 
(poder) y actitudes (querer) de cada uno de los miembros que conforman la sociedad. 
De allí que se intuya que el preocupante incremento de los Estados débiles en el sistema 
internacional –es una realidad social y política notoria-, no obedezca simplemente a la 
incapacidad o falta de disposición de las organizaciones y administraciones políticas-
estatales sino también a una significativa falta de co-responsabilidad social y ciudadana.  
Se ha dicho que los Estados son débiles cuando son incapaces de suministrar una 






problema más bien radica en la sostenibilidad en el tiempo de las aspiraciones de paz, 
bienestar social y felicidad de cada uno de los individuos miembros de la sociedad. Y es 
que ¿no será que exigimos más bienes y servicios de los que necesitamos?, o más 
complicado aún, ¿no será que demandamos más bienes y servicios de los que somos 
capaces de producir y/o financiar?. ¿Será que la mayoría de las sociedades y sus 
miembros estamos viviendo más allá de nuestras posibilidades?, ¿es demasiado extensa 
la lista de nuestras  aspiraciones y deseos, sin duda más extensa que la de las 
necesidades reales?  o ¿es que acaso los recursos que los ciudadanos estamos 
entregando a los Estados están siendo secuestrados para fines distintos a los acordados?, 
¿los ciudadanos estamos siendo informados del uso que hacen los Estados de nuestros 
recursos, y de las consecuencias que tiene el mal uso de los mismos? o ¿vendiéndosenos 
ilusiones se nos oculta el destino de nuestros recursos producto de nuestro ingenio, 
esfuerzo y trabajo?, ¿es el Estado el incapaz, o acaso lo son los Gobiernos, o los 
ciudadanos, o la combinación de Gobierno y Sociedad, que vienen a constituir el 
Estado?. Estas son algunas de las preguntas a las cuales me gustaría encontrar 
respuestas.  
De allí el interés por analizar sistemáticamente las implicaciones del concepto de 
“weak states”, para a partir de allí esbozar un modelo teórico que me permitiese evaluar 
la situación actual de Venezuela, pero que también fuese aplicable a otros casos, aunque 
no a todos. Se decidió aplicar el modelo a Venezuela, por varias razones. Primero, por 
ser Venezuela el país en el que nací y viví por casi 30 años, período de tiempo que 
considero suficiente para atreverme a sumergirme en el análisis, explicación y 
comprensión de fenómenos relacionados con dicho país. Segundo, porque Venezuela 
concentra muchas de mis inquietudes con respecto al por qué cada vez más los Estados 
son débiles, incluso, es una muestra de cómo los Estados pueden ser débiles 
persistentemente sin que probablemente nunca lleguen al extremo de fallar o colapsar, 
lo que no significa que estén exentos de convertirse en Estados proscritos o canallas.  
Así pues, considero que Venezuela es un caso de prueba para explorar las numerosas 
dimensiones de la debilidad estatal, y aunque pudiera considerarse un caso excepcional 
en ciertos aspectos, al mismo tiempo creo que hace visible otros elementos que también 
pueden ser encontrados en otras  sociedades, incluso, las llamadas del  “Primer Mundo”. 
Finalmente, considero que este estudio aunque se adscriba a la filosofía política, no 
se restringe a ella y recurre por igual al derecho, a la sociología y a la economía, por 






poder contribuir con ello no sólo al sector académico y gubernamental, sino sobre todo, 
a  la sociedad en general, por entender que somos los ciudadanos corresponsables de la 



































CAPÍTULO II. UN ESTUDIO CUALITATIVO DE LA DEBILIDAD ESTATAL 
 
2.1. Tipo de Estudio 
 
La investigación posee un enfoque cualitativo, donde la recolección de datos o 
información, aunque no se ha realizado por medición numérica, está dirigida a descubrir 
o afinar preguntas de investigación en el proceso de interpretación y análisis 
(Hernández, Fernández y Baptista, 2006: 8). El estudio, aunque parte de la Teoría del 
Estado tanto clásica como contractual, así como considera los enfoques teóricos 
contemporáneos sobre necesidades humanas y capacidades humanas, examina 
particularmente el estado del arte y en ese proceso se intenta proponer un modelo 
coherente con la realidad que se contempla. Asimismo, en esta investigación sólo se 
observan los fenómenos en su ambiente natural y luego se analizan, por lo que no hay 
una manipulación deliberada de las variables o la realidad.  
 
2.2. Tipo de Diseño 
 
El estudio se basará en un diseño de teoría fundamentada (Hernández, et. al.: 687), 
porque tras la utilización de un procedimiento sistemático y cualitativo de análisis se 
intenta esbozar un modelo, que no pretendiendo ser una teoría formal ni un modelo 
único para aplicar a todos los casos, al menos se considera que tiene un rasgo sustantivo 
o un rango intermedio, que hace posible explicar en un nivel conceptual el por qué cada 
vez más los Estados más desarrollados y en vías de desarrollo como Venezuela se están 
debilitando.  Asimismo, se considera que con la sistematización de la información que 
se ha realizado con la presente investigación, no sólo se ha enriquecido el estado de la 
cuestión que es objeto de estudio, sino que además se han aportado nuevas visiones 
sobre el fenómeno. 
 
2.3. Unidad de Estudio 
 
El Estado como forma de organización del poder político y como objeto de estudio 
de la Teoría del Estado, viene a ser la unidad de análisis de la presente investigación.  Y 
considerando que en el séptimo capítulo de este trabajo se efectúa un estudio de caso,  la 






2.4. Fuentes de Información 
 
Fundamentalmente, las fuentes de información han sido de carácter documental, 
aunque también esta investigación se basa en la observación. Para la selección de la 
muestra de fuentes documentales se empleó la técnica de muestreo no probabilístico 
intencional (Hernández, et. al.: 560) dando preferencia a las fuentes primarias. Así pues, 
los Acuerdos y Convenios Internacionales, Mensajes Presidenciales, Discursos de 
Expertos Temáticos, Diarios de Debate, Estadísticas Oficiales, Trabajos de 
Investigación de Especialistas y de Organismos Internacionales, así como grabaciones 
de audio o video, constituyen la población de la presente investigación.  
 
2.5. Instrumentos de Recolección de Datos 
 
El principal instrumento de recolección de datos ha sido el propio investigador quien 
acudiendo a las bibliotecas, así como a Internet, ha logrado obtener los datos de las 
fuentes documentales, fundamentalmente primarias. Asimismo, el investigador ha 
podido recolectar datos a través de la observación, introduciéndose en el ambiente y 
mimetizándose con éste, todo ello con el fin de adquirir un profundo sentido de 
entendimiento del fenómeno estudiado, cuidando en lo posible no caer en los sesgos 
personales, tarea para la cual ha sido necesario atender a los detalles, saber escuchar, 
interpretar y reflexionar, lo que sin duda exige disciplina.  
Igualmente, la realización de estancias de investigación en centros como la 
Universitá Internazionale degli Studi Sociali Luiss Guido Carli en Roma-Italia (bajo la 
supervisión del Prof. Sebastiano Maffettone, Director de la Facultad de Ciencia Política 
y Director del Centro de Investigación y Estudios sobre Derechos Humanos) y la 
Università degli Studi di Roma “Tor Vergata” (bajo la supervisión del Prof. Francesco 
D’Agostino, Catedrático de Filosofía del Derecho del Departamento de Jurisprudencia), 
fueron un importante aporte para el desarrollo de la investigación al hacer posible tener 
acceso a fuentes de información y a intercambiar conocimientos y opiniones con otros 
investigadores en el área de la filosofía política.  
Toda la información adquirida se ha recolectado a través de fichas y registros por 
computadora. Notas y apuntes en libretas, también han constituido una herramienta de 






posteriormente a su procesamiento y análisis. El trabajo de investigación se inició en 
2010 y finalizó en 2013. 
 
2.6. Estrategia de Procesamiento y Análisis de Datos 
 
Por tratarse de una investigación cualitativa, la recolección y análisis de datos ha sido 
un proceso que prácticamente se ha realizado en paralelo. Un gran volumen de 
información fue recolectada, por lo que para seleccionar la información relevante y 
orientada al planteamiento del problema se procedió a preparar resúmenes 
estructurados, sinopsis, diagramas y gráficos. Esto permitió el análisis, interpretación y 
reflexión de la información recogida. El análisis ha tratado en lo posible de conciliar 
diversas perspectivas, por lo que no se entiende que haya sido rígido o mecánico. Los 
datos recolectados y analizados han sido un valioso aporte para la elaboración de los 
siete capítulos que componen la presente investigación. Asimismo, se observará a lo 
largo del texto que se efectúan ejemplos y se incluyen figuras, con el propósito de que el 
estudio sea asequible no solo para los especialistas y conocedores del tema, sino 
también para cualquier persona por más ajena que sea al ámbito jurídico, filosófico, 
político, social y económico. 
Igualmente, cabe señalar, que atendiendo al enfoque cualitativo de la investigación, 
la estrategia de procesamiento y análisis de datos, tuvo como propósito responder a las 
preguntas de investigación y generar conocimiento, sin que ello significara llevar a cabo 




Una limitación de la investigación podría ser que el método utilizado ha sido de 
carácter cualitativo, con lo cual podría pensarse que las suposiciones e ideas plasmadas 
en este estudio no son válidas para hacer generalizaciones, como por ejemplo, aplicar el 
modelo de los tres vectores progresivos propuesto para la evaluación de la situación 
estatal a casos diferentes al de Venezuela. No obstante, ha de destacarse que el objetivo 
de la presente investigación ha sido revisar y fundamentar las hipótesis y opiniones 
sobre la base del análisis sistemático y no de pruebas empíricas. Y precisamente ha sido 
el enfoque cualitativo aplicado en la investigación el que ha permitido llevar a cabo una 






contribuir a la generación de conocimiento. Por tanto, aunque el modelo propuesto no 
sea probablemente aplicable a todos los casos, sí que es potencialmente aplicable a otros 





































CAPÍTULO III. CONTEXTO HISTÓRICO-DELIMITACIÓN CONCEPTUAL 
 
3.1. Orígenes del Estado 
 
La expresión “Estado” se utiliza con dos sentidos distintos. En un sentido amplio, se 
refiere a cualquier comunidad político organizada del tipo que sea, con lo cual pudiera 
hablarse de la existencia de Estados desde hace más de cinco mil años
5
. No obstante, en 
un sentido estricto el término “Estado” alude a un modelo determinado de organización 
del poder político que se instaura en Europa a partir del siglo XV y que tras el proceso 
de descolonización se ha extendido (o se ha intentado imponer) al resto del mundo. Y es  
esta segunda noción de Estado y sistema estatal, a la que más comúnmente se hace 
referencia, es decir, al Estado moderno.   
Hay quienes han advertido que para comprender lo que es el Estado actual no hace 
falta retrotraerse en el tiempo, y menos a la época primitiva de la humanidad; pues el 
punto de partida para entender la estructura y funciones del Estado del presente se 
encuentra en la realidad social, es decir, en la acción humana y con ello en la vida real 
del hombre en su total existencia (corporal, psíquica y espiritual, y en la unidad total de 
las funciones de su vida tanto sexuales, técnico-económicas, pedagógicas, políticas, 
religiosas, artísticas u otras)
 6
. No obstante, cabría recordar que durante la mayor parte 
de la historia, los Estados han sido “no nacionales”, es decir, han sido imperios, 
ciudades-feudales, ciudades-estado o alguna otra forma distinta a Estados nacionales, es 
decir, que eran organizaciones políticas que no gobernaban regiones y ciudades 
múltiples y contiguas por medio de estructuras diferenciadas y autónomas (Tilly, 1992: 
21).  
Y es que precisamente, el Estado entendido como una organización con poder 
coercitivo, independiente en lo interior y exterior, capaz de actuar de modo continuo 
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 Restos arqueológicos demuestran que unidades de dominación y con una clara prioridad sobre cualquier 
otra organización dentro de un territorio de dimensiones considerables, existen desde 1600 a.C. Véase 
Tilly, C. (1992). Coerción, capital y los Estados europeos, 990-1990. (E. Rodríguez Halfter Trad.), 
Madrid: Alianza editorial. (Trabajo original publicado en 1990), p. 20 
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 El mismo Hermann Heller, aunque se refiere muy brevemente a los orígenes del Estado, no encontró 
necesario hacer demasiado hincapié en ello en el desarrollo de su Teoría del Estado, pues no la 
consideraba determinante para la estructura actual o futura del Estado. Más aún, señala que el hecho de 
afirmar que la estructura del Estado depende de manera decisiva del hecho que su nacimiento primario 
debe atribuírsele  a la lucha de clases o razas o a otra causa, no es más que un prejuicio historicista, puesto 
que en la práctica es una realidad  notoria que una formación política con un origen único puede 
desarrollarse, transformarse y cambiarse de muy diversos modos. Heller, H. (1961). Teoría del Estado. 






con medios de poder propios y claramente delimitados en lo personal y territorial no 
existió hasta el Renacimiento
7
, tras la expropiación y  centralización de los medios 
reales de autoridad y administración (el ejército, la justicia, la policía y la 
administración financiera) en beneficio, primero, del príncipe absoluto y, luego, del 
Estado (Weber, 2001:100).  Por supuesto, los inicios de este Estado moderno 
empezaron a encontrarse en aquellas ciudades donde se daban al grado máximo el 
desarrollo, el trabajo y el intercambio (norte de Italia), permitiendo que los impuestos 
ayudaran no solo a crear el Estado sino también a formarlo (Schumpeter, 2000:163). 
Ahora bien, nacionales o no, los Estados se han creado y transformado de manera 
espontánea conforme a la realidad social existente, y por tanto, como consecuencia de la 
interacción de diversos factores relacionados con la fuerza (político-militar-
administrativo), el capital (técnico-económico-jurídico), la expansión demográfica y el 
cambio de valores y expectativas de los individuos (psíquico-social). 
Así pues, hay quienes sin duda sostienen que la guerra y otras actividades 
relacionadas con ella (por ejemplo las transformaciones de la técnica guerrera: de la 
caballería a los cañones y a las armas de fuego portátiles) fueron un motor propulsor 
para toda la actividad política de los Estados y que fueron (y son) sus crecientes costes 
los que exigieron una reorganización general de los ingresos públicos y una continua 
infraestructura administrativa y burocrática (sistemas de tributación, tesorerías, 
tribunales, administraciones regionales, asambleas públicas y muchas otras cosas)
 8
. De 
allí que se sostenga que las diversas combinaciones de capital y coerción fueron las que 
produjeron los diferentes tipos de Estado a lo largo de la historia, siendo no solamente 
las clases dirigentes, sino también todas las clases cuyos recursos y actividad incidían 
en la preparación de la guerra, los que dejarían su impronta en los Estados. 
Ciertamente, la necesidad de garantizar la permanencia y seguridad del poder 
coercitivo-político, es decir de un ejército permanente y una burocracia con una única y 
competente jerarquía de funcionarios necesaria para la formación consciente de la 
unidad del poder estatal; exigía (y exige) disponer de los ingresos suficientes para la 
subsistencia económica de los funcionarios civiles y militares (es una realidad que más 
allá de tener un buen sentido del deber y de su responsabilidad, todo funcionario 
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 Previo al Renacimiento, se dice que una manifestación precoz del Estado Moderno, se creó en Sicilia 
con Federico II durante la primera mitad del siglo XIII. Véase Heller, H. (1961). Teoría del Estado, Op. 
cit., pp. 145 
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 Véase, entre otros, García Cortado, R. y De Blass G., A. (1986). Teoría del Estado y sistemas políticos, 
Tomo I, Madrid: UNED, pp.56-57; Heller, H. (1961). Teoría del Estado, Op. cit., pp. 145-154; Tilly, C. 






depende de un sueldo mensual). Por tanto, la emancipación económica del poder estatal 
era precisa y ésta se logra, inicialmente, solo por vía de los impuestos. De hecho, se 
afirma que los impuestos no solo ayudaron a crear el Estado sino que además ayudaron 
a formarlo, por cuanto el desarrollo del sistema impositivo estaba vinculado al de otros 
órganos (Schumpeter, 2000:163). De modo que así fue como el Estado comenzó a 
penetrar en las economías privadas y fue obteniendo un dominio creciente sobre ellas, 
constituyendo su patrimonio y el hogar público (Bell, 1996: 209 y ss.), es decir, el 
agente para la satisfacción de las necesidades y aspiraciones públicas, en contraposición 
con las aspiraciones privadas.   
Ahora bien, la guerra y la lucha por los medios bélicos (extracción del capital y 
ordenación administrativa)  no solo estimularon la creación del Estado, sino que 
también lo hicieron los cambios en los patrones de conducta humana, así como el 
cambio en sus necesidades. Por ejemplo, el hecho de que los pueblos se hicieran 
sedentarios colindando con otros pueblos, hizo preciso una unidad de acción para la 
protección de este espacio así como para su eventual ampliación; del mismo modo, que 
el alto grado de división del trabajo social como consecuencia de la permanencia y 
densidad de las relaciones de intercambio e interdependencia entre los pueblos vecinos 
hicieron necesaria la creación del Estado partiendo de la organización territorial 
permanente y unitaria. Es decir, que el asentamiento en un determinado lugar geográfico 
y la resultante expansión  demográfica que se sucede después  –principalmente en 
Europa occidental a partir del siglo XI-, así como la desarrollada división del trabajo y 
el comercio, plantearon la exigencia de una ordenación unitaria para las relaciones 
sociales y con ella, la de un poder común de ordenación no solo a lo interno del 
territorio sino también hacia afuera, siendo esta voluntad y este sentir del grupo humano 
lo que se convierte en la realidad social del Estado. De allí que se afirme que el Estado 
es una unidad resultante de una acción humana consciente, y que por lo tanto no es una 
mera unidad imaginada por los humanos, sino una unidad real que actúa de modo causal 
(Heller, 1961: 219-221 y 256).  
Igualmente, no puede pasarse por alto el impacto que tuvo sobre la construcción del 
Estado moderno el sistema económico capitalista que reclamaba unas políticas por parte 
de los poderes públicos imposibles de alcanzar con la supervivencia de viejas formas de 
organización política como el feudalismo. Políticas como seguridad en el tráfico, 
mínima racionalidad fiscal y administrativa, estímulo y protección a las actividades 






Empero dicho Estado no solo permitió el desarrollo del capitalismo, sino que este 
sistema económico a su vez, permitió el crecimiento y consolidación de las instituciones 
estatales durante tres siglos, alcanzando el Estado moderno su apogeo en la llamada 
“edad de oro” del capitalismo mundial, que comprende desde el final de la Segunda 
Guerra Mundial hasta principios de los años 1970. Fue en esta época donde el Estado 
mostró su eficacia para suministrar bienestar social a todos los niveles, es decir, 
satisfacer las necesidades de mínimos de justicia en las economías del Primer Mundo de 
Occidente, extendiéndose la práctica (o al menos la aspiración) al resto del mundo;  
cuestión que comenzará a erosionarse después de los años 70 del siglo XX cuando la 
nueva lógica del capitalismo implique confundir necesidades con deseos, y más aún 
cuando implique exclusión (vid. Cap. IV, epígrafe 4.2.3). 
También las negociaciones entre los gobernantes y las clases capitalistas y otras 
clases sociales, contribuyeron a la definición organizacional del Estado, tanto de su 
aparato represivo, su administración fiscal, sus servicios, sus formas de representación, 
etc., es decir, que las capacidades político-sociales, entendidas como la suma de aptitud 
y actitud de los gobernantes y gobernados, formaron igualmente el Estado.   Y en 
efecto,  las negociaciones, aunque asimétricas, entre las autoridades del Estado, otros 
poderosos y grupos de personas comunes, fueron las que hicieron posibles los acuerdos 
políticos-sociales respecto a las condiciones bajo las cuales el Estado podía extraer o 
controlar, así como en cuanto a las exigencias o demandas individuales o colectivas que 
la población podía plantear al Estado (pensiones, pagos a los pobres, educación pública, 
viviendas, planificación urbana, entre otras). En otras palabras, de las negociaciones 
entre los miembros de la sociedad y de ésta con el Estado, nacieron los derechos 
individuales y colectivos frente a aquél y las obligaciones de éste con sus ciudadanos; y 
además fueron las que hicieron posible el abandono de los gobiernos basados 
históricamente en la coacción y la fuerza para dar paso a gobiernos prestos a la creación 
de un sistema de Estados (la Sociedad de las Naciones fue un primer intento y luego las 
Naciones Unidas) orientados a organizar, activar y coordinar la cooperación social 
dentro de sus propios territorios y más allá de éstos, privilegiando la estructura 
horizontal en lugar de la vertical
9
. 
Actualmente, los Estados se asemejan en cuanto a sus estructuras organizativas 
(tienen tribunales, legislaturas, burocracias centrales, administraciones locales, ejércitos 
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permanentes, fuerzas policiales y toda una gama de servicios públicos) y económicas (la 
mayoría son capitalistas, pocos dicen ser socialistas y otros son mixtos), pero se 
diferencian en la manera en que operan estas estructuras, es decir, que se distinguen por 
el funcionamiento interno de sus tribunales, legislaturas, por las relaciones entre el 
sector público y privado, incluso, por la interacción entre las administraciones públicas 
y el ciudadano. Es posible que tal distinción se deba a que se ha prestado más atención a 
cuestiones como la división de poderes o la participación de los gobernados en el 
gobierno (cuestión instrumental), en lugar de determinarse los campos a los que el 
gobierno y el Estado pueden extender su acción y a los que han de limitarse (cuestión 
fundamental). 
Sin duda con el paso del tiempo, los Estados dejaron de ser máquinas exclusivas de 
guerra para convertirse en organizaciones de fines múltiples, y con ello empezaron a 
esforzarse no solo por controlar la coerción y el capital, sino también por ejercer control 
sobre otra cantidad de actividades regulatorias, compensatorias, distributivas y 
protectoras, lo cual ha incrementado tanto los presupuestos del Estado como sus deudas, 
poniéndose en riesgo las condiciones y derechos sociales de sus poblaciones. 
 
3.2. Características del Estado débil 
 
¿Cuándo se considera débil a un Estado?, ¿cuáles son sus características? La 
debilidad estatal por lo general se ha asociado con la dificultad o la incapacidad del 
Estado para cumplir sus funciones básicas
10
, aunque, también se ha encontrado en la 
                                                          
10
 En esta línea véanse Migdal, J. (1988). Strong societies and weak states: state-society relations and 
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“Weak states, strong state: state-in-society perspective”, en Dauvergne, P. (Comp.), Weak and strong 
states in Asia-Pacific societies, Sydney:  Allen & Unwin, p.12; Rotberg, R., (2004). “The failure and 
collapse of Nation-States: breakdown, prevention and repair”, en Rotberg, R. (Comp.). When States Fail. 
Causes and consequences. (pp. 1-49), New Jersey: Princeton University Press, pp. 1-49; Gros, J.-G. 
(1996).”Towards a taxonomy of failed States in the New World Order: decaying Somalia, Liberia, 
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Ediciones B, S.A.; Tedesco, L. (2007).“El Estado en América Latina: ¿Fallido o en proceso de 
formación?”, FRIDE, núm. 37, pp. 1-18; Thürer, D. (1999).“El «Estado desestructurado» y el derecho 
internacional”, Revista Internacional de la Cruz Roja, núm. 836, pp. 731-760; Tadjbakhsh, S. (2007). “La 
fragilité des États vue sous l’angle de la sécurité humaine”, en Châtaigner, J.M. y Magro, H. (Comp.), 
États et sociétés frágiles. Entre conflits, reconstruction et développement, Paris, Karthala, pp. 509-538; 
Tadjbakhsh, S. y Chenoy, A. M. (2007). Human security. Concepts and implications, Routledge: New 
York, Cap. VII, pp. 166-184; Sur, S. (Invierno 2005-2006). “Sur les «États défaillants»”. Commentaire, 






negligencia o en la mala voluntad de los Estados
11
, elementos relacionados con su 
debilidad, esto es, que aun teniendo el Estado la capacidad de cumplir sus funciones 
básicas, rechaza hacerlo.  
Hasta el momento no existe una definición particular de “Estado débil”, sin embargo, 
es posible hacer una caracterización del weak state  partiendo de la consideración 
opuesta de “Estado fuerte”. En ese sentido, si se entiende por Estados fuertes aquellos 
que suman capacidad y disposición para mantener el control social, asegurar el 
cumplimiento social de las leyes y el Derecho, tomar decisiones y aplicar políticas 
eficaces, conservar la estabilidad y la cohesión social, fomentar la participación social 
en instituciones estatales, proveer servicios básicos, dirigir y controlar la economía 
nacional y conservar la legitimidad (Dauvergne,1998:12); serán Estados débiles 
aquellos que presenten un perfil mixto en el grado de cumplimiento de estas 
expectativas, es decir, que los Estados con una pobre capacidad para penetrar en la 
sociedad, regular las relaciones sociales, extraer los recursos y usarlos para fines 
determinados (como en la oferta de bienes y servicios para la satisfacción de las 
necesidades básicas de la población), son Estados débiles. De allí, que dentro de la 
categorización de debilidad, se suela ubicar también a los “Estados en vías de fracaso” 
(failing states), o sea, aquellos que si bien cumplen con el suministro de algunos de los 
criterios antes señalados, o political goods
12
, funcionan mal en la provisión de otros. 
A primera vista, parecería pues que la fragilidad estatal estuviera únicamente 
relacionada con la habilidad e intencionalidad de la organización política-administrativa 
del Estado, y en particular, del Gobierno. Pero ¿realmente basta con que las 
instituciones estatales sean capaces de coordinar, planificar, gestionar y administrar los 
recursos financieros, tecnológicos y humanos para evitar la debilidad estatal? La 
respuesta es no. 
Precisamente, una de las características más importantes que tienen los Estados 
fuertes es que suman Gobierno y Sociedad. De hecho, se arguye que los strong states se 
caracterizan por sus altos niveles de cohesión política-social, quizás como consecuencia 
de la supremacía de lo que Buzan denomina la “idea de Estado” como componente 
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 Puede verse Pogge, T. (2005). La pobreza en el mundo y los derechos humanos, Barcelona, Ediciones 
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esencial y determinante de la existencia estatal (Buzan, 2007:65-83). Y que esta sinergia 
es fundamental en la medida que está correlacionada con la consolidación de las 
democracias participativas, las fuertes identidades nacionales, así como con economías 
productivas y altamente desarrolladas. Asimismo, se percibe que la cohesión política-
social funciona como un elemento potenciador de las capacidades estatales, siendo la 
relación entre estas variables de carácter bidireccional, es decir, que las capacidades 
estatales se incrementan con una mayor cohesión política-social, y a su vez ésta se 
fortalece tras el incremento de las capacidades estatales.  
Así pues, los Estados débiles se distinguen, en primer lugar, por una desvinculación 
entre el Gobierno y la Sociedad, que se refleja en la inexistente o pobre sintonía 
político-social, probablemente ello como consecuencia de la falta de claridad y/o 
consenso en cuanto al principio organizativo y propósito subyacente del Estado. A la 
vez, los Estados débiles carecen de un elemento fundamental como lo es la identità 
sovra-individuale
13
, es decir, que no han logrado en lo político sustituir la relación 
interpersonal del yo-tú por una relación asociativa y plural del “nosotros”, cuando es 
precisamente la pertenencia al “nosotros” y ese sentido de conciencia de un patrimonio 
común de experiencia vivida lo que funge como elemento de familiaridad y de 
acercamiento entre todos los miembros del “nosotros” (Cotta, 2002: 466-467), en otras 
palabras, que esa identidad supra-individual es la que es capaz de unir todas las fuerzas 
sociales impulsándolos a todos a trabajar por un proyecto común que sientan que valga 
la pena. Por tanto, los Estados débiles son aquellos que carecen de ideología 
organizativa, o simplemente, ésta no está fuertemente presente o está en disputa, con lo 
cual la estructura del Estado suele asociarse y restringirse a lo jurídico (soberanía y 
reconocimiento internacional) en lugar de incluir también un componente fundamental 
en lo político y social (identidad supra-individual). Y es lo limitado de esta percepción 
de lo que significa el Estado, lo que contribuye a la debilidad del mismo. 
La falencia anterior, también influye en que los Estados débiles se caractericen por 
presentar serios problemas de legitimidad vertical y horizontal. Ello, porque una 
sociedad civil fragmentada puede conducir a la erosión de la lealtad al Estado y a 
sustituir el compromiso y la negociación por la violencia. Incluso, una sociedad 
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segmentada puede reorientar sus “sentimientos de legitimidad”  a entes más autoritario 
(Rosenau, 1998: 23-25), como grupos subnacionales (paramilitares, grupos de 
autodefensa, guerrilla) o redirigirla hacia organizaciones internacionales u ONGs por 
percibirlas como portadoras de mayor legitimidad que el Estado (Masón, 2000: 83-102).  
Al mismo tiempo, la erosión del consentimiento a ser gobernado (legitimidad 
horizontal), puede disminuir el “derecho a gobernar” (legitimidad vertical), siendo el 
cuestionamiento de la “autoridad” una amenaza para la legitimidad horizontal (Holsti, 
1996: 88). Además, las crisis de legitimidad que presentan los Estados débiles se 
expresan en: (i) la baja participación política y en el incremento de la abstención; (ii) el 
empleo de la coacción para asegurar el cumplimiento; en la inestabilidad política 
producto de crisis gubernamentales, golpes, disturbios, complots, rebeliones, etc.; (iii)  
la provocación de severas brechas sociales (étnicas, religiosas, de clases, lingüísticas) 
que aun no convirtiéndose en situaciones abiertamente violentas, permanecen latentes, 
creando tensión; y (iv) la centralización del poder en la élite dirigente, que usualmente 
se enfoca en un solo líder (elegido o no) o partido político
14
.  
También se consideran Estados débiles aquellos que presentan niveles de fragilidad 
institucional variables y una frecuente incapacidad de sus gobiernos para implementar 
sus políticas, para movilizar a la población, regular la sociedad civil y crear 
previsibilidad sobre el cumplimiento de las normas (Kostovicova, 2009: 199). Ello 
significa, que los Estados débiles se caracterizan por tener inconvenientes para que la 
ley y el Derecho prevalezcan; para garantizar la independencia de los poderes públicos; 
para ofrecer altos niveles de seguridad frente a la violencia criminal y política, así como 
para asegurar las libertades políticas y civiles. Y es la incapacidad de las instituciones 
estatales para garantizar un mínimo de operatividad, lo que puede llevar al Estado a 
entrar en un espiral peligroso de derrumbamiento
15
, incluso, a ser víctima de la 
represión militar en la medida que ésta se percibe como el instrumento para mantener la 
fortaleza del régimen y el control interno.  
Consecuentemente, los Estados débiles también pueden distinguirse por ser grandes 
represores y agresores, es decir, porque oprimen y reprimen sistemáticamente a lo 
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interno de su territorio a su población (gross repressors) y porque además de ser 
internamente abusivos, también se comportan de una manera provocativa y pugnaz a 
nivel regional (aggressive repressors), es decir, que son agresivos con sus vecinos y 
delincuentes sucesivos contra el orden mundial (Rotberg, 2007: 6). De allí que los 
Estados débiles también se asocien con países donde no existan democracias, o donde 
éstas no están consolidadas, o con gobiernos autocráticos donde se controla rígidamente 
la disidencia y el desacuerdo. 
Asimismo, se dice que los Estados débiles exhiben todos los síntomas de las 
economías subdesarrolladas y dependientes. Esto es que poseen economías poco 
diversificadas (más mono-productoras); que cargan con fuertes deudas, registran bajos o 
negativos niveles de crecimiento económico y desarrollo humano, alta inflación y 
desempleo, bajos niveles de inversión, cuantiosas desigualdades sociales y altos niveles 
de corrupción. Además, que son Estados donde la pobreza, las divisiones sociales y las 
formas de gobierno autoritarias, son utilizadas con fines políticos convenciéndose a la 
población del uso de la violencia, hasta el punto de llegar a normalizarse el empleo de la 
fuerza porque se justifica mediante los discursos políticos (Jackson, 2006: 36-37).  
Igualmente, los Estados débiles se caracterizan porque en ellos los medios de 
comunicación son de fácil monopolización tanto por el sector público (un gobierno) o 
privado (empresarios nacionales o extranjeros), habida cuenta de la fragilidad  de las 
instituciones y estructuras estatales
16
. Lo mismo ocurre con las escuelas, iglesias, 
universidades y otros espacios de discusión y opinión, que son de fácil control por 
distintos actores e intereses cuando el Estado es débil. Al mismo tiempo, en los Estados 
débiles las redes de infraestructura física (escuelas, hospitales, carreteras, transportes, 
correos postales, etc.) muestran signos de deterioro, y a veces de negligencia, sobre todo 
fuera de las ciudades principales (Rotberg, 2004: 4).  
Todo lo anterior, contribuye a la fragilidad interna del Estado, pero también a su 
vulnerabilidad exterior. De hecho, se dice que en los Estados débiles, la élite política 
está mucha más expuesta tanto a las presiones internas como a las amenazas 
provenientes de actores y fuerzas internacionales y/o trasnacionales, de allí que recurran 
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por lo general al “acomodamiento o sustitución de élites”17 para tratar de mantener una 
cierta coherencia (al menos aparente) de soberanía.  
Así pues, los Estados débiles pueden distinguirse por una multiplicidad de caracteres 
que directa o indirectamente están asociados con la capacidad y disposición estatal para 
cumplir sus funciones esenciales y para proveer suficientemente y con calidad todos y 
cada uno de los bienes políticos que forman parte del contrato político-social entre 
gobernantes y gobernados. Esto parece subrayar la importancia de establecer con 
claridad ¿cuáles deberían ser las acciones básicas que el Estado debería desempeñar?, 
¿cuáles serían los bienes y servicios que el Estado debería suministrar mínimamente por 
razones de justicia?, ¿cuál es el papel que juegan los ciudadanos en la construcción de 
las capacidades del Estado? y ¿cuáles serían los bienes y servicios públicos que los 
ciudadanos podrían demandar o exigir?  
 
3.3. Causas de la debilidad del Estado 
 
Renunciar a la posibilidad de intentar dar una explicación del por qué los Estados se 
debilitan, y eventualmente fallan (failed states), haciéndose cada vez más represivos y 
agresivos (rogue states) en el proceso, no es nada tentador. Al contrario, pese a que tal 
explicación tenga sus dificultades y la información disponible obligue a su cuidadoso 
manejo, reviste un particular interés para el investigador el describir no solo cómo se 
suceden los hechos, sino también encontrar por qué éstos ocurren, es decir, las causas 
plausibles que los provocan.  
Deslindar causas y condiciones, causas e indicadores, causas y efectos, no es una 
labor nada fácil. Muestra de ello, es que cuando se hace referencia a la  debilidad 
estatal, por ejemplo, ésta no solo se percibe como la causa de las guerras civiles sino 
también como su consecuencia (Van de Walle, 2004: 95). Incluso, hay quienes 
entienden que la pobreza es la causa y la consecuencia del subdesarrollo, así como la 
generadora del conflicto que a su vez genera pobreza, creando un círculo vicioso que se 
ha llamado “la trampa del conflicto” -the conflict trap- (Collier, 2003).  
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Sin embargo, hay quienes parecen tener claro qué son causas y qué son efectos y 
síntomas, señalando por ejemplo que el hecho de que muchos Estados débiles tengan 
ricos y pobres; posean una heterogénea gama de intereses étnicos, religiosos y 
lingüísticos; sean incapaces de construir naciones partiendo de la conjunción de 
diversos grupos; posean poblaciones donde las mayorías opriman a las minorías; 
presenten un descenso del PIB anual y per cápita, un aumento del déficit, la inflación y 
un decrecimiento económico; ello no significa que aquéllos sean las causas de la 
debilidad estatal y del posible fracaso del Estado, sino que simplemente son indicadores 
del debilitamiento (Rotberg, 2004: 4-5).  
Por tanto, contrastan las perspectivas acerca de qué variables deben considerarse 
como causas y cuáles como efectos o consecuencias de la debilidad estatal. Esta 
diversidad de pareceres obedece justamente al debate extenso y abierto que existe en el 
campo de la filosofía y las ciencias sociales y empíricas con respecto a la noción de 
causalidad (especialmente desde la Edad Moderna
18
). Y aunque el objetivo de la 
presente investigación no consista en realizar un estudio filosófico del concepto de 
causa ni de las numerosas interpretaciones que se le han dado en la historia del 
pensamiento científico y filosófico, se considera preciso aclarar que por dicho término 
se entiende el conjunto de factores ocasionales o no, que acompañan a la manifestación 
del fenómeno; por lo que si bien la relación de los factores con el efecto no es infalible, 
al menos sí que es probable
19
.  
Varios de los factores que se exponen a continuación, están asociados con lo 
económico, histórico, geográfico, político, social y humano. En la práctica no es 
habitual encontrar  casos puros donde los orígenes de la debilidad estatal obedezcan 
únicamente a uno de estos factores en particular, pues éstos suelen mezclarse. Sin 
embargo, lo que sí es posible detectar en la práctica es que existen causas que más que 
ser el origen de la debilidad estatal son cuestiones por las cuales un Estado ya débil se 
desplaza desde esa debilidad hacia el fracaso, colapso o violencia, es decir, que 
profundizan la vulnerabilidad del Estado. De allí que seguidamente, aparte de estudiar 
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por separado (por motivos didácticos) cada uno de los tipos posibles de causas, también 
se intentará a lo largo de la exposición efectuar una distinción entre las causas que 
producen la debilidad propiamente dicha y las causas que la profundizan. 
 
3.3.1. Causas económicas 
 
Son varios los autores que coinciden en que son de tipo económico las principales 
causas que debilitan a un Estado
20
. Cuestiones como la gran dependencia de la 
exportación de materias primas y de sus precios con tendencia sinusoidal; así como los 
bajos niveles de renta anual y per cápita
21
; el bajo talento humano; baja capacidad de 
absorción y transferencia de tecnología e innovación; baja productividad y malas 
políticas macroeconómicas adoptadas de manera recurrente que generan inflación, 
déficits, etc., son entre otros, los factores que con mayor frecuencia se señalan como los 
generadores de los Estados débiles. 
Tales factores parecen tener su raíz en el modelo económico internacional de 
producción y distribución existente, es decir, que más que ser causas propias de la 
debilidad son cuestiones que profundizan la debilidad ya existente en un Estado. En 
otras palabras, que aquellas son las razones por las cuales el Estado débil se desplaza 
hacia el fracaso, el colapso y la violencia, encontrándose la causa real de la debilidad 
estatal en lo que Thomas Pogge llama el  coercive global order (Pogge, 2005: 38)
22
. 
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Ello significaría que no es necesariamente la injusta distribución de los ingresos y las 
riquezas globales las que debilitan el Estado sino que es el modelo económico 
internacional de producción y distribución promovido por las potencias industriales, es 
decir, el capitalismo, lo que induce el subdesarrollo, la desintegración y la decadencia 
política y social en los Estados con su consecuente vulnerabilidad. 
Además del orden económico internacional, el problema parece estar relacionado con 
el modelo financiero internacional desregulado, especulativo y desvinculado de la 
riqueza real de las empresas y familias, y por lo tanto, de los Estados. Es decir, que la 
causa de la debilidad estatal no está precisamente en el capitalismo de influencia 
calvinista donde el ahorro o la abstinencia es nuclear, sino más bien en el capitalismo 
lúdico donde está prohibido prohibir y donde el enriquecimiento inmediato, el crédito 
(por no decir deuda), el consumismo y el mínimo esfuerzo son exaltados (Ballesteros, 
2012: 6-7).   
Y es que la práctica lúdica aplicada al sistema financiero y sin controles, no sólo 
permite  que se juegue sobre el futuro de todo incluyendo cuestiones fundamentales 
para la seguridad humana (las materias primas y alimentos, los productos energéticos, 
los seguros de vida, etc.) sino que además genera tal volatilidad de los mercados
23
 y con 
ello tal vulnerabilidad de los Estados, hasta un punto en el que ni éstos ni sus 
ciudadanos son capaces de hacer frente a sus endeudamientos masivos contraídos para 
satisfacer  las necesidades básicas, ni mucho menos, los deseos infinitos (vid. Cap. V).  
La idea economicista del crecimiento indefinido, de que lo importante es tener antes 
que el ser; que hay que tomar y consumir, en lugar de dar y crear; que hay que gastar y 
gozar en vez de ahorrar e invertir; y en fin, en que hay que obtener beneficios sin 
sacrificios; es lo que ha transformado la cultura de la sociedad actual, poniéndose en 
riesgo con ello no únicamente el mismo sistema capitalista -que justamente empieza por 
                                                                                                                                                                          
Persistent State Weakness…, Op. cit., p. 198; Ruiz-Giménez A., I. (2000). “El colapso del Estado 
poscolonial en la década de los Noventa. La participación internacional”, en Peñas Esteban, F.J. (Comp.). 
África en el sistema internacional. Cinco siglos de frontera,  (pp. 175-176), Madrid, Catarata; Alcalde 
Cardoza, J.(2004). Los Estados fallidos: La influencia del desarrollo, Op. cit., pp. 11-13; Coronil, F. 
(2002). El Estado mágico: naturaleza, dinero y modernidad en Venezuela, (Pérez, Esther Trad.), Caracas: 
Nueva Sociedad, (Trabajo original publicado en 1997),p. 434; Masón, A. (2000, Mayo-Diciembre). “La 
crisis de seguridad en Colombia: causas y consecuencias Internacionales de un estado en vía de fracaso”, 
Revista Colombia Internacional, núm. 49-50, pp. 82-102. 
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 Ejemplo de ello la crisis de deuda de los países latinoamericanos en los años ochenta del siglo pasado; 









 y que exige producción, esfuerzo y sacrifico, es decir, trabajo
25
-, sino la viabilidad 
y supervivencia del Estado. Ello porque si hay algo de lo que el Estado no puede 
prescindir es de los medios pecuniarios, siendo lo más sano que éstos provengan del 
trabajo, productividad e ingenio de sus ciudadanos que es lo que en realidad significa 
riqueza (vid. Cap. IV, epígrafe 4.3). 
De modo pues, que la tendencia que pretende sustituir al Estado por el “mercado” y 
al “ciudadano” por el “consumidor”, procurando en el proceso mercantilizar los 
derechos fundamentales es lo que está conduciendo al Estado hacia la debilidad y a 
poner en riesgo las condiciones y derechos sociales de sus ciudadanos.  
Ahora bien, regular el mercado y sobre todo el financiero, no puede suponer la 
intervención ilimitada del Estado, y menos de los gobiernos donde reina la idea de que 
no existe límite para el poder del legislador, porque como bien es sabido, son capaces de 
legalizar una serie de actos que siendo ley no necesariamente dejan de ser arbitrarios y 
erosionadores de los derechos individuales. Por tanto, no abogando por el laissez faire 
ni tampoco por la dirección absoluta del Estado de la vida económica, lo ideal sería que 
el Estado recuperase la noción de Estado de Derecho
26
 y se limitase a fijar normas 
determinantes de las condiciones bajo las cuales pueden utilizarse los recursos 
disponibles, dejando que sean los individuos los que decidan sobre los fines para los que 
serán usados. Entender que el Estado es el que debe sujetarse de antemano a normas 
generales, formales y con independencia de las circunstancias concretas, que ni pueden 
preverse ni tenerse en cuenta por anticipado, de manera tal que impidan la arbitrariedad 
y eviten tener que decidir cuáles de los intereses de las personas y grupos son más 
importantes; es fundamental para el mantenimiento de la democracia y la consolidación 
del Estado. De no ser así, cabría esperar las consecuencias negativas de la arbitrariedad 
estatal que se señalan los capítulos VI y VII del presente estudio. 
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 Capitalismo basado en la ley de la reciprocidad, es decir, que hay que dar para poder pedir. Véase 
Gilder, G. (1981). Riqueza y pobreza. (César Armando Gómez Trad.), Madrid: Instituto de Estudios 
Económicos, pp. 39 y 50 
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 Consúltese Bell, D. (1996). Las contradicciones culturales del capitalismo, Op. cit., pp. 71 y ss. 
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 Se cree erróneamente que el Estado de Derecho significa que todos los actos del Estado estén 
debidamente autorizados por legislación, cuando en realidad éste poco tiene que ver con la cuestión de si 
los actos del Estado son legales en sentido jurídico, pues efectivamente pueden serlo, sin que por ello 
estén sujetos al Estado de Derecho. Hablar de Estado de Derecho, significa que el aparato administrativo-
organizativo esté sometido a normas formales que no se dirijan a los deseos y necesidades de ningún 
individuo en particular; a normas que pretendan ser instrumentos para la consecución  de los diversos 
fines individuales de las personas y que se proyectan, o al menos eso se espera, para largos periodos de 
tiempo de manera tal que sea imposible saber si favorecerán a alguien en particular más que a otros. 
Véanse Hayek, F. (1976). Camino de servidumbre, Madrid: Alianza Editorial, (Trabajo original publicado 







3.3.2. Causas geográficas 
 
La literatura sobre crecimiento económico ha sugerido que los Estados sin acceso al 
mar crecen más despacio que los Estados costeros, por ello, la tendencia ha sido a 
considerar más ricos a los Estados que poseen costas. Incluso, se ha afirmado que no 
sólo la falta de salida al mar constituye una de las trampas de las que no es fácil que los 
países del club de la miseria salgan, sino que también lo es el estar rodeado de Estados 
pobres, es decir, tener vecinos sin oportunidades de crecimiento o sin la capacidad de 
aprovecharlas (Collier, 2008: 99-106).  
Asimismo, se ha detectado que los países con proporciones de terreno enormes y con 
la población dispersa por los contornos, o muy montañosos, tienen mayor riesgo a ser 
peligrosos y débiles, porque son justamente los terrenos desolados y escabrosos los que 
le son útiles y necesitan los grupos rebeldes para formarse y esconderse (Collier, 
2007:202; Collier, 2009:131). Ahora, si bien esto pudiera ser cierto, también lo es que la 
dispersión poblacional puede fortalecer a un gobierno (no necesariamente al Estado 
como cuerpo político), especialmente, cuando se trata de gobiernos tiránicos. Esto es 
porque como sostiene Rousseau, cuanta mayor superficie ocupe el mismo número de 
habitantes, el vínculo social se relaja y más difíciles se vuelven las revueltas puesto que 
los rebeldes no pueden reunirse con rapidez ni en secreto, resultándole más fácil al 
gobierno actuar a distancia a través de los puntos de apoyo (miembros dispersos) 
cuestión que le sería difícil, si contrariamente se tratase de  actuar sobre un pueblo 
numeroso y concentrado (Rousseau, 2010:110).  Más aún, según el maximun de fuerza 
estatal roussoniana
27
 la extensión del territorio puede hacer difícil que el Estado sea bien 
gobernado porque cuanto más disperso está un pueblo y mayor es el territorio, más 
penosa y onerosa se vuelve la administración; además de que menor vigor y celeridad 
tendrá el gobierno para observar las leyes, impedir las vejaciones y corregir los abusos. 
Igualmente el tamaño del territorio podría impedir que el Estado pudiera  mantenerse 
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 De acuerdo con Rousseau existe un maximum de fuerza estatal, es decir, que existen límites respecto a 
la extensión que pueda tener un Estado, a fin de que éste no sea ni demasiado grande para poder ser bien 
gobernado, ni demasiado pequeño para poder mantenerse por sí mismo. Según este autor hay miles de 
razones que demuestran la máxima de que un Estado pequeño es proporcionalmente más fuerte que uno 
grande, una de ellas, la posibilidad de que el vínculo social se extienda en los Estados pequeños 
haciéndolos más fuertes, aunque también señala que el riesgo de los Estados pequeños es que son idóneos 
para las tiranías. Véase Rousseau, J-J. (2010). Del Contrato Social-Sobre las ciencias y las artes-Sobre el 
origen y los fundamentos de la desigualdad entre los hombres, Libro II, Caps. IX-X y Libro III, Cap. IX, 







por sí mismo pues el peso de la administración supondría más cargas a los gobernados 
haciendo imposible la generación de recursos extraordinarios; y también demasiado 
territorio e insuficiente población podría hacer la guarda del terreno onerosa, el cultivo 
insuficiente y el producto superfluo poniendo al Estado a discreción de sus vecinos (Op. 
cit.: 70-73).  
Por consiguiente, es ambiguo el impacto que sobre la debilidad estatal puede 
producir la densidad de población, así como también es incierto el influjo que puede 
tener sobre la prosperidad del Estado la forma del suelo y su clima, es decir, la 
estructura horizontal y vertical del territorio. Se ha dicho que la primera puede facilitar 
u obstaculizar las comunicaciones estratégicas, económicas o de otra naturaleza, 
mientras que la segunda, teniendo que ver con el clima, ejerce un influjo sobre la 
riqueza del suelo, el desarrollo de la fauna y la flora con sus correspondientes efectos en 
las relaciones económicas y estratégicas del Estado (Heller, 1961:162-163). 
Curiosamente ha sido extendida la idea de que los Estados más prósperos son los más 
grandes (en territorio y población), los menos accidentados en cuanto al terreno, con 
salida al mar, los más favorecidos por el clima para la agricultura, la ganadería, la pesca 
y la disposición de recursos naturales renovables o no, pero la realidad evidencia que los 
Estados más prósperos del mundo no presentan tales características sino que 
contrariamente son en su mayoría Estados pequeños, sin salida al mar y por lo general 
montañosos, siendo un elemento común su cohesión político-social. Por tanto, al 
parecer lo que determina la viabilidad y fortalecimiento del Estado no son precisamente 
las cuestiones geográficas sino las político-sociales (vid. epígrafes siguientes).  
También suele pensarse que los países con grandes reservas de recursos naturales 
tienen más probabilidades de ser ricos, en virtud del flujo de ingresos provenientes de la 
exportación de los mismos. Más aún, que grandes cantidades de recursos naturales 
pueden constituir un elemento potencial en la construcción de un significativo aparato 
público (Van de Walle, 2004:102), es decir, que es una oportunidad para la 
consolidación del Estado.  
No obstante, la riqueza de los recursos naturales también puede resultar una 
maldición y una enfermedad, tal como se alertó en los años setenta del siglo pasado
28
, 
                                                          
28
 El petróleo, por ejemplo, se ha visto en algunas ocasiones como un poder negativo y una fuerza del 
mal. Incluso, en 1975, Juan Pablo Pérez Alfonzo, ministro del Petróleo de Venezuela y cofundador de la 
Organización de Países Exportadores de Petróleo (OPEP), escribió un libro Hundiéndonos en el 
excremento del diablo, cuya frase se convirtió en una expresión común para referirse al petróleo, 






llegando a convertirse en un obstáculo para el crecimiento y progreso de los países. En 
efecto, se ha dicho que los países donde la principal fuente de financiamiento proviene 
de las riquezas naturales son proclives a la debilidad, al conflicto y al fracaso, en virtud 
que ésta se convierte en el botín por el cual tanto gobiernos como grupos rebeldes 
lucharán. Así pues, las riquezas naturales pueden constituir el caldo de cultivo para el 
surgimiento de golpes de Estado, guerras civiles, gobiernos autoritarios, opresión, 
violencia y corrupción, y por tanto, generar la vulnerabilidad del Estado. 
Ahora bien, los riesgos asociados con la riqueza natural no solo tienen que ver con 
las pugnas entre los depredadores por el control de la explotación de materias primas y 
el dinero que proviene de ellas, sino también con la erosión que aquélla provoca sobre el 
tejido de producción industrial y agrícola local. Así, cuando se producen auges de la 
exportación de estos productos, la moneda nacional que se tiende a sobrevalorar, 
promueve las importaciones de bienes manufacturados, socavando de esta manera los 
sectores productivos dirigidos al mercado nacional. Esta tendencia es sumamente difícil 
de cambiar, pues los planes de desarrollo de los países con riquezas naturales están 
orientados a una diversificación económica que depende de la divisa obtenida mediante 
la exportación de productos primarios, con lo cual, el futuro económico de estos países 
no solamente está ligado a la volatilidad de los mercados de materias primas, sino 
también a las acertadas o desafortunadas decisiones políticas de sus gobernantes o 
líderes. 
Con esto, se pretende decir, que no solo existe un riesgo asociado al aumento del 
precio de las materias primas que atrae a los depredadores, y que puede costear guerras, 
sino que en general, la variabilidad de las rentas (pues dependen de factores como el 
tipo de producto exportado, los patrones de producción, demandas globales y la 
competencia de productos alternativos) constituye en sí misma una amenaza, si se toma 
en cuenta el comportamiento de los líderes gubernamentales, quienes por lo general en 
                                                                                                                                                                          
un parásito de la naturaleza como había temido Arturo Uslar Pietri en 1936. Véase Coronil, F. (2002). El 
Estado mágico: naturaleza, dinero y modernidad en Venezuela, Op. cit., pp. 393-395. También, el 
desgaste de las actividades productivas como resultado de la afluencia masiva de dinero del petróleo ha 
sido comúnmente denominado “la enfermedad holandesa”, tras los efectos negativos de las ganancias 
inesperadas provenientes de la explotación del gas en el Mar del Norte (Países Bajos) para actividades 
industriales. Asimismo, se habla de “la enfermedad neocolonial” o “enfermedad del Tercer Mundo”, 
porque además de producirse la erosión de la producción industrial y agrícola en los países 
postcoloniales, igualmente en ellas se reproducen relaciones de dependencia colonial con los centros 
metropolitanos, a la vez que convierten a los Estados postcoloniales-petroleros en una encarnación de 
poderes carismáticos que parecen ser providenciales, es decir, un “Estado Mágico”. Véase Coronil, F. 
(2009). “¡Es el petróleo, estúpido! Petróleo y revolución: una visión general”, en Ayala, M. y Quintero, P. 
(Comps.), Diez años de revolución en Venezuela: historia, balance y perspectivas (1999-2009), (pp. 163-






épocas de “vacas gordas” o frente a altos ingresos, son incapaces de absorber éstos, es 
decir, no los invierten en lo que rinde beneficios a largo plazo; mientras que en épocas 
de “vacas flacas” o ante bajos ingresos, resultan ser incapaces de administrarlos, 
incurriendo frecuentemente en mayores déficits públicos, tras incrementos sostenidos 
del endeudamiento público hipotecando la vida de sus poblaciones y generaciones 
futuras.  
Asimismo, el hecho que la principal fuente de financiamiento del Estado provenga de 
la renta de la naturaleza, y no de sus propias fuerzas productivas, además de producir 
distorsiones económicas, desvirtúa la noción de “Estado”, pues cuando éste obedece su 
existencia a una riqueza fiscal que deriva fundamentalmente de los ingresos 
provenientes de la venta de materias primas y no de los impuestos, comienza a 
percibirse como un ente cuyos poderes emanan de sí mismo como si se tratase de un 
Estado “divino” y “mágico” (Coronil, 2002: 1-4; Coronil, 2009: 63-164), lo que al 
mismo tiempo, impide que las democracias en estos países funcionen bien puesto que 
los flujos generados propician el clientelismo político y la corrupción. Y es que es 
recurrente el hecho de que los recursos financieros del Estado que no provienen del 
trabajo y producción de sus ciudadanos, terminen por debilitar los controles de la 
actividad política (al reducirse radicalmente la necesidad de cobrar impuestos, también 
se reducen las probabilidades de exigir responsabilidad política), facilitándose la 
malversación del presupuesto público que se presta, por ejemplo, para sobornar a los 
votantes, con lo cual la tendencia en las contiendas electorales es que éstas se disputen 
entre depredadores y corruptos, en lugar de entre personas interesadas en promover los 
servicios públicos y el bien común. 
De modo, que la existencia y abundancia de recursos naturales no garantiza la 
fortaleza de un Estado y su supervivencia en el tiempo, al contrario, ella puede en 
muchas ocasiones ser el origen de la debilidad estatal como consecuencia de la 
inestabilidad política que provoca (vid. Causas políticas). Los riesgos que representa 
para el Estado la posesión de riquezas naturales, están más asociados con la 
dependencia de la explotación de tales recursos, y en particular, de la captación de sus 
rentas –lo que consolida su papel de “sociedades exportadoras de naturaleza” (Coronil, 
2002:7), es decir, de países neocoloniales que han asumido de nuevo el papel colonial 
de fuentes de productos primarios-, lo que supone una ardua y dura tarea de gestión y 






Ahora bien, de las causas geográficas expuestas hasta ahora es posible distinguir que 
existen algunas que generan debilidad en el Estado, pero que hay otras que inducen su 
vulnerabilidad. Así pues, aunque los Estados sin acceso al mar, sin recursos naturales y 
sin una densidad poblacional adecuada tengan más dificultades para consolidarse 
económica, social y políticamente; lo cierto es que serán más débiles aquellos Estados 
en los que sus gobernantes y gobernados no dispongan de la aptitud (capacidad) y 
actitud (voluntad) para producir rentas producto del trabajo y no de la naturaleza y 
especulación financiera; y además de administrarlas debidamente de modo que estén al 
servicio del bien común y no del lucro personal. Bien señalaba Hellmer que las 
circunstancias geográficas no pueden explicar por sí solas ni la unidad ni la peculiaridad 
de un Estado, por cuanto ningún hecho geográfico tiene importancia política con 
independencia del obrar humano (Heller, 1961:164-165). Por consiguiente, el territorio 
del Estado es solo su base física, mientras que la población es su depositario vivo y su 
sustancia, de allí que a tal sustancia estatal habría que prestarle la mayor atención (vid. 
Causas humanas). 
 
3.3.3. Causas políticas 
 
Estudios sobre la América del Sur y África, señalan que la falta de recursos 
financieros y técnicos, no han sido precisamente el obstáculo para el progreso de los 
países, sino que más bien lo ha sido la incertidumbre política. Ya se ha dicho que en 
muchas ocasiones la maldición de los recursos naturales, está en el origen de la 
inestabilidad política en los Estados débiles, pero también es cierto que esta 
inestabilidad puede obedecer a otros factores. Y es que los caos generados por los 
“autócratas electos”, también pueden percibirse como una de las causas del 
debilitamiento estatal, e incluso de su hundimiento (Khanna, 2008:200); al igual que lo 
han sido el rápido proceso de modernización y movilización social (que ha impactado 
en el desarrollo y consolidación de instituciones estatales); la sobrecarga de funciones 
por parte del Estado y la mala organización de los gobiernos (burocracias 
administrativas); el tener una visión ilimitada o restringida de la democracia y las crisis 
de representación política.  
Justamente, escribiendo sobre la desintegración de los sistemas políticos 
tradicionales, Huntington señaló que la causa de la violencia e inestabilidad política que 






cambio social y de la movilización política de nuevos grupos como consecuencia de una 
serie de procesos derivados de la modernización tales como la urbanización, 
alfabetización, industrialización, secularización, democratización y expansión de los 
medios de comunicación
29
. Y es que no solo estos procesos de modernización han 
ampliado la conciencia política, sino que también han multiplicado las demandas de las 
sociedades humanas, quienes han aumentado sus exigencias de participación política y 
nivel de vida (como consecuencia del cambio en las actitudes, valores y expectativas de 
los individuos), tropezándose con el lento desarrollo de las instituciones políticas. 
Tal retraso en la estructuración o re-estructuración de las instituciones estatales, 
refleja el problema de la desestimación de la importancia que tienen las instituciones del 
Estado en cuanto a su vinculación con las relaciones sociales y el contrato social 
(Tedesco, 2007:13). Es decir, que se olvida que el aparato institucional es el que 
proporciona el marco legal que administra el ejercicio de la ciudadanía; el que arbitra en 
los conflictos sociales y conflictos de intereses; el que asegura la provisión de servicios 
públicos básicos; el que monopoliza el uso de la fuerza legítima; que defiende a los 
ciudadanos de amenazas internas y externas; en fin, que es el actor político fundamental 
para construir la idea de Estado -conjuntamente con la sociedad y cada uno de sus 
miembros (actor social)-, y por ende para crear y consolidar el Estado mismo. 
Por otra parte, también se ha apuntado que cada función adicional que asume sobre sí 
un gobierno es una nueva ocupación que se impone a un organismo ya sobrecargado de 
deberes, siendo una consecuencia natural que la mayor parte de las cosas se hagan mal, 
o muchas de ellas no lleguen a hacerse en los tiempos oportunos. Pero al parecer estos 
inconvenientes –aunque graves, preocupantes y verídicos- no tienen necesariamente por 
qué tener su origen en el aumento de los deberes estatales sino que más bien son 
consecuencia de la mala organización y gestión de los gobiernos. Al respecto, el liberal 
John Stuart Mill subrayó la importancia de que el Estado contase con instituciones 
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 En efecto, Huntington distinguió la tendencia equívoca a concluir que modernización significaba 
racionalización de la autoridad, diferenciación de la estructura y expansión de la participación política. 
Pero, como se observa en la práctica actual, son muchos los países, principalmente los países en 
desarrollo, los que en lugar de haber tenido un avance hacia la actividad competitiva y la democracia, lo 
que han conseguido es erosionar la democracia y parecen tender, como en el pasado, hacia regímenes 
militares autocráticos o gobiernos unipartidarios. En lugar de lograr estabilidad lo que han  tenido son 
frecuentes golpes y rebeliones. En lugar de un nacionalismo unificador y constructivo, lo que han tenido, 
y sigue latente, son repetidos conflictos étnicos y guerras civiles. En lugar de racionalización y 
diferenciación institucional lo que han generado es una frecuente decadencia de las organizaciones 
administrativas heredadas de la época colonial y un debilitamiento y desorganización de las instituciones 
políticas formadas durante la luchas por la independencia. Véase Huntington, S. (1990). El orden político 






estatales hábilmente organizadas para evitar su debilitamiento, lo que pasa por distribuir 
debidamente las funciones entre los funcionarios del gobierno central y los locales, así 
como por que el organismo central esté dividido en un número suficiente y eficiente de 
departamentos, de modo tal que la totalidad de los asuntos públicos no tengan por qué 
pasar por las manos de unos cuantos hombres llamados ministros sino que la mayor 
parte de las cuestiones (que no se concentren sobre los grandes intereses colectivos) 
puedan ser atendidas y gestionadas por los funcionarios públicos en completa libertad, 
pero bajo el doble freno de la elección por sus conciudadanos y su responsabilidad civil 
y penal ante los tribunales (Mill, 2008:1087-1088).  
Pero la idea de descentralización de la administración pública que subyace en el 
pensamiento de Mill, no tendría por qué interpretarse como una justificación para 
acrecentar el tamaño del Estado hasta el punto tal de hacerlo tan pesado que cayese por 
su propio peso. Es más, si ciertamente el aumento de los quehaceres del Estado no tiene 
por qué necesariamente debilitar al Estado, especialmente si éste cuenta con una buena 
organización y gestión de sus gobiernos; no puede ignorarse que en la actualidad existen 
fuertes indicios de que el Estado, al menos en ciertos casos, se está debilitando como 
consecuencia del derrumbamiento que están sufriendo las instituciones estatales ante la 
excesiva carga a la que están siendo sometidas, dadas las infinitas pretensiones de sus 
ciudadanos que carecen de justificación, olvidando además que todo derecho lleva 
aparejado un deber  (vid. Cap. V).  
Por otra parte, se ha comentado igualmente que en la visión ilimitada o restringida de 
la democracia se hallan causales de la debilidad estatal, ello como consecuencia de que 
una práctica incorrecta o inadecuada de la democracia, además de erosionar el modelo 
en sí, también puede generar violencia política y por tanto inestabilidad del Estado. Por 
una visión ilimitada de la democracia se entiende que es pensar erróneamente que como 
el gobierno democrático se supone que está sometido al control de la mayoría, entonces 
es innecesario mantener sobre él cualquier limitación, por lo que se abandonan 
impunemente todas las salvaguardias constitucionales permitiendo que los órganos del 
gobierno estén  ajenos a toda limitación, razón por la que éstos adoptan las medidas que 
consideran oportunas para disponer del apoyo electoral que en cada momento precisan 
(Hayek, 2005:16-17). Así, una concepción ilimitada de la democracia termina por 
corromper el aparato gubernamental al dejar que éste pueda hacer uso 
incontroladamente de un poder ilimitado, al haberse librado de su sumisión a la ley y al 






vehículo para institucionalizar la corrupción y el chantaje, sobre todo, cuando éstos 
órganos toman cada vez una serie de decisiones que se basan en otorgar ventajas e 
imponer cargas a determinados sectores con fines electoreros (vid. Capítulos VI y VII).  
Pero más aún, la democracia ilimitada supone riesgos para la estabilidad del Estado 
en la medida que es utilizada por los gobiernos para inducir y consolidar el poder 
político personal (bien sea de tipo carismático o institucional) en detrimento del poder 
político comunitario, con lo cual el sentido de responsabilidad de los gobernantes pasa a 
ser frente a sí mismos, frente a sus compañeros de grupo, frente a las instituciones o 
frente a la divinidad, pero en ningún caso frente a los miembros de la sociedad como tal, 
es decir, que la responsabilidad política pasa a ser de tipo autónoma y no heterónoma 
(Cotta, 2002: 409-410)
30
. Además, la visión de la democracia ilimitada está 
menoscabando la relación esencial entre Política y Derecho, induciéndose a la 
supremacía de la Política sobre el Derecho así como a una progresiva subordinación de 
la Moralidad a la Política, presentándose esta última como un absoluto o algo divino 
(sacralizzazione della política) creyéndose erróneamente que la política es quien orienta 
y determina la cultura cuando es tributaria de aquella (Op. cit.: 477-481). 
Por otra parte, la democracia ilimitada supone riesgos para la viabilidad del Estado 
porque inevitablemente deriva en tipos de socialismo que acaban con el orden social, 
ello como consecuencia de tener que dar a cada quien lo que él mismo cree que en 
justicia le corresponde y al tener que admitir demandas propias como si fueran 
“derechos” (Hayek, 2005: 68-69), justamente porque en las democracias ilimitadas es 
más factible confundir las necesidades con los deseos, e incluso es más fácil manipular 
las necesidades de los ciudadanos.  
Y es que los gobiernos omnipotentes que propugnan socialismo y prometen bienestar 
tienen que esforzarse por satisfacer cualquier demanda, se fundamente ésta en una 
necesidad o deseo, ello para asegurar su dominio del poder del Estado. Pero otorgar 
cuanto alguien exige que le corresponde en justicia y suministrárselo solo a algunos 
individuos por vía de la extorsión o redes informales (vid. Causas históricas), al final 
termina por generar una situación de tensión social que pudiera resultar en extremo 
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 Los términos autonómo y heterónomo empleados por Cotta, tratándose de la estructura política y no de 
la conciencia moral, deben entenderse en un sentido opuesto al concebido por Kant en un contexto 
diverso. Para mayor detalle sobre los dos tipos de poder político personal (carismático e institucional) y 
sus diferencias con el poder político comunitario, así como las diferencias entre responsabilità autónoma 







insoportable hasta el punto de incrementar el descontento, la discordia y el desorden 
social que inevitablemente debilitaría al Estado.  
Ahora, por una visión restringida de la democracia se entiende que es pensar 
equivocadamente que la democracia son solo elecciones y votos, dejándose de lado que 
una verdadera democracia debe contar con frenos y contrapesos que limiten el poder del 
Gobierno elegido, es decir, que es fundamental el equilibrio y control entre los poderes 
del Estado (horizontal accountability), así como la acción de la sociedad civil (vertical 
accountability)
31
, pues de lo contrario, el desorden institucional y la consecuente 
inestabilidad política, terminarían por debilitar al Estado.  
Y es que efectivamente, hay voces que indican que cuando la democracia no ofrece 
ni responsabilidad (esfuerzo del Gobierno por hacerlo lo mejor posible puesto que tiene 
que rendir cuentas a los votantes) ni legitimidad (reducción de los sentimientos de 
agravio y por ende de la posibilidad de que quienes se sientan agraviados recurran a la 
violencia contra el Gobierno electo), ésta resulta nociva para los Estados, sobre todo, los 
más pobres, pues en lugar de “democracia” lo que surge es una “democrazy” 
(dementecracia)
32
. Por ello, se ha llegado al punto de sugerir que la democracia no 
conviene a los países pobres
33
, así como tampoco a aquellos Estados donde ni la 
honradez ni las competencias constituyen una ventaja electoral, esto es, donde gana las 
elecciones quien adopte el método de captación de votos más rentable, que por lo 
general no es el buen gobierno sino otras estrategias como la compra de votos, la 
intimidación y mentira al electorado, los escrutinios fraudulentos, la inhabilitación 
política de los adversarios o la creación de enemigos y chivos expiatorios a quienes 
echarle la culpa, etc. (Collier, 2009: 21). No obstante, habría que advertir que lo que 
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 El Horizontal accountability hace referencia a la capacidad de las instituciones del Estado de controlar 
abusos cometidos por otras agencias públicas y distintas ramas del gobierno. Se complementa con la 
noción de vertical accountability a través de la cual los ciudadanos, los medios de comunicación y las 
asociaciones civiles tratan de reforzar e implementar buenas conductas en los agentes públicos. Véase 
Tedesco, L. (2007, Mayo). “El Estado en América Latina: ¿Fallido o en proceso de formación?”, Op. cit., 
p.12. 
32
 Término empleado por el economista Paul Collier en su obra Wars, guns, and votes: Democracy in 
dangerous places, Op. cit., pp. 15-50. 
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 Ello a diferencia de lo sostenido por Rousseau para quien la democracia conviene a los Estados 
pequeños y pobres, porque se supone que ella reduce la distancia entre el pueblo y el gobierno, con lo 
cual los tributos o la cantidad de impuestos que debe pagar el pueblo no sólo es menor, sino que además 
el camino que tienen que hacer las contribuciones públicas para volver a las manos de quienes han salido 
es más rápido y se halla establecido.  Por tanto, en democracia los pueblos están menos cargados, 
mientras que en la aristocracia lo están más y en la monarquía la carga resulta aún mayor. En fin, que la 
monarquía conviene a naciones opulentas, la aristocracia a Estados medianos tanto en riqueza como en 
magnitud, mientras que la democracia conviene a los Estados pequeños y pobres. Véase  Rousseau, J-J. 
(2010). Del Contrato Social-Sobre las ciencias y las artes-Sobre el origen y los fundamentos de la 






resulta perjudicial para los Estados no es la democracia propiamente dicha (entendida en 
su sentido amplio) sino la “demagogia” en la que ésta pudiera degenerar olvidando el 
interés público. Por tanto, la práctica democrática en su concepción integral 
(sometimiento a una estructura legal formal-permanente, participación y deliberación 
política) se considera necesaria para evitar el debilitamiento estatal e impedir que éste se 
profundice. En cambio, limitar la democracia al gobierno central, no solo significa que 
no existe realmente libertad política, sino lo que es peor, que se instiga a los grupos 
sociales a soñar con hacerse con el dominio político, para tener igual probabilidades de 
llegar a tiranizar.  
Por otro lado, también se considera que la crisis de representación política y el 
colapso de algunos partidos políticos tradicionales pueden crear períodos de 
inestabilidad e incertidumbre con el consecuente debilitamiento del Estado (Tedesco, 
2007: 14). Incluso, la filósofa política Hannah Arendt intuyó que en la quiebra de las 
alianzas políticas, independientemente de que fuera liberal o conservadora, nacional o 
socialista, republicana o monárquica, autoritaria o democrática, podía hallarse el origen 
de los regímenes totalitarios y el por qué de la crisis de la República (Arendt, 2004: 
560). Pero, al parecer más que causar el debilitamiento propiamente dicho del Estado, 
los  autoritarismos, tiranías y fuertes militarismos lo que hacen es profundizar la 
debilidad estatal e incrementar las posibilidades de que un Estado colapse y falle
34
. 
Tras este breve repaso de las causas de la vulnerabilidad del Estado como 
consecuencia de la mala gobernabilidad y desorganización administrativa, de la 
concepción errónea de que la modernización implica simultáneamente un avance 
importante hacia un sistema político moderno, de una inadecuada visión de lo que 
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 William Zartman, por ejemplo, afirma que el autoritarismo es la causa del colapso del Estado, es más, 
que es la tiranía la que al final destruye al hard state, es decir, al Estado coercitivo que abusa de sus 
funciones de control. Véase Zartman, W. (2005). “Introduction: Posing the problem of States Collapse”, 
en  Zartman, W. (Comp.), Colapsed States: The disintegration and restoration of legitimate authority, 
(pp. 1-11), Colorado: Lynne Rienner Publishers, p. 7. Por su parte, Jean-Germain Gros encuentra en el 
militarismo un factor fuertemente relacionado con la implosión de los failed states, ello porque considera 
que los militares, además de estar pobremente entrenados y carecer de disciplina, son incapaces de 
aislarse de facciones, lo cual en una sociedad que carece de instituciones democráticas y que padece de 
problemas económicos, se convierte en una fuerte amenaza a su estabilidad y a la construcción de la 
nación. Gros, J-G. (1996). “Towards a taxonomy of failed States in the New World Order…”, Op. cit., 
pp. 463-464. Rousseau también encontró en la tiranía y en el despotismo razones para la disolución del 
Estado, pero yendo más allá afirma que la muerte, perecimiento o cambio de forma del cuerpo político, 
tarde o temprano, siempre ocurre; ello porque es inherente e inevitable que el gobernante (príncipe) 
oprima finalmente al soberano, quebrando el “contrato social”, que como representación política de las 
relaciones sociales que estructuran a un determinado grupo de personas en un tiempo y en un espacio 
determinado, es el que da vida al Estado como institución. De allí que la tarea no consista en constituir 
Estados eternos, sino tratar de prolongar tan lejos como sea posible su vida y darle la mejor constitución 






significa la democracia y de las crisis de representación política, se infiere que todas 
éstas son cuestiones asociadas con la propia debilidad de las instituciones políticas-
administrativas estatales, y por tanto del Estado. Es decir, que realmente lo que debilita 
al Estado es el carecer de  una maquinaria estatal formal, ordenada, eficiente, eficaz y 
subordinada al Derecho que organice tanto la vida pública como privada de los grupos 
sociales e individuos. 
 
3.3.4. Causas sociales 
 
Hay quienes sostienen que la falta de sinergia social, el rápido crecimiento 
poblacional (versus la disminución de recursos naturales), el alto grado de fractura 
social (social dislocation) y la diversidad cultural y religiosa, son factores claves del 
debilitamiento estatal.  
Por falta de sinergia social se entiende la inexistencia de “sintonía” entre dos actores 
sociales: la sociedad y cada uno de sus miembros. Ello significa que para que sea 
posible la estabilidad y fortalecimiento de los Estados es necesario que los individuos se 
reconozcan  en los valores que definen la identidad de la sociedad en la que viven para 
adherirse y comprometerse con ella (Coicaud, 2000:17). Además es importante que la 
sociedad se organice de manera tal que consiga que cada uno de sus miembros sienta 
que pertenece a ella, que sienta que esa sociedad se preocupa por él y, que por lo tanto, 
vale la pena trabajar por mantenerla y mejorarla
35
. En otras palabras, que en todo Estado 
que se aprecie de serlo, debería existir  un reconocimiento y respeto de la sociedad hacia 
sus miembros y de éstos hacia la sociedad en la que viven de manera tal que se cree una 
sinergia social donde cada uno de los individuos se comprometa a la vida en sociedad y 
por tanto consienta adherirse a los proyectos comunes que fomentan la “civilidad” que 
es lo que hace posible responder conjuntamente a los retos que hoy se plantean a las 
sociedades (Cortina, 2001: 21 y ss.). Así, este nudo social haría posible que el “interés 
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 En este sentido, cabría subrayar  la importancia de lo que Saraceni denomina la comunità 
dell’accoglienza o dell’ospitalità para dejar de percibir al extranjero como una malattia contagiosa y un 
obstáculo para el desarrollo de los proyectos individuales y colectivos. Tener presente que “la comunità 
non nasce quando molti uomini si uniscono sotto l’egida di un elemento terzo che tutti già possiedono uti 
singuli, ma è tale quando i consociati decidono di legarsi recíprocamente nel nome di un elemento che ad 
essi non appartiene e che non può effettivamente appartenergli, né uti singuli né come gruppo”, 
contribuiría  a reconocer y respetar la peculiaridad del extranjero y hacer de él no un huésped sino un 
conciudadano. La comunità dell’accoglienza o dell’ospitalità  se crea sobre la base de lo que falta, de lo 
que no se posee. Véase Saraceni, G. (2012). Ospitalità. Un valore giuridico fondamentale. Milano: 






común” primase sobre el “interés particular”, impidiendo la privatización de lo público 
que es uno de los síntomas más claros de la debilidad de un Estado.   
Pero la infraestructura social que crea la sinergia social, si bien es esencial, no es 
suficiente para que un Estado sea viable y fuerte, sino que también es necesario la 
cohesión política-social (vid. Cap. IV), es decir, que haya “sintonía” tanto entre los 
actores sociales, como entre éstos y los actores  políticos. Esto es entre la sociedad y 
cada uno de sus miembros, y también entre dicha sociedad y las organizaciones 
políticas-administrativas del Estado (Gobierno). Ambas sinergias son indispensables 
para la estabilidad, consolidación y sobrevivencia en el tiempo del Estado. La ausencia 
o resquebrajamiento de alguna de las dos, no solo debilitan al Estado sino que lo pueden 
hacer colapsar (Zartman, 2005:7).  
Ahora, también el aumento rápido de población y la disminución de los recursos 
naturales, particularmente los no renovables, se han considerado riesgosos para la 
estabilidad estatal (Gros, 1996:464). Incluso, el Informe sobre Desarrollo Humano de 
1994, donde aparece por vez primera el concepto de seguridad humana, se refería al 
crecimiento descontrolado de la población como una de las amenazas verdaderas contra 
la seguridad humana en el siglo XXI (PNUD, 2004). La alerta sobre la “bomba 
demográfica” ha llegado al punto de estimular posturas antinatalistas que sostienen que 
el vertiginoso crecimiento de la población resulta insoportable para el planeta, con lo 
cual los más radicales (partidarios de la deep ecology) se atreven a decir que la 
reducción, o más aún la eliminación de vidas humanas, es indispensable para la 
subsistencia de la vida en general; cuando en realidad el principal problema no es la 
población sino el consumo desmesurado, es decir, la producción y no la reproducción 
(Ballesteros: 1995: 20-29 y 102).  
Sen también sostiene que la magnitud del problema demográfico suele exagerarse 
algo (2000: 273). Es más, otros estudios arrojan que aunque el tamaño de la sociedad es 
un aspecto a considerar en los análisis de la debilidad estatal, éste no es un elemento 
determinante, pues el riesgo de conflicto, violencia y crisis no aumenta con el 
incremento del tamaño de la población, es decir, no existe una relación proporcional 
entre las dos variables (Collier, 2009:130-131). Ahora bien, estos mismos estudios lo 
que sí destacan como un problema estructural de algunos Estados es el desequilibrio en 
la densidad poblacional. Lo importante del tamaño estatal consiste en mantener el 
equilibrio en el binomio población-territorio, pues aumentos o descensos excesivos 






habría que tener en cuenta que el impacto del tamaño estatal es “contradictorio”, pues si 
bien la baja densidad poblacional es una oportunidad para la fortaleza del Estado en la 
medida que facilita la cohesión social necesaria para la acción colectiva -cuestión ésta 
que resultaría más difícil si se tratase de un Estado con alta densidad de población-, al 
mismo tiempo, una baja densidad de población representa una amenaza ya que al estar 
menos poblado, el Estado es idóneo para las tiranías (vid. causas geográficas).  
Tampoco habría que dejar de lado que cuanto más numerosa es la población y menor 
el porcentaje de individuos con educación, el Estado tendrá menos probabilidades de  
mejorar, ello porque el analfabetismo, la escasez de personal cualificado y la 
desinformación son elementos perturbadores de la estabilidad social, y por ende, afectan 
al Estado (Collier, 2008: 125). Asimismo, el incremento de la emigración de la mano de 
obra cualificada podría ocasionar problemas al país que la padece, en virtud de que la 
gobernanza estatal podría llegar a estar a cargo de sujetos cuyo nivel de formación 
académica no les serviría para administrar un país, haciendo cada vez más difícil 
encontrar en tales sociedades líderes con visión de futuro (Collier, 2008: 158-161). 
Además, no habría que olvidar que la falta de acceso a la sanidad básica por una 
población cada vez mayor implica riesgos por cuanto la enfermedad incapacita a las 
personas a satisfacer sus necesidades básicas y a alcanzar el proyecto de vida que 
consideran valioso.  
Ahora bien, lo que probablemente no deba despreciarse de los crecimientos 
poblacionales es que han venido acompañados de una mayor interacción entre las 
personas y de un sincretismo de experiencias que han cambiado el estilo de vida de las 
personas, produciéndose un ascenso del consumo masivo y a su vez una transformación 
cultural de la sociedad
36
, lo que sin duda ha redefinido las necesidades y expectativas de 
los individuos en cuanto a lo que significa vivir y lo que es vivir mejor (vid. Caps. IV y 
V).  
En cuanto al social dislocation, es decir, la gran brecha que existe entre los más 
pobres y los más ricos, se ha dicho que constituye un factor de perturbación para la 
estabilidad estatal en la medida que tiende a la desaparición de la clase media, pese a 
que ésta cumple un rol mucho más importante que la de ser un defensor liberal de los 
valores democráticos. En efecto, para Gros:  
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“The middle class actually does something else that is much more 
important. The middle class gives the poor hope that with hard work and a 
bit of good luck they can move up a notch or two; at the same time, it also 
tells the rich that no matter how imprudent they are, they can be sure that 
wretchedness is not their final fate. As a consequence, in societies with large 
middle classes, members of the elite may be more willing to take investment 
risk and more open to redistributive public policies than in those where the 
only alternative to wealth is thought to be abject poverty.” (Gros, 1996:462)  
 
Es decir, que la existencia de la clase media es muy importante para la estabilidad 
económica, social y política de un Estado, porque es la muestra de que la pobreza no es 
un destino y que puede superarse con trabajo duro, así como también con familia y fe. 
Precisamente Gilder señala que la movilidad ascendente depende de esos tres principios 
-trabajo, familia y fe-, los cuales son a su vez interdependientes. Con respecto al 
primero de ellos, destaca cómo a lo largo de la historia todo grupo étnico que ha 
ascendido socialmente lo ha hecho trabajando más horas que cualquier otra clase situada 
por encima de ellos, a diferencia de lo que ocurre con los pobres actuales que se niegan 
a trabajar duro porque la asistencia social y otros programas de subsidios han mermado 
el sentido del esfuerzo: “Los pobres prefieren el ocio, no por debilidad moral, sino 
porque se les paga por ello” (Gilder, 1981: 106). Además, la creencia de que el 
esfuerzo no se verá recompensado, de que el mundo está repleto de discriminaciones y 
que solo pueden prosperar los individuos astutos, rapaces o con “buenas agarraderas”, 
sin duda le quitan las ganas de trabajar a los niños y jóvenes en la escuela, afectando 
más tarde en la adultez su capacidad de ingresos.  
Con relación a la familia, Gilder sostiene que ella (y en particular el matrimonio 
monógamo) es el segundo principio básico, después del trabajo, para superar la pobreza.  
Afirma que cuando los matrimonios duran y los progenitores desempeñan sus 
responsabilidades familiares cabría esperar que el estilo de vida de la clase baja se 
transformara en el característico de la clase media, dispuesta al progreso; pero que en 
caso contrario, es de esperar el estancamiento o retroceso en el proceso de movilidad 
ascendente:  
 
“Cuando el matrimonio fracasa, es frecuentemente que el hombre 
retorne a los ritmos más primitivos de la soltería. Por término medio, 
sus ingresos disminuyen en un tercio, y muestra una mayor 
propensión a la bebida, las drogas y el delito. (…) El problema no 
radica en la raza o en el matriarcado, sino en la anarquía familiar que 






marcan la pauta son más los jóvenes extravagantes e impulsivos que 
los hombres responsables. El resultado es que tienden a prevalecer los 
ritmos sexuales varoniles, y los muchachos crecen sin padres con 
autoridad en casa que les imbuyan los valores de la paternidad 
responsable: la disciplina y el amor a los hijos y la conducta ordenada 
del padre de familia. (Gilder, 1981: 108-109)  
 
Igualmente la fe vendría a ser el tercer principio importante de la movilidad 
ascendente y sobre todo en un mundo capitalista donde es relevante que exista 
confianza, cooperación, y donde se esté dispuesto a dar antes que a recibir. La fe hace 
falta para  
 
“…mantener el espíritu esforzado y emprendedor frente a los reveses 
y frustraciones que inevitablemente encuentra en un mundo en 
decadencia; para inspirar confianza y cooperación en una economía 
donde a menudo se  verá traicionado; para animar a renunciar a los 
placeres presentes en nombre de un futuro que muy bien puede 
disiparse en humo; para promover el riesgo y la iniciativa en un 
mundo donde la recompensa se desvanece si otros no entran en el 
juego. Para dar sin la seguridad de recibir, ahorrar sin la certeza del 
valor futuro de ese ahorro, trabajar más allá de lo que exige el puesto, 
hay  que confiar en una moralidad superior, en una ley de las 
compensaciones que trasciende la lucha inmediata por la existencia. 
(Gilder, 1981: 112) 
 
Por otra parte, está el tema de la diversidad étnica y religiosa, alrededor del cual 
existen en la actualidad diversas percepciones. Ciertamente, los Estados modernos se 
construyeron, en buena medida, sobre la base de la homogenización forzada; y es que 
Maquiavelo prefería la homogeneidad a la heterogeneidad por cuanto sostenía que la 
primera hacía más fácil la tarea de gobernar y causaba menos inconvenientes para la 
sobrevivencia del Estado (Machiavelli, 2011:8-9). También Charles Tilly, escribiendo 
sobre el proceso de formación de los Estados modernos europeos, señala que en los 
Estados heterogéneos o segmentados se incrementan las dificultades de imponer 
medidas administrativas uniformes (monedas, sistemas legales uniformes, sistemas 
interconectados de intercambio comercial), a la vez que se reducen las probabilidades 
de que la gente se perciba como de un origen común y que por lo tanto se una contra el 
peligro exterior (Tilly, 1992: 155 y 164). De ahí, la preferencia por la homogeneidad 
antes que por la heterogeneidad.  
Pero, ¿efectivamente la homogeneidad es indispensable para mantener la paz y 






sentido. Hay autores que sí ven en la heterogeneidad una amenaza como es el caso del 
economista Paul Collier, quien en sus estudios iniciales no había encontrado en la 
diversidad étnica y religiosa un factor que hiciera a las sociedades más peligrosas (al 
contrario, sostenía que la heterogeneidad las hacía más seguras
37
); pero en sus más 
recientes estudios concluye que la homogeneidad es preferible a la heterogeneidad, 
especialmente, en las sociedades de renta baja (lo opuesto ocurre en los países de renta 
elevada), ello porque, en la medida en que es más difícil la provisión de los bienes 
públicos, aumenta el riesgo de violencia, y todavía más, si la sociedad no es armónica 
(Collier, 2009: 51-73).  
Sin embargo, no está del todo claro el determinismo del factor multicultural y 
religioso en la debilidad estatal. De hecho Somalia es uno de los países más 
homogéneos de África en cuanto a etnia, lengua, religión y cultura, pero aun así 
continúa sumida en la guerra y el caos tras veinte años de enfrentamiento armado 
(Garibo, 2012). Tal vez por ello es que también existan autores como Jean-Germain 
Gros que no atribuyen ningún protagonismo a la heterogeneidad étnica en la debilidad 
del Estado: “The ethnic mix of a country does not by itself lead to cataclysmic 
outcomes, but its management, however, may.” (Gros, 1996: 464)38. Al igual que 
Frances Stewart y Graham Brown quienes afirman que la mayoría de los conflictos 
contemporáneos, pese a lo que parecen, no tienen sus bases en las diferencias étnicas y 
religiosas, sino más bien en las cuestiones económicas y políticas, siendo entonces las 
desigualdades horizontales (HIs-Horizontal Inequalities), la causa económica y política 
fundamental, es decir, que es el acceso diferenciado de los grupos a los recursos 
económicos (ingreso, empleo, tierra, crédito, educación), sociales (salud, asistencia, 
agua, vivienda) y políticos (poder a niveles altos -presidencia, gabinete- y más bajos –
asambleas parlamentarias y gobiernos locales- en las burocracias y a todos los niveles, 
así como en la fuerza armada y la policía), lo que genera resentimiento y produce los 
movimientos que pueden llegar a ser violentos (Stewart y Brown, 2007: 222-239)
39
.  
Así pues, más que la homogeneidad o la heterogeneidad, podría ser el estado de 
desmoralización tal en los amplios sectores de población lo que podría facilitar la 
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 Collier sostuvo que los países con una homogeneidad religiosa y étnica eran sorprendentemente más 
peligrosos, es más, que el riesgo de éstos era del 23% en comparación con los países que eran 
heterogéneos. Véase Collier, P. (2007). “Economic causes of civil conflict and their implications for 
policy”, Op. cit., p. 203.   
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 Véase también Rotberg, R. (2004), “The failure and collapse of nation-states…”, Op. cit., p. 5 
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 Según estos autores, no existe una conexión automática entre HIs y conflictos violentos, pues existen 






erupción de movimientos de profundo cambio social, comprometiendo la estabilidad 
política del país que pudiera derivar en violencia y gobiernos represivos y agresivos.  
Empero nuevamente en el conjunto de causas sociales señaladas hasta el momento, 
aparentemente unas están más asociadas con el origen de la debilidad estatal, mientras 
que otras se perciben más como inductoras de que los Estados ya de por sí débiles, 
fracasen o fallen. Estas últimas, al entender del investigador, serían las causas 
relacionadas con los desequilibrios en la densidad poblacional, el social dislocation y la 
diversidad étnica y religiosa; siendo el factor determinante de la debilidad estatal la falta 
de cohesión política y social. 
 
3.3.5. Causas históricas 
 
En el legado colonial y comunista también suelen encontrarse algunas explicaciones 
del porqué de la debilidad del Estado. Y aparentemente, en ambos casos los resultados 
son los mismos: haber impedido el desarrollo de un aparato burocrático-administrativo 
eficaz y eficiente en los Estados postcoloniales y postcomunistas. 
En efecto, son muchas las voces que atribuyen la vulnerabilidad de los Estados 
postcoloniales a los efectos del propio colonialismo, aunque también es cierto que hay 
quienes no lo perciben como el responsable del devenir de las sociedades postcoloniales 
y de la violencia posterior
40
. Pero en todo caso, los detractores del colonialismo 
sostienen que los Estados son débiles porque sus estructuras administrativas lo son, y 
ello es resultado, por una parte, de haber edificado sobre las bases de las instituciones 
coloniales, y por lo tanto sobre la base de instituciones de origen exógeno que estaban 
diseñadas únicamente para satisfacer las necesidades de las metrópolis (Ruíz-Giménez, 
2000: 168-169); o por otra parte, como consecuencia de haber tenido que copiar 
modelos que no se adaptaban a su realidad social dado el vacío de instituciones políticas 
locales y autónomas que dejaron las metrópolis en sus colonias tras marcharse 
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(Huntington, 1990: 180-181 y Tilly, 1992: 59). Empero, al parecer, lo peor de la 
descolonización no ha sido que las metrópolis hayan distorsionado el sistema de 
alianzas sociales prexistentes en las colonias (Garibo, 2012: 128) o que no hayan dejado 
instituciones políticas fuertes y eficientes, capaces de modernizar y mantener a la 
sociedad postcolonial, sino que tampoco hayan logrado transformar a los territorios 
conquistados en una sociedad política con una identidad que invalidase geografía, raza y 
lengua y que pudiera crear ciudadanía
41
.   
Contrariamente a la escasez de instituciones políticas-administrativas, lo que sí 
dejaron las potencias coloniales al marcharse fue el legado de fuerzas militares que 
estaban ligadas a las fuerzas represivas anteriormente constituidas por las mismas 
potencias coloniales para mantener sus propias administraciones locales. Se sostiene 
que tales fuerzas militares, en lugar de dirigir sus esfuerzos hacia la defensa frente a un 
ataque externo (guerra entre Estados) lo que han hecho es concentrarlo progresivamente 
hacia la represión de la población civil, para combatir insurgentes y  tomar el poder 
(Tilly, 1992: 287-295), lo que explicaría el por qué del ascenso del poder militar en los 
Estados del Tercer Mundo, la frecuente experimentación de períodos de inestabilidad 
política en los mismos y con ello la persistente profundización de la debilidad estatal. 
Ahora bien, la debilidad del Estado también se ha asociado con el pronto 
reconocimiento de ex colonias como Estados soberanos. Incluso, se ha dicho que uno de 
los errores de las potencias coloniales ha sido suponer de forma automática y prematura 
que en las ex colonias eran sostenibles las responsabilidades similares al Estado 
(Clapham, 2004 y Herbst, 2004). La concesión a las ex colonias de los mismos deberes 
y derechos que los demás Estados soberanos, es decir, que sin que muchas de ellas 
hubieran sido autorizadas o empoderadas en su ámbito interno como Estados, sin que 
antes se hubieran forjado como naciones
42
 y sin que poseyeran, en consecuencia, los 
rasgos institucionales de Estados soberanos definidos por el derecho internacional 
clásico, han promovido la constitución y proliferación de muchos Estados pero más 
desde el punto de vista estrictamente legal. De modo que la estatalidad entendida como 
la eficiencia en cuanto a voluntad política, autoridad institucional y poder organizado -
                                                          
41
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para ser capaces de proporcionar bienes públicos y proteger los derechos humanos de su 
población-, es en estos países todavía una tarea pendiente, de allí que más que Estados 
se les considere cuasi-estados
43
.  
La cuestión del reconocimiento internacional de los Estados postcoloniales también 
conlleva a considerar otro aspecto como posible causa de la debilidad estatal y eventual 
fracaso o violencia, como lo es la soberanía y su concepción inadecuada. Y es que en 
algunos lugares del mundo, la existencia del Estado parece no haber sido más que una 
pretensión para obtener el reconocimiento y aceptación del sistema internacional, 
olvidando lo que significa el Estado en sí mismo, sus funciones y responsabilidades. Al 
parecer, se ha entendido la soberanía sólo desde el punto de vista legal internacional y 
westfaliano, dejando de lado la soberanía interna y la interdependiente, esto es 
siguiendo a Krasner, la organización formal de la autoridad política dentro del Estado y 
la capacidad de las autoridades públicas para ejercer un control efectivo dentro y a 
través de las fronteras del propio Estado (Krasner, 2001: 36-43 y 22-28).  
Por ello, ya hay quienes piensan que la soberanía plena westfaliana nunca debió 
haberse acordado a las entidades postcoloniales frágiles sin historia y sin experiencia de 
cómo organizar o mejorar un Estado, sobre todo, porque ahora es el apego a esta 
soberanía lo que impide a la comunidad internacional encauzar la violencia política 
interna que padecen estas sociedades, proporcionarles el sistema de frenos y contrapesos 
que requiere el ejercicio del poder, en fin, actuar para suplir los bienes públicos que 
tales Estados no pueden suministrarse por incapacidad o mala voluntad.  
Pero, como se ha dicho al principio, también hay quienes encuentran en la herencia 
comunista una explicación de la debilidad estatal. Así pues, para algunos autores
44
, la 
debilidad que persiste hoy en algunos Estados post comunistas tiene en gran parte sus 
orígenes en la gran burocracia estatal que penetró todos los aspectos de la economía y la 
sociedad, llegando incluso a influir sobre el modo de administración del gobierno, 
proliferando la idea errónea de que el Partido Comunista y el Estado eran uno solo.  
Precisamente, el que los deberes del Estado se hayan dejado, de un modo 
personalizado, arbitrario y no oficial, en manos del Partido Comunista, que 
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administraba el Estado como su feudo personal, se considera uno de los grandes 
problemas que legó el comunismo, pues no solo profundizó la práctica de subvertir las 
normas estatales como respuesta a las fuertes restricciones regulatorias existentes, es 
decir, creó una cultura de no respeto por las normas estatales con lo cual se menoscaba 
la legitimidad del Estado, sino que además impidió el desarrollo de un aparato 
burocrático-administrativo eficiente y profesional en el suministro de los bienes 
públicos (Kostovicova, 2009:5).  
Se dice que los regímenes comunistas nunca pudieron encontrar una solución 
satisfactoria y sostenible para el problema de cómo asegurar que “the cogs in the 
machine” realmente cumplieran con sus tareas y obligaciones. Esto es, que el Estado 
tenía una capacidad limitada para supervisar a los funcionarios estatales, y que el 
cumplimiento de sus deberes estaba más sujeto al temor por la implementación de 
medidas administradas por el aparato represivo o por el mismo Partido Comunista, que 
a la existencia de un mecanismo de monitoreo capaz de contribuir al establecimiento de 
una infraestructura de gobernabilidad (Ganev, 2009:26-27). Más aún, que a la capacidad 
de monitoreo reducida de los regímenes comunistas hay que sumar la carente 
“capacidad programática” definida en los siguientes términos: 
 
“Programmatic capacity is the ability of the bureaucracy to carry out 
programs in accordance with a previously conceived plan. It is the ability to 
utilize information and forecasting to plan and to execute plans in 
rationalized form. In a sense, programmatic capacity is the agency’s 
knowledge of its own capabilities and limitations, the efficacy and 
flexibility of its standard operating procedures.” (Carpenter, 2001:28) 
 
Se considera que tales carencias han sido heredadas por los Estados post-comunistas, 
haciendo persistente su debilidad en la era actual y global. Empero, la lista no acaba allí, 
pues también se señala como un factor que atenta contra la creación, consolidación y 
mantenimiento de instituciones formales estatales, el hecho que aún sobrevivan y 
proliferen las “redes informales” o “redes personales” empleadas en el régimen 
comunista. Y es que aparentemente, así como en la Unión Soviética la élite y la mayoría 
de la sociedad operaba o utilizaba las redes informarles -como el Blat y redes dentro del 
propio Partido Comunista como el Patrimonialismo- para hacerse con mejores 
posiciones sociales y económicas dentro de las estructuras del Partido Comunista o 






(overstretched) estatal; actualmente en los Estados postcomunistas
45
, estas redes 
persisten y se utilizan en detrimento de instituciones formales (Closson, 2009:37-42), 
incrementando así el clientelismo, la corrupción y la tensión entre un marco 
institucional informal y otro formal.  
Entonces, en la herencia colonial y comunista es posible encontrar algunas causas de 
la debilidad estatal, siendo la más importante quizás las que están asociadas con la 
inexistencia o inadecuada maquinaria organizativa-administrativa del Estado, es decir, 
con la creación y consolidación de instituciones políticas, ordenadas, formales, 
eficientes, eficaces y subordinadas al Derecho. Por otro lado, se estima que las causas 
históricas antes expuestas no son determinantes en la debilidad del Estado, habida 
cuenta que en la actualidad, el número de países que están mostrando síntomas de 
vulnerabilidad, tanto económica, financiera, política y social (casos Grecia, Italia, 
Portugal, España, Estados Unidos, Alemania y Francia), no son precisamente Estados 
con un pasado ni colonial ni comunista.  Por consiguiente, el haber sido Estados 
coloniales o comunistas no implica que por destino las ex colonias o los postcomunistas 
estén condenados a la debilidad y al fracaso o colapso. 
 
3.3.6. Causas humanas 
 
Desde los tiempos de los antiguos griegos, se temió que la codicia causara la 
debilidad y ruina de las ciudades-estados existentes, de hecho, se estima que fue el ansia 
de dominio y la pérdida de la disciplina y la educación, lo que ocasionó el declive y la 
ruina de Esparta (Jaeger, 1957: 86-92). Es decir, que el cambio en las actitudes, valores, 
cultura y expectativas de los individuos pueden debilitar el Estado hasta el punto de 
hacerlo desaparecer.  
El temor de los griegos continuó en la era de los clásicos y modernos, que no solo se 
preocuparon por la codicia sino también por otras pasiones humanas como la soberbia, 
la envidia, la avaricia, el ansia de poder, la lujuria y el miedo. Filósofos como Séneca, 
por ejemplo, subrayaron la necesidad de “desterrar las pasiones”, es decir, no solo 
moderarlas como proponían los peripatéticos, sino “arrancarlas” del alma para así evitar 
su crecimiento y molestia en el desarrollo de la virtud, del hombre sabio y de la vida 
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feliz (Séneca, 2006: 259-267 y 426-428). En la Edad Media, también se buscó suprimir 
las pasiones, incluso, San Agustín denunció el ansia de dinero, el ansia de poder y la 
lujuria sexual como los tres pecados principales del hombre, propugnando la condena de 
estas inclinaciones, al igual que Santo Tomás de Aquino y Dante que atacaron la 
búsqueda del honor por ser vana y pecaminosa (Hirschman, 1999: 33-35). A partir del 
Renacimiento, se introdujo la idea del aprovechamiento de las pasiones, es decir, que en 
lugar de moderarlas (como postulaban los peripatéticos) o de suprimirlas (como 
argumentaban los estoicos y se pretendía en los inicios del cristianismo), lo que había 
que hacer era contrarrestar las emociones perjudiciales y salvajes (sobre todo el afán de 
poder, ambición y el libido sexual) exaltando las benéficas y pacíficas (como el miedo a 
la muerte, el afán de lucro, el amor de la ganancia, la avidez de adquirir bienes y 
posesiones), para de esta manera lograr que las pasiones del hombre se compensasen y 
operasen a favor de la sociedad (Ballesteros, 2001: 39-40 y Hirschman, 1999: 44-64).  
Así pues, históricamente, las emociones fuera de control o las pasiones humanas han 
merecido especial atención y estudio, lo que demuestra que ellas han jugado un papel 
nada despreciable en el desarrollo de la sociedad y en la conformación del Estado. De 
hecho, Cicerón vio en la ambición del honor, del mando, del poder y de la gloria, un 
mal del que solía decir que “espíritus eminentes y genios esplendidos” debían cuidarse, 
sobre todo cuando se trataba de gente que ocupaba cargos públicos de dirección y 
gobierno, pues consideraba que no había nada más vergonzoso que los funcionarios 
utilizaran sus puestos de trabajo para enriquecerse y causar ignominias a otros. Es más, 
Cicerón llegó a sugerir que a toda esta “gentuza pestífera e impía” había que apartarla 
de la comunidad humana (Cicerón, 2006: 71, 185 y 207).  
También, los liberales John Locke, Adam Smith y John Stuart Mill consideraron en 
sus escritos el rol de las pasiones humanas en la creación y sobrevivencia de la 
comunidad política y paz social. Locke por ejemplo calificó la ambición, la avaricia y la 
venganza como pasiones irregulares de los individuos, y sobre todo, las consideró 
preocupantes en el caso de quienes ostentasen el poder político (Locke, 2010:196), por 
su parte, Smith escribió que la envidia, la malicia o el resentimiento son las únicas 
pasiones que pueden impulsar al individuo a dañar a otro en su persona, reputación o 
posesiones (Smith, 1996: 674-675), mientras que Mill encontró en la tendencia a la 
crueldad, la envidia, el egoísmo, orgullo, disimulo, insinceridad y codicia, vicios 
morales que podrían producir un quebrantamiento de deberes para con los demás (Mill, 






particularmente al afán de poder y la vanidad-, llegando a calificarlas de “enemigos” del 
político, justificando igualmente el empleo de medios “malos” -fuerza, violencia o 
incurrir en la infamia de los vicios- para obtener el “bien” -el orden, la convivencia y no 
perder el Estado- (Weber, 2001:147-251 y Machiavelli, 2011: 16, 34 y ss.). 
De modo que en las pasiones humanas se encuentra un factor de cambio y posible 
perturbación del comportamiento individual, de allí el dilema histórico de si éstas deben 
moderarse y controlarse todas conjuntamente, o suprimirse completamente o controlarse 
solo algunas de ellas. La mayoría de estas pasiones son experimentadas por el 
individuo, aunque no todas ellas con la misma intensidad. Esto es, como decía Séneca, 
porque algunos sirven más a la lujuria, otros a la avaricia, otros a la ambición, aunque 
todos al temor (Séneca, 2006:123).  
Ciertamente, el miedo ha cumplido (y sigue cumpliendo) una función esencial para la 
supervivencia de los seres humanos individual y colectivamente. De hecho, si no fuera 
por el miedo, muy probablemente la especie humana se hubiese extinguido hace 
millones de años. Pero ese miedo responde a un carácter biológico de la propia especie 
humana, es decir, que es un miedo innato, normal y beneficioso para el individuo y su 
especie. Sin embargo, existe un miedo psicológico, social y cultural del individuo que 
es aprendido o inducido por la misma sociedad (el Estado, las religiones, la masa, la 
familia), para mantener el statu quo (de la estructura política, social, religiosa, del líder, 
de la clase dirigente) y la obediencia, el cual puede resultar perjudicial para el orden 
social. 
Y es que el miedo exagerado o no justificado, puede manifestarse en crueldad, 
maldad, ambición, odio, ego
46
, pudiendo llevar al individuo o a un colectivo a cometer 
las más atroces injusticias e ignominias contra la humanidad. Ello porque el miedo, así 
como puede llegar a paralizar, también puede llevar al ser humano a actuar y no siempre 
por principios ciertos e invariables, sino por pasión creyendo que razona
47
. Incluso, la 
necesidad que tiene el individuo de sentirse seguro y vencer el miedo, históricamente, le 
ha proporcionado la oportunidad a unas cuantas personas “astutas”, para explotar ese 
temor ajeno, tanto mediante mentiras, engaños y manipulaciones, como con políticas de 
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“terror”48. Así pues, han sido (y son) muchos los que simulando ser hombres justos y 
virtuosos, abusan de los miedos y temores de los demás, infligiendo y atentando contra 
su dignidad. 
Autores más contemporáneos han hallado también en las pasiones y emociones 
humanas, la causal del devenir de la sociedad y del funcionamiento erróneo del sistema, 
en otras palabras, señalan que los problemas de algunas regiones y países no son sólo de 
mala “latitud”, como diría Rousseau49, sino también de mala “actitud” (Khanna, 2008: 
200).  
Nelson Kasfir, por ejemplo, considera que el miedo y la avaricia debilitan el Estado y 
pudieran hacerlo fracasar en tanto que tales emociones contribuyen significativamente a 
los ciclos de violencia, dado que el primero busca la “seguridad”, mientras que la 
segunda pretende adquirir un “beneficio material” (Kasfir, 2004: 55-66)50. También 
Robert Rotberg, muestra que el miedo, la ambición, el afán de gloria y el poder están 
relacionados con la debilidad estatal al afirmar que la situación circunstancial o 
temporal de falencia que enfrentan los Estados se debe no solamente a antagonismos 
internos y/o ataques externos, sino también a defectos de dirección, avaricia y 
comportamientos despóticos de los gobernantes (Rotberg, 2004:4). Collier igualmente 
sostiene que la posibilidad del “botín” es un factor de motivación importante para que 
las partes entren en conflicto (Collier, 2007 y 2009). Kenneth Waltz, también encuentra 
en la naturaleza y comportamiento humano una causal del conflicto, afirmando que el 
egoísmo, los impulsos agresivos mal dirigidos y la estupidez, son causas primarias de 
las guerras, por lo que la eliminación del conflicto pasa por una superación propia del 
hombre y el logro de su equilibrio psíquico-social (Waltz, 2001:16). Del mismo modo  
Ernst Friedrich Schumacher en su obra Lo pequeño es hermoso, subraya no solo cómo 
la sistemática alimentación de la codicia y de la envidia por los seres humanos conduce 
a un error fundamental como el hecho de construir un orden de deseos totalmente 
ilegítimos sino que además conduce a vivir una vida dedicada fundamentalmente a la 
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obtención de fines materiales en detrimento de lo espiritual lo que al final termina por 
enfrentar al hombre contra su prójimo y a las naciones entre sí, es decir, que fuerzas 
como la codicia y la envidia son las que sumergen al hombre en un estado de conflicto 
que conducen a las guerras (2011: 35-37). De modo pues que miedo, ambición, codicia, 
ansia de lucro, ego, vanidad, egoísmo y otras pasiones humanas, parecen tener relación 
con el desorden social que existe (y ha existido siempre) en la historia de la humanidad. 
Obviamente, controlar las pasiones humanas no es una tarea fácil, y para un líder 
político pareciera ser un trabajo imposible, sobre todo, cuando se parte de la premisa de 
Maquiavelo de que la creación de los Estados o reforma de los corrompidos, debe ser 
obra de uno solo, es decir, de un poder personal. Y es que pensar que la 
institucionalización se logra a partir de un poder personal, genera un conflicto de 
intereses, en particular, entre los intereses de los individuos y los de la 
institucionalización, los cuales impiden la creación y mantenimiento de instituciones 
estatales formales, ordenadas, eficientes y eficaces. Esto es, porque quien construye 
instituciones necesita poder personal para crearlas, pero al mismo tiempo no puede 
crearlas sin ceder su poder personal, lo cual explica por qué los líderes carismáticos 
prefieren no crear instituciones estables que limiten el poder que manejan de forma 
personal y arbitraria
51
, es decir, que atenten contra la satisfacción de sus pasiones y 
apetitos infinitos e insaciables. 
Y tal vez sea acá donde siguiendo a Arendt habría que recordar que el poder 
corresponde al grupo como tal y no al individuo y que el poder existe mientras el grupo 
se mantenga unido (1998: 146), es decir, que es la sociedad cohesionada la base a partir 
de la cual se pueden crear instituciones, de ahí la relevancia de reforzar la capacidad 
humana y de los grupos sociales para actuar concertadamente. Asimismo habría que 
destacar la idea weberiana de que un líder o político tiene que estar a la altura del poder 
que proporciona la política como profesión, es decir, que no solo debe volcarse a las 
cosas sino también debe tener sentido de la responsabilidad (2001: 145-147). Y esa 
responsabilidad política pasa por crear institucionalidad y por no rechazar o cargar sobre 
otros sus propias responsabilidades, es decir, por dejar de recurrir al cómodo recurso del 
“chivo expiatorio” o a la existencia de factores múltiples para justificar los problemas: 
                                                          
51
 Al respecto Huntington escribió “la autoridad institucional es lo contrario de la carismática, y los 
dirigentes carismáticos se anulan a sí mismos si tratan de crear instituciones estables de orden público.” 






la crisis económica, la globalización, el capitalismo, el enemigo interior, el enemigo 
exterior o el gobierno anterior, etc.  
Pero no solo los políticos y funcionarios públicos deben asumir sus responsabilidades 
sino que también deben hacerlo los ciudadanos de a pie puesto que las fragilidades 
institucionales y defectos estructurales del Estado no son únicamente consecuencia de 
los defectos de liderazgo y de las erróneas decisiones o acciones de los políticos sino 
también de los errores y desaciertos de los ciudadanos por acción u omisión. Como bien 
apunta Serna:  
 
“…quienes no ejercitan un pensamiento crítico constante o, ejercitándolo, 
no lo expresan de un modo u otro en el ámbito público, se incapacitan para 
la vida ciudadana y ponen en peligro sus derechos y los de sus 
conciudadanos.[…] La mera pasividad originada por la falta de hábito de 
pensar, por el adormecimiento de la conciencia moral y política, puede 
hacernos responsables de verdaderos desastres, por omisión, y porque 
muchas cosas se están haciendo en nuestro nombre, y no somos capaces de 
desmarcarnos.” (Serna, 2009: 1084 y 1093).  
 
Pero hay más, la pasividad mental de los ciudadanos degrada el ethos político hasta 
el punto de que quienes tienen la responsabilidad de gobernar o de hacer oposición ya 
no lo hacen seriamente pues “para ellos es viable, e incluso más sencillo, recurrir a 
enmiendas y medidas superficiales, vivir en el instante e improvisando sin mirar más 
allá, sustituir el gobierno por la propaganda, la política por los estudios de opinión o 
demoscopia y, de paso, ensayar políticas de cambio social que podemos denominar, a 
falta de una expresión mejor, políticas de diseño.” (Serna, 2009: 1086). Por 
consiguiente, el ejercicio de un pensamiento crítico y reflexivo por parte de la 
ciudadanía es fundamental no solo para preservar la deliberación pública que caracteriza 
a las sociedades democráticas, sino también para evitar el debilitamiento estatal 
producto de la ruptura de las relaciones entre Estado y Sociedad, y especialmente, las 
relaciones entre Derecho, Estado y Sociedad, que amenazan peligrosamente con 
sustituir el imperio del Derecho por el imperio de la Política, pero de una política sin 
ciudadanos (Serna, 2009: 1092)
52
.  
Hasta aquí se ha intentado hacer una breve aproximación del por qué los Estados se 
debilitan, y por qué eventualmente fallan, haciéndose cada vez más represivos y 
agresivos en el proceso como reflejo de las desviaciones del poder. Como se ha 
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intentado plasmar, son muchos y diversos los motivos que podrían explicar la debilidad 
estatal. Los factores están relacionados con cuestiones de carácter interno y externo de 
los Estados, algunos son de tipo estructural y otros coyunturales, pero también otros 
factores están más asociados con la naturaleza humana. Aunque también hay que 
apuntar que ninguna de las manifestaciones y ni siquiera las causas que generan 
debilidad en los Estados son las mismas en todos los casos y en todo momento. Más 
aún, que en algunos casos es posible que la causa (o las causas) que hayan producido el 
fenómeno, hayan sido sustituidos por otro u otros factores en virtud del cambio de 
circunstancias. Y es que los conflictos o problemas que enfrentan los Estados pueden 
llegar a ser tan complejos y al mismo tiempo tan contradictorios, que hagan más difícil 
aún el proceso de dirimir entre unas causas y otras.  
Por tanto, quizás lo que debería tenerse presente es que es la suma de estos factores y 
no solo uno, lo que ocasiona que un Estado fuerte se haga débil, o que un Estado nunca 
llegue a ser fuerte por su debilidad estructural, pudiendo tal debilidad llevarlo a fallar, 
fracasar, colapsar, a ser más represivo y agresivo, debido a su incapacidad o a su falta 
de voluntad y disposición para obrar, particularmente obrar lo que moralmente es 
bueno. 
Ahora, pese que a la hora de “etiquetar” a los Estados, ninguna de las causas-efectos 
descritos deberían ser ignorados en el análisis; debe tenerse presente que existen causas 
que pudieran llamarse propias de la debilidad estatal, y otras que más que ser el origen 
de la vulnerabilidad del Estado lo que hacen es incrementar su grado de debilidad, 
haciéndolo que se desplace hacia el fracaso, colapso y/o violencia. En esta segunda 
categorización podrían incluirse muchas de las causas-efectos hasta ahora expuestas en 
el presente estudio, siendo la tarea más difícil determinar las causas que pertenecen a la 
primera categoría. En ese sentido, a juicio del investigador, lo que hace 
fundamentalmente que un Estado sea débil es:  
 
 la informalidad, desorden, ineficacia y el no sometimiento al Derecho de las 
instituciones políticas-administrativas, que permite que los gobernantes manejen o 
administren el Estado como su feudo personal y creen una cultura de no respeto por 
las normas estatales; 
 la carencia de una infraestructura social como consecuencia de la falta de cohesión 






 el cambio cultural, de valores y expectativas de los individuos que sobrecargan las 
funciones básicas del Estado y sobrepasan sus capacidades técnicas y financieras. 
 
Al estudio detallado de tales factores se dedica el capítulo siguiente, partiendo del 
principio de que la superación de tales inconvenientes es una cuestión de 
corresponsabilidad entre los funcionarios públicos y ciudadanos, es decir, que la 
Sociedad tiene una responsabilidad frente al Gobierno y éste frente a la Sociedad. De 
allí la importancia de profundizar en dos elementos claves como lo es la capacidad y la 





























CAPITULO IV. ELEMENTOS CLAVES ASOCIADOS CON LA DEBILIDAD 
ESTATAL: CAPACIDAD Y VOLUNTAD 
 
La debilidad del Estado está asociada con su falta de “capacidad” y “disposición” 
para cumplir funciones esenciales. Son varios los autores que encuentran en estos dos 
elementos capacidad (able) y voluntad o disposición (willing), -o también la impotencia 
(impotence) e indiferencia (indifference)
53
-, la clave para identificar a los Estados 
débiles, incluso, para dentro de esta categorización distinguir cuándo se está frente a un 
failed state y cuándo ante un rogue state
54
.  
Pero, ¿qué debe entenderse por capacidad del Estado?, ¿cuál es la relación que existe 
entre los medios y fines del Estado?, ¿a qué voluntad se hace referencia cuando se habla 
del Estado?, y en fin, ¿cuál es la importancia de que la capacidad y la voluntad obren de 
concierto? 
 
4.1. Capacidad del Estado: Aptitud y Voluntad de los actores políticos y sociales 
 
Desde el punto de vista etimológico el término “capacidad” procede del sustantivo 
latino capacĭtas que significa aptitud, talento, cualidad, potencial, es decir, lo contrario 
del sustantivo incapacĭtas que se refiere a la falta o carencia de preparación, de medios, 
inteligencia, entendimiento, habilidad. Cuando se habla de la capacidad de los 
individuos, se hace referencia al conjunto de recursos y aptitudes, que innatas y/o 
adquiridas, permiten al individuo desempeñar determinadas tareas, sean éstas en el 
ámbito físico, mental, financiero o legal.  
A diferencia de los individuos, las aptitudes y recursos del Estado no son innatas sino 
adquiridas como consecuencia de la cesión de libertades y derechos que hacen los 
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individuos a favor del Estado tras el contrato social, justamente para constituir la 
sociedad y abandonar el estado de naturaleza en el que no habiendo leyes ni deberes, no 
era posible gozar de una seguridad mínima
55
. Esto significa que el Estado posee las 
capacidades que cada individuo ya tiene en el estado de naturaleza, empero, la renuncia 
a libertades ilimitadas del hombre a favor del Estado, particularmente la renuncia a 
ejercer sus derechos de represalia y castigo, así como no supone la omnipotencia del 
Estado, es decir, su injerencia e intervención en la esfera privada de las personas 
(derechos de primera generación: derecho a la vida, a la integridad y a la libertad),  
tampoco implica per se la autonomía defendida por Weber ni la capacidad ilimitada del 
Estado, por cuanto la acción estatal, incluso, la propia existencia y consolidación del 
Estado, está condicionada por los medios, que generan o producen sus habitantes, con 
su trabajo, ingenio y creatividad como se verá más adelante. 
Por su parte, el término “voluntad” proviene del sustantivo latino voluntas/volunātis 
que significa intención, ánimo, ganas, deseo y resolución de hacer algo, o sea, que tiene 
mucho que ver con la libertad y facultad para decidir la propia conducta. Según la 
filósofa húngara Agnes Heller, la voluntad “no es sino la concentración en orden a 
alcanzar un objetivo en el que estamos positivamente implicados, incluyendo la 
selección de los medios necesarios para conseguirlo.” (1982:43), de allí que deduce 
que la voluntad pertenece al deseo y exige implicación.  
Ciertamente, cuando se hace referencia a la voluntad de los individuos se suele 
hablar de la disposición e intención humana para obrar lo que moralmente es bueno o lo 
que es moralmente malo, pero también incluso, su determinación para dejar de hacer lo 
bueno o lo malo por desgana y falta de iniciativa, todo ello basándose en el principio de 
libertad o en su denominación clásica del libre albedrío (liberum arbitrium). Por tanto, 
hablar de voluntad en un sentido amplio significaría hablar tanto de la voluntad buena 
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en sí misma dominada por la razón defendida por Kant (2010: 63-81), como la voluntad 
dominada por el apetito irascible o concupiscible no soslayada por Aristóteles (2010: 
37-42), es decir, aquélla dominada por las irracionalidades del alma, los deseos y 
pasiones.  
Y precisamente, cuando se habla de la voluntad del Estado no puede dejar de 
considerarse la voluntad que depende de la razón como tampoco la que depende de los 
deseos irracionales, no sólo porque sean éstas características propias de la naturaleza 
humana, sino porque es la acción voluntaria de los individuos lo que hace al Estado y 
sus  instituciones políticas
56
. De hecho, ya los antiguos filósofos griegos habían 
señalado la importancia del sentimiento o instinto moral, y en particular de la buena 
voluntad, para combatir la anarquía moral y política, es decir, que habían encontrado en 
la voluntad una especie de facultad humana mediante la cual podría alcanzarse el bien, 
que de acuerdo con Aristóteles podría tratarse de un bien real o un bien aparente: 
 
Para quienes dicen que el objeto de la voluntad es el bien 
simplemente, resulta que no será querido lo que quiere el que no elige 
rectamente, pues si fuese querido, sería bueno; pero como de hecho 
eligió mal, fue malo. Por lo contrario, para quienes dicen que el bien 
aparente es el objeto de la voluntad, no habrá nada que por su 
naturaleza pueda ser querido, sino sólo lo que parece bueno a cada 
uno. (Aristóteles, 2010:44) 
 
De modo pues, que pese a que el objeto de la voluntad es el bien, habría que tener 
presente que la connotación de bien puede distar de un individuo a otro “Para el 
hombre bueno, será el verdadero bien; y para el malo el que las circunstancias le 
deparen” (Aristóteles, Ibídem).  
También las fórmulas kantianas “Obra sólo según aquella máxima por la cual 
puedas querer que al mismo tiempo se convierta en una ley universal”, “Obra como si 
la máxima de tu acción pudiera convertirse por tu voluntad en una ley universal de la 
naturaleza”, “Obra de tal modo que uses a la humanidad, tanto en tu persona como en 
la persona de cualquier otro, siempre al mismo tiempo como fin y nunca simplemente 
como medio” (Kant, 2010: 82-139), son máximas que comprenden el principio 
conforme al cual un sujeto debe obrar -por imperativo, diría Kant-. Por consiguiente, al 
hacer referencia al Estado y al comportamiento de los funcionarios públicos y los 
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ciudadanos habría que no perder de vista tales máximas sujetas a la acción voluntaria de 
los individuos porque así como el ser humano tiene en sus manos la posibilidad de obrar 
lo que es bueno también tiene la posibilidad de obrar lo que es vergonzoso (Aristóteles, 
2010:45). De modo que la voluntad a la que se hace referencia en este estudio no está 
restringida a la voluntad kantiana, sino que se considera en su sentido más amplio, y 
además, estaría fuertemente relacionada con la idea de asumir o no responsabilidades 
tanto por parte de los actores políticos (funcionarios) como los sociales (ciudadanos). 
Ahora bien, también desde tiempos de la antigua Grecia, pasando por la Era Moderna 
y el mundo contemporáneo, tanto filósofos como políticos y economistas han defendido 
que el Estado debe contar con los mecanismos adecuados para llevar a cabo cualquier 
acción, es decir, disponer de unos medios para alcanzar sus fines, cualesquiera que éstos 
sean. Empero, entendiendo que el Estado: 
 es una organización y como tal está compuesta por un grupo de individuos que 
obran, deciden y están enlazados;  
 que no es un simple conjunto de instituciones del gobierno central lideradas y 
coordinadas por una autoridad dentro de un territorio y con una población 
determinada, separada a su vez de la sociedad y por encima de ella, sino que es 
una organización creada por los individuos y que por lo tanto requiere contar 
con la participación activa de ellos. Esto es contar con su voluntad y capacidad 
de hacer lo que fuese necesario para mantener la existencia de la entidad 
política, así como su voluntad y capacidad de hacer lo que la entidad política 
exija de sus miembros
57
;  
 que no teniendo el Estado su esencia primaria únicamente en lo político, sino 
también en lo social, es decir, en una idea compartida por los ciudadanos en 
cuanto al principio organizativo que los une y que actúa como vínculo para 
juntar lo privado y lo público en el Estado-nación,  siendo esto a su vez la base 




Entonces los medios del Estado son tanto de naturaleza política como social, o sea 
que incluyen tanto la aptitud/habilidad de los gobernantes y gobernados como la  
voluntad/responsabilidad de ambos.  
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Lo anterior significa que son medios políticos del Estado la aptitud/habilidad de los 
dirigentes e instituciones estatales para extraer de los miembros de su sociedad o de 
otra(s)
59
, recursos fundamentalmente económicos, así como su disposición para 
respetar, negociar-arbitrar y ejecutar los acuerdos pactados con su propia sociedad, 
incluso con preferencia a cualquier otra sociedad, así como para rendirle cuentas a 
ella(s) de su accionar (accountability horizontal y vertical). Mientras que constituyen los 
medios sociales la habilidad/aptitud de cada uno de los miembros de la sociedad 
para producir los recursos (presentes y futuros) que serán necesariamente extraídos 
por la comunidad política, así como la disposición (voluntad/responsabilidad) de los 
ciudadanos para contribuir con la sociedad y negociar, ejecutar y respetar los acuerdos 
pactados, así como para exigirle a los agentes públicos reforzar e implementar buenas 
conductas y políticas eficaces y sensatas (accountability vertical).  
Así pues, se entiende que la “Capacidad del Estado”, depende de unos medios, que se 
perciben son su aptitud y voluntad  política (Gobierno) y social (Sociedad), 
considerándose entonces que ya que estos medios son de carácter político y social e 
incluyen tanto a los funcionarios públicos como a los ciudadanos, sería más adecuado 
hablar de “Capacidad Política y Social del Estado”. La relación entre uno y otros 
medios podría expresarse en los términos indicados en la Figura No. 1.  
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Capacidad Política-Social  = Aptitud política-social x Voluntad política social  
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Empero, tratemos de profundizar en estos medios políticos y sociales del Estado, que 
como se ha dicho no significa restringidamente hacer referencia a su base física 
(población y territorio) y a sus  instituciones, sino también, y especialmente, al vínculo 
político-social, o sea, a la relación que existe entre las instituciones estatales que 
comprenden toda la máquina de gobierno (incluyendo sus cuerpos ejecutivo, legislativo, 
administrativo y judicial) y la Sociedad y cada uno de sus miembros. A efectos de 
claridad expositiva, a continuación el abordaje de éstos se efectúa separadamente.  
 
4.1.1. Medios políticos: aptitud y voluntad del Gobierno 
 
Weber más que definir al Estado por los fines a los que debería servir o por los 
contenidos concretos que tendría que realizar con su actividad, lo distingue por el medio 
o instrumento específico que éste utiliza: la fuerza, la violencia física. Y aunque no 
negaba el hecho de que pudieran existir otros medios, alegaba que la fuerza era el medio 
específico del Estado, su medio característico y exclusivo el cual empleaba para la 
realización de las distintas tareas o fines que se propusiera (Weber, 2001:32-33).  
También von Humboldt se había referido a la coerción como un medio directo del 
Estado, pero agregó además el estímulo y el ejemplo. Asimismo, este autor escribe 
sobre unos medios indirectos empleados por el Estado tales como la posibilidad de 
imprimir a la situación de los ciudadanos una forma favorable para él, de manera tal de 
impedirles obrar de forma distinta, o, por ejemplo, armonizando las inclinaciones de los 
ciudadanos con el Estado, tras actuar sobre su cabeza o su corazón. Así pues, que los 
medios de los cuales puede valerse el Estado -según von Humboldt- incluyen desde 
determinar acciones concretas de los hombres, hasta pasar por influir cada vez más en 
su modo de actuar, hasta llegar al punto de influir en su carácter y su modo de pensar, 
con el propósito de promover la uniformidad en detrimento de la variedad como bien 
supremo que confiere la sociedad (von Humboldt, 2009:20-24).  
Tales visiones acerca de los medios con que cuenta el Estado lo que destacan es el 
papel que juega la  fuerza o la violencia como medio, al parecer específico e 
imprescindible del ser del Estado. Sin embargo, hay quienes apuntan que no son la 
coerción, la violencia y la imposición los procedimientos esenciales y más adecuados 
para tratar los asuntos públicos, sino que lo son la deliberación y la comunicación
60
, por 
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lo que éstos deberían considerarse también medios con los que cuenta el Estado para la 
consecución de sus fines.  Ahora bien, directos o no, violentos o deliberativos ¿son 
suficientes tales medios para cumplir con todos los quehaceres estatales?  
Ciertamente, el uso de la fuerza legítima y la coacción (leyes imperativas y 
prohibitivas, penas, etc.), como medio político es necesaria, especialmente, para 
proporcionar una protección enérgica hacia dentro y hacia afuera de la comunidad 
política; así como también sin duda es necesaria la deliberación pública para resolver 
los asuntos comunes y construir una sociedad justa en la que los ciudadanos puedan 
desarrollar sus cualidades y adquirir otras capacidades y virtudes. Pero es evidente que 
hasta el efectivo uso de la violencia física legítima por parte del Estado, e incluso, la 
posibilidad de llevar a cabo la deliberación pública y la socialidad, requiere que 
previamente el Estado disponga de los recursos económicos para el financiamiento de 
tales actividades. Esto supondría pensar que la función primera del Estado debería 
consistir en extraer de la sociedad los bienes económicos que le permitan cumplir con su 
“deber”, entre ellos al menos, satisfacer las necesidades humanas de mínimos de 
justicia.  
En el capítulo V del presente estudio se aborda el tema de las necesidades básicas de 
los seres humanos; empero por ahora lo que interesa puntualizar es que la idea 
weberiana de que la fuerza es el medio específico e imprescindible del Estado, es 
cuestionable, pues antes que la fuerza, son prioritarios los recursos económicos, a 
menos que se parta del supuesto que la fuerza es suficiente para que el Estado se haga 
con los bienes económicos presentes en la sociedad, en otras palabras, que mas que la 
sociedad ceder libertades y recursos a favor del Estado, lo que hace éste es secuestrarlos 
o apropiarse de ellos a través de la fuerza, imponiendo, por ejemplo, leyes ilegítimas 
que no concuerdan con los valores constitutivos de la identidad social y que no 
contribuyen de manera creíble a la realización de dichos valores, es decir, leyes que no 
poseen el consentimiento de los individuos y que no se corresponden con las normas 
fundamentales de la sociedad (Coicaud, 2000:33-36), cuestión ésta esencial para 
mantener la sinergia político-social, tal como se ha dicho en el capítulo anterior. 
Ahora bien, la habilidad del Estado para extraer bienes económicos, así como para 
absorber otros recursos fruto de las capacidades humanas de su sociedad, o incluso de 
otras sociedades, no es suficiente como para hablar con propiedad de una Capacidad 
                                                                                                                                                                          







Política. Haría falta incorporar también la variable de la voluntad, es decir, la actitud, 
disposición y/o intencionalidad de los dirigentes y las instituciones gubernamentales 
para asumir la responsabilidad que les corresponde. Y es que la voluntad de los 
funcionarios públicos, pese a que se suele percibir como un término retórico, podría ser 
considerada como otro de los medios políticos con los que cuenta el Estado, pues su 
empleo así como puede estar orientada a proteger la vida, la libertad y los bienes de los 
miembros de la sociedad, igualmente puede estar dirigida a destruir al hombre como 
individuo y como colectivo (voluntad de la tiranía
61
) o simplemente, a satisfacer 
intereses privados, es decir, pasiones irregulares (ambición, avaricia, venganza y otras) 
o los apetitos concupiscibles e irascibles, siendo la privatización de lo público uno de 
los síntomas más claros de la debilidad de un Estado.  
De allí la importancia de que existan mecanismos que permitan medir la actuación 
del poder político y que eviten que quienes gobiernan (o los administradores públicos en 
general) destruyan la autoridad que el pueblo les dio, deshagan los lazos sociales y 
actúen contrariamente al fin para el que fueron instituidos. En este sentido, la noción de 
juicio político de Jean-Marc Coicaud es fundamental, esto es que la legitimidad política 
no debe entenderse únicamente como el consentimiento del derecho de gobernar sino 
también como el entendimiento acerca de lo que debe ser la actividad de gobernar, es 
decir, que quienes gobiernan y quienes aceptan ser gobernados deben ponerse de 
acuerdo sobre los valores que la política quiere promover y que de esas normas y 
valores constitutivos de la identidad nacional (como fuente y garantía del derecho) es de 
donde deben emanar las leyes con el objetivo de contribuir a su vez a la realización de 
los valores de la sociedad (Coicaud, 2000:13-36). Por tanto, la función política de 
coordinación y dirección de la sociedad debe expresar y mantener la identidad de esa 
sociedad determinada y de sus individuos en tanto miembros de la comunidad misma, 
pero  además, debe respetar la pluralidad de los aspectos del “interés común” 
(económico, político, religioso, internacional, etc.) por ser éste –y aquí sigo a Georges 
Gurvitch-, el equilibrio de los intereses opuestos, es decir, donde se concilian y unen los 
diversos intereses opuestos de los diferentes grupos sociales, que son por lo demás 
imposibles de eliminar de la vida social (Gurvitch, 1932: 41-42 y 1935: 148)
62
. Y en ese 
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punto de equilibrio de antinomias irreductibles, cabría esperar que el interés común se 
identificase con lo justo, con lo bueno, con lo que debe ser, con lo que todos 
corporativamente deben querer y que no debería ser más que el bien social, o común o 
colectivo.   
Lo anterior también subraya la relevancia de dos factores en las relaciones políticas, 
que bien podrían valer para medir la voluntad política (y la voluntad social como se verá 
más adelante), a saber: el accountability y el acuerdo político-social.  Por 
accountability, tanto horizontal como vertical, se entiende la disposición de las 
instituciones del Estado para prevenir y controlar los abusos cometidos por otras 
agencias públicas y distintas ramas del gobierno, lo que a su vez se complementa con el 
empeño del Estado y sus instituciones por comunicar y facilitar información a sus 
ciudadanos de las acciones que realiza (transparencia), teniendo estos últimos también 
la responsabilidad de reforzar e implementar buenas conductas en los agentes públicos. 
Así pues, el sentido de la responsabilidad de los gobernantes va acompañado por el de 
los gobernados, de modo que tanto dirigentes como dirigidos son ambos responsables, y 
lo son uno ante los otros, como se verá en el epígrafe siguiente. 
Por acuerdo político-social se entiende no sólo la inevitable relación entre los 
gobernados y gobernantes (gobierno-sociedad), sino también entre los mismos 
gobernados. En otras palabras, se parte del supuesto de que debe existir una 
comunicación y negociación previa entre todos los ciudadanos como miembros de una 
sociedad
63
, sobre todo cuando se trata de sociedades pluralistas donde existen grupos 
con diferentes cosmovisiones y con diferentes concepciones de lo que es una vida digna 
de ser vivida, con desacuerdos acerca de lo que está bien y de lo que está mal, de la 
justicia y la injustica (ej. diversos grupos religiosos, diferentes doctrinas filosóficas, 
diversas ideologías políticas que proponen a los ciudadanos diferentes proyectos de vida 
feliz). Tal acuerdo intrasocial o intergrupal no necesariamente tendría que gozar de una 
absoluta unanimidad social sino que podría tratarse de acuerdos parciales pero aun así 
viables para distinguir entre opciones aceptables y no aceptables, entre situaciones 
enormemente injustas o carentes de equidad (Sen, 2000: 305).  
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Asimismo, se estima que el pacto intergrupal debería ser previo al acuerdo que luego 
los gobernados establecen con los gobernantes, pues de lo contrario el pacto político-
social no solo no sería legítimo, sino que la sobrevivencia de la sociedad y el Estado 
sería cuestionable, dado que al no existir un pacto intrasocial o intergrupal que 
represente el equilibrio de intereses opuestos e irreductibles que defiende Gurvitch, 
muy difícilmente será posible hablar propiamente de un “interés común” que haga 
viable la acción del Estado
64
. Más aún, sin integración y conciliación de los intereses 
particulares y privados, cabría esperar un menoscabo de la primacía del «derecho social 
común» sobre el «derecho social particularista», hasta el punto quizás de socavar las 
bases del Estado democrático que, de acuerdo con Gurvitch, constituye una «asociación 
de colaboración» regida por el «derecho social» y no una «asociación de dominación» 
regida por el «derecho de subordinación» que sería lo que caracteriza al Estado no 
democrático (1932: 35 y 83 y ss.). Asimismo, la falta de un pacto intrasocial o 
intergrupal haría la convivencia social prácticamente inexistente bien porque cada grupo 
aceptaría una jerarquía de valores, no teniendo nada en común con los demás 
(sociedades moralmente politeístas) o porque sería un grupo el que impondría a los 




Por último, pero no menos importante, habría que destacar que para que pueda 
llevarse a cabo una negociación sensata y democrática entre los diversos grupos de 
individuos con resultados viables, será indispensable que las personas tengan el 
derecho, la salud y la autonomía suficientes (vid. Capítulo V) para trabajar unidos con el 
propósito de alcanzar los acuerdos; tarea en la cual las instituciones sociales juegan un 
rol relevante en la medida que estipulan cómo se garantizarán estos derechos y 
necesidades a satisfacer, subrayando la importancia de reconsiderar las relaciones 
constitucionales entre el Estado y el individuo (Doyal y Gough, 1994: 168) 
Por tanto, al hacer referencia al pacto Estado-Sociedad se considera la disposición 
tanto de los gobernados entre sí, como entre éstos y los que gobiernan. Y aunque del 
pacto entre los gobernados se dedica el apartado siguiente (a propósito de los medios 
sociales), del pacto entre gobernantes y gobernados puede decirse que se espera de 
quienes gobiernan que permitan que el Estado funcione como la autoridad a la que la 
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sociedad podrá apelar cuando surja algún conflicto entre sus miembros; que ejerza su 
labor de árbitro que decide conforme a normas y reglas preestablecidas, imparciales y 
aplicables a todos por igual; que decida las diferencias que puedan surgir entre sus 
miembros en cuestiones de derecho y castigar las ofensas que cualquier miembro 
cometa contra la sociedad. Asimismo, se entiende que el Estado debería estar dispuesto 
a facilitar los mecanismos de rendición de cuentas, que permitan, por ejemplo, medir, 
evaluar y calificar, hasta qué punto los recursos que extrae de la sociedad están siendo 
utilizados para los fines acordados por ambos en el contrato político-social, y al mismo 
tiempo, estar dispuesto a revisar y corregir lo que haya que corregir.   
Así pues, accountability y acuerdo político-social se consideran factores que bien 
pudieran contribuir en la métrica de la voluntad política (y también, social y general). 
Además que se perciben como elementos constitutivos de su capacidad política.  
 
4.1.2. Medios sociales: aptitud y voluntad de la Sociedad 
 
Ya se ha dicho que la responsabilidad de los gobernantes debe ir acompañada por la 
responsabilidad de los gobernados. De modo que así como deben existir mecanismos 
que hagan posible medir la actuación del poder político, también son esenciales los 
instrumentos que evalúen la actuación del poder social y los modos o grados de 
compromiso de los individuos con la vida en sociedad.  
En este orden de ideas, Coicaud señala que la responsabilidad de la sociedad y cada 
uno de sus miembros consiste no sólo en evaluar la acción gubernamental y en 
defender, dentro de los límites impuestos por la identidad de la sociedad y sus 
relaciones de fuerza lo que se consideran derechos y libertades, sino también que cada 
individuo que compone la sociedad debe reconocer los valores que definen la identidad 
de la sociedad en la que vive y debe preocuparse no solo de su suerte sino también de la 
de los demás miembros de la sociedad (Coicaud, 2000: 49-50). Por tanto, como medios 
sociales, reviste particular importancia la voluntad social, es decir, la actitud, 
disposición y/o intencionalidad de los gobernados para asumir la responsabilidad que 
les corresponde. Y en este sentido, tanto el accountability como el acuerdo político-
social se consideran también factores que pudieran contribuir en la métrica de esa 
voluntad social.  
Particularmente, respecto al pacto político-social, previamente se ha dicho que no 






concreción de un pacto entre los diferentes grupos humanos que componen una 
sociedad, en especial cuando se trata de sociedades pluralistas y democráticas. Tal 
acuerdo reviste una importancia fundamental para la construcción y mantenimiento de 
la comunidad social y política, pues supondría el compromiso de los diversos grupos 
sociales y de sus miembros por compartir activamente las cargas de su vida común y 
por cooperar en la satisfacción de las necesidades tanto individuales como colectivas. Y 
no puede olvidarse pues que de la sinergia entre los distintos actores sociales depende la 
cohesión social que es un componente esencial y determinante de la existencia estatal 
como se apunta en el capítulo anterior. Más aún, que los Estados considerados fuertes se 
caracterizan, entre otras cosas, por sus altos niveles de cohesión social que coadyuvan a 
la consolidación de las democracias participativas, de las identidades nacionales y a 
construir economías productivas y altamente desarrolladas. 
En definitiva, hablar de voluntad política y voluntad social, debería hacer referencia 
a la responsabilidad y voluntad común, es decir, al querer de todos los habitantes de 
hacer lo que se deba hacer para cuidar de la sociedad, para aspirar a lo que es bueno 
para todos, lo que es justo; y que sea ello, lo que se imponga por encima de las diversas 
aspiraciones particulares.  
Empero, además de evaluar la acción del poder político, defender derechos y 
libertades y evitar que quienes forman parte de la sociedad desconozcan los valores 
identitarios y amenacen la continuidad de la cohesión social, la sociedad tiene otras 
responsabilidades como el contribuir con su ingenio, creatividad, trabajo y solidaridad a 
la sobrevivencia de la comunidad social y política, y en ese sentido, rendir cuentas 
también de su accionar. Decía Cicerón que “no nacemos únicamente para nosotros, 
sino que parte de nuestro nacimiento lo exige la patria…”(2006: 69), por ello, además 
del deber de cumplir las leyes legítimas, los hombres como individuos y colectivos 
deben emplear sus capacidades innatas y adquiridas para producir los recursos 
(financieros, tecnológicos, intelectuales, humanos) indispensables para la preservación 
de la sociedad y la comunidad política, además que deben contribuir en la satisfacción y 
optimización de las necesidades humanas (vid. Cap. V). Y es que razón tenía Mill 
cuando escribía que si algo había cierto en el mundo es que para conservar nuestras más 
preciosas adquisiciones necesitábamos el mismo esfuerzo empleado para obtenerlas: 
“Las cosas abandonadas a sí mismas perecen inevitablemente. Aquellos que, confiados 
en su buena fortuna, olvidan sus hábitos de cuidado y previsión y su ánimo para 






conservación de los bienes existentes, incluso su mejoramiento y aumento dependerán 
de la habilidad y voluntad humana.  
Así pues, la capacidad para el trabajo, el ingenio, la prestación de servicios 
profesionales remunerados que computan en el ingreso nacional, así como la solidaridad 
(prestación de servicios no remunerados pero que igualmente contribuyen al ingreso 
nacional
66
), son aptitudes/habilidades  indispensables en una sociedad, en la medida que 
se consideran medios a través de los cuales será posible disponer y tener acceso a los 
bienes y servicios públicos que se necesitan (e incluso a los que se desean)
67
, siendo 
igualmente un medio la actitud de la ciudadanía para con el cumplimiento de sus 
deberes sociales. En fin, trabajo, ingenio, creatividad y voluntad social son los medios 
constitutivos de la capacidad social, la cual junto a la capacidad política referida en el 
subapartado anterior, hacen posible hablar propiamente de una “Capacidad del Estado”, 
o mejor dicho de una “Capacidad Política-Social del Estado”.  
Ahora bien, habiendo puntualizado unos componentes o elementos fundamentales a 
considerar dentro de la aptitud y voluntad tanto política como social, sería factible 
expresar éstos en los términos indicados en la Figura No. 2, quedando pendiente por 
abordar los fines del Estado, cuestión que resulta problemática por cuanto desde un 
punto de vista científico no se puede establecer objetivamente la “misión” política de un 
Estado determinado, ya que tal misión depende siempre exclusivamente de 
determinados grupos humanos dentro del Estado
68
. No obstante, está claro que todo 
Estado debe tener un fin, y que para el logro de ese fin -establecido por unos cuantos o 
muchos individuos dentro de él-, el Estado debe acometer una serie de funciones que se 
traducen en el suministro de mayor o menor cantidad de bienes y servicios públicos 
para satisfacer necesidades humanas básicas. Por tanto, indagar sobre la misión o 
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sentido del Estado es fundamental, sobre todo cuando el stateness estatal cada vez más 
está dependiendo del grado de cumplimiento por parte del Estado de sus competencias y 
entrega de bienes y servicios públicos, afirmándose que solo la incapacidad o peor aún, 
la omisión y mala voluntad Estatal, es lo que podrían explicar el incumplimiento de 
tales funciones. Empero, la realidad parece ser otra, y es que a la hora de determinar si 
un Estado es débil o si está en proceso de debilitamiento, no basta con medir el grado de 
cumplimiento de sus funciones mediante la entrega de unos bienes y servicios públicos, 
sino que igualmente es necesario revisar y precisar su ámbito de acción. Ello, 
precisamente para determinar si el Estado incumple sus funciones por: 
 
1. Falta de capacidad (incapacidad, impotencia). 
2. Falta de voluntad (omisión, indiferencia). 
3. Sobrecarga de tareas (expansión excesiva de atribuciones). 
 










Y es que no existe consenso en cuanto a cuáles son las funciones básicas del Estado,  
a cuáles son las necesidades humanas básicas que un Estado debe satisfacer, a cuáles 
son los bienes y servicios públicos que deberían ser suministrados, a cuáles de estos 
bienes y servicios públicos son responsabilidad exclusiva y/o compartida entre los 
gobiernos y la sociedad (familias, empresarios, asociaciones civiles, partidos políticos, 
sindicatos, etc.) o, incluso, con otros artífices políticos (organismos internacionales, 
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accountability   
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regionales y supranacionales).  Ciertamente, estos son temas que no están exentos de 
polémica, pero considerando diversas líneas de pensamiento filosófico, político, social y 
económico, se tratará de responder a tales interrogantes, para finalmente intentar 
delimitar los bienes y servicios públicos básicos que un Estado tendría que satisfacer no 
solo por razones de justicia sino también por una cuestión de responsabilidad pública.  
 
4.2.  La acción del Estado: ¿excesiva o limitada? 
 
Una de las cuestiones que más controversia ha generado desde finales del siglo 
XVIII, tanto en el campo de la ciencia política como en el arte práctico de gobernar, ha 
sido la de los límites que deben fijarse a las funciones y la acción de los gobiernos, es 
decir, la cuestión de a qué materias puede o debe extenderse la intervención estatal en 
los asuntos de la sociedad, además de aquellas que forzosamente le incumben. 
El debate gira alrededor de dos posiciones, fundamentalmente. Por un lado, los que 
defienden el derecho y deber del gobierno a intervenir, sobre todo por cuestiones de 
utilidad, sintiendo algunos de ellos fuertes tentaciones de extender las atribuciones del 
Estado más allá de los límites debidos; mientras, por otro lado, están los que sienten una 
cierta disposición a restringir dentro de los más estrechos límites la esfera de acción del 
Estado, excluyendo algunos de los deberes más indispensables y más unánimemente 
reconocidos como acción del gobierno.  
Una y otra tendencia han influido en la concepción del Estado, predominando dos 
visiones contrapuestas –y al entender del investigador extremas-. Por una parte, la idea 
de que el Estado es un ente político, social y económico por lo que se erige como un 
“Estado guardián, proveedor y gestor de todo”, haciéndose cada vez más poderoso y 
dominante, siendo este tipo de comunidad al que se le ha asociado con denominaciones 
como la de Estado autónomo, Estado omnipotente, Estado omnívoro, Estado 
paternalista, Estado populista, Estado subsidiador, Estado benefactor, Estado 
providencia, Estado expansivo, incluso como Megaestado, siguiendo a Peter F. Drucker 
(1993: 117-118). Por otra parte, figura el Estado concebido únicamente como un ente 
político, es decir un “Estado guardián pero no proveedor ni hacedor”, donde pudieran 
ubicarse denominaciones como la del Estado policía, Estado gendarme o Estado 








. No obstante, vale señalar que entre ambas concepciones extremas y 
contrapuestas del Estado, también se intentó desarrollar una visión intermedia de orden 
político al que se ha conocido como Estado de Bienestar, es decir, un Estado guardián y 
proveedor de algunos bienes y servicios sociales para satisfacer necesidades humanas de 
mínimos de justicia, más no un Estado hacedor y gestor de todo; propuesta ésta que fue 
desvirtuada, ocasionando perjuicios a la libertad individual y colectiva, lo que ha hecho 
evidente la necesidad de abandonar el modelo del mal llamado Estado de Bienestar 
actual, para salvar así el Estado Social o el Estado de Justicia, es decir,  aquél que por 
motivos éticos y responsabilidad pública satisface, al menos, las necesidades básicas de 
los seres humanos que habitan y residen en su territorio (vid. Caps. V y VI).  
La preocupación por una intervención cada vez mayor del Estado, radica no solo en 
la posibilidad de que aquél aumente su influencia y fuerza autoritaria, arrogándose 
poderes arbitrarios y mermando indebidamente las libertades de la vida privada, 
atentando contra los derechos innatos y naturales de los individuos
70
; sino también que 
un Estado al hacerse omnipotente corre el peligro de tener que asumir completamente 
las dificultades que surjan, convirtiendo su fortaleza en debilidad. Así,  ante una 
sobrecarga de deberes, se teme que el Estado no sea capaz ni siquiera de cumplir con 
eficacia y eficiencia sus funciones esenciales, entre ellas las de satisfacer las 
necesidades humanas básicas (vid. Cap. V), condicionando así no solo su sostenibilidad 
y existencia en el tiempo como comunidad política, sino menoscabando 
preocupantemente las capacidades humanas.  
Como se detalla en capítulos siguientes, previo a intentar realizar una delimitación de 
las necesidades básicas e intermedias, y priorizar los bienes y servicios públicos que 
deberían ser suministrados por el Estado para no perder su legitimidad y ser viable; 
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seguidamente se describirán y analizarán los diversos tipos de Estado que han existido 
históricamente, atendiendo al conjunto de funciones y atribuciones que le han sido 
asignadas o delegadas por los individuos colectivamente.   
 
4.2.1. El Estado Mínimo: guardián  
  
El Estado-nación teorizado por el político y abogado francés Jean Bodin (1530-1591) 
tenía como primera función el mantenimiento de la sociedad civil, especialmente en 
tiempos de guerra, lo que significa que la función básica del Estado concebido por 
Bodin era la defensa (Bodino, 1992).  Más tarde, el inglés John Locke (1632-1704), 
considerado como uno de los grandes teóricos de los derechos de propiedad y del 
gobierno limitado, en su Carta sobre la Tolerancia afirma que el Estado es “una 
sociedad de hombres constituida solamente para procurar, preservar y hacer avanzar  
sus propios intereses de índole civil.”, entendiendo por intereses civiles “la vida, la 
libertad, la salud, el descanso del cuerpo y la posesión de cosas externas, tales como 
dinero, tierras, casas, muebles y otros semejantes”(Locke, 2005:8), es decir, que el 
Estado ha de limitarse o restringirse al único cuidado de tales intereses civiles, debiendo 
para ello legislar y asegurar el cumplimiento imparcial de las leyes.  También en el 
Segundo Tratado sobre el gobierno civil escribía Locke que el Estado tenía como única 
finalidad el proteger los derechos naturales de los individuos, en otras palabras, que 
tenía que asegurar la propiedad de cada uno: su vida, su libertad y sus bienes, frente a 
los daños y amenazas de otros hombres. A tales efectos, un Estado está obligado a: 
 
“…gobernar según lo que dicten las leyes establecidas, promulgadas y 
conocidas del pueblo, y a resolver los pleitos de acuerdo con dichas 
leyes, y a emplear la fuerza de la comunidad, exclusivamente para que 
esas leyes se ejecuten  dentro del país; y si se trata de relaciones con el 
extranjero, debe impedir o castigar las injurias que vengan de afuera, y 
proteger a la comunidad contra incursiones e invasiones.” (Locke, 
2010:138, ¶131). 
 
De modo pues, que a diferencia de algunos anarquistas para los cuales el Estado no 
debería existir -afirmando que no solo se estaría mejor sin él sino que cualquier Estado 








-; para Locke el Estado tenía sentido en la medida que 
remediaba los inconvenientes del estado de naturaleza
72
, resumiéndose sus labores a la 
acción protectora, de arbitraje y coactora, siendo el fin que cada quien preservase lo 
suyo (tanto lo que se refiere a su persona como a sus bienes) de tal manera que se 
lograse la paz, la seguridad y el bien común.  
También el alemán Wilhelm von Humboldt (1767-1835), fue uno de los intelectuales 
que a finales del siglo XVIII insistía en que uno de los problemas fundamentales que 
debía abordar la teoría política era la cuestión de hasta dónde le estaba permitido actuar 
al Estado, pues su extensa acción implicaba efectos negativos y distintos para el 
individuo y la nación, según fuese el grado y el carácter de dicha injerencia. De hecho, 
en su obra Los límites de la acción del Estado, publicada en 1792 y que  podría 
considerarse como el fundamento de una nueva teoría del Estado (que partió de algunos 
problemas y de algunos logros teóricos de la época), von Humboldt rechazó 
categóricamente la idea de que el Estado promoviese el bienestar físico y moral de los 
ciudadanos, afirmando que el Estado debía ocuparse de garantizarle a los ciudadanos su 
seguridad hacia dentro y hacia fuera, es decir, que aquél debía encargarse de las tareas 
que tienen que ver con la coacción, dejándole a los individuos y a la nación las tareas 
para las que sí estaban capacitadas; lo que no significaba desconocer la posible 
intervención del Estado en los asuntos privados de los ciudadanos cuando éstos se 
refirieran directamente a la lesión de derechos de uno por el otro
73
. 
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 El filósofo francés Pierre-Joseph Proudhon (1809-1865), proporciona una descripción de los 
«inconvenientes» internos del Estado: “Ser GOBERNADO es ser observado, inspeccionado, espiado, 
dirigido, jurídicamente conducido, numerado, regulado, enrolado, adoctrinado, predicado, controlado, 
vigilado, ponderado, evaluado, censurado, ordenado, por criaturas que no tienen el derecho, la sabiduría 
ni la virtud para hacerlo. Ser GOBERNADO significa estar en toda operación, en toda transacción, 
anotado, registrado, contabilizado, tasado, timbrado, medido, numerado, valorado, licenciado, autorizado, 
amonestado, advertido, prohibido, reformado, corregido, castigado. Con el pretexto de la utilidad pública 
y en nombre del interés general se es puesto bajo contribución, se es reclutado, despojado, explotado, 
monopolizado, oprimido, exprimido, mofado, robado; entonces ante la más leve resistencia, a la primera 
palabra de queja, se es reprimido, multado, difamado, masacrado, casado, abusado,  aporreado, 
desarmado, atado, traumado, hecho prisionero, juzgado, condenado, fusilado, deportado, sacrificado, 
vendido, y para coronar todo esto, burlado, ridiculizado, afrentado, ultrajado, deshonrado. Éste es el 
gobierno; ésta es su justicia; ésta es su moral.” Prouhdon, P. J. (1923). Idée générale de la Révolution au 
XIX siècle, Paris: Librairie des Sciences Politiques et Sociales Marcel Rivière, p. 344 
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 La existencia de un Estado y de una ley civil solucionaría el problema del conflicto de intereses o 
pasiones, es decir, evitaría los inconvenientes o errores que generarían el hecho de que el individuo fuera 
juez y parte a la vez en los casos que se tratase de juzgar los actos propios o que le afectaran directamente 
a él. Véanse Paniagua, J. Mª. (1996). Historia del pensamiento Jurídico, Cap. 16, Op. cit., pp. 163-172; 
Nozick, R. (1988). Anarquía, Estado y Utopía, Op. cit., pp. 23-24 
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 Sobre los asuntos en que debería haber una intervención del Estado, véase von Humboldt, W. (2009). 






Así, desde la perspectiva de von Humboldt, las instituciones del Estado debían 
dedicarse a mantener y estimular -como lo hacían los pensadores políticos antiguos 
partiendo más de la virtud que de la libertad-, la fuerza activa del hombre, es decir, 
formar ciudadanos fuertes y capaces de bastarse a sí mismos (von Humboldt, 2009: 9-
11), lo que no significa que el Estado deba intervenir directa o indirectamente (a través 
de la educación o la religión, por ejemplo) en la moral y en el carácter de la nación, sino 
que el Estado debía garantizarle a los ciudadanos la seguridad personal y la seguridad 
jurídica para que pudieran dedicarse a incrementar sus capacidades individuales y 
colectivas
74
. Y es que para von Humboldt lo más importante es el hombre y el 
desarrollo individual del mismo, por lo que afirma que un Estado que se ocupa del 
bienestar físico y moral de los ciudadanos, lejos de contribuir con su emancipación de la 
condición de súbdito, lo trata como tal: 
 
“Quien es dirigido mucho y con frecuencia tiende fácilmente a 
sacrificar, de un modo espontáneo, lo que le quede de su 
independencia. Se considera libre del cuidado de dirigir sus actos, 
confiándolo a manos ajenas, y cree hacer bastante con esperar y seguir 
la dirección de los otros. Esto hace que sus ideas acerca de lo que es 
mérito y lo que es culpa se oscurezcan. La noción de lo primero ya no 
lo espolea, ni el sentimiento torturante de lo segundo deja en él una 
huella tan frecuente y tan profunda como antes, pues propende 
fácilmente a descargar la culpa sobre su situación y sobre las espaldas 
de quien la ha configurado. […] En estas condiciones, el hombre no 
sólo se considera libre de todos los deberes que el Estado no le 
imponga expresamente, sino incluso de cualquier mejora de su propia 
situación.” (von Humboldt, 2009:26) 
 
Sin duda, la teoría de Estado de von Humboldt parte de un punto de vista 
individualista
75
 y humanista, lo que también fue compartido por otros intelectuales de la 
                                                          
74
 En efecto, von Humboldt se refiere a las “organizaciones nacionales” como la unidad de organización 
constituida por la asociación voluntaria de los individuos miembros de un Estado, teniendo ellas su origen 
en la creencia de su necesidad por parte de sus miembros integrantes. Ellas debían ser las que se ocupasen 
de todo aquello que el Estado paternalista-benevolente había desarrollado con los consiguientes efectos 
negativos sobre los individuos y la nación. Véase von Humboldt, W. (2009). Los límites de la acción del 
Estado, Op. cit., pp. 45-48 
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 Individualista en el sentido no egoísta o de no reconocimiento de la existencia de unos fines sociales o 
de una coincidencia de fines individuales que recomienda a los individuos la concertación para su 
consecución; sino el individualismo entendido como respeto por el individuo como tal, a que éste debe 
seguir, dentro de límites definidos, sus propios valores y preferencias antes que los de otro cualquiera, que 
sus propios fines deben gobernar sus acciones y no estar sujeto al dictado de los demás, en fin, en creer en 
su capacidad para desarrollar sus propias dotes e inclinaciones individuales. Véase Hayek, F. (1976). 






época como Immanuel Kant (1724-1804), quien en la elaboración del concepto de 
Estado de derecho, por ejemplo, tomó como referencia el individuo y sus derechos. Y es 
que Kant también sostiene que el fin del Estado no es el bienestar y la felicidad de los 
ciudadanos, pues entiende que ésta podría lograrse de mejor manera, incluso, en el 
estado de naturaleza o bajo un gobierno despótico, por tanto, considera que el fin del 
Estado es la máxima coincidencia de la constitución con los principios del derecho 
(libertad, igualdad e independencia), lo que a su vez es a lo que obliga la razón por un 
imperativo categórico (Kant, 2009: 27-28). Por ello es que frente al Estado paternalista 
y benevolente, que procura y obliga a los súbditos a ser felices de una manera 
determinada, Kant propone el Estado de derecho, donde cada miembro de la sociedad, 
ejerciendo su derecho a la “libertad”, sea quien deba buscar su felicidad por el camino 
que mejor le parezca, cuidando siempre de no causar perjuicio a la libertad de los demás 
(Kant, 2004: 36-37).  
Ya en Fundamentación para una metafísica de las costumbres y en el opúsculo que 
Kant redacta inmediatamente después (Ideas para una historia universal en clave 
cosmopolita), el autor escribe que a la naturaleza no le importa en absoluto que el 
hombre viva bien, sino que se vaya abriendo camino para hacerse digno, y que la 
naturaleza ha querido que el hombre no participe de otra felicidad o perfección que la 
que él mismo pueda procurarse por medio de la razón y la libertad de la voluntad, es 
decir, de la voluntad buena en sí misma y no como un medio con respecto a uno u otro 
propósito (Kant, 2010:68 y Kant, 1987:5-8). Sin duda, para que el ser humano pueda 
procurarse ese bienestar y felicidad, basado en la razón y no en la imaginación, es 
esencial que desarrolle sus capacidades innatas y adquiridas, en cuya tarea es 
fundamental la responsabilidad pública del Estado, pero también la responsabilidad de 
la sociedad y el individuo mismo. 
Muchos otros son los defensores de la libertad individual, quienes no justifican que 
el Estado extienda sus funciones más allá de hacer cumplir los contratos, proteger la 
propiedad privada y a las personas de la fuerza, el robo y el fraude, así como a mantener 
la paz. Más contemporáneamente, destaca el filósofo político norteamericano Robert 
Nozick (1938-2002) quien defiende la idea de un Estado mínimo, es decir, uno que se 
limite a la función de guardián o gendarme, lo que no significa que abogue por un 
Estado paternalista, sino todo lo contrario. Nozick no justifica que el Estado intervenga 
imponiendo leyes que protejan a las personas del daño que puedan hacerse a sí mismas, 






de la virtud o expresar las convicciones morales, o que obligue por ley a que unas 
personas ayuden a otras, incluyendo para ello leyes que impongan impuestos para la 
redistribución de la riqueza, esto pese a que el autor reconoce una de las principales 
conclusiones de John Rawls en Teoría de la Justicia: que las desigualdades se justifican 




Y es que Nozick afirma que la distribución de bienes únicamente será positiva 
cuando se base en el consentimiento de cada individuo, incluso en caso de desigualdad, 
apelando así a la idea kantiana de que las personas no deben ser tratadas como un medio 
sino como un fin en sí mismas. De modo que para este autor, ningún Estado más 
extenso que el Estado mínimo puede justificarse moralmente, y ningún Estado más que 
el mínimo podría reducir mejor las posibilidades de que quienes detenten buena 
posición económica usurpen o manipulen el Estado para procurarse beneficios 
económicos adicionales (Nozick, 1988: 7-11, 42-45 y 263).  
Así pues, dentro del pensamiento liberal hay quienes son partidarios de un Estado 
guardián pero no proveedor de bienes y servicios más allá de la seguridad personal y de 
la propiedad frente a amenazas internas o externas, es decir, que reconocen como 
funciones del Estado la protectora/reguladora de los derechos innatos y naturales de los 
individuos y la atribución coactora; coincidiendo además en que el bienestar no es un 
fin u objetivo del Estado. Contrariamente, rechazan que el Estado intervenga en la 
moral y en el carácter de la nación, a no ser justamente que se trate de la aplicación de 
medidas de orden que fuesen imprescindibles o que pusieran en peligro a los 
ciudadanos. De este modo el Estado que se concibe es uno fundamentalmente 
individualista (incluso egoísta), que incluye como derechos fundamentales las libertades 
clásicas (derechos de primera generación), excluyéndose los derechos económicos, 
sociales y culturales (derechos de segunda generación). En otras palabras, se trata más 
de un Estado liberal de derecho, que se distingue claramente del Estado Social de 
derecho o Estado de Justicia al que se volverá más adelante.  
Ahora bien, anteriormente se ha dicho que la “Capacidad del Estado” depende de 
unos medios, que son su aptitud y voluntad  política (Gobierno) y social (Sociedad), y 
que estos medios político-sociales son indispensables para el logro de los fines del 
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 El investigador también considera que la desigualdad social propuesta por Rawls es viable social, 
política y económicamente para un Estado siempre y cuando esté realmente dirigida a los menos 
favorecidos, y siempre que no menoscabe de manera inadmisible la dignidad, la confianza y la autonomía 






Estado, cualesquiera que ellos sean (paz, bienestar o felicidad), expresándose esta 
relación en las Figuras No. 1 y 2.  Y precisamente, tomando como base tales figuras es 
posible dibujar el Estado guardián o Estado mínimo, en los términos siguientes:  
  
Figura No. 3  
 


















Obsérvese que en el vector de los fines del Estado, se han ubicado las tareas o 
funciones características del Estado liberal de derecho, y que bien podrían traducirse en 
“bienes y servicios públicos” a ser entregados por este tipo de Estado; mientras que en 
los vectores aptitud política-social y voluntad política-social se han colocado las tareas 
estatales que se perciben como comunes a todos los tipos de Estados que pueden 
concebirse, y que además, se entiende que de su cumplimiento dependen las demás, es 
decir, que más que fines del Estado son medios de la comunidad política y social. Por 
consiguiente, en el vector aptitud política-social se ubica la función gubernamental 
extractiva/tributaria (cuyo origen de los ingresos se aborda en el apartado 4.3 del 
presente Capítulo), así como la función social de producción y trabajo, mientras que en 
el vector voluntad política-social se han colocado las funciones de negociación-
arbitraje y justificación o rendición de cuentas que deben acometer tanto los 





Producir medios económicos 
Fines/Bienes y servicios públicos 
GOBIERNO Y SOCIEDAD: 
 
Negociar-Arbitrar-Justificar medios 
Capacidad del Estado = Aptitud política-social x Voluntad política-social 
Fin: Paz y protección  
personal y de la 
propiedad. 
Seguridad personal (vida y libertad) 
GOBIERNO: 
Extraer medios económicos 
Voluntad política-social 
Aptitud política-social 
Seguridad jurídica (de los contratos, de la propiedad privada) 







4.2.2. El Estado Social: guardián y proveedor 
 
A diferencia de los liberales más libertarios como Nozick, existen quienes consideran 
que muchas de las actividades del Estado moderno no tienen por qué considerarse 
ilegítimas o que violen la libertad. En este sentido, se encuentra John Stuart Mill (1806-
1873), defensor por excelencia en el mundo anglófono de la libertad individual y quien 
estudió también la cuestión de los límites que deben fijarse a las funciones y a la acción 
del gobierno. Precisamente, escribiendo sobre los Principios de economía política 
(1848), Mill distinguió entre funciones necesarias del gobierno (que pudieran 
entenderse como de mínimos de justicia) y funciones facultativas (por encima de los 
mínimos de justicia), siendo las primeras las que habitualmente sin objeción ejercen 
todos los gobiernos, mientras que las segundas son aquellas que algunas veces los 
gobiernos  asumen y otras no, lo que no significa que su ejercicio sea indiferente o de 
elección arbitraria, sino que responden a la conveniencia general, es decir, que no se 
ejercen hasta que llegan a convertirse en una necesidad (Mill, 2008:927-932). Y es aquí 
donde se genera la mayor parte de las discusiones en cuanto a si el gobierno debe 
realizarlas o no, pues existen funciones facultativas cuya conveniencia es tan manifiesta 
que nunca o muy rara vez presentan objeción alguna (por ejemplo, la función de acuñar 
moneda, prescribir patrones de pesas y medidas, pavimentar, alumbrar, limpiar las 
calles, construir puertos, faros y mejorarlos, entre otros), pero sin duda existen otras 
donde se desaprueba la acción gubernamental, o al menos, no existe unanimidad en 
cuanto a quien debe ejercerlas.  
Ciertamente, a diferencia de sus predecesores liberales, Mill asegura que existen 
excepciones a la máxima práctica de que los asuntos de la sociedad pueden realizarse 
mejor por la acción privada y voluntaria
77
, pues señala que en ciertas circunstancias (por 
ejemplo, en casos donde la población es demasiado pobre en recursos, o retrasada para 
apreciar los fines que se persiguen o carente de una práctica suficiente de la acción 
colectiva para ser capaz de reunir los medios), los particulares no se harán cargo de 
asuntos como construir caminos, diques, puertos, canales, obras de riego, hospitales, 
escuelas, universidades, etc., y no porque los particulares no puedan, sino porque no 
querrán hacerlo, y es allí, cuando es necesaria la intervención del Estado: “En muchas 
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asuntos de los individuos tan bien como los individuos mismos, desde el punto de vista de Mill, véase  






partes del mundo el pueblo es incapaz de hacer por sí mismo algo que precise grandes 
medios y acción combinada, y nada de eso se hace a menos que lo haga el Estado” 
(Mill, 2008:1115). Y son tales algunos de los bienes y servicios que los Estados 
decentes deberían suministrar para satisfacer necesidades humanas básicas en los 
términos que se definen en el capítulo siguiente. 
Más aún, Mill sostiene que las intervenciones estatales por necesidad son 
oportunidades para estimular y educar todo elemento de esfuerzo individual, para 
educar en el arte de realizar grandes objetivos por medio de la energía individual y la 
cooperación voluntaria, es decir, que cuando el gobierno presta ayuda demostrando su 
sinceridad con la que intenta el mayor bien de su población hace que la incapacidad e 
impotencia del público en lugar de aumentar y perpetuarse, se corrija; además que hace 
que todo aquello que obstaculiza y desalienta el espíritu de empresa privada desaparezca 
(Mill, 2008:1115). Visto así, la intervención estatal parecería responder más a una 
exigencia ética que a una estrategia política y económica; al igual que lo es la razón 
planteada por Rawls de que se justifica un Estado más extenso porque es necesario (o el 
mejor instrumento) para lograr la justicia distributiva.  Es decir, que por motivaciones 
éticas  estaría justificada la existencia del Estado Social. 
No obstante, es sabido que algunas de las injerencias estatales en el campo 
económico y social, no responden a una exigencia ética sino que se derivan de intereses 
políticos y económicos privados, por ejemplo, para mantener el sistema de acumulación 
capitalista
78
 y a la necesidad de legitimar gobiernos en un contexto de creciente 
democratización y competencia política (Isuani, 1991:12-13), en cuyo caso, más que 
hablar de Estado Social se estaría en presencia de un mal llamado Estado de Bienestar. 
Ahora bien, las excepciones de Mill a la doctrina de la no intervención del Estado 
(laissez faire) tanto en el campo económico, como en la educación, higiene, seguridad 
social y justicia
79
, no significan que Mill haya abogado por un Estado paternalista, 
benefactor o de providencia, pues escribiendo Sobre la libertad (1859), afirmó que el 
propio bienestar físico o moral de un individuo es responsabilidad propia de él, y no de 
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 John Maynard Keynes (1883-1946), considerado como uno de los más influyentes del siglo XX, 
defendió la intervención estatal, abogó por el incremento del gasto público, por una política de pleno 
empleo y de redistribución de la riqueza para así paliar la insuficiencia de demanda efectiva y fomentar el 
consumo, todo ello para mantener el sistema capitalista. Su pensamiento, que para algunos ha sido 
desvirtuado, influyó en la creación del Estado de bienestar más de corte populista y subsidiador en los 
países capitalistas contemporáneos.  
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 Para más detalle, véanse Stuart Mill, J. (2008). Principios de economía política, Caps. X y XI, Op. cit., 
pp. 1059-1115; Berlin, I. (1959). John Stuart Mill y los fines de la vida, en Stuart Mill, J. (2011). Sobre la 






la sociedad ni el Estado: “Cada uno es guardián natural de su propia salud, sea física, 
mental o espiritual”(Mill, 2011:72). Es más, en la línea de pensamiento kantiano, Mill 
también entiende que cada quien debe buscarse su propio bien y por su propio camino, 
cuidando siempre de no privar a los demás del suyo o impedir que se esfuercen por 
conseguirlo, porque ello es lo que permite alcanzar el más elevado fin de la vida 
humana, el completo y libre desarrollo de las facultades humanas.  Por tanto, Mill sería 
partidario de un Estado Social, que no es lo mismo que un Estado de Bienestar, lo cual 
queda mejor plasmado cuando Mill sostiene que el Estado debe: (i) ejercer funciones 
indispensables como la de prohibir y castigar la acción de uno de cualquiera de sus 
miembros cuando éste sea responsable de actos que perjudiquen los intereses de otros, 
pudiendo entonces someterlo a un castigo legal o social por ello; (ii) respetar y 
garantizar la libertad humana (libertad de conciencia, de expresión, elección, reunión y 
asociación); e (iii) intervenir cuando la absoluta necesidad y de ningún modo la simple 
utilidad lo amerite (Mill, 2011:68-74).  
Pero lo cierto, es que la intervención estatal cada vez más se ha ido incrementando, 
encontrando justificación en la extensión del predominio del sistema económico 
capitalista y en las latentes luchas de clases en la sociedad que el mismo sistema de 
producción genera. Así pues, si bien en la Declaración de derechos de la Convención 
aprobada el 24 de junio de 1793 que encabezaba la Constitución francesa del mismo año 
que nunca llegó a entrar en vigor, se reconocieron jurídica y políticamente algunos 
derechos sociales (trabajo, subsistencia a los desgraciados y educación), la realización 
de tales derechos se encomendaba a la sociedad y no al Estado (Fernández, 2006:104), 
cuestión que cambiará con el tiempo. En efecto, a finales del siglo XIX, la convicción 
de que la tensión social estallaría inevitablemente, llevó al canciller alemán Otto von 
Bismarck (1815-1898), por ejemplo, a promulgar la legislación social modesta que 
incluía cuestiones como el seguro de enfermedad, el seguro contra accidentes laborales 
o las pensiones para la vejez; encomendándosele un rol necesario al Estado en la 
realización de tales derechos, pero ello más por cuestiones de estrategia política que de 
exigencia ética
80
. Medidas o políticas públicas como éstas se extendieron a un buen 
número de Estados produciendo el Estado Social del siglo XX
81
; pero el giro en la 
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 En esta línea consúltese Cortina, A. (2005). Ciudadanos del mundo…, Op. cit., pp. 67-68; Isuani, E. 
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81
 La institucionalización del Estado Social se consagra constitucionalmente por vez primera en la Ley 
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lógica del capitalismo expansionista e incluyente, así como la confusión entre 
necesidades y deseos humanos, terminarán por desvirtuar dicho Estado hasta el punto de 
convertirlo en el mal llamado Estado de Bienestar y omnipotente que hoy existe en los 
países más desarrollados y los en vías de desarrollo como Venezuela.  
Con el Estado Social, el organismo político pasaba a convertirse también en un 
organismo social. Esto es, que además de establecer reglas y asegurar la vida y los 
bienes de las personas, también facilitaría cosas (por ejemplo con el establecimiento de 
la regulación protectora de las condiciones de trabajo, del medio ambiente o de la 
calidad de los bienes y servicios) y hasta actuaría como agente de desembolso, al operar 
en el terreno de la distribución secundaria del ingreso, mediante transferencias 
monetarias directas (pensiones, prestaciones por desempleo, o asignaciones familiares) 
o indirectas (subsidio a productos de consumo básico), suministro de bienes (programas 
de complementación alimentaria) y prestación de servicios como educación o salud 
(Isuani,1991:10-11), lo cual pudiera expresarse en los términos siguientes: 
 
Figura No. 4 
 
















                                                                                                                                                                          
Derecho frente a la anarquía económica y la dictadura fascista, para lo cual se le dota de un contenido 
económico y social, para realizar un nuevo orden laboral y de distribución de bienes. Véase Bea, E. 
(1995). “Los derechos sociales y sus posibilidades como categoría jurídico-constitucional”, en 
Ballesteros, J., Fernández, E. y Martínez-Pujalte, A.L. (Coords.). Justicia, Solidaridad, Paz. Estudios en 
Homenaje al Profesor José María Rojo Sanz. (pp. 505-523), Valencia: Universidad de Valencia, vol. II, 
p. 507 
Extracción interna 
GOBIERNO Y SOCIEDAD: 
 
Negociar-Arbitrar-Justificar medios  
Infraestructura física y servicios financieros (moneda y banca) 
Fines/Bienes y servicios públicos 
Servicios sociales-laborales, higiénicos y pedagógicos  
SOCIEDAD: 
Producir medios económicos 
Capacidad del Estado = Aptitud política-social x Voluntad política-social 
Fin: Paz y satisfacción de 
necesidades 
Seguridad personal (vida y libertad) 
GOBIERNO: 




Seguridad jurídica (de los contratos, de la propiedad privada) 







No obstante, la ampliación de la actuación del Estado en el plano social, no estuvo 
acompañada desde el principio por el establecimiento de unos límites, es decir, un 
umbral por debajo del cual se entendiera que era deber del Estado intervenir para 
satisfacer las necesidades humanas de mínimos de justicia, pero por encima del cual 
sería deber de cada ciudadano actuar individual o colectivamente para optimizar 
necesidades y satisfacer sus deseos. Tal omisión, motivada tal vez por la ambigüedad 
del término derechos sociales y la multiplicidad de acepciones que se le han dado (Bea, 
1995:509-511), será la que contribuya a desvirtuar el Estado Social que busca 
precisamente  la satisfacción de las necesidades mínimas de justicia para garantizar el 
desarrollo físico, intelectual y espiritual de los individuos, haciendo que éste derive en 
el Estado de Bienestar omnívoro que busca satisfacer los deseos infinitos incapacitando 
a los individuos de ser autónomos.  
Tampoco Max Weber (1864-1920), considerado uno de los fundadores de la 
sociología moderna y cuya definición del Estado (como la entidad que detenta el 
monopolio de la violencia y los medios de coacción) ha influido enormemente en el 
estudio de la ciencia política moderna en Occidente, restringió a cuestiones políticas las 
funciones del Estado, sino que amplió las tareas estatales al campo social al incorporar 
el deber de velar por la salud y la educación. Precisamente, según el  pensamiento 
weberiano son funciones básicas del Estado moderno:  
 
“…el establecimiento del derecho (función legislativa), la protección de la 
seguridad personal y el orden público (policía), la defensa de los derechos 
adquiridos (justicia), el cuidado de los intereses higiénicos, pedagógicos, 
político-sociales y otros (las diferentes ramas de la administración) y 
especialmente la enérgica protección organizada dirigida hacia fuera 
(régimen militar).” (Weber, 1993: 664)  
 
Se observa pues, que a diferencia de los liberales y/o libertarios predecesores, Weber 
amplía las funciones estatales y con ello la lista de bienes y servicios públicos que 
deben ser suministrados por el Estado y a los cuales debe permitírsele el acceso a los 
amplios sectores de la población.  
Pero el inconveniente parece estar nuevamente en que no se hayan establecido 
límites al suministro de bienes y servicios públicos, de modo que la pretendida 
redistribución para aumentar la calidad de vida de los ciudadanos y reducir las 






a poco el desarrollo de unas instituciones estatales que lentamente irán creando derechos 
que se garantizarán jurídicamente y que supondrán un suministro de unos bienes y 
servicios orientados no solo a satisfacer necesidades humanas básicas sino también para 
la realización de los deseos privados y grupales (Bell, 1977:220), pervirtiéndose el 
Estado Social. En otras palabras, la intervención cada vez mayor del Estado en lo social 
y económico sin umbrales de satisfacción, transformarán culturalmente la sociedad
82
 
hasta el punto de que los lujos del pasado de las clases media y baja y de la sociedad 
pasen a ser redefinidos como necesidades, no siendo más que unas demandas cargadas 
de hedonismo político-moral o estético que al dilatarse exigirán a su vez el crecimiento 
del Estado hasta convertirse en un Estado de Bienestar: guardián, proveedor y gestor de 
lo político, social y económico.  
 
4.2.3. El Estado de Bienestar: guardián, proveedor y gestor de todo 
 
En el siglo XIX se creía que la economía de mercado se autorregulaba, por lo que no 
se veía al Estado como un gestor de la economía y mucho menos como un ente capaz de 
controlar las recesiones y depresiones. En otras palabras, se pensaba que la tarea del 
Estado en lo económico consistía en conservar el “clima” para el crecimiento y la 
prosperidad económica, para mantener la moneda estable, los impuestos bajos y 
estimular el ahorro y la austeridad. Sin embargo, con la gran crisis económica de los 
años treinta del siglo XX se cambió de parecer creyéndose entonces que el Estado –
entendido como gobierno- debía controlar el “tiempo” económico y ser el dueño de la 
economía nacional, hasta el punto incluso de creerse que no existen límites económicos 
a los ingresos que puede obtener de la sociedad civil, configurándose entonces el 
megaestado (Drucker, 1993:127-129), que cabe señalar, predomina en la actualidad en 
todos los países occidentales desarrollados y que curiosamente es la aspiración de las 
mayorías de los países en desarrollo en lugar de serlo el Estado Social o el Estado de 
Justicia. 
Ciertamente, la miseria y desigualdad económica que generaron la Gran Depresión 
de los años treinta del siglo XX y las dos guerras mundiales del mismo siglo, sumaron 
al carácter político y social del Estado (Estado Social), también el económico (Estado 
Keynesiano). La necesidad de regularizar el ciclo económico y evitar de este modo 
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fluctuaciones dramáticas en el proceso de acumulación de capital determinó el 
nacimiento del Estado con un nuevo ciclo de intervención en la economía, que 
preocupado por la acumulación de capital, por la producción y la distribución primaria 
del ingreso, soñaba con el crecimiento estable con pleno empleo para mejorar las 
condiciones materiales de vida de la población (Isuani, 1991: 14-16). 
Las medidas adoptadas por el Estado Keynesiano, generaron rápidamente un 
crecimiento económico en los países capitalistas, aceptándose cada vez más la idea que 
era la influencia estatal en la economía la clave para el buen desempeño. Ello hizo que 
se viera al Estado como el hacedor idóneo para todos los problemas y tareas, incluyendo 
los sociales y económicos, justificándose cada vez más su intervención en estas áreas 
bajo creencias, por ejemplo, de que el gobierno debería tener una participación central 
en el alivio de la pobreza y que la desigualdad económica era en sí injusta y mala
83
. Al 
mismo tiempo se creía que no era muy prudente o conveniente ponerle algún límite al 
Estado con respecto a sobre qué podía legislar
84
 o lo que podía gastar fruto de los 
impuestos o de lo que tomaba prestado; esto último, pese a que Keynes al comentar el 
‘Beveridge Report’ había señalado la importancia de asociar, tan estrechamente como 
fuera posible, el costo de los servicios particulares con las fuentes que los proveían, para 
preservar así una sana contabilidad, además de advertir sobre la relevancia de medir la 
eficiencia y mantener al público adecuadamente advertido de lo que costaban las cosas 
(Lo Vuolo,1991:74). Es decir, que hasta el mismo Keynes insistió en la importancia de 
la eficiencia, de la garantía de la financiación continua y de la transparencia del gasto, 
justamente para evitar discrecionalidades que aumentasen las funciones públicas (vid. 
epígrafe 4.3).   
Pero el Estado Keynesiano entendido como el crecimiento indefinido y 
conjuntamente de los salarios, ganancias, gasto público y del pleno empleo, es decir, la 
interpretación  populista del keynesianismo
85
, se ganó como era de esperarse muchos 
adeptos. Y así el Estado guardián y proveedor (Estado Social) se convirtió a su vez en 
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 Véanse, De Jouvenal, B. (2010). La ética de la redistribución, Op. cit., p. 41; Hayek; F. (2005). 
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gestor de todo (Estado de Bienestar), principalmente a partir de los años 70’ del siglo 
XX cuando ocurrió un giro en la historia del Estado como consecuencia de un punto de 
inflexión en la naturaleza del sistema capitalista mundial.  
En efecto, hasta 1970 el Estado-nación había sido un proyecto político basado en una 
lógica de expansión, inclusión y subordinación, relacionado con un sistema capitalista 
percibido por la mayoría como geográficamente expansivo y espacialmente 
dependiente; pero cuando el capitalismo mundial deja de funcionar basándose en la 
expansión y la incorporación, y comienza a emplear una nueva lógica de  consolidación 
y exclusión, la historia del Estado inevitablemente cambia (Duffield, 2004:  29-31 y 78-
79). 
Desde entonces, el mal llamado Estado de Bienestar se adueña de la sociedad civil y 
deja un limitado espacio para la actividad privada, hasta el punto, por ejemplo, de 
dificultar que el ciudadano realice gastos productivos como la de contribuir, como 
particular y cabeza de familia, al progreso de sus descendientes y de todo lo que lo 
rodea
86
. Así pues, el Estado se convierte en Estado máximo adquiriendo un potencial 
económico considerable al pasar a ser el primer agente económico tanto productor (en 
particular de servicios y materias primas) como consumidor y prestador de servicios 
(García y De Blass, 1986:88), y al no tener límites a lo que puede extraer de su sociedad 
(u otras) y sobre lo que puede legislar, todo ello acorde con la idea de la democracia 
ilimitada (vid. Causas políticas, Cap. III). 
Con el erróneamente llamado Estado de Bienestar, se extiende la creencia de que los 
individuos solo tienen derecho a lo que el gobierno está dispuesto a dejarles tener; que 
el gobierno está obligado a utilizar los mecanismos fiscales para redistribuir la renta con 
discrecionalidad; que los ciudadanos pueden ser obligados a tener una conducta social 
determinada (por ejemplo, con la institucionalización de la solidaridad o la apropiación 
de los gastos deliberados, entre otros, a lo que se volverá más adelante); que las 
prácticas ilimitadas y discrecionales del Estado (Gobierno) están justificadas en razones 
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 De Jouvenal diserta acerca de cómo la cada vez mayor función de inversión del Estado, obliga a los 
cabezas de familia a dejar de promover miembros de la sociedad plenos y preparados, al despojarlos de su 
capacidad de invertir los excedentes de sus ingresos producto de su esfuerzo individual en la educación de 
sus hijos. De modo que se les dificulta a los cabezas de familia realizar gastos productivos trasladándose 
dichos gastos a corporaciones o a ser asumidos por el Estado. Así, que quien decide y gasta en la 
educación de los hijos no son precisamente los padres sino el Estado, teniendo los primeros más dinero en 
el bolsillo para consumir, mientras que el Estado progresa hacia el dominio. De Jouvenal, B. (2010). La 
ética de la redistribución, Op. cit., pp. 93-96. También en esta misma línea Gilder expone que la ayuda 
que da el welfare acaba con el papel y la autoridad claves del padre y socava la estabilidad de las familias, 
factor éste –junto con el trabajo y la fe- decisivos para la movilidad ascendente. Véase Gilder, G. (1981). 






de eficiencia en la actuación administrativa; que el poder político puede invadir la vida 
privada, etc.; todo ello a cambio de un Estado de Bienestar que más que ser un alivio 
para la pobreza, la ha institucionalizado sustancialmente
87
; que más que ser un 
fomentador del ingenio, la eficiencia, la productividad, la participación y cooperación 
activa y voluntaria de los ciudadanos, lo que ha promovido es la pasividad de los 
mismos y su dependencia propia de los sujetos heterónomos criticada por Kant
88
; y que 
más que sanear la economía ha provocado la crisis fiscal del Estado al ser políticamente 
casi imposible frenar el aumento del gasto público que responde a satisfacer 
expectativas de felicidad más orientadas al placer (tendencia hedonista) que al cultivo 
de la virtud humana como componente esencial de la felicidad, en fin, que busca 
satisfacer deseos insaciables antes que necesidades humanas básicas.  
Y es que como bien han señalado algunos autores
89
, el Estado que existe hoy cree 
erróneamente que sus principales funciones consisten en la redistribución y en la 
inversión, es decir, en repartir unos recursos que se creen infinitamente crecientes y 
divisibles, en proveer beneficios monetarios, servicios gratuitos, bienes y servicios por 
debajo de su costo para satisfacer tanto necesidades como deseos (vid. Figura No. 5); 
razón por la cual ha amputado  -y lo continua haciendo-, los ingresos más altos hasta 
llegar a los ingresos de las clases media alta y baja que sostienen actividades sociales 
(como cultura, arte, formación de talento humano, medio ambiente), asumiendo 
entonces dichas tareas a través de la intervención, los subsidios, etc., convirtiéndose la 
redistribución no precisamente en un mecanismo para transferir la riqueza de los 
miembros más ricos a los más pobres sino en una redistribución del poder del individuo 
al Estado. En otras palabras, la redistribución se ha utilizado para convertir al mal 
llamado Estado de Bienestar en un gran poder y con un dominio casi absoluto de la 
sociedad, hasta pretender estar por encima de ella, minando cada vez más la capacidad 
de ser autónomo de los individuos y su sentido de responsabilidad personal y colectiva. 
En resumen, se ha utilizado el argumento de la redistribución para acrecentar 
innecesariamente el Estado e incrementar el poder de quienes gobiernan y sus séquitos, 
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 Esto es en esencia lo que concluyen estudios como los de Murray, C. (1985). Losing ground: American 
social policy 1950-1980, Nueva York: Basic Books; Gilder, G. (1981). Riqueza y pobreza, Op. cit., Caps. 
VI y XI, pp. 101-113 y 158-174.  
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 Véase la distinción entre sujetos autónomos y heterónomos en Kant, I. (2010). Fundamentación para 
una metafísica de las costumbres, Op. cit., pp. 120-121 
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 Véanse por ejemplo De Jouvenal, B. (2010). La ética de la redistribución, Op. cit., pp. 27-28 y 68-69; 
Gilder, G. (1981). Riqueza y pobreza, Op. cit., pp. 104-106; Hayek; F. (2005). Democracia, justicia y 






con los efectos perniciosos de ello, como lo son, por ejemplo, las desviaciones hacia el 
poder que se explican en los capítulos VI y VII del presente estudio.  
 
Figura No. 5 
























En el Estado de Bienestar y expansivo es igualmente preocupante la 
institucionalización de la solidaridad o caridad pública que han llevado a cabo las 
organizaciones político-administrativas, arrebatándole a los ciudadanos no solamente su 
libertad positiva, es decir, su autonomía para decidir y discernir con arreglo a su propio 
juicio a quién y/o quiénes dar su dinero, sino también la oportunidad de desarrollar una 
capacidad solidaria y una vocación por el servicio al bien común como consecuencia de 
haber interiorizado y practicado los valores éticos. Ello ha producido, inevitablemente, 
un paternalismo y un intervencionismo del Estado nocivo y de consecuencias 
perjudiciales, porque cuanto más se encomienda un ciudadano a la ayuda tutelar del 
Estado, en la misma o mayor medida, tiende a confiar a ella la suerte de sus 
conciudadanos, de modo que la institucionalización de la solidaridad más que promover 




GOBIERNO Y SOCIEDAD: 
 
Negociar-Arbitrar –Justificar medios 
Fines/Bienes y servicios públicos 





deseos   
Seguridad personal (vida y libertad) 
GOBIERNO: 
Extraer medios económicos 
Voluntad política-social 
Aptitud política-social 
Seguridad jurídica (de los contratos, de la propiedad privada) 
Seguridad nacional (amenazas o ataques internos y externos) 
Seguridad financiera y económica (moneda, banca, finanzas y pleno empleo) 
Seguridad alimentaria y educativa 
Institucionalización de sistemas de protección 
Institucionalización de la solidaridad 
Seguridad del lucro, ocio, recreación y esparcimiento 
SOCIEDAD: 






como la falta de ayuda puede debilitar la energía y la confianza en sí mismo, también un 
exceso de ella puede hacerlo, operando más como un sedante que en lugar de como un 
tónico (Mill, 2008:1106 y Gilder, 1981:49-50). Y también porque al emplearse la 
beneficencia o providencia estatal (financiada con recursos económicos públicos) como 
un mecanismo para que los gobiernos obtengan votos y accedan al botín que significa el 




Por ello, cuando el Estado aumenta su asistencia de tal forma que la situación de la 
persona ayudada es tan deseable como la de la que consigue esa misma situación sin 
ayuda de nadie, lo que hace es adormecer las facultades del ciudadano, en lugar de 
fortalecerlas, y termina por acostumbrar a las personas a confiar su destino en la ayuda 
ajena y no propia, a prescindir del trabajo, del esfuerzo, del sacrificio, de la importancia 
de ser productivos, en fin, a vivir con la esperanza de un futuro mejor y exitoso sin 
percatarse de que es cada individuo quien con sus propias fuerzas y labor ha de 
procurárselo en cooperación con los otros. Los individuos no deben ser pacientes 
inmóviles o receptores pasivos y dóciles de las instrucciones o de la ayuda dispensada, 
sino que deben ser “agentes” responsables o participantes activos (Sen, 1999:173 y 
337), para así preservar uno de los bienes primarios más importantes como lo es el 
respeto propio (Rawls, 2005: 396), el sentimiento de autorrealización y la confianza de 
la propia persona en su capacidad de llevar a cabo su proyecto de vida. Por 
consiguiente, un Estado de Bienestar expansivo puede resultar perjudicial para una 
sociedad no solamente por su potencial para reforzar la generación de ciudadanos 
heterónomos y dependientes, sino porque además fomenta la desconexión social, 
desconoce la importancia de la interacción humana, niega la relevancia de las 
responsabilidades sociales y colectivas, y en fin, porque olvida, como bien afirma 
Bellver que “los deberes hacia los demás no son un peaje que tenemos que pagar para 
poder hacer a cambio lo que verdaderamente queremos, sino la condición para la 
plena realización de nuestra personalidad” (Bellver, 2012:131). 
Así pues, al convertirse el Estado en un orden político, social y económico, y en 
consecuencia, en un hacedor y gestor de todo, el Estado Social fue sustituido por el 
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erróneamente llamado Estado de Bienestar, y con ello se ha venido abandonando el 
Estado que busca satisfacer las necesidades básicas de las personas, por un Estado 
adecuado a las necesidades económicas del mercado y las necesidades privadas de 
quienes gobiernan o detentan el poder. Muestra de ello, es que al Estado omnipotente de 
hoy en día de los países más desarrollados y en vías de desarrollo, se le está haciendo 
cuesta arriba satisfacer las necesidades mínimas de justicia de los ciudadanos dado, no 
solamente lo difícil y complicado que resulta distinguir las necesidades de los deseos, 
particularmente cuando muchos de los apetitos particulares se conciben como derechos 
en el imaginario de las personas, tras una manipulación de quienes tienen el poder o 
quienes desean hacerse con él; sino porque además existe la idea errónea de que “el 
maná” es un recurso “infinitamente maleable, divisible y capaz de transformarse en 
cualquier objeto” que uno desee (Akerman, 1993:65)91, cuando la realidad es que los 
recursos no solo son escasos sino que además no crecen indefinidamente, pues en el 
mejor de los casos se mantienen en las mismas proporciones.  
 
4.3.  El Estado extractor: el arte de adquirir los bienes económicos 
 
La extracción del capital (de rentas y retribuciones), es una de las funciones más 
antiguas que realiza el Estado desde sus orígenes (vid. Cap. III), y no parece haber duda 
en cuanto a que la supervivencia del Estado depende de su capacidad para hacerse con 
los bienes económicos que financien sus tareas de coerción, protección, arbitraje, 
distribución y producción, según, claro está, se trate de un Estado mínimo, social o de 
bienestar. Así, independientemente de si la acción del Estado es limitada o extensiva, la 
extracción es una función estatal común a todas las concepciones de Estado existentes, 
razón por la cual se considera preciso abordarla en un apartado distinto dentro del 
mismo capítulo. 
Y es que entre los teóricos del Estado, existe consenso con respecto a que toda 
acción del Estado tiene sus efectos económicos, por lo que se necesita contar con los 
ingresos suficientes para alcanzar los fines estatales, cualesquiera que éstos sean. El 
propio Aristóteles señaló que al igual que la familia, la polis requería contar con unos 
instrumentos apropiados para llevar a cabo cualquier obra, siendo uno de ellos el arte de 
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adquirir los bienes económicos necesarios que hicieran posible en primer lugar vivir, y 
luego, vivir bien (Aristóteles, 2010: 213)
92
.  
También Adam Smith y John Stuart Mill, entre otros exponentes de la economía 
clásica, apuntaron que en todo Estado y forma de gobierno cabría esperarse que 
existiera algo obligatorio, esto es el aprovisionamiento de medios pecuniarios a través 
de los impuestos directos o indirectos (Smith, 1996: 742-769), y/o del endeudamiento 
nacional (Mill, 2008: 935-1019) para hacer sostenible al Estado
93
. Igualmente von 
Humboldt reconocía que aun siendo los fines del Estado muy limitados, para 
alcanzarlos el Estado tendría que recurrir a los impuestos directos, que vale apuntar que 
según el autor sería la vía de financiamiento suficiente para los Estados que no 
poseyesen intereses propios, es decir, que no tuvieran ingresos que se derivasen de las 
propiedades reservadas o adquiridas por el Estado
94
.  En fin, que los miembros de la 
sociedad deben contribuir al sostenimiento de su Estado y que cualquiera que fuese el 
mecanismo, lo importante es que exista un medio que enlace entre sí a la parte 
gobernante y a la parte gobernada de la nación, para que el Estado sea viable y 
sostenible.  
Empero, en lo que no parece haber consenso, o al menos no existe claridad, es con 
respecto hasta qué punto un gobierno puede extraer de su población, o incluso, de otras 
poblaciones. Los liberales reconocen la función extractora/tributaria del Estado,  
aunque por supuesto con algunos límites y principios. Por ejemplo, defienden que cada 
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advierte que si el Estado domina directamente el uso de gran parte de los recursos disponibles, los efectos 
de sus decisiones sobre el resto del sistema económico llegan a hacerse tan grandes, que indirectamente 
pasa a dominarlo casi todo, con lo contraproducente que ello sería para la democracia y el Estado de 
Derecho al ser la competencia sustituida por una economía dirigida. Véase Hayek, F. (1976). Camino de 
servidumbre, Op. cit., Cap. 5, pp. 86-102. También Schumpeter alerta sobre lo contraproducente que 
puede ser el que el Estado se convierta en empresario sobrepasando así sus límites. Véase Schumpeter, J. 






miembro de la sociedad debe contribuir al sostenimiento del Estado en una proporción 
lo más cercana posible a sus respectivas capacidades, que siguiendo a Adam Smith, 
debería ser en proporción al ingreso de que gozan bajo la protección del Estado; 
debiendo ser además un impuesto cierto y no arbitrario  (Smith, 1996:746-747), es 
decir, que se aboga por la igualdad en la imposición y la igualdad de sacrificio. Además, 
los liberales arguyen que los impuestos deben ser de una naturaleza tal que no debiliten 
los motivos que impulsan a la actividad y la economía, es decir, que los impuestos 
deben ser los necesarios y no excesivos, pues de lo contrario no solo se cometería una 
injusticia al confiscársele a un individuo lo que ha conseguido reunir con su actividad, 
sino que se ocasionaría un grave mal económico al impedirse o frenarse la acumulación 
de capital, incentivándose con ello una fuga de capital hacia otros Estados, la tentación 
de evasión fiscal y el contrabando de mercancías (Smith, 1996: 748 y 769; Mill, 
2008:1025).  De modo pues, que bajo la óptica liberal, parecería lógico pensar que en 
cualquier caso un gobierno no debería extraer más allá de lo que pide la preservación de 
la vida, la libertad y los bienes de cada miembro de la sociedad, y es más, que la 
extracción interna (explotación exclusiva, impuestos directos e indirectos y 
endeudamiento interno) sería más que suficiente para el mantenimiento del Estado. Por 
tanto, sí existen límites económicos a lo que un gobierno puede gravar, tomar prestado y 
gastar, pues de lo contrario no habría impedimentos para el surgimiento de lo que llamo 
el Estado Secuestrador o Kidnapper State. 
No obstante, en la medida que el Estado ha ampliado su ámbito de acción, y ha 
dejado de ser un ente estrictamente político para también ser uno de carácter social y 
económico, o sea, un gestor y hacedor de todo; parecen haberse desdibujado los límites 
a lo que un gobierno puede obtener de su población y otras (extracción interna y 
externa), creyéndose erróneamente que la renta nacional pertenece al gobierno, en lugar 
de a los individuos que los producen y forman la sociedad.  
En efecto, tradicionalmente, un Estado solo podía disponer de aquellos medios o 
recursos que su población le concediera y ello únicamente dentro de los muy estrechos 
límites de un pequeño porcentaje de la renta nacional, que era entonces todo lo que 
podía ser monetizado, es decir, que solo esa cantidad podía ser convertida en impuestos 
y préstamos, y por tanto, en ingresos del Estado. Sin embargo, el Estado expansionista   
que se erigió a partir de 1970 asumió que no solo no hay límites económicos a los 






la moldea y determina lo que cada individuo tiene derecho a tener
95
, al más puro estilo 
del Leviatán de Hobbes
96
.  Más aún, el Estado omnívoro actual, no solo parece no tener 
más límites que los que él mismo se impone, sino que tampoco parece tener la 
obligación de utilizar eficaz y eficientemente los recursos que extrae de su propia 
sociedad y otras (lo que a efectos de este estudio se denomina extracción interna y 
externa), excediéndose en su capacidad para gravar con impuestos y para pedir prestado 
dinero, aún durante épocas de prosperidad, cuando justamente en esos momentos se 
supone que deberían acumularse superávits considerables para hacer frente a las 
fluctuaciones del mercado y a las épocas de recesión económica. Es decir, que el Estado 
omnívoro se ha convertido a su vez en un kidnapper state, promoviendo la práctica de 
lo que el economista norteamericano Charles Tiebout llamó el “voto con los pies”97, 
obligando a sus ciudadanos a convertirse en “pobres extranjeros”98. 
Pero, como si ello fuera poco, al mismo tiempo la sociedad se excede en sus 
capacidades al exigir una cantidad y calidad de bienes y servicios que no se 
corresponden con su nivel de productividad directa e indirecta
99
, y por lo tanto, superan 
los ingresos de los que dispone el Estado. Y es que precisamente es la productividad de 
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 Véase el Estado Fiscal en Drucker, P. (1993). La sociedad postcapitalista, Op. cit., pp. 128-130 
96
 Hobbes entiende y defiende que los súbditos y su propiedad están sometidas a las disposiciones del 
soberano. Véase Rodríguez Paniagua, J. Mª. (1996). Historia del pensamiento Jurídico, Cap. 13, p. 125 
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 “Votar con los pies” es un fenómeno que surgió en los Estados Unidos como consecuencia de la 
descentralización fiscal provocando la migración interna de ciudadanos y capitales buscando territorios 
más atractivos donde localizar sus empresas o actividad.  El “voting with their feet” expresa, con el 
abandono del Estado en cuestión, la opinión del ciudadano sobre el sistema político y la gestión de sus 
gobernantes en función de la calidad de los servicios públicos recibidos y de la carga fiscal soportada. 
Véase Tiebout, C. (1956). "A Pure Theory of Local Expenditures", Journal of Political Economy, vol.  
64, núm. 5, pp. 416–424. Cabría añadir que pese a que se ha tratado de crear una matriz de opinión 
negativa con respecto a esta práctica, asociándosele con la evasión y fraude fiscal, la realidad es que 
quienes la practican no violan ninguna ley, al contrario, están en su legítimo derecho de transferir su 
patrimonio personal y familiar hacia territorios o Estados que estimen les ofrezcan mayor protección y 
garantía de sus bienes y su dignidad, es decir, hacia Estados no secuestradores (N. del A.).  
98
 La denominación “povero straniero” no debe interpretarse en términos exclusivamente económicos, 
porque evidentemente no todo extranjero se encuentra en condiciones de necesidad, pudiendo tener un 
patrimonio asimilable o superior al que posee la media de los ciudadanos. Se refiere más bien a la 
carencia de medios e ignorancia de cosas por parte del extranjero (como por ejemplo el no contar con una 
red de apoyo familiar allá a donde va, de vecinos y amigos; el no conocer las calles, caminos y dinámica 
cotidiana de la nueva ciudad, entre otros). Tal falta de medios impulsa al extranjero a tratar de conocer y 
comprender la nueva ciudad y mimetizarse con ella hasta el punto de convertirse en un extranjero en su 
propio lugar de origen. El extranjero por tanto es pobre no tanto desde el punto de vista económico sino 
más bien en su existencia. Véase Saraceni, G. (2012). Ospitalità. Un valore giuridico fondamentale, Op. 
cit., pp. 106-113. 
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 Entiéndase por productividad directa el valor de los servicios profesionales que presta un individuo 
recibiendo a cambio una remuneración que entra a computarse en el ingreso nacional, y por productividad 
indirecta el valor de los servicios prestados voluntariamente y sin remuneración por los ciudadanos que 
contribuyen indirectamente a la elevación del ingreso nacional (por ejemplo, la labor que realiza la 
familia al criar y formar a los descendientes para su papel de productores, o la que realiza la familia al 






la gente la que crea la riqueza de un Estado, por lo tanto, son la fuente de origen de los 
ingresos con los cuales luego se pagarán bienes y servicios, sueldos y salarios, etc. Así, 
que si la productividad de los miembros de una sociedad no aumenta, o peor aún, si 
decrece, no solo no podrán pagarse ingresos reales más altos, sino que también se verán 
comprometidos los pagos para satisfacer el suministro de bienes y servicios, sobre todo 
de aquellos que no siendo básicos, ya figuran en la conciencia de los ciudadanos como 
derechos adquiridos.  
Por tanto, existe una relación de reciprocidad entre el Estado y la Sociedad que 
resulta vital para la satisfacción de necesidades humanas. Si el Estado acepta y asume la 
responsabilidad de ayudar y contribuir con la Sociedad mediante una satisfacción 
mínima de necesidades y cree en que ello es un “deber” que tiene que cumplir, al mismo 
tiempo que los miembros de la sociedad creen en dicho “deber” del Estado; entonces 
habría que presuponer que la sociedad también cree en la capacidad del Estado para el 
cumplimiento de dicho deber. Es decir, que todo “deber” implica “poder” (en términos 
de capacidad), por lo que al Estado le sería imposible cumplir con su deber (suministrar 
unos bienes y servicios públicos básicos para satisfacer necesidades humanas básicas) si 
los miembros de la sociedad no aportan varios tipos de condiciones o servicios 
esenciales, entre ellos, los bienes económicos. 
En resumen, cuando cada uno de los miembros de una sociedad no hace lo que tiene 
que hacer, impide que el Estado haga lo que tiene que hacer, con lo cual la idea de 
“deber” del Estado se diluye. El “derecho” que se supone tienen los ciudadanos de que 
el Estado actúe de una determinada forma, supone a su vez aceptar que los ciudadanos 
tienen una responsabilidad para con el Estado para aportarle las condiciones o servicios 
necesarios para que aquél pueda hacer los que éstos piensan que debe hacer. Al mismo 
tiempo, el Estado tiene una responsabilidad para con la sociedad que consiste no solo en 
proporcionarle los bienes y servicios para satisfacer necesidades humanas sino también 
gestionar y administrar eficaz y eficientemente los bienes económicos que han sido 
producidos y suministrados por los ciudadanos. Por consiguiente, tanto el Estado como 
la Sociedad tienen que ser capaces de cumplir con sus responsabilidades uno frente al 
otro, es decir, que la idea del “deber” es recíproco.  
Y es que si el Estado acepta y asume la creencia errónea de que no existen límites a 
lo que puede extraer de la sociedad, así como tampoco los hay en cuanto a lo que la 
sociedad puede exigirle a aquél, lo que ocurre al final son una serie de desequilibrios 






económico como ecológico-, se vuelven escasos, poniendo en riesgo la viabilidad del 
Estado.  Al mismo tiempo, tal visión ha servido de justificación a los gobiernos para 
intervenir cada vez más en la provisión de unos political goods
100
 hasta el punto de 
haber convertido el Estado Social en un Estado de Bienestar y distribucionista que 
funge como un instrumento de manipulación del poder político, es decir, para que los 
políticos ganen votos y se aprovechen de que disponen de los recursos económicos para 
comprarlos (conocido también como Estado electorero), a la vez que cada miembro de 
la sociedad vota pensando en lo que obtendrá para él, olvidando que cada demanda o 
aspiración debe tener su contrapartida en productividad. 
Y es que aun no existiendo claridad en cuanto hasta qué punto el Estado puede 
extraer recursos de la sociedad y en qué proporción éstos deben ser devueltos a la 
población en bienes y servicios públicos; las experiencias pasadas y los acontecimientos 
en pleno desarrollo, indican que: 
 
1) Las sociedades cuyos miembros son constantemente productivos (directa e 
indirectamente), cuentan con los recursos internos suficientes para sostener el 
Estado. En otras palabras, que las sociedades productivas poseen la capacidad 
para suministrar ingresos al Estado, de forma sostenible y en proporción a los 
recursos requeridos por él, para proveer los bienes y servicios acordados entre 
gobernantes y gobernados; de modo que el pacto político-social existente en 
tales Estados es sólido, y se basa  en la corresponsabilidad de unos y otros. Esto 
significa que, por un lado, los ciudadanos colaboran con la consolidación y 
mantenimiento del Estado, mientras que éste, por otro lado, les devuelve  la 
contribución en forma de bienes y servicios equivalentes -sería lo ideal- al valor 
de los recursos extraídos. En este caso, se intuye que la relación Sociedad-
Estado (gobierno) es unívoca y bidireccional, sin que sea necesaria la 
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 Rotberg sostiene que los Estados existen para proporcionar una serie de bienes políticos (political 
goods) a sus poblaciones, siendo el primero de ellos la seguridad, entendida ésta como seguridad interior 
y exterior del Estado, así como seguridad frente a la violencia criminal y política ejercida por agentes 
distintos al Estado. Entre otros bienes políticos claves, el autor señala el proporcionar métodos fiables, 
reconocibles y sistematizados para resolver disputas y regular tanto las normas como las costumbres 
predominantes de una sociedad particular; permitir a los ciudadanos participar libre, abierta y totalmente 
en los procesos políticos y en la política; proporcionar salud, educación, infraestructura física (redes de 
comunicación, vías de comercio, ferrocarriles, puertos, etc.); dinero y sistema bancario; beneficios 
fiscales y estructura institucional que permita a los ciudadanos lograr objetivos personales de 
emprendimiento y potencialmente prósperos; espacios para el desenvolvimiento de la sociedad civil y 
métodos de regulación en el compartimiento de los espacios comunes. Véase Rotberg, R. (2004). “The 






participación de un tercer actor (llámese otro Estado, organización internacional, 
regional o supranacional). 
2) Las sociedades cuyos miembros son aleatoriamente productivos probablemente 
cuenten con los recursos suficientes para sostener el Estado, recurriendo para 
ello a los préstamos, que suponen contraer compromisos de deuda con terceros, 
sean éstos miembros de la propia sociedad u otra, o con otros Estados u 
organismos internacionales. Y cuando ello ocurre, pueden sucederse varios 
escenarios: 
a. Un primer escenario en el que los compromisos de endeudamiento se 
mantengan dentro de los límites de las capacidades de generación de 
recursos de la sociedad (productividad y capacidad de ahorro), e 
incluso, que los potencien de manera tal, que el honrar los 
compromisos de endeudamiento no signifique el ampliar la carga de 
recursos exigidos a la sociedad en el futuro. En estos casos, podría 
estimarse que el acuerdo Sociedad-Estado se mantendría estable, toda 
vez que los ciudadanos proporcionarían al Estado los recursos fruto 
de su trabajo e ingenio (capacidades) y a cambio, aquél les 
suministraría bienes y servicios por el mismo valor de los ingresos 
recibidos. 
b. Existe otro posible escenario, que se produce cuando los 
compromisos de endeudamiento con terceros sobrepasan los límites 
de las capacidades de la sociedad y el Estado mismo (o sea, la 
productividad y capacidad de ahorro del sector privado y público), 
obligando a los acreedores a pasar a formar parte del acuerdo inicial 
contraído entre la Sociedad y el Estado. Esto significa la 
transformación del acuerdo político-social previo y de carácter 
bilateral, por uno tripartito. Es decir, que los derechos de los 
acreedores sobre los bienes de la Sociedad deudora pueden obligar a 
modificar el alcance del acuerdo Sociedad-Estado como 
consecuencia de los compromisos contraídos con terceras partes. En 
este caso, la estabilidad o solidez del acuerdo político-social se 
debilita, al mismo tiempo que también lo hace el Estado en su 







Este último escenario es cada vez más factible (y un hecho en muchos casos) porque 
en una economía global como la actual donde cada vez más crece la interrelación entre 
los Estados, es difícil encontrar alguno que no sea acreedor o deudor de otro. Y es que 
en el sistema de determinación de riesgos, como diferenciales de intereses entre las 
deudas de unos países respecto a otros, existe implícitamente una relación de tributación 
entre Estados, lo que significa que los Estados que son deudores netos, son al mismo 
tiempo tributarios de los acreedores netos. Existe por tanto una nueva forma, mucho 
más sofisticada de tributos que el colonialismo de los siglos XVI y principios del XX, 
pero igualmente efectiva, en tanto que compromete parte de los ingresos de un Estado a 
favor de otro. Así pues, en los casos de Estados deudores, no se puede hablar 
exclusivamente de acuerdos entre la sociedad y sus gobernantes, sino que entra en 
juego, y en muchos casos con prioridad, los acuerdos entre el Estado y sus acreedores. 
De modo tal que los acuerdos Estado-Sociedad estarán en tales casos sujetos a la 
disponibilidad de recursos con que se cuente, como resultado de haber descontado los 
recursos necesarios para honrar los compromisos con terceros Estados. De allí, que los 
endeudamientos estatales no solo no deberían superar la capacidad de ahorro de la 
sociedad, sino que además deberían ser el resultado de un acuerdo previo político-
social, toda vez que las decisiones que emanan de las instituciones políticas 
comprometen al conjunto de la sociedad. Lo contrario, significaría pues poner en riesgo 
la entrega suficiente y con calidad de los bienes y servicios convenidos, ya que con unos 
recursos restringidos, sería cuesta arriba suministrarlos, haciendo factible la quiebra del 
contrato previo. 
De modo pues, que toda acción estatal que se pretenda realizar debe contemplar ante 
todo un proceso presupuestario, que pase por evaluar la viabilidad y sostenibilidad de 
las fuentes de ingresos y que ajuste y sincere los gastos a los ingresos disponibles. No 
debe olvidarse pues, como escribió hace más de 90 años Rudolf Goldscheid, un 
economista socialista que “el presupuesto es el esqueleto del Estado privado de todas 
las ideologías engañosas” (Goldscheid citado en Schumpeter, 2000:149).  Por tanto, no 
solo basta con pregonar que debería existir un equilibrio entre los recursos que entrega 
la sociedad al Estado y los bienes y servicios que le exige a aquél, sino que los 
gobiernos tienen la responsabilidad de mantener una sana contabilidad asociando los 
costos de los servicios particulares con las fuentes que los proveen, mientras que los 
ciudadanos tienen también la responsabilidad de asimilar y concientizar que los bienes y 






entender que cuando la situación económica lo amerita, será necesario reducir las 
prestaciones de bienes y servicios que optimizan la satisfacción de necesidades e 
incluyen deseos, a los efectos de no poner en riesgo las condiciones y derechos sociales 
de la población y recuperar la salud fiscal del Estado.   
Por consiguiente, la debilidad del Estado no debería medirse únicamente por la 
cantidad y calidad de bienes y servicios que suministra el Estado a la sociedad, sino 
también en términos de la sostenibilidad en el tiempo de dichas prestaciones, sobre todo 
cuando sobrepasan los niveles mínimos de justicia satisfaciendo deseos humanos 
insaciables en lugar de necesidades humanas. De allí que podría definirse la “Capacidad 
Política-Social del Estado” en los siguientes términos:   
 
 “Capacidad Política-Social del Estado, consiste en la habilidad para 
establecer un acuerdo Estado-sociedad, que expresando la identidad y 
los valores de una sociedad determinada, permita a la Sociedad 
generar los recursos necesarios y al Estado la habilidad para hacerse 
con tales recursos para la consecución de los objetivos del pacto 
político-social, obtener resultados efectivos y rendir cuentas de los 
mismos tanto a sus ciudadanos como a sus acreedores.”101 
 
Hasta aquí, se ha efectuado una descripción y análisis de los diferentes tipos de 
Estado que han existido históricamente hasta llegar al mal llamado Estado de Bienestar, 
que siendo omnipotente predomina en la actualidad en la mayoría de los llamados países 
desarrollados y en algunos países en vías de desarrollo. Sin duda el Estado que existe 
hoy difiere del Estado de Bodino del siglo XVI, también del Estado que había triunfado 
en todas partes hacia finales del siglo XIX, e incluso, del Estado Social que se 
desarrolló en el siglo XX para satisfacer las necesidades humanas básicas y evitar los 
daños graves a las personas y permitirles el desarrollo de sus capacidades físicas, 
intelectuales y emocionales. Pero, a pesar de los cambios que ha sufrido el Estado, lo 
interesante es que éstos no han sido tales como para hacer pensar que se ha dado lugar a 
una nueva forma de organización política. De modo que el Estado continúa siendo la 
organización política por antonomasia, no solo a lo interno sino también en el escenario 
internacional, con un rol fundamental en la provisión, defensa y protección de la 
seguridad humana en su sentido amplio
102
. 
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 Definición propia. 
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 Véase las nuevas dimensiones de la seguridad humana en PNUD. (1994). Informe sobre Desarrollo 






Actualmente, las sociedades son testigos de que el número de atribuciones y/o 
funciones del Estado en la mayoría de los países desarrollados y en vías de desarrollo, 
lejos de reducirse se han incrementado. Ya no se trata solo de hacer la guerra, proteger, 
arbitrar y obtener de la población subordinada los medios para construir el Estado, hacer 
la guerra
103
 y proteger, es decir, extraer; sino que también el Estado interviene en el 
reparto de bienes entre dicha población (distribución) y controla la creación y 
distribución de bienes y servicios (producción). Así pues, el carácter del Estado viene 
dado por el número de tareas que tiene que acometer para alcanzar sus fines (mantener 
la paz, proveer bienestar social y/o generar felicidad y placer); quehaceres que han 
aumentado con el trascurrir de los años, no estando claro del todo si ello significa una 
evolución del Estado o, justamente, todo lo contrario, pues como diría Drucker, más que 
crecer, el Estado ha engordado quedando atrapado en su propio exceso de peso 
(1993:161). 
Pero las funciones del Estado no solo se han extendido sino que además existe una 
fuerte presión por parte de “poderes fuertes” (strong powers)104 por universalizar una 
serie de funciones, más de orden facultativo que necesarias y que responden a intereses 
más estratégicos que éticos (porque ejercen fuerte presión sobre Estados que poseen 
recursos naturales, acuíferos o poseen una posición estratégica, etc.), pero que suponen 
para muchos países plantearse objetivos inalcanzables conforme a su capacidad de 
control del ambiente económico y social, lo que a la postre está determinando su 
estigmatización en Failed State, Failure State, etc.
105
  
                                                                                                                                                                          
http://hdr.undp.org/es/informes/mundial/idh1994/capitulos/espanol [Consulta: 2012, Marzo 23], Cap. II, 
pp. 25-52 y sobre las responsabilidades dométicas del Estado véase Tadjbakhsh, S. y Chenoy, A. M. 
(2007). Human security. Concepts and implications, Op.cit., Cap. VII, pp. 166-184. 
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De acuerdo con Drucker, hasta la I Guerra Mundial ningún gobierno en la historia había sido capaz de 
conseguir de su pueblo, ni siquiera en tiempo de guerra, más que una fracción muy pequeña de los 
ingresos totales del país, quizás un 5 ó 6 %. Sin embargo, durante la I Guerra Mundial todos los países 
beligerantes descubrieron que prácticamente no había límites a los que un gobierno puede extraer de la 
población, al haber exigido impuestos y haber tomado prestado durante varios años de la guerra más de 
los ingresos totales anuales de sus respectivas poblaciones, liquidando así el capital acumulado durante 
varias décadas para convertirlo en material bélico. Véase Drucker, P. (1993). La sociedad postcapitalista, 
Op. cit., pp. 128-129 
104
 El strong powers se refiere a los Estados cuya fortaleza se mide en términos de su capacidad militar y 
económica respecto a otros. Se diferencia del término strong state en tanto que éste se refiere en especial 
a la fortaleza estatal en términos del grado de cohesión política-social.  Un Estado con un poder pequeño 
y con una cohesión política-social débil tiene una vulnerabilidad casi ilimitada. Véase Buzan, B. (2007). 
People, states and fear…, Op. cit., pp. 93 y 105. 
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 Está claro que la disparidad de los ingresos entre los países con economías fuertes y débiles,  permiten 
a los primeros, y dificultan a los segundos, el suministro de bienes y servicios. Los países con economías 
fuertes estarán en mejores condiciones para satisfacer más que necesidades básicas de su población, 
mientras que los países con economías débiles podrán si acaso satisfacer las necesidades más básicas de 






En efecto, en un mundo globalizado donde los Estados “han sido arrastrados por 
unas redes no territoriales de toma de decisiones a múltiples niveles que reúnen de 
forma novedosa y compleja a gobiernos, agencias internacionales, organizaciones no 
gubernamentales y similares”, la presión es cada vez mayor para que el Estado, sus 
gobernantes y ciudadanos cumplan con determinados patrones de comportamiento y 
expectativas normativas so pena de ser excluidos y aislados del proceso de 
globalización y de la economía del conocimiento por parte de las redes dominantes que 
crecen en detrimento de la habilidad de los miembros de un Estado para gobernar con 
independencia dentro de sus propias fronteras (Duffield, 2004: 34-36 y 39).  
Cada vez más son los Estados periféricos, tanto del Norte como del Sur y 
subordinados a circunscripciones supranacionales e internacionales, los que están siendo 
presionados a crear las condiciones para garantizar a su población, aparte de los 
derechos civiles y políticos, el disfrute de unos derechos económicos, sociales y 
culturales que habiendo sido formulados de manera general y sin adjetivos limitativos 
en diversos instrumentos internacionales como la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, poco resuelven la confusión que existe entre bienestar y justicia, es 
decir, entre deseos y necesidades básicas (vid. Cap. V), y que al mismo tiempo, poco 
garantizan la sostenibilidad económica en el tiempo de cualquier programa orientado a 
mejorar la calidad de vida y dignidad de los ciudadanos. Por consiguiente, la presión no 
se restringe a que el Estado cumpla con el suministro de unos bienes y servicios básicos 
asociados con necesidades humanas básicas, sino también a que proporcione unos 
bienes y servicios relacionados con deseos insaciables e ideales de vida feliz, aunque ni 
económica ni técnicamente dicho Estado posea la capacidad para ello, con lo cual solo 
se induce al debilitamiento del propio poder y autoridad del Estado.  
De allí que la globalización también afecta las competencias del Estado-nación; ello 
porque no solo induce a que el Estado centralice el poder haciéndose cargo de todo 
liberando a los individuos de sus propias responsabilidades, sino que además al no ser 
éste inevitablemente capaz de satisfacer deseos infinitos, se cultiva el terreno para que 
surjan nuevos actores supranacionales, internacionales y subnacionales (organismos 
internacionales gubernamentales y no gubernamentales, compañías privadas, 
organizaciones de voluntarios, otros) supuestamente más idóneos con el proceso de 
liberalización del mercado internacional para que los intervengan o remplacen, sin que 
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al final resulten capaces de lograr un mejor suministro de bienes y servicios básicos a la 
sociedad.   
Y es que una sobrecarga de funciones estatales, ante una relativa situación de escasez 
económica, no ha hecho más que fomentar el Estado Secuestrador, que incrementa sin 
límites –al parecer- la acción extractiva interna y externa del Estado hasta el punto de 
agravar su endeudamiento –tanto de los países del Norte como del Sur-, sin que se 
solucionen problemas estructurales asociados a la satisfacción de necesidades humanas 
básicas. Contrariamente, los préstamos y ayudas económicas se han traducido en un 
mecanismo para que los bancos y organismos financieros nacionales e internacionales 
reciclen sus cuantiosos depósitos en formas de préstamos y para que los gobernantes y 
grupos dominantes (políticos y comerciantes) formen sus alianzas y construyan nuevas 
redes clientelares que les provean un beneficio propio.  
De allí la urgencia por determinar qué son necesidades humanas básicas y delimitar 
los bienes y servicios que han de considerarse como mínimos de justicia (más que de 
bienestar), y que por lo tanto, un Estado tendría que suministrar para no perder su 
legitimidad y razón de ser, además para evitar el riesgo de debilitamiento y sustitución 















CAPÍTULO V. NECESIDADES HUMANAS, DERECHOS HUMANOS Y 
BIENES Y SERVICIOS PÚBLICOS 
Así como hasta ahora no existe consenso absoluto en cuanto a los límites de la acción 
estatal, tampoco existe un acuerdo con respecto a la cantidad y carácter de los bienes y 
servicios que debe suministrar el Estado, ello probablemente motivado a que no existe 
claridad en cuanto a lo que significa tener una “necesidad” y su distinción de los deseos, 
intereses, preferencias y aspiraciones; y más aún, porque no existe precisión en cuanto a 
cuáles son las necesidades humanas básicas que deben ser satisfechas para evitar daños 
graves e inaceptables en la persona humana.  
Ciertamente, la preocupación por la libertad y la justicia condujo a varios pensadores 
a proponer que el Estado debía garantizar unos bienes y servicios “aceptables” o 
“mínimos”, sin embargo, el error parece haberse cometido al declarar al Estado 
responsable “exclusivo” del bienestar social y económico de los ciudadanos. Esto es, 
que el Estado más que crear las condiciones para satisfacer necesidades básicas, tiene la 
obligación de satisfacer deseos y caprichos –que por lo demás son infinitos-, asumiendo 
entonces como sus principales funciones la redistribución y la inversión,  cuando en 
realidad se trata de tareas donde tanto las instituciones políticas (gobierno y 
administraciones políticas organizativas) como la sociedad civil (familias, empresas, 
partidos políticos, asociaciones civiles, etc.) tienen corresponsabilidad. 
Está claro que en la medida en que las sociedades fueron evolucionando, la paz y el 
buen funcionamiento de las sociedades generaron progreso, con el consecuente 
incremento del bienestar en las sociedades y de su capacidad contributiva al Estado. La 
capacidad de concentración de recursos del Estado y la convicción de que éste podría 
gestionar de forma más eficiente los recursos generados por los colectivos sociales, bien 
explica el por qué se ampliaron las atribuciones del Estado y con ello la creencia de que 
es éste el dueño de todos los bienes, esperando que sea el actor que resuelva todos los 
males individuales y satisfaga tanto necesidades como deseos particulares. 
La construcción y mantenimiento de grandes obras de infraestructura públicas, 
puertos, carreteras, redes de acueductos y cloacas, aceras y avenidas, redes eléctricas, de 
telecomunicaciones, etc., todas ellas obras de gran envergadura, y por lo tanto 
demandantes de ingentes cantidades de recursos, se consideró que podían ser delegadas 
al Estado entendiéndose que él más que ninguna otra institución en la sociedad podía 






repartir entre los miembros de la sociedad la carga de su financiamiento. Lo mismo 
ocurrió entonces con la salud, la educación, la alimentación, la vivienda, etc. De modo 
que el Estado se convirtió en el gran inversor y gestor de todo, mientras que los 
ciudadanos se han ido quedando relegados a un rol de simples consumidores.  
En efecto, al asumir el Estado responsabilidades sociales fundamentales –que 
antiguamente eran asumidas por la familia, por ejemplo-, ha liberado a los ciudadanos 
de invertir en bienes y servicios básicos y productivos para sí mismos y para los suyos, 
masificando la idea de que los ingresos son medios para el disfrute del consumidor, 
convirtiendo a la sociedad no en más que en una asociación para impulsar el consumo y 
el individualismo egoísta (De Jouvenal, 2010: 71-75). Así el Estado ha contribuido a la 
mentalidad del homo ludens y con ello al desarrollo del capitalismo lúdico –
ludocapitalismo- (Ballesteros, 2012: 6-7), que ha trastocado valores, costumbres y 
principios culturales, al sustituir, por ejemplo, la importancia del trabajo, el esfuerzo, el 
ahorro y la realización humana por el énfasis en la ostentación, las apariencias y por 
gastar y gozar. Es decir, que el Estado ha incentivado que el hedonismo (aquella idea de 
placer como modo de vida y que se vive para obtener bienes materiales sin esfuerzo y 
de forma inmediata), se haya convertido en el motor de la sociedad del espectáculo
106
de 
hoy con la consecuente degradación del ser por el tener. 
Y aunque de lo que se trata aquí no es de desmerecer los logros alcanzados con la 
fórmula política del Estado Keynesiano, ni tampoco de desconocer la necesidad de la 
provisión inicial de unos servicios y bienes por el Estado para satisfacer necesidades 
humanas básicas (Estado Social), lo que se cuestiona es la expansión excesiva de las 
funciones del Estado bajo la promesa del suministro de unos bienes y servicios públicos 
para satisfacer todos los deseos de los individuos ignorando –veladamente o no- lo 
limitado de los recursos, tanto los generados por los seres humanos como los 
producidos por la propia naturaleza. Y está siendo la promesa de la satisfacción 
completa de todos los deseos lo que está poniendo en riesgo el impresionante panorama 
de adelantos humanos logrados hasta ahora, porque mientras se satisfacen los deseos de 
algunos se está abandonando la satisfacción de las necesidades de otros; todo lo cual 
está avivando padecimientos humanos inenarrables siendo palpable la incapacidad 
estatal de proporcionar, al menos, los bienes y servicios mínimos de protección para 
evitar perjuicios graves en la persona humana.  
                                                          
106
 Así tituló su obra Guy Debord en 1973. Véase Debord, G. (2003). La sociedad del espectáculo. 2ª ed.,  






En el capítulo anterior se dijo que el Estado no solo debe hacer lo que tiene que hacer 
sino que además debe poder hacerlo, es decir, tener la capacidad para ello. Por tanto, 
debe reiterarse que el Estado solo puede comprometerse a proveer aquello que tras la 
captación y movilización de los recursos económicos (función extractiva/tributaria) es 
capaz de financiar, pues de lo contrario, el Estado incurrirá en déficits, los cuales 
financiará nuevamente con extracciones que incluyan impuestos progresivos, controles 
de las rentas, limitaciones de los dividendos, confiscaciones de activos y los 
endeudamientos internos y externos, demostrando así,  primero, que los recursos con los 
que cuenta no son suyos sino de los individuos, y que ellos cada vez más están siendo 
despojados de sus “medios independientes” para pasar a las manos de los 
administradores (funcionarios) quienes lo acumulan y gestionan, es decir, más poder de 
dominio para el Estado (kidnapper state). Segundo, que siendo suficientes los recursos 
generados por la sociedad y extraídos por el Estado, éste es incapaz de gestionarlos 
eficaz y eficientemente para acometer el compromiso de entrega de bienes y servicios 
pactados, hasta el punto de llegar a los endeudamientos
107
 y expropiaciones de lo 
privado. O tercero, que los recursos generados por la sociedad son insuficientes para 
satisfacer necesidades básicas bien por incapacidad o falta de responsabilidad 
ciudadana. Y es que tanto las demandas como las ofertas de bienes y servicios tienen no 
solo que ser inteligentemente armoniosas sino también financieramente armoniosas, 
especialmente porque es el incumplimiento parcial o total en la entrega de estos bienes, 
lo que actualmente está determinando que los Estados sean etiquetados de “débiles”, 
“fracasados”, “fallidos”, “colapsados”, etc.  
Por tanto, quizás una sinceración de los criterios de bienestar y justicia social y un 
reparto óptimo de las expectativas de paz y prosperidad entre el Estado y la sociedad y 
cada uno de sus miembros, podrían evitar el debilitamiento estatal y la proliferación 
cada vez más preocupante de los Estados en vías de fallar. Ello ameritaría tener que 
“urgentemente trazar una línea más definida entre necesidades esenciales y 
necesidades cuya satisfacción puede ser modulada y modificada” (Bea, 1993: 119); es 
decir, hacer una distinción clara entre los términos “necesidad” y “deseos”. Además que 
habría que delimitar conceptualmente lo que significa “necesidades humanas básicas”, 
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para que más que favorecer a unas necesidades en detrimento de otras o establecer un 
orden lexicográfico consecutivo
108
 (pues se parte de la idea de la indivisibilidad de los 
derechos humanos
109
), se precise el alcance de las necesidades básicas humanas, para en 
función de ello, dilucidar los bienes y servicios públicos que por cuestiones éticas y de 
justicia deberían ser suministrados o facilitados por el Estado.   
Sin duda, se trata de un ejercicio nada fácil por cuanto se tiende erróneamente a 
pensar que lo justo es cualquier cosa que emocionalmente se considere deseable, y 
además, porque en la conciencia de muchos ciudadanos se ha arraigado una idea de 
bienestar, de “vida buena” y “vida feliz” muy desafortunada y apartada de la ética 
aristotélica
110
. A ello se suma la persistente confusión entre lo que son “necesidades” y 
“deseos”, llegando a emplearse indistinta y erróneamente ambos términos como si 
fueran sinónimos, cuando lo cierto es que una cosa son los deseos y otra las 
necesidades.  
Son varios los autores que han intentado distinguir el concepto de necesidades de 
otros afines, por ejemplo, Wiggins escribe que «A diferencia de 'desear' o 'querer', 
'necesitar' no es obviamente un verbo intencional. Lo que necesito no depende del 
pensamiento o del funcionamiento de mi cerebro…sino de cómo es el mundo.» (1985: 
152)
111
. Es decir, que los individuos no eligen sus necesidades, que no son algo sobre lo 
que se pueda tener una actuación positiva o no, razón por la cual los seres humanos no 
tienen por qué tener razones para experimentar una necesidad (Añón, 1992: 103); todo 
lo cual es relevante, porque significa que se puede distinguir entre simples necesidades 
y necesidades básicas. En efecto, la satisfacción de las primeras requeriría una 
explicación o justificación por parte del individuo de su intención para la obtención de 
un fin que es contingente -por lo que la necesidad también lo es-; mientras que la 
satisfacción de las segundas no necesitaría justificación alguna poniendo punto final a 
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los medios para dicha satisfacción, porque “Solo un fin que no necesita justificación 
puede poner punto final a la cadena de preguntas acerca de la presunta «necesidad» de 
los medios para alcanzarlo.” (Zimmerling, 1990: 47). Pero, vale advertir que lo anterior 
no debe entenderse como que las necesidades son inconscientes, pues solo los deseos lo 
son (Heller, 1996:108). 
Los deseos están fuertemente vinculados con las emociones, la imaginación y la 
fantasía, por ello se dice que son personales, idiosincrásicos, difíciles de verbalizar 
completamente e incluso que pueden permanecer inconscientes porque no se puede 
saber exactamente lo que otra persona desea ni tampoco lo que personalmente cada 
quien desea para sí misma (Heller, 1996: 85). De allí que se entienda que las 
aspiraciones, ansias, afán, anhelos, apetitos, pretensiones, caprichos, antojos, intereses, 
etc.,  de las personas, no sean más que simplemente deseos humanos, teniendo además 
como común denominador la cualidad de ser infinitos, ilimitados e insaciables (las 
epithymíai). Distinto ocurre con las necesidades humanas que se refieren a exigencias, 
requisitos, obligaciones, cuya satisfacción puede –y debería- ser alcanzada dado que las 
necesidades se caracterizan por nacer de la razón y el intelecto, es decir, que tienen un 
límite fijo (las bouléseis) por lo que su satisfacción es plausible y esencial para evitar 
daños graves en la persona humana. Más aún, se ha escrito que los deseos siempre están 
ligados con el “querer” (wants) mientras que las necesidades no forzosamente. Esto es,  
que “uno puede necesitar lo que quiere, y querer o no lo que necesita”, pero lo que no 
puede suceder de forma consistente es que no se necesite aquello que se requiere para 
prevenir daños graves, con independencia de lo que se desee (Doyal y Gough, 1994: 
71).   
La diferencia conceptual entre necesidades y deseos ha llevado a formular algunas 
clasificaciones, como por ejemplo, se dice que una cosa son las necesidades naturales y 
biológicas y otras las necesidades psicológicas (Bell, 1996:33-34). Las primeras 
tendrían su origen en lo biológico y por lo tanto tendrían un límite fijo incluyendo 
alimento suficiente, refugio adecuado, condiciones sanitarias suficientes, etc. Las 
segundas, tendrían su origen en el apetito, por lo que más que necesidades se entienden 
como deseos, y por tanto, ilimitados.  
Asimismo, se ha hablado de necesidades verdaderas y necesidades falsas 
afirmándose que todas las necesidades humanas deberían reconocerse como verdaderas 
con excepción de aquellas cuya satisfacción implique necesariamente el uso de otra 






instrumentalización de los otros o de uno mismo, no pueden considerarse como 
verdaderas necesidades, de modo que, si una persona dice, por ejemplo, que necesita 
drogas, puede hablarse de que se trata de una necesidad real (la persona sabe lo que 
necesita) pero que no sería una necesidad verdadera por cuanto la persona que toma 
drogas se instrumentaliza a sí misma destruyendo su propia autonomía. Por ende, en 
este y otros casos donde la persona sea un mero medio para otro, cabría hablar más 
propiamente de una falsa necesidad, en el entendido que la pretensión se basa en el 
querer y el apetito, en fin, en el deseo.  
Igualmente, se ha distinguido entre necesidades instrumentales y necesidades 
absolutas o categóricas (Wiggins, 1985: 154-157), entre necesidades contingentes y 
necesidades básicas o esenciales (Riechmann, 1998: 12), necesidades adventicias y 
necesidades básicas (Braybrooke citado en Zimmerling, 1990:47); pero en cualquier 
caso, unas y otras clasificaciones o categorizaciones de las necesidades lo que reflejan 
es una preocupación por distinguir las “necesidades” de los “deseos”, contrarrestando 
así el abuso al cual ha sido sometido el concepto de necesidades, y especialmente, de 
necesidades básicas humanas. Sobre el particular, se profundiza en el apartado 
siguiente. 
 
5.1. Necesidades humanas y condiciones para su materialización 
 
Etimológicamente el término “necesidad” proviene del sustantivo latino necessĭtas, -
ātis, y significa precisión absoluta de algo, “aquello a lo cual es imposible sustraerse, 
faltar o resistir”, “carencia de cosas que son menester para la conservación de la 
vida” (RAE, 2013). De modo que las necesidades pueden entenderse como objetivos 
que deberían alcanzarse para evitar daños graves, y en particular, evitar un deterioro de 
la persona humana cuando se trata específicamente de necesidades humanas. Las 
necesidades básicas serían los “factores objetivos indispensables para la supervivencia 
y la integridad psicofísica de los seres humanos”. (Riechmann, 1998:12); y más aún, 
serían los factores objetivos universales y transculturales, de acuerdo con la concepción 
de los autores británicos Len Doyal y Ian Gough (quienes han hecho el esfuerzo más 
consciente, articulado y ambicioso de elaborar una teoría universalista de las 
necesidades humanas, en la que se profundiza en el epígrafe 5.1.1); ello, porque como el 






satisfacción reclaman los individuos, se hace imprescindible distinguir dentro del propio 
ámbito de las necesidades humanas aquellas que son básicas y universales. 
  
5.1.1. Necesidades humanas básicas 
 
Cuando se pretende dar contenido a las necesidades, o más aún, cuando se intenta 
delimitar lo que significan necesidades humanas básicas, surgen una serie de 
interrogantes como por ejemplo si realmente es posible o no determinar objetivamente 
las necesidades humanas y por lo tanto si es factible hablar de la existencia de unas 
necesidades básicas universales de los seres humanos. También partiendo de la premisa 
de que las necesidades humanas básicas se caracterizan por que su no satisfacción 
acarrea un perjuicio grave a la persona, cabría preguntarse cuán grave debe ser el daño 
causado para entender que se está frente a una necesidad básica insatisfecha. 
Se ha sostenido que las necesidades de los seres humanos cambian en función de la 
naturaleza de su formación social, es decir, de la sociedad y el tiempo en el que viven, o 
lo que es lo mismo, que las necesidades están determinadas históricamente (Heller, 
1996: 59-60). También sobre el carácter cambiante de las necesidades básicas se ha 
planteado la existencia de unas necesidades básicas «derivadas» de unas necesidades 
básicas «naturales» -de raíz fisiológica y psicológica-, que surgen a causa de las 
convenciones y estructuras sociales, o sea, que las necesidades son cambiantes porque 
están socialmente condicionadas, con lo cual lo que en una sociedad pudiera ser una 
mera preferencia, en otras pudiera convertirse en una necesidad básica (Zimmerling, 
1990:50)
112
. Tales formulaciones, entre otras, podrían llevar a pensar que las 
necesidades humanas son distintas y que por lo tanto sería cuestionable imponer o 
pretender que los Estados satisfagan una determinada lista de necesidades humanas, 
especialmente las catalogadas como básicas. Pero en realidad estas posturas lo que 
evidencian es que existe un vínculo entre las necesidades humanas y los hábitos 
sociales, es decir, que lo necesario no tiene por qué estar estrictamente ligado a lo 
biológico, sino que también lo está con lo que socialmente es habitual o lo que 
socialmente es admitido (Cortina, 2004: 166). Así pues, para poder “aparecer en público 
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sin avergonzarse” o “participar en la vida de la comunidad” pudiera ser necesario  vestir 
de una determinada manera o consumir unos bienes que varían de unas sociedades a 
otras, dependiendo de las convenciones y de las costumbres (Sen, 2000: 98-99)
113
.  
El reconocer que las necesidades puedan estar moduladas por lo socialmente 
decoroso significa admitir que delinear con exactitud y precisión el límite de 
satisfacción de una necesidad es casi imposible; pero ello no supone desmerecer la idea 
cierta que toda necesidad es finita y se agota con su satisfacción, a diferencia de los 
deseos que no tienen límites y cuya satisfacción se aplaza y desplaza hacia un nuevo 
bien o producto. Que lo antes dicho quede claro es fundamental, por cuanto evitaría caer 
en visiones relativistas que en nada ayudan a resolver el problema de la insatisfacción 
de necesidades esenciales para la vida y la dignidad de las personas por parte de los 
actores públicos y privados, como tampoco ayuda a resolver el problema de la 
sobrecarga de funciones del Estado, por cuanto coadyuva a perpetuar la confusión entre 
“necesidades” y “deseos, preferencias, aspiraciones”, corriéndose el riesgo de que se 
satisfagan los deseos de unos pocos, y no se cubran las necesidades de muchos. 
Una visión integral de las necesidades humanas debería pasar por considerar tanto la 
existencia cierta de unos fines humanos subjetivos y particulares asociados con las 
preferencias y deseos que culturalmente son específicos (también llamadas antes 
necesidades psicológicas, necesidades falsas, instrumentales, contingentes, adventicias, 
etc.), como también la existencia de unos fines humanos objetivos y universales que los 
individuos deben alcanzar para poder optimizar sus oportunidades vitales (Doyal y 
Gough, 1994: 27) y mejorar sus capacidades tanto en términos materiales como 
intelectuales y emocionales para llevar el tipo de vida que valoran y que tienen razones 
para valorar (Sen, 2000 y 2010). 
Y es que como pone de manifiesto Zimmerling, el hecho de que hasta el momento no 
se haya cumplido con la tarea de establecer concretamente cuáles son las necesidades 
básicas humanas, no significa que del concepto de necesidades básicas no se pueda 
derivar un criterio objetivo universal no vacío:  
 
                                                          
113
 Sen recoge el planteamiento de Adam Smith en La riqueza de las naciones en cuanto a que existen 
bienes indispensables para vivir y otros que, de acuerdo con las costumbres del país, sería indecoroso que 
no tuvieran las personas respetables, incluidas las de clase inferior.  Como ejemplos, Smith se refiere al 
uso del carbón como combustible necesario para la vida en Gran Bretaña y otros países tan fríos durante 
el invierno, mientras que Sen alude al ejemplo de la camisa de lino o los zapatos de cuero, siendo el 
primero necesario para vivir en la mayor parte de Europa, y el segundo, necesario para vivir en Gran 
Bretaña. Consúltense Sen, A. (2000). Desarrollo y libertad, Op. cit., p. 98 y Smith, A. (1996). La riqueza 






“…el concepto de «necesidades básicas» designa una clase no vacía de 
características objetivas y universales del agente humano en tanto sujeto de 
la moral. Estas características se refieren a datos empíricos, y para 
establecer su universalidad no hace falta recurrir a ninguna noción de 
«esencia» del hombre en un sentido metafísico: las necesidades básicas 
simplemente son características empíricas universales de los hombres 
mientras éstos sean lo que son.”  (Zimmerling,1990: 51).  
 
Ahora bien, si las necesidades básicas también se caracterizan por que su no 
satisfacción genera un daño grave a la persona ¿qué debe entenderse por daño, privación 
o perjuicio grave?  
La noción de daño inaceptable como consecuencia de la no satisfacción de las 
necesidades humanas va mucho más allá de la concepción del daño como una privación 
o frustración de aquello que los seres humanos desean; por tanto, no se refiere a 
problemas pasajeros ni contratiempos sino a cuestiones que degeneren e incapaciten a la 
persona en un grado tal que le impida alcanzar los objetivos que juzga valiosos, que lo 
incapacite en la búsqueda de la visión propia de lo bueno, y sobre todo, que obstruya su 
participación en la vida social que es lo que permite a las personas descubrir lo que son 
o no capaces de hacer y desarrollar una concepción propia de lo que son
114
. Y 
justamente, para determinar lo que se consideran daños o perjuicios graves reviste 
relevancia el acuerdo social –si no absoluto, al menos parcial y viable- sobre la forma de 
la condición humana en un estado normal, próspero y libre de daños; ello para evitar 
que lo que unos consideran necesidades sean para otros no más que simples 
aspiraciones, o viceversa.  
Empero, al principio de este estudio se señaló que se efectuaría una delimitación de 
lo que significan necesidades humanas básicas para a partir de allí priorizar los bienes y 
servicios que deberían ser suministrados o facilitados por el Estado para el desarrollo de 
unas capacidades y una existencia humana digna. Con tales propósitos, se partirá de la 
distinción de necesidades humanas básicas formulada por Doyal y Gough  en su obra 
Teoría de las Necesidades Humanas (1994). Para ellos, las necesidades humanas 
básicas, objetivas y universales son la supervivencia física y la autonomía personal 
puesto que son condiciones previas de toda acción individual independientemente de su 
cultura, “…constituyen las necesidades humanas más elementales: aquellas que han de 
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ser satisfechas en cierta medida antes de que los agentes puedan participar de manera  
efectiva en su forma de vida con el fin de alcanzar cualquier otro objetivo que crean 
valioso.” (1994: 82-83).  
Por autonomía
115
 habría que entender la capacidad del individuo para elegir opciones 
informadas respecto a lo que hay que hacer y cómo debe llevarlo a cabo; de formular 
objetivos y la forma de cómo alcanzarlos; de hacer algo y responsabilizarse de 
acometerlo; en fin, autonomía equivale a la “agencia” (Sen, 2000: 172-173 y Doyal y 
Gough, 1994: 81). Mientras que por supervivencia física no solo se entiende la acción 
de preservar la vida (respirar, vivir), sino también gozar de un mínimo de buena salud 
física y mental que le permita a la persona adquirir y desarrollar aptitudes manuales, 
mentales y emocionales imprescindibles para realizar una serie de actividades prácticas 
de la vida cotidiana.  
Por consiguiente, hablar de salud física (incluyendo la psíquica) y autonomía humana 
significaría evitar la discapacitación, la enfermedad, la muerte prematura, los 
desórdenes mentales, la privación de conocimientos y la limitación de facultades porque 
éstos son daños o perjuicios que obstruyen  la participación en la vida social del 
individuo;  participación -que dicho sea de paso-, es importante para que la persona 
adquiera un entendimiento y pueda interpretar las reglas de la cultura en la que vive, y 
para que pueda ganarse el respeto de los otros y refuerce su propia autoestima.  
En efecto, la participación social del individuo es fundamental, especialmente si se 
toma en cuenta que “los seres humanos no están dotados genéticamente de la fisiología 
o mentalidad que les permita sobrevivir por sí mismos, y mucho menos de prosperar” 
(Doyal y Gough, 1994: 115); por lo que las relaciones sociales y entre ellas, las 
asociadas a la producción como base económica son esenciales para la satisfacción de 
las necesidades básicas y para su sostenibilidad en el tiempo. Una actividad social 
importante y que sirva de ejemplo para mostrar la relevancia de las relaciones sociales 
para la supervivencia física y autonomía personal lo es el trabajo, y en particular el 
trabajo remunerado, porque además de revestir relevancia para la autonomía individual, 
los ingresos que generan permiten el acceso directo a otras necesidades intermedias 
como se verá más adelante. De allí que negarle a una persona la posibilidad de 
                                                          
115
 Vale acotar que Agnes Heller calificó la autonomía como la necesidad más preciosa y verdadera de los 
hombres y mujeres modernos, al igual que encontró en la vida y la libertad otras dos necesidades 
humanas pero que calificó de abstractas en cuanto a que están atribuidas al universal llamado 
“humanidad”, es decir, a todas y cada una de las personas de la especie humana. Véase Heller, A. (1996). 






participación en actividades sociales como el trabajo remunerado necesario para lograr 
su autoestima, es hacer de ella un ser frustrado, no realizado, ocasionándole un daño 
grave. Lo mismo ocurre con el aprendizaje que juega un papel fundamental en el 
desarrollo de capacidades y el cultivo de la autonomía. Así pues, impedir que las 
personas se alfabeticen en sociedades donde es común el uso del lenguaje hablado y 
escrito, constituye no solo una limitación arbitraria de su autonomía dadas las trabas a la 
actuación volitiva e imaginación de la persona, sino además una marginación del 
individuo de su patrimonio cultural –su historia, literatura, capacitación- y de su vida 
política y social normal, e incluso, supone excluirlo de la posibilidad de evaluar su 
propia cultura a la luz de las otras realidades culturales existentes en el mundo, además 
de excluirlo de participar en el proceso de expansión económica (Doyal y Gough, 1994: 
233-239 y Sen, 2000: 181, 293-295).  
Ahora, entender que la supervivencia física y la autonomía personal son necesidades 
básicas comunes y universales porque “todos” tenemos las mismas necesidades 
esenciales y que únicamente lo que cambia –por circunstancias personales, sociales, 
culturales, climatológicas, etc.-, son los medios y formas para su satisfacción; habría 
que suponer entonces que los bienes y servicios que se requieren para satisfacer las 
necesidades básicas humanas son más bien relativos y no universales; razón por la cual 
sería problemático establecer definitivamente un listado de bienes y servicios mínimos a 
ser proporcionados por los Estados.  
No obstante, Doyal y Gough arguyen que sí es posible identificar bienes, servicios, 
actividades y relaciones cuyas cualidades favorezcan la salud física y la autonomía 
humana en todas las culturas, es decir, que existen “satisfactores” universales que ellos 
denominan necesidades intermedias, a saber:  
 
 Alimentos nutritivos y agua potable 
 Alojamientos que proporcionen protección adecuada 
 Ambiente laboral desprovisto de riesgos 
 Medio físico desprovisto de riesgos 
 Atención sanitaria apropiada 
 Seguridad en la infancia 
 Relaciones primarias significativas 






 Seguridad económica 
 Enseñanza adecuada 
 Seguridad en el control de nacimientos y en el embarazo y parto (vid. epígrafe 
5.1.2.11) 
 
El razonamiento de Doyal y Gough, es que en esta lista de necesidades intermedias 
se incluyen solo las características de satisfactores que con certeza contribuyen de 
manera positiva y universal a la salud física y autonomía de los humanos, es decir, que 
existe evidencia empírica de la vinculación de cada una de las características de 
satisfactores universales con la mejora de la satisfacción de las necesidades básicas. Y 
aunque es preciso que se satisfaga en un determinado grado cada necesidad intermedia a 
los efectos de optimizar la salud y autonomía humanas; los autores también destacan 
que una satisfacción en grado cada vez mayor llega a un punto que no supone una mejor 
satisfacción de necesidades básicas e intermedias sino de deseos y caprichos subjetivos 
que son irrelevantes en la evaluación del bienestar basado en la satisfacción de 
necesidades: 
 
“…una vez que una vivienda reúna las condiciones necesarias para poder 
ser segura, cálida, de suficiente espacio para sus moradores, y cuente con 
suministro de agua potable y aparatos sanitarios, toda mejora sucesiva –en 
espacio, comodidades, lujos, etc.- no supone una mejor satisfacción de la 
necesidad de alojamiento de sus habitantes, sino que atañe exclusivamente 
a la categoría de la vivienda.” (Doyal y Gough, 1994: 207-208).  
 
 
Lo anterior es importante tenerlo presente, por cuanto supone entender que cuando se 
habla de la satisfacción de las necesidades humanas, lo relevante no es la cantidad de 
bienes y servicios que se suministran a tal fin sino la calidad de los mismos. Además, 
que la provisión de unos bienes y servicios para satisfacer necesidades humanas es 
limitada mientras que la cantidad de bienes y servicios que se demandan para satisfacer 
deseos son infinitos, lo que conlleva a entrar en una discusión acerca de cuál es el grado 
adecuado de satisfacción de las necesidades intermedias en pro de la satisfacción de 
necesidades básicas, o incluso, cuál es el nivel mínimo y el nivel óptimo de satisfacción. 
En este orden de ideas, se ha comentado previamente que una cosa es el deber de 
satisfacer necesidades básicas y otra el poder en términos de capacidad a la luz de las 






difícil, y de allí los polémicos debates que se han generado al respecto, determinar 
cuáles son los satisfactores más idóneos para unas necesidades dadas y a cuáles ha de 
otorgárseles prioridad en caso de contrariedad o recursos escasos. Por lo general, existe 
bastante consenso con respecto al mínimo grado de satisfacción de necesidades 
humanas, como por ejemplo, en cuanto a que todo ser humano necesita algo de agua,  
oxígeno, un aporte calorífico suficiente para conservar la vida, algún abrigo y techo, un 
apoyo emocional durante la niñez y algún tipo de educación que incluya leer, escribir y 
calcular. Pero el consenso empieza a disiparse cuando se trata de establecer la magnitud 
por encima de ese mínimo, es decir, cuando se intenta determinar el nivel adecuado de 
satisfacción de necesidades humanas, y especialmente, cuando se trata de establecer un 
consenso en cuanto a la estrategia más idónea para alcanzar ese fin.  
Por consiguiente, no puede ignorarse la importancia que reviste en el proceso de 
satisfacción y optimización de las necesidades humanas, la negociación y la 
comunicación entre todos los estamentos y grupos sociales y culturales del Estado del 
que se trate para llegar primeramente a un acuerdo intrasocial y luego a uno político-
social que no necesariamente siendo total sino también pudiendo ser parcial, al menos 
sea viable para garantizar la sostenibilidad de la sociedad y del propio Estado (vid. 
Capítulo IV). Pero como condición previa a la negociación y discusión o deliberación 
pública, habría que “…empoderar a los interlocutores para que puedan mantener un 
diálogo en condiciones de simetría, o en las condiciones más próximas posible a la 
simetría”, lo que significaría dar paso a un elemento social clave como la 
intersubjetividad en el que los sujetos se constituyan sobre la base del reconocimiento 
mutuo, que se reconozcan recíprocamente como personas fundándose la obligación 
moral de empoderarse mutuamente (Cortina, 2004:228-229).  
Adicionalmente, en el proceso de negociación también es fundamental disponer de 
información más precisa en cuanto a qué incluyen las necesidades humanas intermedias, 
ello para evitar las generalizaciones y confusiones que comúnmente han generado las 
formulaciones en forma abierta y sin adjetivos limitativos que se han dado a las 
legislaciones nacionales y textos internacionales, llegándose al punto de que se crea que 
en principio no hay límites ni techos cuando se habla de derechos, así como tampoco 
hay límites para la provisión de unos bienes y servicios públicos para la satisfacción de 
necesidades humanas. Por tanto, el siguiente epígrafe se dedica a dotar de contenido a 
cada uno de las necesidades intermedias propuestas por los teóricos Doyal y Gough, 






investigador ha estimado conveniente incorporar y las cuales se señalan oportunamente, 
todo ello con el propósito de dar luces sobre el mínimo aceptable o el mínimo justo de 
satisfacción de necesidades humanas.  
 
5.1.2. Necesidades humanas intermedias 
 
Antes que todo, destacar que la relación de los satisfactores o necesidades 
intermedias con las necesidades básicas es como la de los medios con los fines, con lo 
cual existe  siempre el riesgo de que los medios se transformen en fines y éstos se 
pierdan de vista. De modo pues, que cuando se habla de alimentación y abrigo, es 
posible que éstas se entiendan como necesidades básicas cuando son satisfactores de la 
necesidad básica de subsistencia. Igualmente, podría ocurrir con la educación (formal o 
no) y la estimulación precoz que más que necesidades básicas son satisfactores de la 
necesidad de entendimiento y por tanto de autonomía.  
Por otra parte, cabría agregar que así como se ha dicho que las necesidades no son 
intencionales y por lo tanto no se pueden elegir, contrariamente los satisfactores sí que 
pueden ser elegidos, con lo cual podría resolverse el problema de que la universalidad 
de las necesidades humanas básicas oprimen política y socialmente. Una vez dicho esto, 
a continuación se efectúa una revisión de los medios utilizados (los satisfactores o 
necesidades intermedias)  para alcanzar el fin (la satisfacción de las necesidades 
humanas básicas). 
 
5.1.2.1. Alimentos nutritivos y agua potable 
 
Todo ser humano debe consumir un nivel mínimo de energía para mantener sus 
funciones corporales, así como también debe ingerir un mínimo de otros nutrientes 
como proteínas, vitaminas y grasas para garantizar la buena salud y el desarrollo de la 
persona. Tales niveles de ingesta varían según la edad, sexo, peso corporal medio, 
temperatura del ambiente, nivel de actividad física y otros factores como la lactancia y 






energía crítica de un varón de 65 kg. de peso y de 20-39 años son 1800 calorías diarias, 
mientras que para una mujer de 55 kg. es de 1500 calorías por día
116
.   
Lo anterior es una muestra de que alimentarse es una necesidad determinada y 
básica, porque todos los seres humanos tienen la necesidad de alimentarse, pero también 
refleja que la cantidad y cualidad de los alimentos necesarios dependerá de las 
circunstancias particulares de cada individuo, es decir, que los medios para la 
satisfacción de tal necesidad son variables. No obstante, esta realidad no invalida el 
hecho empírico y relevante de que todo ser humano necesita algún aporte calórico para 
mantener su integridad física y mental y desarrollar y mantener su autonomía. 
Igualmente, el acceso al agua potable es vital para que el cuerpo humano realice sus 
funciones, además de ser un elemento esencial para la higiene y el cultivo y preparación 
de productos alimenticios. Por ello, se afirma que la disponibilidad, acceso y calidad del 
agua es un derecho humano que tiene su base en una necesidad humana básica e 
imprescindible para la vida, por lo que la no prestación de este servicio o su no 
distribución equitativa lesiona un derecho fundamental de la persona (Mitre, 2011 y 
2012).  
Al igual que ocurre con los alimentos, la cantidad y calidad del agua necesaria 
dependerá de las circunstancias particulares de cada individuo, es decir, que los medios 
para la satisfacción de tal necesidad son variables. Estudios de la Organización Mundial 
de la Salud (OMS) estiman que un adulto varón debería consumir diariamente 2 litros 
de agua, una adulta mujer 1,4 litros y los niños entre los 5kg.-10kg. una ingesta de 0,75-
1,0 litro diario, respectivamente;  nivel de hidratación que varía también según la edad, 
sexo, peso corporal medio, temperatura del ambiente, nivel de actividad física y otros 
factores como la lactancia y el embarazo (OMS, 2003:5-7). A tales cifras habría que 
añadir el consumo mínimo que se requiere para preparar alimentos, así como para la 
higiene básica, lo que significaría que cada ser humano debería satisfacer una necesidad 
de consumo de agua de por lo menos 20 litros diarios (OMS, 2003: 23). 
Por consiguiente, tanto el acceso a los alimentos nutritivos como al agua potable se 
consideran entonces como dos condiciones mínimas que deberían ser satisfechas para 
evitar daños graves en la supervivencia y autonomía del ser humano. Ahora bien, ¿quién 
debería satisfacer tales necesidades?: es esta una discusión a la que forzosamente se 
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volverá más adelante. Pero por ahora, solo acotar que reducir a la mitad, entre 1990 y 
2015, el porcentaje de personas que padecen de hambre, es uno de los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio (ODM),  y que si bien es cierto que desde 1990, la cantidad de 
personas con nutrición insuficiente se ha estabilizado; las estimaciones de la 
Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), 
indican que hay unos 870 millones de personas con nutrición insuficiente, lo cual 
corresponde a un 12,5% de la población mundial, es decir, que una de cada 8 personas 
sufre malnutrición. La gran mayoría de estas personas –852 millones– vive en países en 
desarrollo, donde la prevalencia de la subnutrición se estima en el 14,9% de la 
población (FAO, 2012: 1). 
También reducir a la mitad el porcentaje de personas que carecen de un acceso 
confiable a fuentes de agua potable mejoradas es un ODM, cuestión que se ha logrado 
antes del plazo fijado de 2015
117
, pero aun así las proyecciones indican que para dentro 
de tres años, más de 600 millones de personas de todo el mundo seguirán careciendo de 
acceso a agua potable segura, viviendo la mayoría de ellas en el África subsahariana. 
Ciertamente en los países más desarrollados, el acceso al agua potable está asegurado 
con solo abrir un grifo, y casi toda la población goza de un saneamiento privado e 
higiénico conectado a plantas depuradoras que garantizan que no se viertan aguas sin 
tratar en los cursos naturales. No obstante, esta no es la realidad en muchos países no 
desarrollados donde los servicios de suministro de agua carecen de infraestructuras 
adecuadas, por lo que el servicio en el mejor de los casos solo se presta en áreas urbanas 
(presentando a veces cortes arbitrarios del suministro), viéndose forzada la población 
que vive en los cinturones de miseria de las ciudades (favelas, ranchos, barrios, cerros, 
etc.) y en las áreas rurales o distantes de los núcleos urbanos, a tener que recoger (a 
veces tras haber realizado un recorrido de kilómetros por caminos riesgosos) y 
almacenar el agua de pozos, ríos, canales o acequias, para satisfacer sus necesidades 
básicas, exponiéndose con tales prácticas a la inseguridad física y a la adquisición y 
trasmisión de enfermedades.   
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Las cifras indicadas demuestran el estado de la inseguridad alimentaria en el mundo 
y la falta de acceso universal al agua potable que sufren millones de personas, lo que 
hace suponer que las acciones que deben emprenderse para contrarrestar tales 
situaciones no dependen únicamente de los gobiernos nacionales y su aparato político-
administrativo, sino también de la participación de la sociedad civil y el sector privado, 
tanto a escala nacional como internacional. En particular, con respecto a las 
responsabilidades del Estado relativas al derecho al agua, Eduardo Mitre señala que los 
poderes públicos tienen la obligación positiva de crear la base normativa para la 
adopción de estrategias y planes hidrológicos, pero que a la vez tienen el deber negativo 
de no interferir en la libertad de participación ciudadana que tienen las juntas de 
usuarios en la discusión de tales estrategias; que el Estado tiene la obligación de prestar 
el servicio a domicilios, hospitales, escuelas o cárceles, pero que a la vez tiene la 
obligación negativa de no lesionar la salud y la vida de los individuos, la cual puede 
verse en peligro por el corte del suministro de agua por impago de la persona o 
institución, o por la contaminación producida de forma directa por el Estado (por 
ejemplo, a través de pruebas químicas de las fuerza armadas) o de manera indirecta, al 
otorgar concesiones a empresas para que viertan sus residuos no depurados en ríos 
cercanos u otros cursos naturales (Mitre, 2011: 166). Por consiguiente, este autor 
subraya la importancia de entender que los derechos sociales (como el derecho al agua) 
no solo implican la abstención del Estado (y particulares) sino también una acción 
positiva que, dicho sea de paso, no tiene por qué traducirse directamente en una 
actividad estatal de prestaciones fácticas sino que puede ir más allá hasta llegar a las 
prestaciones normativas, es decir, la protección por normas del Derecho penal o la 
creación de normas de organización y procedimiento (Mitre, 2012: 55-59)
118
.   
 
5.1.2.2. Alojamientos que proporcionen protección adecuada 
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Una vivienda digna debería ofrecer albergue suficiente en climas extremos, proteger 
contra la exposición a la intemperie, disponer de agua corriente y de un sistema de 
saneamiento para la eliminación higiénica de desechos humanos que eviten la 
contaminación bacteriana del agua de las redes de distribución y contribuya e evitar 
riesgos de epidemias. Asimismo, una vivienda mínima debe evitar el hacinamiento que 
contribuye, entre otras cosas, a la aparición de dolencias respiratorias, retraso en el 
desarrollo físico e intelectual de los infantes y sensaciones de fatiga, debilidad y 
depresión general en los adultos; todo lo cual atenta contra la buena salud y la 
autonomía del individuo. 
Sin embargo, se estima que 863 millones de personas viven hoy todavía en barrios o 
tugurios y que 1.100 millones personas (el 15% de la población mundial) todavía no 
tienen ningún tipo de instalación de saneamiento, es decir, que se ven obligadas a 
defecar al aire libre lo que constituye un riesgo para su salud y la de todos (PNUD, 
2012: 56-58). Así pues, en muchos lugares del mundo el acceso universal a una 
vivienda mínimamente aceptable continua siendo una tarea pendiente, y por lo tanto, 
una necesidad intermedia insatisfecha. 
 
5.1.2.3. Ambiente laboral desprovisto de riesgos 
 
Se refiere al acceso a condiciones de trabajo que no supongan riesgo grave a la salud 
y autonomía del individuo. En otras palabras, que los trabajadores no estén obligados a 
desarrollar faenas con horarios excesivamente prolongados, ni que supongan riesgos de 
accidente o enfermedad laboral como por ejemplo pueden serlo los trabajos 
relacionados con procesos o materiales de producción riesgosos. 
 
5.1.2.4. Medio físico desprovisto de riesgos 
 
Se refiere a tener acceso a condiciones medioambientales sanas que eviten la 
minusvalía y muerte del ser humano, por ejemplo, acceso al agua limpia
119
, a la calidad 
del aire, control del ruido, control de emisiones de gases de efecto invernadero, etc. 
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Todo ello, es importante porque la falta de condiciones de saneamiento seguras 
obstaculiza los avances en salud y nutrición amenazando no solo a las personas sino 
también a los ecosistemas. 
 
5.1.2.5. Atención sanitaria apropiada 
 
Se refiere a una atención que prevenga las discapacidades, reduzca su incidencia y 
disminuya la penalidad asociada a ella (Sen, 2010: 288-290); entendiendo que toda 
discapacidad física y mental menoscaba la libertad del individuo que la padece y de sus 
familiares amenazando sus necesidades básicas: salud y autonomía. Igualmente, se trata 
de una atención sanitaria que evite que el individuo sucumba a una muerte prematura, 
que evite los reingresos costosos e innecesarios, para lo cual los especialistas insisten en 
la relevancia de dar a la gente la oportunidad y capacidad de mejorar su propio estado 
de salud, es decir, en la necesidad de formar y educar al paciente para su autocuidado y 
autogestión de su enfermedad.   
Vale acotar acá, que en la agenda internacional para el desarrollo se ha dado 
prioridad a algunas cuestiones en el ámbito de la salud como por ejemplo a la reducción 
de la mortalidad materna y de los niños menores de 5 años; así como a la lucha contra el 
VIH/SIDA, el paludismo, sarampión, tuberculosis y otras enfermedades infecciosas y 
graves. Esto podría entenderse como que en el ámbito de la acción internacional se ha 
establecido un mínimo de salud universal como una meta a alcanzar para evitar daños 
graves en las personas. 
Particularmente, se le ha dado prioridad a la salud materna e infantil por cuanto aún 
hoy millones de niños y mujeres corren el riesgo de morir prematuramente por causas 
evitables. De hecho, son millones los niños que siguen corriendo el riesgo de tener un 
menor desarrollo cognitivo y físico a consecuencia de una nutrición insuficiente durante 
un período muy prolongado, especialmente desde la concepción hasta la edad de dos 
años, lo cual al fin repercute negativamente en su salud y autonomía. Por ello, una de 
las cuestiones más importantes cuando se habla de una asistencia sanitaria adecuada 
tiene que ver con el mejoramiento de la nutrición y la atención materna: amamantar al 
niño dentro de la primera hora del nacimiento y continuar haciéndolo hasta los primeros 
seis meses de vida; sumar una alimentación complementaria a tiempo, adecuada, 
saludable y apropiada y; suministrar una serie de micronutrientes durante los 18 meses 






También la salud materna es una prioridad por cuanto una madre sana será capaz de 
proporcionar los cuidados que el infante requiere. De allí que se insista en la 
importancia tanto de los cuidados prenatales (cobertura para asistir al menos a cuatro 
citas de cuidados prenatales que incluyan, como mínimo, el diagnóstico y en su caso el 
tratamiento de infecciones y la identificación precoz de problemas sintomáticos durante 
el embarazo) como durante el parto (ser atendido por personal cualificado) y posterior a 
éste (PNUD, 2012:33). 
La lucha contra enfermedades infecciosas como el VIH/SIDA y el poder garantizar 
un acceso universal a su tratamiento sigue siendo también una prioridad por cuanto se 
incrementa el número de población infectada con el virus –se estima que para 2010, 34 
millones de personas vivían infectadas con el VIH-, al mismo tiempo que aumentan los 
niños que se quedan huérfanos por la muerte de uno o ambos padres debido al SIDA – 
para 2009 se calculaba 17,1 millones de niños huérfanos- (PNUD, 2012: 39-41). El 
tratamiento de otras enfermedades como el paludismo, la tuberculosis y el sarampión 
continúan asimismo siendo motivo de preocupación por cuanto hasta ahora no ha sido 
posible su erradicación en muchas regiones del mundo. 
Ahora bien, es preciso destacar que el acceso a la ayuda sanitaria tanto preventiva 
como curativa, especialmente para el tratamiento efectivo de enfermedades crónicas y 
agudas
120
, supone disponer no solo de una cantidad de médicos, enfermeros y 
paramédicos suficientes para desarrollar terapias curativas y preventivas sino también 
de un modelo organizacional más eficiente, coordinado e integrado (Bengoa, 2012).  De 
hecho, es sabido que el aumento de la esperanza de vida y la reducción de las tasas de 
natalidad, así como el indetenible aumento del envejecimiento de la población y la 
disminución de la proporción de personas que obtienen remuneraciones y salarios, está 
dificultando la financiación de los sistemas de seguridad social en muchos países 
(incluso de los llamados del Primer Mundo), a través de las fuentes habituales de 
cotizaciones al seguro deducidas de los salarios. Ello, está exigiendo a los gobiernos 
nacionales tener que establecer políticas y prácticas más eficientes y equitativas para 
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hacer el sistema de atención sanitaria sostenible, asequible, de calidad y competente
121
.  
Y entiéndase que cuando se habla de asequibilidad no significa necesariamente 
gratuidad, pues como se verá más adelante la satisfacción de las necesidades básicas y 
la garantía de los derechos civiles, políticos y sociales suponen erogaciones 
presupuestarias (vid. epígrafe 5.3).  
En cualquier caso, cuando se habla de atención sanitaria adecuada habría que tener 
presente una cuestión esencial, que bien señala Ballesteros y es “distinguir entre el 
verdadero paciente, que sufre una enfermedad y el cliente que pretende poner la 
medicina al servicio de sus deseos.” (2002: IX). 
 
5.1.2.6. Seguridad en la infancia 
 
Se refiere al acceso a una relación estable, continua y segura con los padres o 
sustitutos a partir del nacimiento. Se parte del supuesto de que la red de apoyo familiar 
y comunitaria influye en las necesidades de cariño y seguridad de los niños, y que son 
importantes para que éste desarrolle su autoestima e incremente su autonomía en la 
adultez.  
La misma Declaración de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas de 1959, en 
su Principio VI, utiliza la palabra “amor”, para referirse a la necesidad imperiosa que 
tienen los niños de ser amados y criados en un ambiente afectuoso, especialmente en los 
primeros años de vida, para permitirles alcanzar el pleno y armonioso desarrollo de su 
personalidad. Son además varios los autores que, tras estudios empíricos, coinciden en 
afirmar que los niños tienen una necesidad de dependencia, de amae, apego o 
urdimbre
122
 que desarrollan con sus primeros cuidadores (padres o padres sustitutos) y 
que influyen en el desarrollo de su personalidad, lo cual se refleja a posteriori en sus 
relaciones afectivas, preferencias intelectuales, concepción del mundo, estilo de vida y 
especialmente en sus obras de creación (Rof Carballo, 1997: 27 y ss.). Más aún, 
sostienen que las relaciones paterno filiales deben ser asimétricas, verticales, donde 
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haya una relación de autoridad y responsabilidad de los padres frente a los hijos para de 
esta manera “…construir la confianza del nuevo ser en su autodescubrimiento y en el 
descubrimiento del mundo…”, sin que este comportamiento (autoridad paterna) pueda 
ser calificado de opresivo (Garibo: 2004: 221). 
En definitiva, ciertamente los niños tienen la necesidad de que se les enseñe y/o  
instruya en las escuelas, pero primeramente tienen la necesidad de ser amados y 
educados por aquellas personas con las que el niño más se identifica (padres o 
sustitutos) y que tienen la responsabilidad de que ese ser humano dependiente llegue a 
ser autónomo en la adultez.  
 
5.1.2.7. Relaciones primarias significativas 
 
Los seres humanos necesitan de una red de apoyo de familiares y amigos que 
permitan crear un ambiente emocionalmente seguro. La pérdida o falta de seres 
queridos pueden conllevar al aislamiento del individuo dañando el amor hacia sí mismo 
y conducirlo a un espiral de incapacidad y autonomía decreciente, muy perjudicial para 
la persona humana. Rawls, considera el amor propio (self-esteem) o el respeto por uno 
mismo  (self-respect) como el bien primario más importante pues conlleva a la 
autorrealización de la persona en la medida que implica confianza y firme convicción en 
la capacidad personal para llevar a cabo el proyecto de vida que se quiere. Afirma 
Rawls que sin el respeto propio “…nothing may seem worth doing, or if some things 
have value for us, we lack the will to strive for them. All desire and activity becomes 
empty and vain, and we sink into apathy and cynicism.”(2005: 440-441)123.  
Igualmente, la confianza y la autoestimación que proporcionan las relaciones de 
primer grado, facilita el establecimiento de otros lazos asociativos (grupos, 
comunidades) con los cuales identificarse y por cuyos proyectos comunes se trabaja 
porque se siente que vale la pena, es decir, que la confianza y el amor propio coadyuvan 
enormemente en el proceso de cohesión social.   
 
5.1.2.8. Seguridad física 
 
                                                          
123
 Traducción propia al español: “…nada parece valer la pena hacerse, o si las cosas tienen un valor 
para nosotros, carecemos de la voluntad para esforzarnos por conseguirlas. Todo deseo y actividad se 






Se refiere a tener la certeza de no estar expuesto a la violencia física de otros, ni la 
generada por la actividad criminal ordinaria, ni la organizada por grupos tanto ajenos al 
Estado como los vinculados a éste. El PNUD en su Informe de Desarrollo Humano de 
1994, señala que probablemente no haya otro aspecto tan fundamental de la seguridad 
humana como lo es la seguridad respecto a la amenaza de la violencia física, súbita e 
imprevisible; amenaza que puede proceder tanto del Estado (tortura física, represión), 
como de otros Estados (guerra) o de otros grupos de la población (tensión étnica y de 
otro orden), o de individuos o pandillas contra otros individuos y pandillas 
(delincuencia, violencia callejera), amenazas contra las mujeres (violación, violencia 
doméstica) o los niños (maltrato de niños) o contra la propia persona (suicidios, uso de 
estupefacientes), excluyéndose los daños causados por la naturaleza. 
La seguridad física supone que los individuos no tendrían por qué temer por sus 
vidas e integridad física, ni por la vida ni la integridad física de los demás, ni tampoco 
temer por el despojo de sus bienes y propiedades, pues cualquier delito podría alterar de 
forma “súbita y dolorosa” la vida cotidiana de las víctimas, menoscabar su autoestima y 
salud física y mental. 
 
5.1.2.9. Seguridad económica 
 
Apunta a la necesidad de tener certeza en cuanto a que el individuo no se verá 
expuesto a situaciones que signifiquen un declive inaceptable en su nivel de vida, es 
decir, que amenace a su capacidad de participación en su forma de vida y que por 
consiguiente ponga en riesgo su autonomía.  
En este sentido, es preciso no confundir lo que significa seguridad limitada con la 
seguridad absoluta. La primera, se refiere a la certidumbre de un determinado sustento 
mínimo para todos sin que ello sea percibido como un privilegio; mientras que la 
segunda significa certidumbre de un determinado nivel de vida o la convicción de 
poseer lo que un grupo o persona disfruta en comparación con otros (Hayek, 1976: 155-
170).  Por tanto, cuando se habla de la seguridad económica como necesidad humana 
intermedia lo que se pretende es que al menos mínimamente toda persona tenga acceso 
a una seguridad limitada, lo que justificaría que el Estado garantizase algunas 
prestaciones sociales como las de desempleo, vejez, discapacidad, niñez, así como las 
ayudas en caso de emergencia para paliar, por ejemplo, los daños ocasionados por 






Se entiende que el Estado debe intervenir en el suministro de las prestaciones 
sociales y de emergencia antes citadas, puesto que de no actuar y dejar que ésta dependa 
de la caridad voluntaria, casual e insegura, se correría el riesgo de aumentar la 
mendicidad. Además, que las personas padezcan situaciones de grave inseguridad 
económica es injusto en sí mismo, porque supone negarles lo que les corresponde como 
personas
124
. Pero ello no significa que el Estado intervendrá arbitrariamente decidiendo 
qué persona merece el socorro y cuál no, sino que ha de actuar según reglas de carácter 
general con lo cual no podrá distinguir entre uno y otro caso de necesidad efectiva y 
distinguir a su propio juicio a quien da su ayuda y el dinero estatal como bien puede 
hacerlo la caridad privada. Asimismo, tales prestaciones tiene que proporcionarlas el 
Estado de tal manera que no estimulen a la persona receptora a confiarse en ellas,  para 
lo cual tal vez habría que facilitar el acceso para los solicitantes en caso de apuros, pero 
dificultarlo para quienes aspiran a quedarse más tiempo del debido
125
. Todo ello con 
miras a evitar que la prestación ejerza un impacto negativo sobre la motivación de las 
personas y su confianza en sí mismas, para que no sustituyan el trabajo, la habilidad y la 
prudencia por el ocio.  
Es cierto que establecer un mínimo de seguridad económica es complicado, no 
obstante, cabría suponer que ninguna persona debería sufrir la pobreza extrema, es 
decir, tener que sobrevivir con ingresos menores a 1,25 dólares al día, tal como han 
defendido las organizaciones internacionales
126
. Más aún, que ninguna persona debería 
estar obligada a realizar trabajos vulnerables o informales en los cuales carezcan de una 
protección social adecuada, o reciban una baja remuneración por el trabajo realizado o 
se enfrentan a condiciones de trabajo difíciles en las que sus derechos sean violados o 
menoscabados fácilmente. 
No obstante, la realidad es que 1.520 millones de trabajadores tienen empleos 
vulnerables, sin que su futuro sea muy prometedor, por cuanto algunas estimaciones ya 
indican que cerca de 1.000 millones de personas seguirán viviendo con menos de 1,25 
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dólares al día para 2015, lo cual corresponde a una tasa de pobreza extrema global 
apenas inferior al 16%, que afectará principalmente a África subsahariana y Asia 
meridional (PNUD, 2012: 6-7 y 10). Por consiguiente, la seguridad económica como 
necesidad humana intermedia sigue siendo una tarea pendiente en la agenda 
internacional, así como en la agenda nacional de muchos Estados. 
 
5.1.2.10. Enseñanza adecuada 
 
De acuerdo con Sen, las capacidades de leer, escribir y calcular enriquecen al ser 
humano, aumentan su calidad de vida y lo capacitan para ganarse una renta que lo libere 
de la pobreza de renta y miseria (2000: 118). Cuando se habla de enseñanza adecuada se 
hace referencia a la necesidad del aprendizaje, el lenguaje y la alfabetización para la 
expansión de la autonomía del individuo. Incluso, desde hace dos décadas viene siendo 
objeto de creciente interés por todas las organizaciones intergubernamentales que tratan 
los derechos humanos, que la educación (tanto formal como informal), haga hincapié  
no solo en el desarrollo de la libertad individual sino también en la conciencia del valor 
de toda persona por el mero hecho de serlo, es decir, que se incorpore a la educación el 




Ahora bien, hablar de una educación adecuada no se trata solo de tener acceso a la 
educación formal donde se enseñan cuestiones fundamentales que preparen a los 
estudiantes para la participación activa en la vida social para desarrollar y reforzar su 
autoestima, y por tanto, su autonomía; sino que también se trata de cómo se enseñan los 
contenidos, justamente para evitar la pasividad, la limitación de conciencia, la 
imaginación y creatividad. En otras palabras, se refiere también a tener acceso al 
aprendizaje crítico.  
Como es sabido, el acceso a la educación también es uno de los ODM, pero debe 
advertirse que no se busca  lograr la enseñanza en todos los niveles, sino al menos que 
todos los niños y niñas puedan terminar un ciclo completo de enseñanza primaria. Ese 
es el mínimo que se ha establecido como educación obligatoria, aunque bien es cierto 
que en muchos países el primer ciclo de enseñanza secundaria también se reconoce 
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oficialmente como parte de la enseñanza obligatoria. Ahora bien, cifras del PNUD 
indican que para 2010 sumaban más de 120 millones los jóvenes analfabetos: 122 
millones de jóvenes de entre los 15 y los 24 años (74 millones de mujeres y 48 millones 
de hombres) no sabían leer o escribir ni siquiera un breve y sencillo párrafo acerca de su 
vida cotidiana (PNUD, 2012:19). Y es que aunque en las últimas dos décadas, se hayan 
registrado avances significativos en la tasa de alfabetización de jóvenes, sobre todo en 
Asia meridional y en África septentrional; no puede ignorarse que para 2010 había 61 
millones de niños y niñas en edad de recibir enseñanza primaria que no asistían a la 
escuela: más de la mitad de ellos -33 millones- vivía en África subsahariana y un quinto 
del total -13 millones- vivía en Asia meridional (PNUD, 2012: 17).  
De modo que asegurar que todos los niños y niñas puedan completar la enseñanza 
primaria sigue siendo una meta fundamental pero no cumplida que afectará 
negativamente no solo al resto de los ODM sino también a la salud del infante y su 
autonomía en la adultez. Todo ello vuelve a poner de manifiesto la necesidad de una 
acción mancomunada del Estado, la sociedad civil y el sector privado para la 
satisfacción de al menos el mínimo de las necesidades humanas de su población y 
vecinos. 
 
5.1.2.11. Seguridad en el embarazo y parto 
 
La seguridad de la madre y del niño es fundamental para mantener y defender la 
cultura de la vida. Se estima que una proporción bastante significativa de las 
enfermedades sufridas por las mujeres, y que podrían causarles la muerte y la de sus 
hijos, están relacionadas con los peligros o complicaciones que pueden aparecer durante 
el embarazo y el parto. Los cuidados prenatales son necesarios para la salud, el bienestar 
y la supervivencia tanto de las madres como de los niños; por ello, la Organización 
Mundial de la Salud recomienda asistir al menos a cuatro citas de cuidados prenatales 
que incluyan, como mínimo, el diagnóstico y en su caso el tratamiento de infecciones y 







La protección de la maternidad y el cuidado de los hijos se han proclamado como 
derechos esenciales en declaraciones y convenciones internacionales
128
, siendo también 
reconocidos en leyes nacionales. De acuerdo con la Convención de Naciones Unidas 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer de 1979, la 
protección de la mujer embarazada abarca tanto el acceso a servicios de atención 
médica durante el embarazo, el parto y el periodo posterior al parto, así como una 
protección especial en el empleo (ONU, 1979: arts. 11.2 y 12), reconociéndose además 
la responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la reproducción, educación 
y el desarrollo de sus hijos (arts. 5b y 16); cuestión esta última que es fundamental, 
puesto que también el nivel de responsabilidad que se les ha dado a las mujeres sobre el 
cuidado de los niños como consecuencia de la concepción patriarcal, se ha detectado 
como otra de las causas de las enfermedades que éstas sufren. 
Del mismo modo, los embarazos no deseados o impuestos amenazan el bienestar 
físico y la autonomía de las mujeres, razón por la cual se han reconocido unos “derechos 
reproductivos”, que implican no solo facultades sino también deberes129. Estos 
“derechos reproductivos”, son de por sí discutidos y su abordaje excedería el propósito 
de este trabajo
130
, no obstante, lo que interesa subrayar es la finalidad defensiva que en 
su origen tuvieron estos derechos: defender a las mujeres de la agresión a su libertad 
consistente en imponerles la maternidad contra su voluntad, así como el impedir las 
intromisiones de los poderes públicos en la intimidad de la pareja y en su toma de 
decisiones con respecto a la procreación, bien sea imponiéndola o limitándola 
(Fernández, 2002: 162). En otras palabras, son derechos para que las parejas, y 
especialmente las mujeres, se defiendan contra las agresiones del Estado, grupos 
sociales o individuos.  
Ahora bien, hasta aquí se ha intentado dotar de contenido a los satisfactores de 
necesidades o  necesidades humanas intermedias. Por supuesto que para la satisfacción 
de dichas necesidades y la optimización de las necesidades humanas básicas, resulta 
                                                          
128
 Véase por ejemplo la Convención de Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer de 1979 y los informes de las Conferencias Internacionales sobre la 
Población y el Desarrollo de 1994 (El Cairo) y 1995 (Beijing).  
129
 Sobre las facultades o poderes de actuación, así como los deberes que implican los “derechos 
reproductivos”, consúltese Bellver, V. (2000). ¿Clonar? Ética y derecho ante la clonación humana. 
Granada: Comares, pp. 83-92. 
130
 Consúltese, entre otros, Ballesteros, J. (1995). Ecologismo personalista. Madrid: Tecnos, 
especialmente pp. 99-101; Bellver, V. (2000). ¿Clonar? Ética y derecho ante la clonación humana, Op. 
cit.; y Fernández, E. (2002). “Mujeres y técnicas de reproducción artificial ¿autonomía o sujeción?”, en 






indispensable contar con unas condiciones políticas, sociales y económicas previas, lo 
que significa que debe existir un reconocimiento de las libertades civiles, políticas y 
económico-sociales propias de la democracia. De modo que la igualdad ante la ley, el 
reconocimiento de la ciudadanía, la libertad de hablar y pensar, la libertad de investigar 
y de buscar información, la libertad de reunión y circulación de las personas, la libertad 
para participar en política y competir por los cargos, libertad de acceso a los medios de 
comunicación, libertad de acción y movimiento, la libertad para utilizar los recursos 
económicos para consumir, producir o realizar intercambios y transacciones siendo 
conscientes de las incidencias de estas operaciones en la propia vida y en la de los 
demás seres humanos, son entre otras, necesidades políticas, económicas y sociales cuya 
satisfacción es imperiosa y no puede postergarse ni descuidarse. 
Cabe añadir asimismo, que sobre las características de los satisfactores supra 
referidos se han formulado una serie de indicadores, justamente para medir cuantitativa 
y cualitativamente el grado de satisfacción de las necesidades humanas. Pero, no siendo  
parte de este trabajo de investigación entrar a describir cada uno de esos indicadores, es 
oportuno reiterar que la mejora en la satisfacción de dichas necesidades exige que la 
sociedad y cada uno de sus miembros tengan una capacidad productiva sostenible para 
crear los bienes y servicios que se necesitan para gozar de salud y autonomía. Y que esa 
capacidad de producción debe ir acompañada de una distribución tal que permita el 
acceso a los satisfactores de necesidades a la mayoría de la población, es decir, que no 
debería existir desigualdad en la satisfacción de necesidades básicas, razón por la cual  
las políticas económicas y sociales de los gobiernos no deberían “desviarse” a otorgar 
privilegios inmerecidos a unos ciudadanos con respecto a otros, so pena de generar los 
efectos contraproducentes que se describen en el capítulo VI.  
Además, a esa participación activa de los individuos y su sociedad en la satisfacción 
de las necesidades humanas básicas, habría que incorporar la generalidad del Estado. 
Ciertamente, hasta ahora no existe otro actor institucional que tenga el poder y los 
recursos necesarios para asegurar que se cumplan las condiciones políticas, sociales y 
económicas previas para la plena participación civil. Por ello se espera de aquél una 
actuación, principalmente en dos sentidos: por una parte, para la adopción de medidas y 
políticas que articuladas, en mayor o en menor grado, a través de normas jurídicas 
garanticen la satisfacción de las necesidades intermedias; y por otra parte, para el 
suministro de unos bienes y servicios públicos básicos que no pudiendo depender de la 






sociedad, siendo por tanto la extracción y gestión eficaz y eficiente de esos recursos  
indispensable para la sostenibilidad de las prestaciones estatales.  
Ahora bien, el que se requiera una actuación positiva del Estado porque tiene 
mayores capacidades, no significa suponer que éste sea el único actor responsable de 
asegurar y garantizar la satisfacción de necesidades humanas; pues como se viene 
señalando a lo largo del presente estudio, tanto el Estado (central, regional y local) 
como la Sociedad (asociaciones civiles, partidos políticos, ONGs, familias, entre otros), 
son corresponsables en esta misión, y particularmente, porque todo “derecho” lleva 
anexo un “deber”. Por tanto, la garantía de los derechos y las libertades implícitas en 
ellos depende de la interacción y acompañamiento de los sistemas económicos, sociales 
y políticos.  
Resumiendo, el Estado no es el único actor responsable de satisfacer las necesidades 
humanas intermedias y básicas, sino que el apoyo de una multitud de instituciones 
privadas, mixtas y no gubernamentales y sin fines de lucro son fundamentales para el 
logro de dicho objetivo. Por consiguiente, los individuos tienen no solo que “verse” 
como seres que participan activamente en la configuración de su propio destino, sino 
que tienen que “ser” partícipes activos y no meros receptores pasivos: “El Estado y la 
sociedad tienen un gran papel que desempeñar en el reforzamiento y en la salvaguardia 
de las capacidades humanas. Su papel es ayudar, no proporcionar algo ya acabado.” 
(Sen, 2000:75).  
 
5.2.  Necesidades humanas y Derechos Humanos 
 
La existencia de necesidades humanas ha sido utilizada para reivindicar la protección 
imperativa de derechos, pero debe tenerse presente que la existencia de una necesidad 
no implica directamente su satisfacción, ni que esa satisfacción constituya un derecho. 
Como bien apunta Mª José Añón Roig, en cuanto a que las necesidades proporcionan 
fuertes razones para afirmar que es “justo” reclamar algo a favor de alguien, hay que 
advertir:  
 
“a) que la existencia de una necesidad y la exigencia de su satisfacción son 
cuestiones de diferente orden cuya relación no puede configurarse por una 
inferencia lógica; b) que establecer la implicación entre necesidades y 
valores no comporta tampoco la relación directa entre necesidades y valores 






las necesidades humanas básicas deben ser satisfechas no comporta la 
existencia de un derecho como tal, directamente inferido de la afirmación 
anterior; d) que afirmar que las necesidades como «buenas razones» o 
«razones fuertes» pueden fundamentar los derechos humanos no significa 
que podemos conceptuar a los derechos como necesidades.” (Añón, 1992: 
113) 
 
Lo anterior significa –tal como concluye Añón- que no todas las necesidades tienen 
que verse cristalizadas en derechos, y que por consiguiente, habría que argumentar en 
cada caso qué necesidades constituyen razones de peso para entender que precisan un 
reconocimiento y cobertura jurídica. No obstante, ello no significa desconocer que las 
necesidades puedan aportar razones suficientes para hablar de derechos, pues como 
señala Hierro, desde su existencia puede justificarse la existencia también de derechos, 
es decir, que las necesidades constituyen buenas razones y de peso para fundamentar los 
derechos (1982: 57). Y más aún, que son las “necesidades” mejores razones que los 
“deseos” e “intereses” para argumentar los derechos.   
Pero Hierro también advierte acerca de la importancia de considerar otros elementos, 
aparte de las necesidades, a la hora de hablar propiamente de derechos:  
 
“Sólo podemos sostener como derechos aquellas necesidades humanas que 
exigen su satisfacción de forma incondicional, cual si se tratase de un fin en 
sí mismo, y sólo cuando existan posibilidades de satisfacerlas, cuando 
podamos imponer sobre otros los correlativos deberes «según sus 
posibilidades»” (1982: 61).  
 
De modo que además de la existencia de la necesidad, se requiere que su satisfacción 
no dependa del acceso o disponibilidad de bienes contingentes, pues entonces no se 
estaría hablando de derechos incondicionados y absolutos de las personas que son 
precisamente independientes de sus condiciones sociales concretas –caso de los 
derechos humanos-, sino más bien de derechos relativos relacionados con asuntos de 
justicia social y que su satisfacción depende del contexto social, es decir, que son  
contingentes (Zimmerling, 2004: 88-89). Pero así como deben existir los medios para la 
satisfacción de las necesidades, también es importante la existencia de los actores o 
sujetos sobre los cuales recaerá el deber correlativo de satisfacerlas de acuerdo con sus 
posibilidades.  Es decir, aquel o aquellos que tendrán la responsabilidad de satisfacer las 
necesidades humanas o en su caso el lugar o la agencia a donde deberán dirigirse las 






La manera en la que vienen entendiéndose los derechos en la sociedad actual, tras la 
penetración del enfoque utilitarista e individualista –que tiene como base el 
contractualismo utilitarista inglés de Hobbes y Locke
131
-, realzan el carácter natural, y 
por tanto primario, de los derechos, en detrimento de los deberes que se consideran 
sociales y secundarios, invirtiéndose de esta manera el contenido esencial de toda ética, 
que no es otro que el desarrollo de los deberes del hombre para consigo mismo, para 
con los otros y para con la Humanidad (Robles, 2006: 34).  
Del mismo modo, los discursos retóricos e ideológicos de los que gobiernan o 
aspiran a gobernar, han exaltado los derechos en contraposición a los deberes, 
fomentando la creencia de que quien tiene el deber frente al presunto titular del derecho, 
es exclusivamente el Estado, y en particular el Gobierno de turno (compartida a veces 
con organismos internacionales). Dicho de otro modo, que los derechos humanos y los 
derechos fundamentales, así como la satisfacción de las necesidades, intereses o deseos 
asociados a aquéllos, son responsabilidad exclusiva de los Gobiernos o la Comunidad 
Internacional, liberándose así a los ciudadanos de la responsabilidad de asumir tareas 
que tienen que ver con su realización personal y la de los suyos. De lo cual también 
podría interpretarse que los derechos están solo para que cada quien haga lo que le 
parezca (al más puro estilo del niño mimado o narcisista), en lugar de entenderse e 
internalizarse que los derechos son cauces de libertad y mecanismos de exigencia ante 
el poder para que las personas puedan concluir sus proyectos personales de vida 
asumiendo en el proceso la responsabilidad que a cada uno concierne (Robles, 2006: 29 
y 46) 
Pero la desconexión entre derechos y deberes, así como la desvalorización del 
importante rol que juegan los ciudadanos como fuerza social en la defensa y protección 
de los derechos humanos, y con ello, su decisiva participación para que se disponga de 
los medios, bienes y servicios para la satisfacción de necesidades humanas, se explica 
en parte, primero, por la casi ausente referencia directa a los deberes en textos 
internacionales de relevancia como la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(DUDH) de 1948, ello curiosamente pese a que la cuestión figuraba en la agenda de la 
Comisión de Derechos Humanos siendo presentadas algunas consideraciones y 
aportaciones por parte de destacadas personalidades, incluso de sociedades no 
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. Y segundo, por las desafortunadas redacciones que se han dado a las 
disposiciones contenidas en tales instrumentos internacionales como, por ejemplo, la 
que se establece en el artículo 22 de la DUDH: 
 
“Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad 
social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación 
internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada 
Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, 
indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.” 
 
 
La interpretación del referido artículo, ha dejado de lado (o en el mejor de los casos, 
en un segundo plano) el sentido del deber y responsabilidad de las personas consigo 
mismas y con las demás, soslayándose así el potencial de la iniciativa individual y 
colectiva de los seres humanos, lo cual poco ayuda a recuperar en el ámbito de la moral, 
la idea de humanitas o fraternidad.  
Por lo general, se pasa por alto el artículo 29 de la mencionada Declaración que dice: 
“Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede 
desarrollar libre y plenamente su personalidad.”, cuestión que es relevante puesto que 
como señala Gregorio Robles la sociedad no existe sin individuos, pero tampoco éstos 
sin ella; con lo cual es el deber y no el derecho (en su sentido subjetivo) lo que une al 
individuo con el grupo. “Un grupo social no puede funcionar si sus miembros 
componentes, los individuos, no cumplen en general sus deberes.” (Robles, 2006:37)  
Incluso, el mismo Informe de Desarrollo Humano del PNUD de 1994, señala que la 
preocupación por los derechos e intereses de todos los seres humanos actuales y futuros 
solamente puede ser efectiva mediante una combinación de esfuerzo individual y apoyo 
institucional (PNUD, 1994: 22-23). Esto significa que es fundamental la acción 
combinada de la iniciativa individual y las instituciones públicas, sobre todo porque la 
seguridad humana no es únicamente una cuestión política sino también social, en el 
entendido que comienza desde la propia experiencia de las personas, es decir, que es un 
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sentimiento, razón por la cual cada quien tiene su propia visión (conforme sean sus 
circunstancias inmediatas) de lo que es la seguridad
133
.  
Y es que la idea de seguridad concierne a todos, tanto al Estado como a los 
individuos y a la sociedad. Las personas no son solamente seres pasivos y receptores de 
seguridad, o simplemente víctimas de su ausencia, sino también son sujetos activos 
capaces de contribuir en la identificación y ejecución de soluciones al problema de la 
inseguridad (Tadjbakhsh y Chenoy
 
: 2007, 168), por lo que su compromiso con ella es 
vital. Esto significa entonces que la seguridad humana no es únicamente un derecho 
sino también una obligación. 
De modo que no solo es cuestión de exigir al Estado que satisfaga necesidades, sino 
también comprender y asumir que probablemente parte de esas necesidades pueden 
asegurarse por vía de iniciativas privadas o mixtas, lo que supondría no tener que 
trasferir al Estado todos los “medios independientes” de los ciudadanos, sino lo justo y 
suficiente para que financie y garantice su actividad más restringida en lo político, 
social y económico. Así la satisfacción de las necesidades humanas, y sobre todo su 
optimización, no tendrían por qué continuar siendo ocupaciones “exclusivas” del Estado 
(Gobierno), sino que retornarían a ser motivo de preocupación y ocupación de los 
ciudadanos; al mismo tiempo que los deseos y caprichos infinitos volverían a ser 
responsabilidad de cada individuo habida cuenta que cada quien tiene una idea de lo que 
es una vida feliz.    
Ahora bien, habiendo reiterado una vez más que el Estado y la Sociedad y sus 
miembros tienen una corresponsabilidad en la defensa de los derechos humanos y en la 
satisfacción y optimización de las necesidades humanas; que son corresponsables en la 
tarea de liberar al ser humano del miedo a la opresión y a la tiranía, así como también a 
la menesterosidad social del hambre, de la miseria y de la incultura
134
; cabría entonces 
hacer algunos comentarios acerca de si todos los Derechos Humanos son expresión de 
necesidades humanas básicas y si deben proveerse todos los bienes asociados a dichos 
derechos. 
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Si retomamos las advertencias de Añón –ya citadas anteriormente- en cuanto a que, 
primero, las necesidades pueden ser buenas y fuertes razones para fundamentar los 
derechos humanos, pero que ello no significa que se pueda conceptuar a los derechos 
como necesidades; y segundo, que la existencia de una necesidad no implica 
directamente la existencia de un derecho y por tanto la exigencia de una satisfacción; 
cabría suponer entonces que así como no todas las necesidades constituyen 
automáticamente derechos, tampoco no todos los derechos humanos se fundamentan en 
necesidades sino también en deseos, intereses y aspiraciones. Por consiguiente, no todos 
los derechos humanos y derechos fundamentales tienen por qué convertirse en 
prestaciones y servicios a ser suministrados por los Estados, dado que algunos de ellos 
pertenecen a la esfera privada de los individuos, por lo que para su satisfacción solo 
bastaría con que los Estados se limitasen a no hacer. En otras palabras, lo que se quiere 
significar es que existen derechos tanto políticos y civiles como económicos, sociales y 
culturales que requieren un deber negativo de abstención, de no injerencia y de no 
intromisión del Estado, así como existen otros donde la función asistencial del Estado es 
esencial, independientemente que se trate de derechos de primera o de segunda 
generación (Fernández, 2006: 119-120). Si bien a esta cuestión se volverá más adelante, 
vale por ahora que se examinen algunas disposiciones contenidas no solo en la DUDH 
sino como también en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), 
entre otros; para constatar que algunos derechos están fundamentados más en 
aspiraciones, intereses y deseos, en lugar de solamente necesidades básicas humanas, lo 
que bien podría explicarse por el contexto histórico que determinó la elaboración de 
tales declaraciones y que necesariamente exigieron que las proclamaciones de derechos 
se convirtieran en un ideal social a ser alcanzado por la Humanidad. 
 
Si se efectúa una lectura del artículo 25 de la DUDH que establece: 
 
“Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así 
como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el 
vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; 
tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, 
invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de 








Y si del mismo modo, se realiza un repaso del artículo 3 del PIDESC que dispone 
que los hombres y las mujeres deben “gozar” de todos los derechos económicos, 
sociales y culturales enunciados en el mencionado Pacto (ONU, 1966); pareciera ser 
que en principio no hay límites ni techos en los derechos. De modo que si se entiende 
que todos los derechos humanos son expresión de necesidades humanas básicas, 
entonces cabría pensar igualmente que las necesidades humanas básicas son infinitas y 
no pueden determinarse objetivamente.  
Empero como se ha puesto de manifiesto en los epígrafes precedentes, sí que es 
posible determinar objetiva y universalmente las necesidades básicas e intermedias de 
los seres humanos, razón por la cual también los derechos tienen un límite, del mismo 
modo que las prestaciones y servicios del Estado, porque los recursos (económicos, 
ecológicos, etc.) no solo son limitados sino también escasos, y en los tiempos que 
corren aún más. 
Son varios los autores que aceptan que la dimensión prestacional de los derechos 
fundamentales está extraordinariamente condicionada por las posibilidades financieras 
del Estado
135
. No ignorando el condicionamiento económico de los llamados derechos 
sociales, Pedro Serna aboga por considerar que éstos “integran una parte central en 
una teoría de los derechos, pero no son derechos”, con lo cual vendrían a ser más unas 
condiciones de posibilidad (ex parte facti) de los derechos, sin las cuales no sería 
posible el disfrute y ejercicio real de los mismos. Los derechos sociales serían 
“…ingredientes fundamentales del bien común y, por tanto, la actividad estatal debe 
ocuparse de su protección, promoción y defensa. Pero no es razonable hablar de un 
derecho ni, por parte del Estado, de un deber de prestación en sentido estricto, sobre 
un objeto que no es posible dentro de un determinado sistema económico.”  (Serna, 
1997: 286-287) 
Obsérvese que cuando en los textos internacionales -como los ya mencionados- se 
hace alusión al derecho a la salud, no se especifica a qué tipo de salud se tiene derecho 
(si es solo a la atención primaria o más allá de ella), lo que ha sido entendiendo por 
muchos como que se trata del derecho a toda la salud. Tampoco se establece un derecho 
a la educación primaria sino a la educación y a la cultura, sin que se determinen  niveles 
de complejidad. Se instituye el derecho a la vivienda, pero sin especificarse de qué tipo. 
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Se dispone el acceso al empleo o trabajo, lo que ha sido entendido por algunos como 
que existe un derecho al pleno empleo. Del mismo modo ocurre con las prestaciones 
sociales para contingencias, que más que temporales se han interpretado como 
prestaciones permanentes. Y así, ha sido la generalidad de los enunciados referidos a los 
derechos económicos, sociales y culturales, lo que ha abierto la puerta a un uso abusivo 
del discurso de derechos humanos, y particularmente de los derechos sociales, con sus 
efectos nocivos. 
De hecho, son varios los autores que subrayan que la “devaluación conceptual y el 
cinismo práctico” al cual ha sido sometida la noción de derechos humanos, puede 
generar efectos contraproducentes y hasta moralmente peligrosos; de allí la importancia 
de no confundir derechos humanos con justicia social (Zimmerling, 2004: 89). Se ha 
dicho también que: 
 
 “En el mejor de los casos, una retórica prematura de derechos puede tener 
sentido e impacto políticos. La invocación de “derechos de manifiesto” del 
tipo promulgado en Cartas y Declaraciones recuerda y subraya ideales que 
pueden guiar la agitación, la política o la legislación en la lucha por 
derechos institucionalizados reclamables. El sonoro ideal de los derechos 
humanos…puede galvanizar a personas que antes se autoconcebían como 
meros súbditos…Puede ser que lleguen a autoconcebirse como 
ciudadanos…capaces de insistir en que la justicia ha sido violada y reclamar 
lo que se le debe. Pero, en el peor de los casos una retórica prematura de 
derechos puede inflar las expectativas y, al mismo tiempo, ocultar la falta de 
derechos reclamables.” (O’Neill, 1996: 133)136.  
 
De modo que aunque pueda ser muy atractiva y tentadora la idea de usar la etiqueta 
de “derechos humanos” para toda reivindicación dada su fuerza moral, debe evitarse 
que se infle su sentido so pena de perder cada vez más valor. Por tanto, la formulación 
general y sin adjetivos de los derechos humanos no debe entenderse como que los seres 
humanos tengan derecho a todo y a la satisfacción de todo porque si hay una realidad 
que es innegable, es la cuestión de la escasez.  
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Y es que, en la práctica, la realidad es que todavía debe pensarse en términos de 
economía (y probablemente siempre haya que hacerlo, así como a la par hay que tener 
en cuenta la ecología), por lo que no se puede ignorar que la tarea de suministrar unos 
bienes y servicios públicos debe efectuarse dentro de las limitaciones de la economía y 
ecología. Por tanto, así como no puede crearse dinero a espaldas de la economía real, 
tampoco pueden ofrecerse y prometerse bienes y servicios que no tienen su 
contrapartida en trabajo, productividad, riqueza y sostenibilidad real. De allí, que es 
preciso optimizar la relación entre nivel de necesidad, cantidad de beneficiarios y 
capacidad de sustento de la naturaleza
137
, así como también hay que reconocer que 
existen reivindicaciones legítimas pero al mismo tiempo abusos de derechos como 
consecuencia de la revolución de los títulos en ascenso
138
. Además, que probablemente 
si se suman los costes de todos los objetivos sociales establecidos por las sociedades 
desarrolladas, se hallará que ni siquiera estos países tienen los recursos suficientes para 
alcanzarlos todos simultáneamente, por lo que los problemas de elección son 
ineludibles. 
Por consiguiente, aun cuando se reconozca la idea de indivisibilidad de los derechos 
humanos, no puede desconocerse que es una tarea urgente precisar los bienes y servicios 
públicos que han de proveerse como medios para la satisfacción de las necesidades 
humanas básicas. Y entiéndase que cuando se emplean términos como “suministrar”, 
“proporcionar”, “promocionar”, “promover”, “facilitar”, entre otros, no se está hablando 
de un deber de “gratuidad”, puesto que la realidad (antipática o no) es que la garantía de 
los derechos y la satisfacción de necesidades humanas cuestan dinero, y que quienes 
hacen posible costearlos son los seres humanos que son productivos, tanto directa como 
indirectamente (vid. Cap. IV, epígrafe 4.3).  
 
5.3. Bienes y servicios públicos  
 
La satisfacción de las necesidades humanas, e incluso su optimización, precisan el 
acceso a determinados bienes y servicios, que pueden ser de orden público y/o privado. 
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En particular, cuando se habla de un bien o servicio público se suele asociar 
inmediatamente con una actividad financiada y llevada a cabo por el Estado -y en 
particular por sus organizaciones a cualquier nivel: central, regional, local, etc.-, para 
satisfacer necesidades de su población. No obstante, el concepto es mucho más amplio.  
Un bien para considerarse público no tiene por qué necesariamente ser suministrado 
exclusivamente por el Estado, pues bastaría con que estuviese bajo un cierto control y 
regulación de éste. Lo que sí es importante es su consumo, porque son bienes públicos 
los disfrutados por muchos y no por un solo consumidor (Sen, 2000: 323), es decir, que 
son bienes públicos aquellos que se consumen “conjuntamente” por todas las personas y 
no de manera individual.  
Así pues, la defensa, la policía, la protección del medio ambiente, entre otros, son 
ejemplos claros de bienes públicos en cuanto al carácter “conjunto”, “común” de su 
consumo. Pero hay otros casos, en los que el consumo de determinado bien, siendo en 
principio de consumo individual, puede derivar en un beneficio para otros, por lo que 
también se concibe la existencia de bienes semipúblicos y es el caso por ejemplo de la 
educación básica, que siendo inicialmente consumida individualmente por un 
estudiante, en su expansión general podría facilitar el cambio social y contribuir a 
mejorar el progreso económico del cual igualmente se beneficiarían otros (Sen: 2000: 
161-162).   
Por tanto, en cuanto a su origen, un bien público puede ser propiamente público 
(porque proviene del sector estatal), semipúblico (asociación de lo estatal y no estatal, 
mixto) o privado; siendo lo relevante en cualquier caso que el bien, para ser considerado 
realmente público, sea consumido y disfrutado por los miembros de la sociedad como 
colectivo.  
Más no puede ignorarse que en la mentalidad de mucha gente está fuertemente 
arraigada la idea de que los bienes y servicios públicos son los exclusivamente 
“pagados” y suministrados por el Estado para ser consumidos individualmente, aunque 
incluso con ello pueda reducirse la disponibilidad de dicho bien para otros. Más aún, 
muchos ciudadanos olvidan que los bienes y servicios que proporciona el Estado para 
satisfacer necesidades o deseos no son gratuitos, pues se financian con los recursos 
económicos que les han sido extraídos a los ciudadanos mediante los impuestos y 
tributos. Pero lamentablemente tales maneras de pensar se han extendido y penetrado en 
la sociedad actual, hasta el punto de hacer creer a las personas erróneamente que tienen 






provee el Estado omnipotente y mágico. Y justamente es esta mentalidad lo que ha 
terminado por sobrepasar técnica y económicamente las capacidades del Estado, al no 
poder éste, obviamente, satisfacer una lista cada vez mayor de bienes y servicios que 
responden tanto a necesidades humanas como a deseos y aspiraciones infinitas. 
Por tanto, recuperar la capacidad de funcionamiento del Estado, especialmente en los 
países más desarrollados y los en vías de desarrollo, implicaría lograr una 
administración y gestión eficaz y eficiente, no solo de los bienes económicos que se 
extraen de la sociedad sino también de los bienes y servicios que suministra el Estado, 
además, que es menester no olvidar que: 
 
“Para proporcionar con eficacia los bienes públicos, no sólo tenemos que 
considerar la posibilidad de que intervenga el Estado y de que se encargue 
de proporcionarlos, sino que también debemos analizar el papel que puede 
desempeñar el desarrollo de valores sociales y de un sentido de 
responsabilidad para reducir la necesidad de que intervenga el Estado.” 
(Sen, 2000:323) 
 
Como se observa, nuevamente se exalta la relevancia del deber de los ciudadanos, la 
importancia de la “asunción responsable de las propias obligaciones”. Y es que como 
bien afirma Emilia Bea, cuando se habla de derechos la apelación al deber o a la 
responsabilidad no se presenta como una alternativa, sino como un complemento 
ineludible; de allí que habría que rehabilitar el lenguaje de los deberes (que dicho sea de 
paso trasciende la cultura occidental)
139
, para entonces lograr un orden social más justo 
y potenciador de la autonomía personal (Bea, 2013:56). 
Desde el punto de vista del investigador, el Estado debería centrarse especialmente 
en el financiamiento y suministro de unos bienes y servicios públicos básicos que están 
asociados particularmente con la función estatal de proporcionar protección. El 
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 En las sociedades china, japonesa, africana, musulmana o hindú, la base primera para asegurar la 
existencia humana son los deberes y no los derechos. Del mismo modo, en tales sociedades, a diferencia 
de Occidente, la unidad fundamental de la vida social es la familia, no el individuo; además que la vía que 
se considera más adecuada para regular la convivencia es la reconciliación o la educación (carácter ético) 
y no la primacía de la ley general y abstracta. Las escasas y genéricas alusiones a los deberes, 
especialmente en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, hace imprescindible reformular, o 
al menos complementar o reinterpretar dicho texto a partir de su artículo 29, o incluso, elaborar una 
Declaración Universal de deberes, para rescatar la conexión entre derechos y deberes. Véase Monzon, A. 
(1992). “Derechos Humanos y diálogo intercultural”, en Ballesteros, J. (ed.), Derechos Humanos. 
Concepto, fundamentos, sujetos. (pp. 116-133), Madrid: Tecnos, pp. 120-121; la Declaración de 
responsabilidades y deberes humanos de Valencia de 1999, adoptada por un grupo de alto nivel presidido 
por Richard J. Goldstone bajo los auspicios de la ciudad de Valencia y la UNESCO promovida y 
organizada por ADC Nouveau Millénaire con la Fundación Valencia Tercer Milenio. También más 
información sobre cómo la noción del deber es valiosa en las culturas hindú, budista y confucionista, 






cumplimiento de esa tarea supondría la satisfacción de necesidades humanas 
intermedias, que redundarían en la buena salud física y mental de la persona, así como 
en su autonomía. Esos bienes y servicios públicos básicos deberían concebirse como un 
mínimo aceptable o mínimo decente que por razones de justicia el Estado estaría 
obligado a garantizar. Y en este marco, no solo habría que considerar los bienes y 
servicios asociados con derechos económicos, sociales y culturales (derechos sociales), 
sino también los vinculados a los derechos civiles y políticos; ello porque como se ha 
dicho anteriormente, no son solo los derechos sociales los que imponen obligaciones 
positivas por parte del Estado
140
. 
Así pues, el Estado tendría el deber exclusivo de crear, organizar y mantener las 
instituciones políticas, judiciales, penales, administrativas, policiales, etc., que sean 
indispensables para garantizar la seguridad personal, jurídica y política de las personas. 
Además, tendría un deber para con el suministro de la seguridad económica (como 
proveer oportunidades económicas y con ello proporcionar una moneda nacional, 
permitir el comercio, facilitar vías de comunicación y transporte, así como promover el 
acceso al empleo remunerado) y la seguridad social, es decir, en el suministro de una 
asistencia a los niños y niñas en edad escolar (educación primaria o elemental), una 
asistencia sanitaria primaria (disponibilidad de agua potable, sistemas de eliminación de 
excretas y aguas residuales, atención a la mujer embarazada e infantes, lucha contra 
enfermedades infecciosas, nutrición adecuada); en promover el acceso a una vivienda 
mínima y el vestido suficiente como para preservar la salud y la capacidad de trabajo; al 
igual que proporcionar prestaciones sociales de emergencia o ante calamidades 
genuinamente asegurables: enfermedad, accidente, vejez, desempleo, terremotos, 
inundaciones. 
La función protectora del Estado,  ya se ha mostrado que es uno de los quehaceres 
más antiguos que desempeña el Estado desde sus orígenes; más aún, que la necesidad de 
seguridad fue una de las grandes razones que motivaron la creación del Estado. Más 
contemporáneamente, se habla de la importancia de la “seguridad humana”, es decir, de 
la seguridad contra amenazas crónicas como el hambre, la enfermedad y la represión, 
además de la protección contra alteraciones súbitas y dolorosas de la vida cotidiana, ya 
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 Sobre las objeciones y contraobjeciones a los derechos económicos, sociales y culturales (derechos 
sociales), véanse Fernández, E. (2006). “Los derechos económicos, sociales y culturales”, en Megías 
Quirós, J.J. (Coord.). Manual de derechos humanos. Los derechos humanos en el siglo XXI. (pp. 103-
121) Navarra: Editorial Aranzadi, p. 114-121; Bea, E. (1995). “Los derechos sociales y sus posibilidades 






sea en el hogar, en el empleo o en la comunidad; concepto éste que vale advertir que es 
más restringido que el de “desarrollo humano” que pasa justamente por la ampliación de 
la gama de opciones de que dispone la gente (PNUD, 1994:26-27). 
Los bienes y servicios públicos asociados con la seguridad humana, son los que 
precisamente se entienden como el mínimo de justicia que un Estado debería garantizar. 
Las cosas que exceden el nivel mínimo supra referido bien podrían ser suministradas 
por los Estados que tengan la capacidad técnica y económica para permitírselo, incluso 
previendo la posibilidad de que sea la sociedad civil la que los gestione. Tal nivel 
mínimo o aceptable de bienes y servicios permitiría hacer al Estado viable (ni fuerte ni 
débil), pero sí al menos capaz de enrumbarse a cumplir su fin, no solo social sino 
también histórico: en lo social, ese fin consistiría en organizar y activar la cooperación 
social-territorial para armonizar todas las oposiciones de intereses dentro de su zona 
geográfica delimitada (Heller, 1961:221). En lo histórico, sería no únicamente alcanzar 
y mantener la paz (Hobbes), proteger (Locke-Hayek-Nozick), ser la expresión del 
interés común político (Gurvitch), garantizar la libertad externa (Kant), sino también 
cultivar la virtud de los ciudadanos aristótelica
141
, es decir, permitir a las personas 
desarrollarse como ciudadanos buenos y justos preocupados por el conjunto, por el bien 
común y con sentido de la mutua responsabilidad en la consecución de una sociedad 
justa y capaz de mantenerse o preservarse en el tiempo.  
Obsérvese, además, que el Estado viable que se propone, no significa un retorno a la 
no intervención estatal en la economía, es decir, a que predominen las fuerzas del 
mercado como en la década de los 30’ del siglo pasado y en la era actual, sino que el 
Estado intervenga en la dirección correcta procurando la libertad de mercado, de 
empresa y del individuo, rescatando su presupuesto ético y su compromiso por 
promover las excelencias humanas. Nótese también que el Estado que se propone no 
pretende negar, subordinar o postergar la satisfacción de los derechos sociales, sino 
advertir que dentro de esos derechos hay que dar prioridad a los que tienen su base o 
derivan de necesidades básicas y esenciales para evitar daños graves en la persona, y 
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 De acuerdo con Aristóteles, “cultivar la virtud de los ciudadanos” es el fin supremo de la asociación 
política:  “…la ciudad que verdaderamente pueda llamarse así, y no sólo de nombre, ha de tomar cuidado 
de la virtud, pues sin esto la comunidad se convierte en alianza militar…[…] Sin esto igualmente la ley es 
una mera convención […] una garantía de los derechos recíprocos, pero no será capaz de hacer a los 
ciudadanos buenos y justos. […] la ciudad no es la comunidad de lugar, con el fin de prevenir agravios 
recíprocos y fomentar el comercio. Estas cosas son sin duda condiciones necesarias para la existencia de 
la ciudad, mas no porque se den todas ellas existirá ya la ciudad… […] El fin de la ciudad es la vida 
mejor, y aquellas cosas son medios a este fin.” Véase Aristóteles. Política, Libro III, Cap. V, en Gómez 






que son justamente sobre los que se fundamenta objetivamente la necesidad de 
intervención del Estado. Asimismo, el Estado que se propone no niega o desconoce la 
importancia de la seguridad humana ni la relevancia de la prevención temprana de las 
amenazas a dicha seguridad en sus siete componentes interdependientes -económico, 
alimentario, en salud, medioambiental, personal, de la comunidad y político- (PNUD, 
1994: 28-37), sino que ante todo es un Estado que defiende la idea de que velar por la 
seguridad humana no significa quitarle a la gente la responsabilidad y la oportunidad de 
regir su vida (empowerment of the people) y de ser partícipe activo en la vida de su 
sociedad. Por tanto, el Estado viable, que como se ha dicho no es ni débil ni fuerte, pero 
sí con un potencial para cumplir su fin social e histórico podría expresarse en los 
términos siguientes: 
 Figura No. 6 























Se trata pues de un Estado capaz de proveer los bienes y servicios públicos que 
corresponden a un mínimo de justicia utilizando como fuente de financiamiento los 
recursos extraídos de la propia sociedad sin que dicha extracción implique un deterioro 
en la capacidad individual de proporcionarse o satisfacer sus propios deseos; todo ello 
como consecuencia de un proceso de negociación Sociedad-Estado donde se respeta la 
rendición de cuentas tanto por parte de la ciudadanía como de los operadores políticos. 
Adviértase también que en el Estado viable la función extractiva/tributaria de la 
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organización política, no tendría por qué ir más allá de una extracción interna, es decir, 
de una explotación exclusiva de los intereses del Estado (en los casos que éste sea 
propietario) y de la fijación de unos impuestos directos e indirectos, recurriéndose al 
endeudamiento interno, únicamente en casos de emergencia y especial vulnerabilidad 
(restricciones al Estado Secuestrador). Es decir, que el endeudamiento interno para 
financiar funciones básicas del Estado sería un arma de último recurso, y de ser 
imprescindible el endeudamiento externo, lo que se esperaría es que ese endeudamiento 
no superase la capacidad de ahorro de dicha sociedad, para lo cual se supone que existen 
los límites de endeudamiento. 
La razón por la cual se considera que el Estado viable no debiera ampliar la función 
extractora de lo interno a lo externo (endeudamiento con otros Estados y sociedades) es 
que se parte de la idea de que si los Estados tienen una correcta administración y gestión 
de los ingresos generados por su propia sociedad, incluyendo la explotación de sus 
propios intereses o sus propiedades (si los tuvieran) y los derivados del sistema 
impositivo –proporcional y por tanto progresivo, más no abusivo142-; éstos serían 
suficientes para financiar la acción justa y mínima del Estado. Más aún, que en caso de 
ser necesario el endeudamiento del Estado por cuestiones coyunturales, los tenedores de 
esa deuda deberían ser sus propios ciudadanos para, por un lado, demostrar así su 
confianza y lealtad para con su Estado, y por el otro, para garantizar que el pacto 
político-social sea bipartito (Estado y su sociedad) y no tripartito (Estado, su sociedad y 
sus acreedores extranjeros). 
Y es que como ya se viene reiterando, cuanto mayor sea la lista de bienes y servicios 
públicos exigidos por los ciudadanos al Estado, mayor será su extracción de recursos 
económicos a la sociedad, por lo que también deberá ser mayor el compromiso de la 
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 Téngase presente que si la tasa impositiva es lineal, o sea, que se fija por ejemplo en un 30% para 
todos los ciudadanos, aquel que gane por ejemplo 10.000 euros al año, pagará 3.000 euros de impuestos 
anualmente, mientras que el que gane 100.000 euros al año pagará 30.000 euros de impuestos, es decir, 
que quién gana diez veces más paga diez veces más impuestos. Por tanto, se estaría prácticamente 
hablando de por sí de  un impuesto progresivo. Ahora bien, cuando la tasa impositiva es más que 
progresiva y por tanto abusiva, ocurre que aquel que gana 10.000 euros al año es pechado con una tasa del 
30% mientras que el que gana 100.000 euros al año lo es con una tasa del 50%. En tal caso, el primero 
continuaría pagando 3.000 euros de impuestos al año, mientras que el segundo 50.000 euros al año, lo que 
al final se traduce en que aquel que tiene ingresos 10 veces superior al primero, paga 16.67 veces más que 
el primero. Todo lo anterior supone que en el primer caso (en el que la tasa impositiva es lineal), tanto los 
que ganan más como los que ganan menos conservarán el 70% de su ingreso para su propio consumo y 
ahorro. Mientras que en el segundo caso (tasa impositiva más que progresiva), los individuos de mayores 
ingresos se verán limitados a consumir y ahorrar tan solo el 50% de su ingreso, lo cual dista del supuesto 
de que todos los ciudadanos somos iguales y por tanto debemos hacer los mismos esfuerzos y sacrificios. 







sociedad por producir, generar y entregar al Estado sus recursos para la satisfacción de 
la lista de bienes y servicios que demanda. Al mismo tiempo, mayor deberá ser el 
compromiso del Gobierno por respetar los acuerdos alcanzados por los grupos sociales 
(pactos intrasociales e intergrupales) y por rendir cuentas de la gestión de los recursos 
extraídos a la sociedad. Igualmente, la sociedad deberá velar por el respeto de los 
acuerdos sociales concretados, evitando que quienes forman parte de la sociedad 
desconozcan los valores identitarios y amenacen la continuidad de la cohesión social, a 
su vez que debe evaluar críticamente la acción de los poderes públicos (políticos). Así 
pues, el respeto de los acuerdos políticos-sociales por ambas partes y el accountability 
resultan vitales para la determinación de las responsabilidades tanto del Estado como de 
la Sociedad en cuanto a la oferta y demanda de bienes y servicios públicos. 
Lo anteriormente descrito, refleja la existencia de una dinámica progresiva en tres 
sentidos, que justamente a lo largo de esta investigación se han expresado en tres 
vectores:  
 El denominado “Aptitud política-social”, que representa la función extractora  
del Estado, pero al mismo tiempo la función generadora de recursos de la 
Sociedad, entendiéndose entonces que la aptitud política-social constituyen 
medios para el logro de los fines.  
 El llamado “Voluntad política-social”, que considerándose también un medio 
para alcanzar los fines, se diferencia del anterior en el sentido en que el tipo de 
facultad del Estado que se subraya acá no es de tipo económico, sino más bien 
de tipo jurídico y moral. Ello, porque el vector expresa la actitud, disposición 
y/o intencionalidad tanto de los gobernantes como de los gobernados para 
asumir la responsabilidad que les corresponde; siendo elementos útiles para 
medir la voluntad de obrar bien o mal, o simplemente de no obrar ni bien ni mal 
(tanto del Gobierno como de la Sociedad), la negociación y respeto de los 
acuerdos políticos-sociales y el accountability (tanto horizontal como vertical).  
 El de los “Bienes y servicios públicos”, como resultado de los fines del Estado 
y que se percibe como subordinado a los medios, es decir, que el Estado antes de 
producir y proveer cualquier bien o servicio público debería poseer la capacidad 
política técnica, económica, social (ecológica) para hacerlo, esto es, que tanto las 
instituciones organizativas y administrativas que son expresión del Estado así 






habilidades para obrar (vector aptitud), pues de esto dependerá la satisfacción de 
necesidades humanas básicas, así como la posible satisfacción de deseos, 
intereses y preferencias.  
 
Lo anterior supone que la negociación entre los distintos grupos sociales y de la 
Sociedad (como un todo) con el Estado debe darse en tres sentidos. El primero, tiene 
que ver con determinar la cantidad y calidad de bienes públicos que deberán ser 
suministrados por el Estado a la Sociedad. El segundo, con definir el nivel de extracción 
o la contribución que debe hacer la Sociedad al Estado en términos de impuestos y otras 
contribuciones, incluyendo también el financiamiento interno o garantías para el 
financiamiento externo. Y el tercero con la responsabilidad del Estado de rendir cuentas  
sobre el uso dado a los recursos entregados por la Sociedad y  a su vez de la Sociedad 
sobre su contribución al Estado.   
Sobre las distintas posibilidades de este proceso de negociación y los posibles 

















VI. MODELO DE LOS TRES VECTORES PROGRESIVOS 
La preocupación por devolver al Estado su capacidad para cumplir con sus funciones 
básicas, ha supuesto efectuar un examen tanto de sus fines como sus medios. Se ha 
dicho que la capacidad política y social del Estado, entendida como el producto de las 
aptitudes/habilidades y voluntades de quienes gobiernan y de quienes aceptan ser 
gobernados, es fundamental para la consecución de los fines del Estado; bien para lograr 
crearlo y formarlo o también para recuperarlo y hacerlo viable.  
El análisis hasta ahora realizado ha puesto al investigador frente a un modelo de 
dinámica progresiva en tres sentidos: “aptitud política-social”, “voluntad política-
social” y “bienes y servicios públicos”. Y lo que se pretende a continuación es explicar 
cómo funciona dicho modelo y qué efectos podrían esperarse de su operatividad. Para 
ello, antes hay que advertir que la clasificación de grupos sociales que se efectúa (A, B, 
C y D), en ningún momento responde a la clase económica de las personas que lo 
forman, ni al tipo de trabajo o empleo que realizan
143
, sino que tiene que ver más con su 
idea  de lo que significa el Estado y la relación que debe existir entre aquél y la 
Sociedad; con su conciencia política, ética y el compromiso con el deber ser 
(responsabilidad). Asimismo, cabe señalar que el modelo, pese a haber sido expresado 
en términos estáticos, permite identificar y explicar las transformaciones dinámicas que 
existen en una sociedad a través del tiempo, e incluso, puede contribuir a análisis 
prospectivos y retrospectivos de diversos países. 
El modelo de los tres vectores progresivos lo que indica es que cuanto más se escale 
en cualquiera de los vectores, necesariamente debe escalarse en la misma proporción en 
todos los demás, si se desea un equilibrio. De modo que, si la sociedad aspira a obtener 
más bienes y servicios públicos que los considerados como mínimos, tendrá que estar 
dispuesta a incrementar su contribución al Estado, lo que pasa también por incrementar 
sus capacidades técnicas e intelectuales para producir y generar los recursos que se 
precisan, además que habría que establecer nuevos acuerdos político-sociales y 
mecanismos de accountability que regulen una mayor lista de bienes y servicios 
públicos.  
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 Los miembros de los grupos sociales A, B y C, pueden ser económicamente ricos o pobres, o pueden 
desempeñar indistintamente funciones públicas o privadas (académicos, funcionarios, administrativos, 
empresarios, operarios, sacerdocio, etc.), es decir, pueden realizar empleos industriales o no; pues al final 






Igualmente, el modelo sugiere que cuanto más desee el Estado extraer bienes 
económicos de la sociedad, más bienes y servicios públicos y de calidad le serán 
exigidos, así como mayor claridad, transparencia y respeto por los acuerdos políticos-
sociales le será demandada, y así sucesivamente. En fin, los hombres y mujeres como 
individuos y como colectivos, públicos o privados, tienen la responsabilidad de 
cooperar entre ellos para el bienestar de todos, lo cual es una característica fundamental 
de cualquier organización, de la cual no está exento el Estado. 
Pero ¿qué pasa cuando no se escala en la misma proporción en los tres vectores?, 
¿ello sería posible, frecuente, legal, legítimo, moral?, ¿qué sucede cuando la acción del 
Estado es excesiva o cuando es mínima?, ¿qué ocurre cuando las sociedades están 
divididas, poseen posiciones sociales diferentes y tienen diferentes expectativas de vida, 
sin que sea posible alcanzar un consenso, al menos parcial, del tipo de Estado y 
Sociedad que requieren?, ¿cuáles son los riesgos de que la cultura de la sociedad ociosa 
se expandan en detrimento de las sociedades con una cultura del esfuerzo, del trabajo y 
del “deber”? 
6.1. Funcionamiento del modelo y sus posibles efectos 
 
Evidentemente, los miembros de una sociedad no tienen por qué tener objetivos, 
propósitos e intereses iguales. Algunos individuos, por ejemplo, se considerarán más 
autosuficientes mientras que otros se percibirán menos autosuficientes; algunos serán 
más proclives a una intervención mínima del Estado mientras que otros apostarán por 
una mayor acción estatal; algunos confundirán necesidades humanas básicas con 
deseos, intereses y preferencias o viceversa; y así sucesivamente. Empero, esta realidad 
no supone la insostenibilidad de la comunidad social o política, pues lo importante 
dentro de la diversidad de objetivos e intereses de los individuos y grupos que 
conforman la Sociedad y el Estado, es alcanzar puntos de encuentro, para lo cual no 
debe perderse de vista la profunda relevancia que tiene la deliberación y comunicación 
entre estos individuos y grupos para el bienestar de todos, que es relevante cooperar y 
asumir responsabilidades jurídicas y morales, y que debe existir un principio de 
reciprocidad implícita y de distribución  correcta (justa) de las cargas; pues de lo 
contrario, las perspectivas de sostenibilidad del Estado en el tiempo serían 






Para ejemplificar lo antes dicho, supóngase que en una sociedad determinada 
interactúan cuatro grupos de personas con criterios diferentes respecto a la relación que 
debe existir entre la Sociedad y el Estado, dos de ellos con posiciones extremas (A y D). 
Un primer grupo, que se podría denominar A, se caracterizaría por preferir una acción 
limitada del Estado tanto en cuanto a los bienes y servicios públicos que debe 
suministrar como en lo que se refiere al nivel de contribución o de extracción que el 
Estado debe exigir a la Sociedad. Se trataría de individuos que por lo general exigirían 
del Estado un conjunto de bienes inferior a los mínimos de justicia bajo la idea de que 
cada quien se arregle la vida como mejor pueda, y ello sobre todo, cuando se trata de 
satisfacer deseos y aspiraciones privadas.  En otras palabras, el grupo A vendría a 
representar a los partidarios del Estado mínimo. 
Un segundo grupo, que se podría denominar B, se caracterizaría también por tener 
una idea del Estado con límites pero dispuesta a aceptar la participación de aquél en un 
mayor número de asuntos que el grupo A, es decir, que aceptaría la intervención del 
Estado por encima de los niveles mínimos de justicia, particularmente cuando los 
recursos económicos disponibles lo permitiesen. Se trataría de individuos que 
entenderían que  según las circunstancias de cada sociedad, podrían existir otras áreas 
de injerencia pública que deberían ser atendidas por el Estado y estarían más dispuestos 
a contribuir o permitir que el Estado extrajera más recursos para cumplir objetivos que 
van más allá de los mínimos de justicia. Por ejemplo, estarían de acuerdo con 
incrementar los años de escolaridad obligatoria o con sistemas de salud más sofisticados 
y amplios en cobertura, etc.  Por tanto, el grupo B vendría a representar a los partidarios 
del Estado Social. 
Pero aunque A y B tienen sus diferencias con respecto a la acción limitada del 
Estado, la negociación entre ambos grupos conlleva a un acuerdo unívoco en cuanto a lo 
que la Sociedad espera del Estado, el grado de contribución que cada individuo o 
familia debe hacer al Estado y las responsabilidades tanto de los individuos como del 
Estado de reportar cada uno el grado de cumplimiento y evolución del acuerdo pactado. 
Así pues, los ciudadanos informan sobre sus ingresos y la cuota parte de impuestos con 
que les corresponde contribuir, mientras que el Estado reporta sobre el uso de los fondos 
entregados y el nivel de evolución de las distintas partes del acuerdo expresado en un 
presupuesto nacional que debe guardar coherencia y satisfacer la lista de bienes y 






Las diferencias entre A y B no son suficientes como para pensar que entre ellos no 
pueda existir un acuerdo. Más aún, ambos grupos coinciden en la idea de que debe 
existir una relación de reciprocidad entre los recursos entregados por la Sociedad al 
Estado y los bienes y servicios obtenidos a cambio de tales recursos. Además, ambos 
grupos se caracterizarían por valorar la diligencia, el ahorro, la austeridad y la 
sobriedad; por menospreciar el derroche de las cosas o del tiempo y del esfuerzo, así 
como por considerar el trabajo (industrial o no) digno y por sentir orgullo por conseguir 
eficiencia y reputación en lo que hacen. Por ello es que tras la deliberación y 
negociación los grupos A y B pueden alcanzar un acuerdo intrasocial, y luego con el 
Estado, en el que se establezca la cantidad de recursos que la Sociedad entregará al 
Estado a cambio de un conjunto de bienes y servicios bien definido, además de 
establecerse un nivel de reporte o de información mutua entre el Estado y la Sociedad.  
Ciertamente la negociación entre A y B puede tener un resultado variable en función 
de las fuerzas relativas de cada grupo pero cabría esperar que ese pacto fuera igual o 
superior a los mínimos de justicia y que implicasen un nivel de contribución o 
extracción del Estado manejable por todos los miembros de la sociedad al igual que 
homogéneo, cierto y no arbitrario en cuanto a la carga que significaría para cada 
miembro de la sociedad.  
Consecuentemente, los acuerdos entre A y B terminan por ser unívocos. Ello porque 
el  punto de equilibrio del acuerdo entre A y B con el Estado, definiría un pacto político-
social de tres componentes: por un lado, el componente que indicaría el grado de 
injerencia del Estado en la Sociedad junto con los bienes y servicios que el Estado debe 
entregar a la sociedad en cantidad y calidad. Otro componente que definiría el monto de 
los recursos que la sociedad entregaría al Estado para el cumplimiento de las funciones 
asignadas (el presupuesto) y un tercer componente que determinaría la exigibilidad de 
reportes tanto del Estado a la Sociedad sobre el uso de los recursos (informes de 
cuentas) como de la Sociedad al Estado, ya como individuo particular, con respecto al 
grado de cumplimiento de la contribución acordada (pago de impuestos). Una 
explicación gráfica de lo antes dicho se encuentra en la Figura No. 7 del Anexo A. 
Ahora bien, vale señalar que si el acuerdo alcanzado por el Estado y la Sociedad 
potencia el desarrollo de esta última y de cada uno de sus miembros, es de esperarse 
que, sin necesidad de modificar en términos relativos la contribución de la sociedad al 
Estado, aumente la contribución total; es decir, que ante un crecimiento económico el 






crecimiento económico supera el crecimiento poblacional, sería posible que el conjunto 
de bienes públicos se incrementase en calidad o en cantidad o en la entrega de otros 
(vid. Figura No. 8). Pero habría que indicar además que el hecho de que exista un 
conjunto mayor de bienes y servicios proveídos por el Estado, no significaría que el 
pacto Sociedad-Estado dejase de ser inequívoco, pues las responsabilidades 
contributivas y de reporte de todos los miembros de la sociedad respecto al uso y 
destino de los recursos pactados continuarían siendo equivalentes y recíprocas en cada 
caso.  
No obstante, esa reciprocidad y pacto político-social sin ambigüedades se pone en 
riesgo cuando entran en la negociación un tercer y cuarto grupo social que podrían 
denominarse C y D cuya idea de la relación Estado y Sociedad no es recíproca. Más 
aún, son los individuos que –consciente o inconscientemente o voluntaria o 
involuntariamente- consideran que no existen límites a los bienes y servicios que 
pueden ser exigidos al Estado, ni tampoco limitaciones en cuanto a la capacidad de 
extracción del Estado a la Sociedad, lo cual contrasta y se opone con la visión de A y B.  
En otras palabras, los grupos C y D son los partidarios del Estado expansivo y 
omnívoro; desean obtener del Estado bienes y servicios sin haber jamás contribuido con 
éste por diversas circunstancias (grupo C) y sin intenciones de contribuir jamás con él 
(grupo D). Ambos grupos pueden encontrarse en mayor o menor proporción en las 
sociedades y tienen su origen en las desacertadas políticas gubernamentales 
paternalistas y populistas que terminan por adormecer las facultades del ciudadano 
acostumbrándolo a confiar su destino en la ayuda ajena y no propia, así como a 
prescindir del trabajo, del esfuerzo y del sacrificio propio para alcanzar los proyectos de 
vida que consideran valiosos, terminando así por menoscabar de manera inadmisible la 
dignidad, la confianza y la autonomía del individuo.  
Empero C se diferencia de D,  en que estos últimos  tienen una cultura depredadora y 
rehúyen del trabajo productivo porque lo consideran indigno y signo de sujeción y 
servilismo, por tanto, son individuos que siendo económicamente ricos o pobres, 
prefieren la adquisición por captura antes que por vía del trabajo productivo directo o 
indirecto, es decir, que son el extremo de las clases ociosas
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 razón por la cual prefieren 
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 Por ocio se entiende el pasar el tiempo sin hacer nada productivo. Al respecto, el estadounidense 
Thorstein Bunde Veblen en su “Teoría sobre la clase ociosa”, señala que el ocio no deja ningún producto 
material y que las clases (particularmente pudientes) son ociosas, primero, por un sentido de la indignidad 
del trabajo productivo, y segundo, para demostrar su capacidad pecuniaria. Véase Veblen, T. (1993). A 






el desorden, la anomia y el caos para satisfacer intereses privados.  Por tanto, D se 
distingue de C por ser hiperexpansivo en su visión de Estado, es decir, en ser partidario 
no solo del Estado proveedor de todo sino también propietario de todo (Estado 
secuestrador). 
Las desafortunadas políticas sociales aplicadas por los gobiernos
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, más por motivos 
electoreros que por ética pública, provocan que las personas C y D se caractericen 
lamentablemente por estar acostumbradas a mirar siempre hacia sus gobiernos para que 
se lo den todo hecho; por persistir en sus intereses privados (en detrimento de los 
comunes) y pensar que estos deben ser satisfechos con cargo a los recursos públicos; 
por considerar que el Estado es quien debe encargarse de la distribución y de la 
inversión, y que por lo tanto es quien debe proveer beneficios monetarios, servicios 
gratuitos, o bienes y servicios por debajo de su costo.  
El hecho de que no necesariamente todos los sectores de la población compartan la 
visión de A y B, sino que además haya grupos humanos como C y D con capacidad de 
ejercer presión, lo que supone es que sea sumamente complicado (y tal vez inviable)  
alcanzar un acuerdo político-social coherente y cercano, al menos, a los mínimos de 
justicia; porque como se ha dicho, solo los acuerdos negociados por A y B son los que 
consideran y garantizan el suministro de unos bienes y servicios públicos iguales o por 
encima de los mínimos de justicia, a diferencia de lo que ocurre a la postre con los 
acuerdos con C y D, donde el Estado ciertamente encuentra cabida para engrandecerse 
mientras que disminuye la provisión de los bienes públicos hasta por debajo de los 
mínimos de justicia.   
Igualmente, la aparición y proliferación de los grupos C y D impide que los acuerdos 
político-sociales sean sostenibles económicamente en el tiempo. Satisfacer las 
expectativas de C y D supondría tener que acudir a una mayor extracción de los grupos 
A y B o al endeudamiento, o incluso a ambos, lo que tendría como resultado que tanto 
A como B se vieran defraudados en sus expectativas, lo que podría convertirse en una 
excusa para la defraudación fiscal, la fuga de capitales, el contrabando de mercancías, 
entre otros, agravando el proceso. El Estado tendría que acudir entonces cada vez más a 
                                                                                                                                                                          
Sharpe, pp. 27-28.  Sin embargo, tomando en cuenta que en la época actual el ocio no solo caracteriza a 
los ricos sino también a los pobres, considero que existe una tercera razón para el ocio y es la idea errónea 
de que es más fácil quitarle a los demás lo que han producido y que ello reporta al ocioso respeto y 
reputación. (N. del A.)  
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 Se refiere a prestaciones sociales y de emergencia que por su aplicación permanente y no coyuntural 
tienden a sustituir el trabajo, la habilidad y la prudencia por el ocio; así como por no distinguir entre los 
que realmente están en apuros y necesitan la prestación o ayuda de aquellos que simplemente aspiran a 






empréstitos externos que al no volcarse en incrementos de la capacidad productiva 
(como consecuencia de la desviación al poder), dificultarían la posibilidad a largo plazo 
de mantener el ritmo de endeudamiento conllevando al final al debilitamiento y eventual 
colapso del Estado. 
Como se ha dicho, la proporción de grupos C y D en una sociedad puede variar. Más 
aún, es probable que en una sociedad el grupo D no haya logrado formarse y que el 
grupo C exista pero con una influencia política limitada. En estos casos, el acuerdo 
alcanzado por A y B no se vería modificado en cuanto a que los bienes y servicios 
acordados seguirían siendo los mismos al igual que la carga contributiva, modificándose 
solamente lo relativo a la reciprocidad del acuerdo, porque cuando solo se trata del 
pacto entre A y B la reciprocidad sería tácita (los bienes entregados son equivalentes a 
los recibidos), pero al introducirse C en la ecuación ( y luego D) esa reciprocidad se 
rompería haciendo que los bienes entregados sean iguales a los recibidos una vez que se 
hayan descontado los bienes entregados a C (o D) quién no contribuye ni directa ni 
indirectamente.  
Ciertamente, los grupos C pueden aparecer en una sociedad determinada como 
consecuencia de fenómenos estructurales (marginaciones étnicas, raciales, económicas, 
religiosas, de género, etc.) o coyunturales tales como desgracias naturales, 
inmigraciones de grupos no cualificados como consecuencia de desplazamientos 
poblacionales o por incrementos significativos de los niveles de desempleo como 
consecuencia de un deterioro en la capacidad competitiva de la sociedad, etc. Pero 
cuando estos fenómenos coyunturales se hacen estructurales o las coyunturas se alargan 
en el tiempo, la propia presencia y aumento de los grupos C
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  más el deterioro 
subyacente en la calidad de los servicios pactados, podrían generar procesos de 
deterioro sociales progresivos que hicieran que la gravitación política de los grupo C 
como grupos de influencia crecieran y con ello se modificaran los grupos sociales que 
negocian el acuerdo político-social abriendo la posibilidad no solo al peligroso 
desarrollo de los grupos D, sino también a la discrecionalidad, arbitrariedad  y 
predominio del Estado por encima de la sociedad.  
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 Tener presente que la expansión de los grupos C se acrecienta con las ofertas políticas populistas 
corriéndose el riesgo de que al aumentar la proporción de la población que ha perdido el sentido del 
esfuerzo y del trabajo se vea reducida la productividad y por ende los ingresos (efecto crowding out), 
afectándose la capacidad del Estado para proveer bienes y servicios públicos, incluso los considerados 







Y es que si se parte de la idea de un acuerdo primigenio como consecuencia de las 
negociaciones entre A y B, se tendrá que el Estado cuenta con un presupuesto 
determinado por las contribuciones de estos dos grupos. Pero mientras que entre un 
acuerdo social entre A y B las condiciones del acuerdo Sociedad-Estado serían  
unívocas, tal como se explicó más arriba, al aparecer el grupo C como actor del pacto, 
se crearían dos grupos de demandas de bienes y servicios públicos diferenciales: la 
unívoca que corresponden a A y B, y una nueva en la que la seguridad de la propiedad y 
el sentido del esfuerzo y del trabajo se cuestionarían al exigir C otros bienes y servicios 
(más asociados con satisfacción de deseos y probablemente fuera del acuerdo intrasocial 
negociado con A y B), para los cuales nunca han contribuido ni aspira a hacerlo (propio 
de los grupos D). Ello quiere decir que el uso del presupuesto ya no es unívoco sino que 
por las propias exigencias divergentes entre A, B y C, el Estado puede proveer bienes y 
servicios diferenciales a cada grupo, apareciendo con ello la discrecionalidad del Estado 
en la ejecución del presupuesto (vid. Figura No. 9), cuestión que se complica aún más si 
en la ecuación entrase el grupo D (vid. Figura No. 13). 
Así pues, el Estado interviniendo cada vez más podría proveer por ejemplo de más 
seguridad al grupo A, de una educación con mayor alcance al grupo B y de una dotación 
de viviendas o de subsidios directos al grupo C, o cualquier otra combinación de bienes 
y servicios para satisfacer la lista de necesidades y deseos de cada grupo. Pero en todo 
caso lo que es relevante señalar es que los bienes y servicios a ser suplidos por el Estado 
ya no serían unívocos e incuestionables, así como tampoco sería taxativa la obligación 
de reportar sobre la ejecución, ni serían homogéneos los bienes y servicios 
proporcionados, aunque sí que persistiría el nivel de extracción igual o superior al que 
existía sin la participación de C (o D) en el acuerdo. Por tanto, con un presupuesto 
constante pero ahora destinado al suministro de paquetes de bienes y servicios 
diferenciales y adecuados a las demandas de cada grupo, se abriría la posibilidad a la 
discrecionalidad y arbitrariedad del Estado, y con ello, a tres formas de desviación 
posibles que podrían terminar por hacer colapsar y fallar al Estado. 
 
6.1.1. Consecuencias de la discrecionalidad del Estado: Desviaciones “hacia la 
derecha”, “hacia la izquierda” y “hacia el poder” 
 
Se ha dicho que el acuerdo entre el Estado y la Sociedad siempre será inequívoco 






sociedades divididas y polarizadas, es decir, donde coexistan clases o grupos de 
conciencia A, B y C (o incluso D), el acuerdo social dejaría de ser coherente y 
sostenible, poniendo en riesgo incluso el suministro de unos bienes y servicios públicos 
mínimos, y por tanto, la satisfacción de las necesidades humanas básicas.  Todo ello 
porque en sociedades divididas o con diferencias profundas en cuanto al propósito y fin 
del Estado, se abre la puerta a la discrecionalidad gubernamental y con ello a la 
arbitrariedad, con la plausible y consiguiente transformación o ruptura de los pactos 
intra e intergrupales. 
En este orden de ideas, cuando se alude a las tres formas de desviación posibles que 
podrían terminar por hacer colapsar y fallar al Estado, se está haciendo referencia a las 
desviaciones gubernamentales hacia la izquierda, la derecha y hacia el poder. 
Las desviaciones hacia la izquierda suponen desatender las exigencias de los grupos 
A y B en favor de C (tal vez promoviendo la formación del grupo D). En este tipo de 
desviaciones, la acción gubernamental estaría orientada a mejorar las expectativas o 
asegurar las perspectivas del grupo social C (incluso D) aprovechándose del área de 
discrepancia resultante del acuerdo intrasocial A, B y C (área 0*bE₁). Los recursos 
económicos implícitos en tal área de divergencia serían utilizados por los gobiernos para 
maximizar el bienestar de los grupos humanos representados en C bajo justificaciones 
como las de compensar injusticias del pasado y sus persistentes efectos, o con la idea de 
corregir brechas sociales, entre otras, cuando en la práctica lo que subyacería es una 
fuerte lucha por no perder la legitimidad ni socavar las bases de la lealtad y apoyo 
electoral y mediático (vid. Figura No. 10).  
Las desviaciones a la derecha suponen desatender las exigencias de C (y por tanto 
no apostar al surgimiento de D), en favor de las exigencias de A y B. La acción 
gubernamental estaría orientada a mejorar las expectativas o asegurar las perspectivas 
de los grupos sociales que contribuyen (A y B) aprovechando el área de discrepancia 
resultante del acuerdo intrasocial A, B y C. Por tanto, los recursos económicos 
implícitos en el área de divergencia 0*bE₁ podrían ser utilizados por los gobiernos para 
maximizar el bienestar de los grupos humanos representados en A y B (o incluso con 
preferencia en A), bajo justificaciones como la necesidad de hacer más eficientes los 
mercados y la administración pública o reducir el peso del sector público en la 
economía, etc., existiendo nuevamente una fuerte preocupación por no causar fatiga y 
desesperanza en tales grupos pues tales descontentos podrían amenazar el orden político 






Ahora bien, en principio, la acción hacia la derecha o la izquierda no tendría por qué 
suponer un problema. De hecho, en el caso de las desviaciones a la derecha parecería  
correcto sustituir bienes y servicios considerados como más allá de los mínimos de 
justicia por los mínimos aceptables, es decir, por una mayor seguridad en la provisión 
de los bienes y servicios orientados a satisfacer necesidades humanas básicas e 
intermedias, sobre todo, cuando los recursos económicos con los que cuenta el Estado 
son bajos (bien como resultado de una mala administración de los recursos públicos o 
de una restricción de la capacidad productiva de la sociedad). No obstante, debe 
considerarse que una acción discrecional del gobierno hacia la derecha también podría 
resultar contraproducente, especialmente cuando los grupos humanos se organizan bajo 
grupos de presión que demandan una ultra mínima acción del Estado, exigiendo, por 
ejemplo, que se ofrezca  únicamente protección y servicios a aquellos que hayan pagado 
por ella, desconociéndose entonces el hecho que en toda Sociedad hay quienes no tienen 
la capacidad económica para adquirir ciertos bienes y servicios que responden a 
necesidades básicas humanas (caso niños, ancianos, discapacitados). También es posible 
que tales grupos aboguen para que los recursos públicos (que serían menores en virtud 
de que el modelo exige una limitada extracción-tributación) se invirtieran 
exclusivamente en seguridad personal y jurídica interna y externa, descuidándose todo 
lo demás, arriesgándose que cada vez más los recursos públicos se comprometan a 
políticas con fines militares, incrementándose la carrera armamentista y la inducción a 
la guerra.  
Igualmente, las desviaciones a la izquierda tienen sus riesgos que están asociados con 
el  hecho que se tienda a cultivar en los ciudadanos la idea errónea de que es el Estado 
el responsable del bienestar y la felicidad de su población, convirtiéndolos en seres 
heterónomos y conformistas, que creen que no hace falta el esfuerzo propio ni el trabajo 
ni el ingenio para conseguir todo lo que necesitan y desean. Y es que esta visión del 
grupo social C, puede incluso hacer mella en la conciencia de los grupos sociales A y B, 
hasta el punto de que éstos tiendan a desaparecer del escenario social (bien porque 
emigran a otros Estados o porque se convierten en parte del grupo C -y su versión 
extrema D-, o en el peor de los casos, porque son perseguidos o aniquilados).  Además, 
al existir un número cada vez mayor de grupos humanos con una conciencia de tipo C, 
la capacidad extractiva del Estado se ve afectada (por la reducción de los ingresos 
fiscales disponibles), sin que sea posible mantener el suministro de unos bienes y 






endeudarán al mismo tiempo que lo hará el Estado, pudiendo llegar éste, a veces, a la 
expropiación y nacionalización de propiedades sin el debido pago o indemnización 
correspondiente, o incluso a estar potencialmente quebrado. Y situaciones como éstas 
son las que abonan el terreno para la llegada de una mano de hierro que centralice y 
concentre el poder en uno solo, con la esperanza de restaurar la viabilidad del Estado, 
cuando en realidad lo que se restauran son los gobiernos totalitarios e indecentes (vid. 
desviaciones hacia el poder). 
Así  pues, aunque ni la inclinación a la derecha, ni la inclinación a la izquierda sean 
extremadamente negativas en sí mismas, puesto que en general las desviaciones 
respecto al equilibrio tienden a sustituirse en una u otra dirección sin que sea posible 
alejarse del equilibrio de forma que se ponga en peligro la sostenibilidad de la sociedad 
como un todo; no debe perderse de vista que ambas desviaciones (derecha e izquierda) 
podrían representar amenazas, especialmente cuando las prácticas gubernamentales o de 
las administraciones públicas comienzan a escaparse de las limitaciones que imponen 
los procedimientos administrativos (huyendo del Derecho Administrativo) para gozar 
entonces de la libertad de actuación que otorga el Derecho privado a quienes manejan 
recursos públicos (Serna, 2009:1091), abriéndose así la puerta a las “desviaciones hacia 
el poder”. Por consiguiente, lo ideal en una sociedad es que sus grupos sociales, pese a 
sus diferencias, tengan como denominador común el sentido del deber, del esfuerzo, del 
sacrificio, de la responsabilidad por las consecuencias que llevan aparejadas sus 
acciones u omisiones, que tengan un espíritu progresista, de superación y que además 
practiquen un pensamiento reflexivo y crítico para evitar la discrecionalidad y 
arbitrariedad de los poderes públicos nacionales, así como de cualquier otro actor 
trasnacional.  
Por su parte, las desviaciones hacia el poder suponen mantener y/o aumentar el nivel 
de extracción a la Sociedad, además de aprovechar la falta de negociación y acuerdo 
entre los grupos sociales en cuanto a los bienes y servicios que deben ser suministrados 
para entonces tener una mayor intervención y apropiarse de los recursos de la Sociedad 
para satisfacer intereses privados de los miembros del gobierno, los adeptos a él y sus 
propagandistas (corrupción), ello mediante unas redes formales e informales (no 
institucionalizadas), sin que sea una limitante el compromiso de rendir cuentas del uso 
de los recursos públicos (vid. Figura No. 12). 
En las desviaciones hacia el poder, la acción gubernamental es aleatoria y se basa en 






Derecho, para suministrar unos bienes y servicios no precisamente porque sean un 
derecho y satisfagan necesidades humanas de quienes los reciben sino porque 
simplemente son meros clientes políticos (votos) que asegurarán la preservación del 
poder del grupo gobernante.  
Las desviaciones hacia el poder son más factibles en la medida que el Estado está 
cada vez más detrás de la satisfacción de los deseos insaciables. En efecto, si los deseos 
de los grupos humanos tienden a inflarse, teniendo que destinarse cada vez más recursos 
a fines para los que los individuos no los han producido, el Estado no solo aparecerá  
como la figura idónea para encargarse de ello (convirtiéndose en el gran administrador y 
controlador de la sociedad), sino que además los líderes carismáticos con sus discursos 
retóricos e ideológicos serán percibidos como los salvadores, abriéndose la puerta a los 
gobiernos autoritarios, totalitarios y despóticos, y con ello, a los Estados indecentes, 
fuera de ley y canallas. Por ello las desviaciones hacia el poder son realmente 
preocupantes: al final terminan por debilitar al Estado hasta el punto de eventualmente 
hacerlo fallar y colapsar, haciéndolo en dicho proceso cada vez más represivo y 
agresivo.  
Ciertamente, en la medida que las autoridades públicas incrementan su intervención, 
también aumenta la posibilidad de que se arroguen poderes arbitrarios que mermen 
indebidamente las libertades de la vida privada, ello especialmente cuando creen que 
tienen o pueden contar con el apoyo popular. Quizás esta sea la razón por la que van 
desdibujando los límites entre el Estado y el Gobierno construyendo una sociedad 
moralmente monista
147
; por la que van secuestrando la libertad individual y suprimiendo  
la voluntad individual y potencialmente colectiva; por la que manipulan la verdad 
histórica hasta controlar tanto el pasado como el futuro (Arendt, 1998:15); todo ello 
para impedir que al final el Estado y su sociedad avancen en el desarrollo de 
capacidades que les permitan alcanzar los proyectos de vida que consideran valiosos.  
Y téngase en cuenta que en sociedades donde los grupos humanos no tienen 
diferencias profundas en cuanto al propósito y fin del Estado, pero que su visión no sea 
precisamente la de los grupos A y B (a los que se ha hecho referencia anteriormente), 
sino más similar a los de tipo C, es decir, que su idea compartida de Estado sea aquel 
interventor, productor, distribuidor y gestor de todo; entonces las desviaciones hacia al 
poder resultarán ser inevitables y peligrosas, particularmente cuando surgen los grupos 
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D, que como se ha dicho, es una versión extrema y violenta del C, por cuanto no se 
limita al ámbito de las exigencias al Estado sino que además pretende apropiarse de 
aquél para usarlo como órgano coercitivo en contra de la Sociedad y sus miembros, así 
como medio para apropiarse de toda capacidad individual de los grupos sociales con el 
objetivo de ponerlos al servicio de sus intereses (vid. Figura No. 13). 
Y es que si se tiene en cuenta que una sociedad compuesta por grupos humanos de 
conciencia tipo C y D, son altamente improductivas y que por lo tanto han 
comprometido fuertemente la capacidad extractiva del Estado (sin que necesariamente 
ello los impulse a reconocer que la mayoría de sus demandas no tienen justificación), 
entonces los que gobiernan o aspiran a hacerlo también tendrán la posibilidad de 
mantenerse en el poder o hacerse con él, mediante ofertas paternalistas y benefactoras 
que prometan cumplir con políticas como la redistribución (supuestamente transfiriendo 
la riqueza de los más ricos a los más pobres) creando a su vez una matriz de opinión en 
la que se pretenda hacer ver que quienes tienen el poder saben lo que los gobernados 
necesitan y por tanto tengan derecho a imponer desde arriba su concepto de necesidades 
básicas. En sociedades donde C y D existan y representen grupos de presión relevantes, 
quienes gobiernen podrán ingeniárselas para convencer a esas masas que es justo 
quitarle a quienes tienen, porque incluso seguramente se lo han robado, lo cual en nada 
contribuye a la paz social, porque se induce al resentimiento, la envidia y la 
mezquindad. Todo lo cual es aún más perjudicial por cuanto en la práctica no solo se le 
quita a los más ricos, sino también a las clases medias y bajas trabajadoras, al mismo 
tiempo que se recurre a los constantes endeudamientos, nacionalizaciones y 
expropiaciones para hacerse con unos recursos públicos que cada vez más se utilizan 
con fines personales. Así pues, la lucha no es -como en su momento señalara Marx- 
entre los dueños de los medios de producción y los asalariados, sino más bien entre la 
clase ociosa-oportunista (acostumbrada además al consumismo indecoroso
148
) y la clase 
trabajadora-progresista. 
Las desviaciones hacia el poder son sin duda una de las amenazas más grandes a las 
que puede estar sometido un Estado, sobre todo, cuando su sociedad está conformada 
por grupos C y D, de forma exclusiva o mayoritaria, olvidándose que en democracia el 
gobierno de las mayorías está limitado por el derecho de las minorías.  
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El que en una sociedad terminen por dominar las conciencias de tipo C y D, cabría 
esperar un cambio en la moral social y en la ética política, ello como consecuencia de la 
tendencia a recompensar a los que eligen una vida de ocio, pudiendo trabajar, y esto a 
expensas de la productividad de otros. De allí, quizás cobre importancia la propuesta de 
Amato Mangiameli referida a que se debe garantizar la autonomía democrática, lo que 
pasa paradójicamente por la limitación de la soberanía popular (2004: 94)
149
.   
Con las desviaciones hacia el poder, las condiciones y situaciones de los grupos más 
favorecidos pueden llevar a los no favorecidos a caer en la apatía y el escepticismo, con 
lo contraproducente que es ello para el autoestima y autonomía de las personas; es decir, 
que las desviaciones de este tipo atentan contra las necesidades humanas básicas ya 
definidas: salud física y mental y autonomía de los seres humanos. 
Probablemente, una vía para evitar o revertir situaciones que induzcan las 
desviaciones hacia el poder, sería conseguir que los grupos humanos reconociesen los 
límites de los recursos y la prioridad de las necesidades humanas universales sobre los 
apetitos y deseos particulares e infinitos; que interiorizasen que las expectativas de 
calidad de vida deben corresponderse con el esfuerzo individual y colectivo para 
alcanzarlas; así como también que los gobiernos permitiesen a los ciudadanos hacerse 
cargo de sus propios intereses privados y que los estimulasen a cuidar del mayor 
número posible de sus intereses comunes por medio de la cooperación voluntaria. 
Comprender, y aquí sigo a Arendt, que el poder no es nunca propiedad de un individuo 
sino que corresponde a la capacidad humana para actuar concertadamente y que la 
extrema forma de poder es la de todos contra uno, mientras que la extrema forma de 
violencia es la de uno contra todos (1998: 144-146), es de suma importancia para darse 
cuenta a tiempo cuando quienes gobiernan pretenden sustituir el poder por la violencia, 
el caos y la fragmentación social. El ser capaces de hacer los sacrificios que sean 
necesarios y recuperar el sentido de civitas, es decir, la espontánea disposición a 
respetar los derechos de los demás, a renunciar a las tentaciones del enriquecimiento 
privado a expensas del bienestar público y a obedecer las leyes como proponían los 
romanos (Bell, 1996:231 y Arendt, 1998:143), etc. serán decisivos para evitar que las 
sociedades y los Estados se debiliten y fracasen. 
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6.2. Expectativas sobre la aplicación del modelo  
 
Puede inferirse del modelo propuesto que no solamente la falla o degradación de 
alguno de los elementos (vectores) descritos, conduce a la debilidad estatal sino que 
además la relación proporcional entre los distintos factores resulta fundamental. Ello 
porque, por ejemplo, la falta de un acuerdo político-social legítimo que exprese los 
“valores identitarios”150 de una sociedad y de sus expectativas, pudiera debilitar la 
capacidad extractiva del Estado, esto porque ante una sociedad descontenta o que no 
consiente el pacto político, al Estado le sería cuesta arriba extraer los bienes económicos 
de dicha sociedad, al menos sin que tenga que recurrir al uso de la coacción, imposición 
y violencia. Pero, al mismo tiempo, la falta de acuerdo tanto en lo que se refiere al 
catálogo de bienes y servicios que se aspira sean entregados por el Estado, así como en 
lo que respecta al alcance de la acción o injerencia del Estado en el suministro de dichos 
bienes (si su acción es excesiva o mínima), también pudiera debilitar la capacidad 
extractiva y de producción estatal, ello como consecuencia de una desproporción entre 
la lista de bienes y servicios ofrecidos y exigidos con respecto a la capacidad de la 
sociedad para producir los bienes económicos para costearlos o de la capacidad del 
Estado para extraerlos. Igualmente, una falta de acuerdo con respecto a los bienes y 
servicios públicos a ser suministrados por el Estado, pudiera llevar a éste (y en 
particular a sus gobernantes) a proporcionar unos bienes y servicios inferiores al valor 
de los bienes económicos extraídos de la sociedad, o más aún, a decidir unilateral y 
arbitrariamente qué bienes y servicios serán suministrados independientemente de lo 
que se extraiga de la sociedad, aunque incluso ello atente contra el suministro de bienes 
y servicios considerados como mínimos de justicia.  
Se estima que un Estado será viable o sostenible en la medida en que sus grupos 
sociales sean capaces de llegar a un acuerdo sobre los “valores identitarios” y 
democráticos que desean que el Estado represente, al mismo tiempo que los gobernantes 
y los poderes públicos sean capaces de ser expresión legal y legítima de esos valores 
identitarios de la sociedad; cuando entre el Estado y la Sociedad sea posible  negociar 
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pactos para el establecimiento del conjunto de bienes y servicios públicos que serán 
proporcionados y el nivel de extracción que ello amerita, sin olvidar la responsabilidad 
del Estado de rendir cuentas a sus ciudadanos y sus acreedores (si fuera el caso), ni la 
responsabilidad de los ciudadanos para con la evaluación de la acción gubernamental, la 
defensa de los derechos y libertades legítimas y el reconocimiento de los valores que 
definen la identidad de la sociedad en la que viven, cumpliendo para con ello con las 
leyes legítimas y con su trabajo, ingenio y tributación para la sobrevivencia de la 
comunidad social y política. 
Igualmente, la viabilidad del Estado depende de que los acuerdos políticos-sociales 
afecten de forma homogénea, cierta y no arbitraria a todos los ciudadanos de una 
sociedad. Con ello se pretende decir que el Estado debe tratar con “igual consideración 
y respeto” la suerte de todos los ciudadanos; que no debería atender a una parte de ellos, 
abandonando las otras, ni que debería premiar a unos mientras castiga a otros, puesto 
que ello generaría un gran perjuicio al introducir la sedición y la discordia en la 
sociedad. Y es que como señala Serna, regalar algo a un individuo cuando 
necesariamente no se lo merece mientras que se priva de ello a otro individuo, se hace 
justicia a un grupo genérico pero se inflige una injusticia a un individuo concreto 
(Serna, 2009: 1093). 
Tratar a todos con “igual consideración” (principle of stake) no significa exigir que 
todos los ciudadanos sean iguales, sobre todo en términos de riqueza y propiedad, sino 
que tengan iguales oportunidades para que lleguen a hacer algo en la vida y no la 
desperdicien (Dworkin, 2003:11-15). Por tanto, cuando se trata de la acción del Estado 
para con el suministro de unos bienes y servicios públicos para satisfacer necesidades 
humanas básicas, se entiende que dicha acción debería estar vinculada con la aplicación 
del principio “a cada uno según sus necesidades”, con lo cual el reparto se realizaría a 
todos solo por la mera posesión de la condición humana y con independencia de los 
méritos. No obstante, también se considera que más allá de los mínimos de justicia, el 
Estado debería aplicar el principio de “a cada uno según sus méritos”, pues como pone 
de manifiesto García San Miguel, igualar según las necesidades, más allá de la fase 
inicial, podría causar un empobrecimiento generalizado al haber fomentado el poco 
estímulo para el trabajo y el esfuerzo. De allí, que una aplicación de los dos principios 
supra referidos (uno en la situación original y el otro en la situación posterior) son 






Del mismo modo, la idea de tratar a todos con “igual consideración”, también podría 
extenderse a la acción extractora del Estado, es decir, que el sistema de tributación 
debería alcanzar a todos y cada uno de los ciudadanos, para que este funja como otro de 
los medios que enlace entre sí a la parte gobernante y a la parte gobernada del Estado.  
En resumen, y sin pretender desconocer que en todas las sociedades existen grupos 
humanos en situación de desventaja frente a otros grupos aventajados, donde para 
restablecer la igualdad estaría justificado la aplicación de acciones positivas
151
 por parte 
del Estado; lo que se quiere significar es que las decisiones, acciones y elecciones de 
quienes gobiernan no pueden ser discrecionales, ni arbitrarias, ni producto del azar ni la 
improvisación.  
Entonces, podría decirse que un Estado se hace débil en la medida en que tanto el 
poder político y el poder social fallan en el cumplimiento de alguno de los criterios 
antes señalados (en su función extractiva-productora, de negociación, de arbitraje-
obediencia y responsabilidad política y social), con lo cual no habría que esperar al 
deficiente suministro de los bienes y servicios públicos para darse cuenta de la debilidad 
de un Estado, pues ésta es solo un síntoma o manifestación de la incapacidad estatal, es 
decir, de la incapacidad de los gobernantes y gobernados.  
Asimismo, es de resaltar que en la medida en que los recursos de la sociedad se 
comprometen en mayor medida en la consecución de unos bienes y servicios cuyo 
consumo no es conjunto ni colectivo sino privado, entonces los recursos disponibles 
para el desarrollo de las capacidades propias de la sociedad se verán mermadas, y con 
ello, en última instancia se podría poner en peligro el modelo de Estado y Sociedad que 
se es o pretende ser.  
Ahora bien, a la luz del modelo de los tres vectores progresivos antes descrito, 
podrían inferirse algunas razones del porqué de la debilidad  del Estado: 
1) El Estado es débil por su incapacidad para negociar, establecer y respetar un 
acuerdo político-social, lo que podría ocurrir por diversas razones: 
a. Porque no existe consenso en cuanto a la idea de Estado entre los 
distintos componentes de la sociedad, cuestión ésta que es propia de 
Estados con falta de cohesión social. 
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b. Porque el Estado no satisface las condiciones previas necesarias para 
que sus ciudadanos puedan participar libremente en la determinación 
del acuerdo político-social. Casos de Estados que rechazan cumplir 
incluso el “Estado mínimo”. 
2) El Estado es débil porque no es capaz de proveer de forma homogénea o 
equitativa los bienes y servicios públicos pactados por la sociedad. 
3) El Estado es débil porque no es capaz de hacerse con los recursos necesarios y 
suficientes para satisfacer los acuerdos entre el Estado y sus ciudadanos y los del 
Estado con sus acreedores. 
4) El Estado es débil porque su sociedad es incapaz de producir y generar riqueza. 
No tiene tecnología propia, ni organización ni conocimiento propio. 
5) El Estado es débil porque está personalizado, es decir, se confunde el Estado con 
el Gobierno y el poder del Estado con el poder del Gobierno.  
6) El Estado es débil porque no es capaz de lograr un acuerdo con la sociedad 
donde se equilibre la capacidad contributiva de ésta con los compromisos 
contraídos con terceras sociedades y con sus aspiraciones de bienes y servicios 
públicos. Y un Estado que no es capaz de cumplir con el equilibrio descrito 
sistemáticamente, hasta el punto de no poder proveer ni siquiera los bienes y 
servicios de mínimos de justicia, es una comunidad política susceptible de 
perecer.  
7) Pero además, un Estado puede condenarse al fracaso cuando teniendo las 
aptitudes, rechaza hacerlo, es decir, cuando no tiene ni la disposición ni la 
intención de cumplir con el pacto político-social y asumir la responsabilidad 
política. En estos casos podría hablarse de Estados ilegítimos políticamente, y 











CAPÍTULO VII. DIAGNÓSTICO DEL CASO DEL ESTADO VENEZOLANO 
En capítulos previos, se ha manifestado la preocupación que existe por el 
surgimiento de un número cada vez mayor de Estados débiles y por los riesgos y 
peligros que ellos pueden representar para sus ciudadanos, los Estados vecinos y para el 
sistema  internacional. También se ha planteado la cuestión de que no pareciera ser 
suficiente circunscribir el análisis de la debilidad del Estado únicamente al grado de 
cumplimiento en la entrega de un conjunto de bienes y servicios determinados, sino que 
más bien deberían considerarse las razones por las cuales se producen los 
incumplimientos señalándose la capacidad (aptitud) y la voluntad (actitud) como 
factores determinantes. Más aún, se ha dicho que lo que debilita a los Estados es el 
desequilibrio entre la capacidad contributiva de una sociedad determinada y sus 
aspiraciones de bienes y servicios proveídos por el Estado; y que en la medida en que 
mayor peso adquieren en la sociedad los grupos que apoyan el Estado expansivo, se 
abre paso al uso discrecional, y tal vez arbitrario, de los recursos públicos por parte de 
los gobiernos haciendo posible tres tipos de desviaciones: hacia la derecha, hacia la 
izquierda y hacia el poder.  
Igualmente se ha planteado hasta ahora, que los Estados viables (ni fuertes ni 
débiles) son precisamente los que alcanzan acuerdos Sociedad-Estado de equilibrio y 
donde gobernados y gobernantes consiguen mantenerlos y respetarlos, aun cuando se 
trate de sociedades pluralistas, donde se sabe que la oposición de intereses es inevitable 
y donde conseguir el consenso total o parcial no es una tarea fácil. Pero no puede 
olvidarse que los Estados viables también pueden verse en situaciones de debilidad o 
desequilibrio cuando se modifica la capacidad contributiva de la sociedad o las 
aspiraciones de ésta como un todo. 
Justamente, el propósito de este capítulo consiste en analizar el caso del Estado 
venezolano, partiendo del modelo de los tres vectores progresivos planteado en el 
capítulo anterior, que pese a haber sido expresado en términos estáticos, permitirá a 
identificar y explicar las transformaciones dinámicas que existen en una sociedad a 
través del tiempo, e incluso, contribuir a análisis prospectivos y retrospectivos. La 
revisión histórica de la cuestión social, económica y política de Venezuela, permitirá 
identificar si los acuerdos Sociedad-Estado han sido modificados de forma explícita o 
implícita con el trascurrir de los años y cómo se han comportado las condiciones de 






es decir, si se trata de un Estado fuerte, viable, débil o en vías de fallar, colapsar, 
derrumbarse o criminalizarse. 
 
7.1. Un Estado llamado Venezuela 
 
Vale señalar, que los análisis, hallazgos, inferencias e interpretaciones que se ofrecen 
a continuación orientados a determinar el stateness actual de Venezuela, están basados 
en una revisión histórica de la cuestión socio-política y económica de ese Estado, 
comenzando desde su formación como Estado independiente (siglo XIX), y 
particularmente, desde su constitución como Estado moderno, es decir, como 
organización con el monopolio de la fuerza legítima dentro de un determinado territorio 
(siglo XX) hasta finalizar con el actual Estado llamado V República
152
.  Obviamente, 
puesto que no es el propósito de la presente investigación hacer un estudio exhaustivo 
de la historia de Venezuela, el lector no encontrará aquí un análisis detallado de cada 
uno de los acontecimientos que se han sucedido en aquel Estado y su correspondiente 
impacto en los distintos ámbitos durante los dos últimos siglos. No obstante, en lo 
posible se proporcionará al lector no familiarizado con Venezuela información esencial 
sobre dicho Estado para la comprensión y argumentación de las afirmaciones, 
inferencias y recomendaciones que se exponen.  
En este orden de ideas, cabría señalar que Venezuela está situada en la parte 
septentrional de América del Sur y está constituida por una parte continental y por un 
gran número de islas pequeñas e islotes en el Mar Caribe. Su territorio continental limita 
al norte con el Mar Caribe, al oeste con Colombia, al sur con Brasil y al este con 
Guyana con quien mantiene un litigio por el territorio del Esequibo. Al ser el Estado  
más septentrional de América del Sur, es el más cercano a Europa, África, Canadá y 
Estados Unidos, aunque también su cercanía con el Canal de Panamá, le permite tener 
una situación nada despreciable respecto al hemisferio oriental y de los dinámicos polos 
del nuevo desarrollo de Asia meridional y extremo oriente. Es el único Estado 
sudamericano que presenta litorales abiertos simultáneamente al Mar Caribe y al 
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Océano Atlántico (2.800 km de costa), lo que le proporciona una situación geográfica 
excepcional y ventajosa al permitir una fácil comunicación y fluido tráfico aéreo y 
marítimo de personas y productos, con los principales núcleos culturales y económicos 
internacionales. Igualmente, su clima tropical le ofrece muchas posibilidades para su 
desarrollo económico, ambiental y social (CGRBV, 2012).  
Venezuela tiene una superficie total de 916,050 km, posee una población total que 
alcanza casi los 29 millones de personas, cuyo 93% se considera urbana, aunque la tasa 
anual de urbanización es del 1,7%. La población en Venezuela crece a un ritmo del 
1,44%; el 65% de la población tiene entre 15 y 65 años de edad, siendo la edad media 
de la población de unos 26 años y la esperanza de vida de unos 74 años (CIA-WF, 
2013).  Posee un índice de desarrollo humano de 0.748 ubicándose en la posición 71 de 
la escala (PNUD, 2013) y un índice de Estado fallido de 75,3 lo que la coloca en el 
puesto 89 de la lista y en la zona denominada “de riesgo” (FP, 2013)153, viviendo un 
31.6% de su población bajo la línea de pobreza (CIA-WF, 2013).  
Con un PIB de 382.4 billones de dólares y un PIB per cápita de 13.800 dólares (por 
debajo de países suramericanos y caribeños como Chile, Argentina, Puerto Rico, 
Uruguay, Panamá, México, y de países europeos como España, Italia, Grecia y 
Portugal), Venezuela se caracteriza  por depender de los ingresos petroleros que 
representan aproximadamente el 95 % de los ingresos por exportaciones, casi el 45 % 
de los gastos del Estado y alrededor del 12 % del PIB. La deuda pública venezolana 
asciende a los 102.5 billones de dólares, es decir, 26,8% del PIB (75.75 billones de 
dólares constituyen deuda externa); mientras que la tasa de inflación no baja del 20% 
anual (CIA-WF, 2013)
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entidades subnacionales, así como la deuda intragubernamental que consiste en préstamos del tesoro para 
cubrir fondos sociales, como para el retiro, la asistencia médica, y el desempleo; algunos instrumentos de 






Venezuela también se caracteriza por ser el productor mundial de petróleo que menor 
producción tiene en relación con sus reservas, pero es a la vez el Estado que menor 
consumo tiene en relación con su producción, lo que se traduce en un gran potencial 
exportador. Asimismo, Venezuela presenta las mayores reservas comprobadas de crudo 
del hemisferio occidental (209.4 billones de barriles en 2012), siendo las segundas 
reservas mayores del mundo (solo superada por Arabia Saudita), además de poseer unas 
reservas de gas natural que son las mayores de América Latina (5.524 trillones de 
metros cúbicos en 2011) y las segundas más grandes del hemisferio, ubicándose entre 
los 10 países del mundo con mayores reservas comprobadas de gas natural. (CIA-WF, 
2013). 
Pero Venezuela no siempre fue el Estado petrolero característico del siglo XX y de lo 
que va del siglo XXI. Ella nació como Estado independiente de la Corona de España en 
el año 1811 (aunque esta independencia no fue reconocida por España sino hasta el año 
1845), por consiguiente, durante los tres siglos que van desde el descubrimiento en el 
siglo XV hasta la independencia en el siglo XIX, Venezuela se caracterizará por ser una 
colonia. 
Incluso tras su independencia, en Venezuela no podrá hablarse propiamente del 
nacimiento de un Estado moderno, pues el colonialismo será sustituido por el 
caudillismo (gobiernos de pequeños tiranos locales), el cual dominará durante el siglo 
XIX y principios del XX, impidiendo hasta entonces la formación de un Estado que 




                                                                                                                                                                          
la CIA en World Factbook https://www.cia.gov/library/publications/the-world-factbook/geos/ve.html 
[Consulta: 2013, Agosto 12] 
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 Consúltese, entre otros, Delgado, A.M. (2013, Septiembre 14). “Crisis económica venezolana. 
Venezuela tras el récord mundial de inflación”, El Nuevo Herald [Periódico en línea], Disponible en: 
http://www.elnuevoherald.com/2013/09/14/1565549/venezuela-tras-el-record-mundial.html [Consulta, 
2013, Septiembre 30]; “Venezuela lidera lista de países con mayor inflación”, (2013, Septiembre 14), 
Diario Ultimas Noticias [Periódico en línea], Disponible en: 
http://www.ultimasnoticias.com.ve/noticias/actualidad/economia/venezuela-lidera-lista-de-paises-con-
mayor-inflaci.aspx [Consulta, 2013, Septiembre 30]. Las mismas cifras de organismos gubernamentales 
venezolanos indican que la inflación acumulada supera el 32% apenas a mitad del año 2013, véanse 










7.2. La Venezuela agroexportadora 
 
Se estima que a inicios del siglo XIX, Venezuela tenía una población total de entre 
los 700.000 y 1.000.000 de habitantes, viviendo el 85% de la población en el medio 
rural y el resto en pueblos y ciudades de 5 a 10.000 habitantes, por lo general; estando 
los primeros y principales núcleos de población constituidos en torno a las ciudades de 
Caracas, Maracaibo, Valencia, Barquisimeto, Carúpano y Ciudad Bolívar, que además 
funcionaban como puntos de contacto con el sistema capitalista mundial.
156
  
La sociedad en Venezuela hasta 1810 era una sociedad monárquica, católica, 
esclavista y discriminatoria en lo racial. La mayoría de la población eran los llamados 
pardos formados por el cruzamiento de blancos con gentes de color, indios o negros, y 
de éstos entre sí (mulatos, mestizos, zambos, entre otras descendencias) y las minorías 
estaban formadas por personas blancas (peninsulares y criollos), otras esclavas (negros) 
e indios. Según Caracciolo Parra-Pérez (1992: xlvii-xlviii) para comienzos del siglo 
XIX los blancos criollos sumaban 200.000 personas, siendo algunos centenares de ellos 
ricos hacendados y aristócratas intelectuales también conocidos como mantuanos, 
quienes llegaron a ocupar importantes cargos públicos durante la Colonia, y entre los 
cuales surgirán los aristócratas revolucionarios o progresistas.  Por su parte, los blancos 
peninsulares (españoles europeos)
157
 sumaban 12.000 personas, desempeñando pocos 
de ellos cargos públicos pues la mayoría eran comerciantes e industriales originarios de 
Canarias, Cataluña y Vizcaya. Después de los blancos, le seguían en el régimen de 
castas colonial los pardos quienes sumaban 400.000 personas y que por dinero o 
servicios podían obtener del Rey certificados de limpieza de sangre. Los esclavos 
negros sumaban 60.000 personas, las dos terceras partes de ellos se ubicaban solo en la 
Provincia de Caracas, mientras que los indios puros (100.000 personas) estaban 
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 En Venezuela se fundaron ciudades hasta finales del siglo XVIII y las siguientes fundaciones se 
hicieron producto de la actividad petrolera. Véanse Carrera D., G. (1984). Una nación llamada 
Venezuela. Proceso sociohistórico de Venezuela (1810-1974), Caracas: Monte Ávila editores, pp. 133-
136; Pérez, S. (1996a, Septiembre). “Los partidos políticos en Venezuela I. Sistema de partidos y partidos 
históricos”. Curso de Formación Sociopolítica, 16, Caracas: Fundación Centro Gumilla, p. 41; Parra-
Pérez, C. (1992). Historia de la Primera República de Venezuela. Caracas, Biblioteca Ayacucho, p. xlix 
157
 Los españoles europeos  en la Colonia preferían hacer alianzas con los blancos criollos antes que con 
los pardos y negros. Sin embargo, frente a la revolución de los blancos criollos preferirán aliarse con el 
pueblo bajo para luchar contra los blancos rebeldes. Véase Parra-Pérez, C. (1992). Historia de la Primera 






repartidos por pueblos bajo la autoridad de misioneros o vivían en los territorios 
fronterizos o en la hoya del río Orinoco
158
.  
Al igual que los indios se fueron reduciendo en número sobre todo en Guayana y las 
provincias orientales (Parra-Pérez, 1992: xlviii), los esclavos también se redujeron por 
la dificultad en su abastecimiento, ello pese tanto a la “trata” de esclavos ocurrida 
especialmente durante los siglos XVIII y XIX, como a la “cría” de esclavos criollos que 




Una fuente constante y segura de recursos económicos era importante para adquirir 
mano de obra esclava y evitar que ésta fuera escasa. Sin embargo, la Venezuela post 
colonial y agroexportadora era una sociedad poco productiva y no competitiva respecto 
a muchos de sus vecinos del Caribe cuyas tecnologías agrícolas superaban con creces la 
venezolana
160
. Ello conllevó a que los recursos disponibles para adquirir mano de obra 
esclava fueran escasos y, por lo tanto, que fuera necesario disponer de hombres libres 
(peones, la mayoría mestizos), para los trabajos en el campo. Pero a su vez, la 
incapacidad y quizás la poca disposición de los terratenientes de pagar jornales 
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 Entre 1830 y 1840 había prevalecido en Venezuela un estancamiento en cuanto a la política 
indigenista, cuyas poblaciones se hallaban en situación de marginalidad geográfica. Los contactos con la 
base indígena se retoman entre 1940-1948, tras el debate quizás de la política indigenista que se percibe 
en 1936-1937. En el manifiesto del Partido Republicano Progresista (PRP) de entonces, se denunciaba la 
explotación y persecución a la que habían estado siendo sometidas las poblaciones indígenas 
proponiéndose la integración de estas comunidades a las relaciones sociales y comerciales del país 
respetando sus religiones, costumbres y dialectos. Carrera D., G. (1984). Una nación llamada 
Venezuela…, Op. cit., pp. 149-150. En la Constitución de 1999 se garantizaron derechos para los pueblos 
indígenas que según los censos poblacionales oficiales sumaban para aquella década unas 315.815 
personas hasta ubicarse en el año 2011 en 725.141 personas (que se han declarado como indígenas), 
localizadas el 61% de ellas en el Estado Zulia. Véase INE. (2013a). Primeros resultados Censo Nacional 
2011: Población indígena de Venezuela. [Informe en línea] Disponible en: 
http://www.ine.gov.ve/documentos/Demografia/CensodePoblacionyVivienda/pdf/PrimerosResultadosInd
igena.pdf. [Consulta: 2013, Marzo 25], pp. 2-5 
159
 La escasez de esclavos podría explicarse porque durante la época colonial, muchos negros que llegaron 
a las costas orientales provenientes de las islas antillanas se mezclaron con los indígenas de las misiones 
para evitar ser vendidos nuevamente, mientras que otros se escondieron en cumbes o vagaban por la 
colonia sin oficio ni beneficio. Además, habría que considerar que para finales del siglo XVII los Reyes 
de España habían declarado en diferentes cédulas que los esclavos que se refugiaran en Tierra Firme o 
islas españoles y que provinieran de territorios que pertenecían a los enemigos de la Corona Española 
serían libres en cuanto se dejaban bautizar. Véase Pollak-Eltz, A. (2000). La esclavitud en Venezuela: un 
estudio histórico-cultural. Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, pp. 55-56 
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 Ello pese que a finales de la Colonia, el comercio nacional de productos agropecuarios había 
aumentado considerablemente, no ocurriendo lo mismo con el comercio internacional con ingleses y 
holandeses instalados en las islas vecinas (así como otros extranjeros poseedores de barcos y buques) 
debido a la práctica del contrabando a la cual se prestaban tanto blancos criollos como peninsulares. Pese 
al tráfico ilegal, los impuestos (alrededor de 2.300.000 pesos a inicios del siglo XIX) cubrían las 
necesidades del presupuesto, pudiendo prescindir la Corona de los empréstitos de México y Nueva 







suficientes para la subsistencia de las familias de los peones, trajo como consecuencia 
que este sector de trabajadores libres en ascenso alternaran sus labores como jornaleros 
con el bandolerismo, el vagabundeo o la mendicidad para satisfacer sus necesidades, 
prefiriendo muchos de ellos vivir de tales artimañas que a trabajar en condiciones 
miserables peores que las de la esclavitud (Carrera, 1984:41-42 y Pérez, 1996a:41). 
Asimismo, habría que considerar que desde la colonia empezaron a vagabundear  
grupos humanos, especialmente los formados por los esclavos fugitivos que llegaron a 
Tierra Firme desde las diferentes islas caribeñas pidiendo ayuda a los indios (Pollak-
Eltz, 2000: 56-57). 
Por tanto, en la sociedad colonial y post colonial existirán diversos grupos sociales 
(vid. Anexo B-1), con aspiraciones y expectativas diferentes, y a veces enfrentadas, que 
actuarán de manera independiente y en varias direcciones. Precisamente, la crisis de la 
sociedad colonial será un reflejo de esta situación, impulsando a la clase dominante (en 
esta época y siguientes) a intentar conjugar los intereses particulares de los diversos 
grupos en una sola dirección con el objetivo de mantener el control de la sociedad en 
tiempos durante los cuales en Europa se estaban sucediendo una cantidad de factores 
disolventes y donde era manifiesta la incapacidad de la Metrópoli (Corona Española) 
para preservar la estructura social. Los criollos buscarán fortalecer el poder de la 
oligarquía y burguesía criolla como clase dominante, además de impulsar el libre 
comercio. Ellos aspiraban a vender sus productos a cualquier comprador en función de 
los precios, al mismo tiempo que deseaban poder comprar los productos que se 
necesitaban a cualquier comprador en función de los precios. Por su parte, los pardos 
lucharán por la igualdad, mientras que los esclavos por su libertad. Y así la 
independencia, funcionará como termino integrador de las luchas específicas de los 
diferentes grupos sociales que conforman la sociedad
 
(Carrera, 1984:48-49 y 72).  
En términos de comercio, la independencia significó que los venezolanos podrían 
vender libremente, pero también que tendrían que concurrir con otros productores tanto 
en los mercados latinoamericanos como europeos teniendo que hacer frente a ciertos 
problemas como: la baja productividad y la baja capacidad competitiva por los altos 
precios, determinados por diversos factores como administración deficiente, altos fletes 
debido a la escasez y la precariedad de los caminos, así como a un escaso acceso al 










Venezuela, hasta el descubrimiento del petróleo, se caracterizó por basar su actividad 
económica en el sector agrícola. El cacao, tabaco, cueros, añil y café, eran sus 
principales cultivos de exportación, aunque también tenía una producción ganadera. Sin 
embargo, la agricultura que existía en la Venezuela de entonces era incipiente y se veía 
afectada como consecuencia de las constantes luchas internas
162
, la inestabilidad de los 
mercados de materias primas, la baja capacidad tecnológica y la baja productividad del 
sector y la competencia de otras regiones en el mercado internacional, todo lo cual fue 
determinante para la estrechez fiscal del Estado.   
En efecto, el constante estancamiento en términos de volúmenes de producción y 
modernización de las unidades de producción agropecuarias, impedirán el crecimiento 
del ingreso nacional, que se estima que entre 1839 y 1936 aumentó solo en una tasa 
media anual de 0.3% (Carrera, 1984:132). A esta situación habría que añadir la 
paralizante estructura social agraria existente basada en el latifundio y la hacienda como 
expresiones de la gran concentración de la propiedad de la tierra. Justamente, se estima 
que a principios del siglo XIX, la gran propiedad de la tierra se encontraba en manos de 
apenas unas 50 familias, situación que poco cambiará con el trascurrir de los años pues 
según el censo de 1937 menos del 9% de los propietarios acaparaban el 92% de la 
superficie (Carrera, Ídem y Pérez, 1996a:42). Por consiguiente, había una extrema 
concentración del ingreso y del consumo, y al mismo tiempo de la participación 
política, dado que ésta estaba muy condicionada por la propiedad y la raza, como 
consecuencia de la herencia colonial
163
. De modo que los grupos sociales con capacidad 
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 A finales del siglo XVIII, ya la hacienda venezolana se caracterizaba por su baja rentabilidad, baja 
productividad y baja capacidad competitiva en el mercado exterior. Esto porque la hacienda, como 
unidad de producción, como medio de la ocupación del territorio y como punto de apoyo de la estructura 
social, fracasa en su intento de evolucionar hacia la plantación, es decir, hacia una forma de explotación 
de la tierra más racional, más tecnológica y administrada de acuerdo con criterios de eficacia y 
rentabilidad capitalista. Carrera D., G. (1984). Una nación llamada Venezuela…, Op. cit., pp. 43 y 82-83 
162
 Las guerras de independencia (Batalla de Carabobo 1821 y Batalla naval del Lago de Maracaibo 1823) 
y las guerras civiles (Revolución integrista 1831, la Guerra Federal 1859 y Revolución de Abril de 1870) 
causaron la pérdida no solo de vidas humanas sino también la destrucción de tierras agrícolas y 
ganaderas, e incluso, de la poca infraestructura que se había logrado construir, especialmente en el siglo 
XVIII. Más aún se dice que la Guerra Federal o Guerra de los Cinco Años que estalló en Coro en febrero 
de 1859, costó la vida de 350.000 personas y acabó con gran parte de la agricultura y la ganadería de 
Venezuela, aproximadamente con siete millones de cabezas de vacuno. Véanse Lucena, M. (2007). Breve 
historia de Latinoamérica. De la independencia de Haití (1804) a los caminos de la socialdemocracia. 
Madrid: Ediciones Cátedra, p. 213; Pérez, S. (1996a, Septiembre). “Los partidos políticos en Venezuela 
I…”, Op. cit., p. 58 y Carrera D., G. (1984). Una nación llamada Venezuela…, Op. cit., p. 76  
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 En efecto, durante la colonia los blancos peninsulares (españoles nacidos en España) tenían mayores 






económica (mayoritariamente los criollos o mantuanos) serán los que más posibilidades 
tendrán de negociar con el sistema político (antes con la Corona Española o Metrópoli y 
luego con el Estado independiente), mientras que los de color, sin tierras, libres o no 
(mayoritariamente pardos sin limpieza de sangre, indios y esclavos) estarán excluidos 
de cualquier proceso de negociación social-política.  
Aunque desde la Primera Constitución de la Venezuela independiente se 
reconocieron algunos derechos del hombre y del ciudadano inspirados en las 
convenciones y textos constitucionales de las repúblicas europeas
164
, el derecho de 
elegir, ser electo y participar en la toma de decisiones podía ser ejercido únicamente por 
aquellos que poseyeran bienes inmuebles que rentasen una cantidad determinada al año, 
quienes tuvieran un cierto nivel de ingresos, educación y pertenecieran al género 
masculino
165
, situación que duró hasta 1864
166
. Por lo tanto, casi la totalidad de la 
                                                                                                                                                                          
poder central, mientras que los blancos criollos (españoles nacidos en América) tenían reducida su 
participación al seno de los cabildos, apostando la mayoría de ellos a dedicarse a otras actividades no 
políticas (como el cultivo de sus tierras, el comercio y las armas) ya que las mismas disposiciones de las 
Leyes de Indias prohibían todo tipo de relación familiar entre los altos funcionarios y los habitantes de las 
circunscripciones donde se ejercían los cargos. Pérez, S. (1996a, Septiembre). “Los partidos políticos en 
Venezuela I…”, Op. cit., pp. 41-43 
164
 Entre otros, se restituyeron los derechos que les correspondían a los pardos como ciudadanos, 
revocándose y anulándose todas las leyes antiguas que imponían su degradación civil. Consúltese 
Capítulo VIII sobre “Derechos del hombre que se reconocerán y respetarán en toda la extensión del 
Estado” en la Constitución Federal para los Estados de Venezuela de 1811, en particular el art. 203. 
Disponible en: 
http://www.cervantesvirtual.com/portal/Constituciones/pais.formato?pais=Venezuela&indice=constitucio
nes (Consulta: 2013, Agosto 8) 
165
 Aunque en el articulado de las constituciones venezolanas desde 1811 no se hace mención explícita a 
que los derechos del ciudadano pertenecen exclusivamente al género masculino, el contexto y los hechos 
históricos evidencian que las mujeres estaban excluidas del derecho al sufragio. Sin embargo, a 
continuación se trascribe el contenido de los arts. 26 y 27 de la Constitución de 1811 disponibles en 
http://www.cervantesvirtual.com/portal/Constituciones/pais.formato?pais=Venezuela&indice=constitucio
nes (Consulta: 2013, Agosto 8).  Artículo 26.- “Todo hombre libre tendrá derecho de sufragio en las 
Congregaciones Parroquiales, si a esta calidad añade la de ser Ciudadano de Venezuela, residente en la 
Parroquia o Pueblo donde sufraga: si fuere mayor de veintiún años, siendo soltero o menor siendo 
casado y velado y si poseyere un caudal libre del valor de seiscientos pesos en la Capitales de Provincia 
siendo soltero y de cuatrocientos siendo casado, aunque pertenezcan a la mujer o de cuatrocientos 
siendo en las demás poblaciones en el primer caso y doscientos en el segundo; o si tuviere grado, u 
aprobación pública en una ciencia o arte liberal o mecánica; o si fuere propietario o arrendador de 
tierras, para sementeras o ganado con tal que sus productos sean los asignados para los respectivos 
casos de soltero u casado.” Artículo 27.- “Serán excluidos de este derecho los dementes, los 
sordomudos, los fallidos, los deudores a caudales públicos con plazo cumplido, los extranjeros, los 
transeúntes, los vagos públicos y notorios, los que hayan sufrido infamia no purgada por la Ley, los que 
tengan causa criminal de gravedad abierta y los que siendo casados no vivan con sus mujeres, sin motivo 











 estaba desprovista de derechos políticos, reservados a las minorías 
blancas y minorías de pardos que habían logrado limpiar su sangre durante la Colonia 
tras proporcionar servicios o dinero a la Corona, y que al igual que otros blancos 
poseían propiedades o contaban con un sueldo que les permitía tener acceso a la 
participación política. La  capacidad, especialmente económica, de las minorías blancas 
y de unos escasos pardos  le permitía solo a éstas poblaciones negociar con el Estado. Y 
solo el hecho de que la participación política estuviera limitada a un grupo de la 
sociedad durante el período 1811-1864 implicará que la Venezuela de entonces ni 
siquiera garantizaba a sus ciudadanos las libertades políticas y civiles propias de la 
democracia, y que se consideran como condiciones mínimas que los Estados modernos 
han de proporcionar, entre otras libertades
169
.  
Pero adicionalmente a este fenómeno, habrá otros elementos que ejercerán presión 
hacia la debilidad estatal de la naciente Venezuela independiente. Y es que la sucesión 
de guerras en las que se verá envuelta Venezuela como por ejemplo la guerra de 
independencia, la guerra federal y otro sinnúmero de escaramuzas, harán que los 
acreedores extranjeros presionen al muy maltrecho erario público venezolano para el 
pago de unas indemnizaciones por daños y perjuicios
170
, limitando así la disponibilidad 
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 Pese a que para 1857 tenían el derecho de elegir todos los venezolanos (varones) casados o mayores de 
21 años y alfabetos (esto último opcional hasta 1880), estaba restringido el derecho a ser electo. Así pues, 
para que un ciudadano pudiera ser nombrado elector tenía que ser varón mayor de 25 años, tenía 
obligatoriamente que saber  leer y escribir y además tenía que tener una propiedad que le rentase mil 
pesos o tener un sueldo de al menos 400 pesos.  Véanse arts. 12 y 15 de la Constitución de Venezuela de 
1857 disponible en: 
http://www.cervantesvirtual.com/portal/Constituciones/pais.formato?pais=Venezuela&indice=constitucio
nes (Consulta: 2013, Agosto 8). Sólo fue a partir de la Constitución de 1864 (art. 14.11) cuando se 
garantizó la libertad de sufragio (a los varones) para las elecciones populares, sin más restricción que no 
ser menor de dieciocho años (Op. cit.).   
167
 La esclavitud quedó abolida en la Constitución de 1858 declarándose libre a todos los esclavos que 
pisaran el territorio venezolano. Véase art. 13 de la Constitución de 1858 en 
http://www.cervantesvirtual.com/portal/Constituciones/pais.formato?pais=Venezuela&indice=constitucio
nes (Consulta: 2013, Agosto 8). 
168
 También estuvieron explícitamente excluidos del voto los “enajenados mentales”, los sirvientes 
domésticos, deudores de plazo cumplido a fondos públicos, los vagos, ebrios y los que tuviesen causa 
criminal pendiente. Véanse arts. 16 de la Constitución de 1830 y art. 12 de la Constitución de 1858.  
Disponible en:  
http://www.cervantesvirtual.com/portal/Constituciones/pais.formato?pais=Venezuela&indice=constitucio
nes (Consulta: 2013, Agosto 8). 
169
 Ciertamente, la limitación de la participación política por razones económicas estaba vigente en esa 
época prácticamente en todos los países, con la diferencia quizá que en otros Estados (EEUU y los 
europeos) la propiedad estaba más distribuida y por tanto también extendida la participación política (N. 
del A.). 
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 Documentos de la Cancillería venezolana del siglo XIX dan cuenta de la existencia de una preocupante 
deuda externa para aquella época, basada especialmente en reclamaciones de particulares de otros Estados 






de recursos fiscales, ya de por sí muy reducidos por cuanto en Venezuela no solo no 
existía para la época una cultura tributaria y aduanera, sino que la poca recaudación de 
impuestos aduaneros que gravaban el consumo de las mercancías que importaba 
Venezuela resultaba precaria dada la escandalosa proporción del contrabando en todos 
los puertos del territorio (Secretaría de Hacienda, 1863:11-12). Todo ello mermaba la 
capacidad de extracción del Estado haciendo los ingresos insuficientes como para lograr 
una prestación de bienes y servicios públicos mínimos para la satisfacción de 
necesidades humanas básicas e intermedias.   
A pesar de ello, podría decirse que los grupos humanos minoritarios de raza blanca 
que tenían participación política, estaban divididos a su vez en dos subgrupos. Un grupo 
A y uno B, según la nomenclatura del modelo propuesto en el capítulo anterior. Al 
grupo A, pertenecían terratenientes, comerciantes, prestamistas y banqueros, que 
defendían la intervención mínima del Estado y que pensaban que la ley estaba para 
garantizar el cumplimiento de los contratos, cualesquiera que éstos fueran y cualquiera 
fuera el nivel de vida social de los individuos implicados. Además, este sector 
poblacional (conocidos como oligarcas) se caracterizaba por no tener ningún interés por 
modificar el orden social pues deseaba solo detentar el poder económico y obtener 
beneficios de la creciente debilidad del Estado. Por su parte, al grupo B pertenecían 
agricultores, ganaderos, artesanos y prestadores de otros servicios, quienes se inclinaban 
por una mayor intervención del Estado y abogaban por la igualdad política y social 
(llamados los burgueses progresistas). A este grupo B también habría que incluir a la 
minoría de pardos que habían logrado limpiar su sangre durante la Colonia después de 
haberle suministrado a la Corona servicios o dinero, y que al tener rentas o un sueldo 
determinado al año tenían acceso a la participación política para exigir igualdad de 
derechos políticos y sociales. 
                                                                                                                                                                          
crecidas, incesantes, inacabables, constituyen un embarazo de tal magnitud, que es necesario, es urgente, 
excogitar arbitrios con que traer al carril de la lei á los extraños que todo lo demandan del Ejecutivo, 
que no conocen tribunales ni otra autoridad, que pretenden hacer admitir sus exorbitantes peticiones, 
aunque no hayan pasado por los trámites legales.”. Tal situación se decía que era inaguantable 
especialmente porque se tomaba como buena y valedera tan solo la prueba testimonial, lo cual dejó de ser 
suficiente ante los abusos de especuladores y oportunistas. Lo cierto, en todo caso, es que las discordias y 
actividades bélicas de Venezuela la habían llevado a estar agobiada por una inmensa deuda siendo los 
principales reclamantes Francia, Italia, Reino Unido, Dinamarca, Países Bajos, España y Colombia, para 
aquella época. Véanse Libro Amarillo de la República de Venezuela presentado al Congreso Nacional en 
sus sesiones ordinarias. (1868). Caracas: Ministerio de Relaciones Exteriores, pp.14-16 y 20; Secretaría 
de Hacienda de Venezuela. (1863). Memoria que dirige a la Asamblea Nacional de la Federación 






Ambos grupos humanos (A y B) serán capaces de alcanzar un acuerdo político-social 
que se caracterizará por estar por debajo del nivel mínimo de justicia, situación que se 
complicará con la presión a las que son sometidas las arcas públicas como consecuencia 
de las reclamaciones pecuniarias de las potencias extranjeras, que reducirán la 
capacidad de extracción del Estado y con ello su capacidad para proveer unos bienes y 
servicios básicos, modificándose el acuerdo entre tales grupos humanos aún más por 
debajo del nivel de mínimos de justicia (vid. Figura No. 14) .  
Ante una situación como la descrita habría dos posibles soluciones. La primera, que 
se produjese un incremento en la generación de recursos internos por vía de un 
crecimiento de la productividad, cuestión ésta que parecería improbable vista la 
reducida capacidad del Estado de entonces de invertir y de la extrema concentración de 
la riqueza, el ingreso y el consumo en las manos de unas pocas familias propietarias de 
la tierra. La segunda opción sería conseguir una transformación política que modificase 
los acuerdos intergrupales de A y B, así como sus negociaciones con el Estado. Y por el 
desarrollo de los acontecimientos históricos se entiende que fue justamente hacia esta 
dirección en la que se orienta la sociedad venezolana en adelante. 
Así, en primera instancia, y no precisamente por orden jerárquico, se modificará la 
normativa para el reconocimiento de los créditos extranjeros pasando de la simple 
prueba testimonial a mecanismos de comprobación más sofisticados para evitar los 
abusos de especuladores y oportunistas. De esta manera, se reducirá la presión sobre el 
erario público por parte de los acreedores extranjeros haciendo posible el incremento de 
los recursos financieros disponibles para sufragar bienes y servicios públicos básicos 
demandados tanto por los grupos A como B. Esta situación significará una restitución 
del acuerdo político-social inicial, que como ya se ha dicho, no llegaba entonces a los 
mínimos de justicia (vid. Figura No. 15).  
Adicionalmente, los grupos B presionarán para que se modificase el ordenamiento 
jurídico existente para aprobar leyes que beneficiasen a todos los sectores sociales y que 
permitiesen la modernización y desarrollo de la sociedad venezolana. Así el grupo B 
exigiendo que se incorporase en la agenda política temas como la abolición de la ley de 
libertad de contratos, la derogación o modificación de la ley de sumisión de esclavos, la 
reforma del Código de Procedimiento Civil y las leyes mercantiles, la promulgación de 
una amnistía total por delitos políticos, la abolición de la pena de muerte (Pérez, 






ganará muchos adeptos incrementando la proporción poblacional de B (vid. Figura No. 
15). 
Y aunque los grupos A, no estaban muy interesados por cambiar el statu quo, 
comprenderán que ampliar las diferencias intergrupales, sobre todo frente a un grupo 
que se hacía mayoritario (grupo B), solo podría ir en perjuicio del propio sector 
poblacional A, con lo cual accederán a algunas demandas del grupo B y por tanto a una 
mayor intervención del Estado (desplazamiento a la derecha de la curva A hacia A₁ en 
Figura No. 15) , creándose un nuevo pacto político-social que ascenderá en la escala de 
provisión de bienes y servicios básicos y de intervención estatal, sin que aún se 
consiguiesen alcanzar los niveles mínimos de justicia. 
Por su parte, los gobiernos de turno
171
 -cuyos líderes provenían de las clases 
dominantes- harán sus esfuerzos por aminorar cualquier diferencia entre los grupos A y 
B accediendo a las demandas de estos últimos, para una vez desaparecida la amenaza de 
éstos, poder dedicarse a construir una confusión deliberada entre el Estado-Gobierno, es 
decir, para igualar el Estado con la figura de quien gobierna, con el objetivo de 
“patrimonializar” el poder y enriquecerse a costa de los sectores públicos y privados.  
Pero, la profundización de las crisis económicas hará que los grupos A y B, pese a 
sus diferencias liberales (el primero liberal económico y el otro liberal político), 
conformen una oposición contra los gobiernos de turno sumamente corruptos, a la cual 
luego se sumarán otros colectivos como consecuencia, por ejemplo, de la abolición de la 
esclavitud  en 1854  y de la extensión del sufragio directo y secreto a todos los 
ciudadanos (varones) a partir de los 20 años con la Constitución de 1858 (arts. 11 y 81) 
y de los 18 años con la Constitución de 1864 (arts. 14.11 y 63)
172
. Acontecimientos 
como estos últimos permitirán abrir la participación política a grupos históricamente 
excluidos, pero al mismo tiempo serán los que tras promesas gubernamentales 
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 Durante 1847-1858 gobernarán Venezuela los hermanos Monagas quienes se dice trataron al Estado 
como si fuera un feudo personal. La administración del Estado estará a cargo de sus amigos, lo que 
desatará la corrupción y el aumento considerable de la deuda interna y externa. Excepto por la abolición 
de la esclavitud en 1854, la familia Monagas no hará otra cosa que no fuese enriquecerse, ocasionar un 
caos en la administración de la Hacienda Pública y acelerar la tendencia hacia la exclusividad política 
potenciada por el nepotismo. Pérez, S. (1996a, Septiembre). “Los partidos políticos en Venezuela I…”, 
Op. cit., pp. 54-55 
172
 En la Constitución de 1893-1894 fue cambiada la libertad del sufragio concediéndosela a los (varones) 
mayores de veintiún años, en lugar de veinte (art. 14.11). Dicha disposición cambió en 1864 rebajándose 
la edad a los 18 años,  pero con las Constituciones sucesivas se restituyó la edad de sufragio a los 21 años  
hasta el año 1946 cuando con el Decreto de la Junta Revolucionaria del 15 de marzo se estableció la edad 
de sufragio a los 18 años sin distinción de sexo. Véanse Constituciones de Venezuela y decretos 
respectivos en: 
http://www.cervantesvirtual.com/portal/Constituciones/pais.formato?pais=Venezuela&indice=constitucio






paternalistas y asistencialistas contribuyan potencialmente al desarrollo de un tercer y 
cuarto grupo humano (C y D). Ello, en primer lugar, porque si bien dentro de los de 
color, sin tierras y ya libres pero históricamente excluidos, habrá quienes tengan una 
conciencia más de tipo A o B, entendiendo en cualquier caso que el trabajo y el esfuerzo 
propio es esencial para alcanzar los proyectos de vida que cada quien considera 
valiosos, no puede ignorarse que también dentro de estos grupos humanos habrá quienes 
piensen que sin la acción exclusiva del Estado la satisfacción de necesidades y deseos es 
una utopía (grupo C), lo que será utilizado por aquellos que tienen el poder o aspiran a 
hacerse con él para convertir a estos grupos humanos en masas dependientes del Estado. 
Y en segundo lugar, porque igualmente entre los de color, sin tierras y ya libres habrá 
los ya acostumbrados al bandolerismo y al poco esfuerzo que querrán ver satisfechas 
sus expectativas y aspiraciones no solo sin nunca haber contribuido sino también sin 
ninguna intención de hacerlo a posteriori; grupo al cual –cabe subrayar- también se 
sumarán algunos blancos oligarcas que no teniendo ningún interés por realizar esfuerzos 
e inversiones para permitir el ascenso social de otras clases, preferirán dedicarse al ocio 
y a la acumulación de riquezas por vía del trabajo y esfuerzo de otros
173
. Este último 
grupo sería, de acuerdo con la terminología empleada en el capítulo anterior, el grupo 
D, el cual será muy incipiente durante la época de la Venezuela agroexportadora, pero 
que irá en auge a partir del descubrimiento y explotación petrolera como se verá más 
adelante. 
Con la extensión del sufragio a todos los venezolanos (varones) sin más limitaciones 
que la de no ser menor de 18 años con la Constitución de 1864, otros miembros con 
conciencia de tipo A, B, C o D también tendrán la oportunidad de influir en la agenda 
política impulsando, en un principio, un avance en el ámbito de los derechos civiles, 
políticos, sociales y económicos
174
. De hecho, la Constitución de 1864 en su artículo 14 
consagrará muchas de las aspiraciones de los gobernados con respecto a la libertad y la 
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 Ciertamente, la marginación a la que habían sido sometidos los pardos, los negros e indios había 
empujado a muchos de ellos a recurrir inevitablemente al bandolerismo y el vagabundeo. Pero en el caso 
de algunos blancos oligarcas habían sido ellos mismos los que comenzaron a auto-marginarse  alejándose 
de la visión del Estado de tipo A para acercarse a los del grupo D. (N. del A.) 
174
 Con la Constitución de 1864 se consagran una serie de derechos políticos, sociales y económicos a los 
venezolanos, que luego serán reconfirmados y ensanchados en las sucesivas Constituciones del siglo XX, 
cambiando con el trascurrir de los años el grado de intervención del Estado en la vida económica y social 
venezolana. Entre 1909-1936, la acción del Estado para garantizar los derechos establecidos en la 
Constitución de 1909 y 1936 será filantrópica; entre 1947-53 su acción será más de planificador mientras 
que a partir de la Constitución de 1961 el Estado aumentará su nivel de intervención convirtiéndose en el 
rector de la vida económica y social del país. Véase Carrera D., G. (1984). Una nación llamada 






igualdad, por ejemplo, la inviolabilidad de la vida, quedando abolida la pena capital; la 
libertad personal y seguridad individual, quedando abolido el reclutamiento militar 
forzoso y  proscripta la esclavitud; la libertad de pensamiento y prensa sin restricción 
alguna; la libertad de la enseñanza y gratuidad de la educación primaria y de artes y 
oficios
175
; la libertad de industria y, en consecuencia, la propiedad de los 
descubrimientos o producciones; libertad de cultos, la libertad de reunión y asociación, 
derecho al sufragio directo y secreto, igualdad ante la ley,  inviolabilidad de la 
correspondencia, etc.  Todo ello en un claro intento de que Venezuela continuase su 
camino hacia un Estado viable capaz de proveer los bienes y servicios públicos de 
mínimos de justicia. 
Así pues, para 1870 ya se piensa que la propia sociedad venezolana debía ser la que 
generase los impulsos que reactivasen la economía. De allí, la idea de modernizar el 
Estado y el Gobierno, así como el desarrollar infraestructuras para que el capital 
internacional se interesase en Venezuela y produjese en ella lo que para entonces 
significaba el progreso
176
. Justamente, en ese marco del sistema capitalista mundial, se 
otorgarán las primeras concesiones para la exploración y explotación de productos 
naturales (particularmente asfalto) y para la navegación de ríos y lagos; los convenios 
financieros; los contratos de construcción de obras. En  fin, se producirá una apertura al 
capital fundamentalmente alemán, francés y luego norteamericano, produciéndose 
también una inmigración europea
177
 con su respectivo contenido cultural y tecnológico. 
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 La libertad de la enseñanza que se estableció en la Constitución de 1864 iba acompañada de la 
obligación del poder público por vigilar y controlar la enseñanza, más no hacía alusión a los valores que 
se pretendían promover. Será en la Constitución de 1936 cuando se hable de una educación moral y cívica 
del niño como obligatoria, inspirada “en el engrandecimiento nacional y la solidaridad humana. Habrá, 
por lo menos, una Escuela en toda localidad cuya población escolar no sea menor de treinta alumnos.” 
(art. 32.15). También tras el reconocimiento de la libertad de trabajo y la legislación laboral, se incluye 
que el Estado fomentará la enseñanza técnica de los obreros (art. 32.8).  Véase 
http://www.cervantesvirtual.com/portal/Constituciones/pais.formato?pais=Venezuela&indice=constitucio
nes (Consulta: 2013, Agosto 8). 
176
 Se trataba del gobierno de Antonio Guzmán Blanco (1870-1887), quien prefería llamarse el “Ilustre 
Americano” y quien representando teóricamente el liberalismo venezolano, llevó a cabo un gobierno 
único autoritario y personalista, a cuyos opositores calificó de “la soez oligarquía”.  Durante su gobierno, 
no solo se emprendió la modernización del país atrayendo el capital extranjero sino que también se 
reformó la universidad con arreglo a las ideas positivistas; se construyeron edificios públicos; se hizo el 
censo; se contrató la construcción de numerosos ferrocarriles a partir de 1882 (como el de Caracas-La 
Guaira y el de Puerto Cabello-Valencia); se sustituyó la moneda de peso por el bolívar; se auspició el 
tendido del cable telegráfico a Europa; se reorganizó la hacienda pública y el crédito, se decretó la 
enseñanza obligatoria y gratuita, y se desarrolló una política exterior mucho más dinámica y hasta cierto 
punto agresiva. Véanse Lucena, M. (2007). Breve historia de Latinoamérica…, Op. cit., pp.234-235; 
Coronil, F. (2002). El Estado mágico…, Op. cit., p.87; Hernández, D. (2004). Historia diplomática de 
Venezuela 1830-1900. Caracas: Universidad Central de Venezuela-CDCH, pp. 202-230 y 239 y ss. 
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 En el período 1870-1900 la inmigración en Venezuela fue favorecida como resultado del “Decreto de 






También se realizará un gran programa de obras públicas (instalación de líneas 
telegráficas, telefónicas y de ferrocarriles), se reorganizará la Hacienda Pública y el 
crédito, lo que permitirá una mejor administración de los ingresos y la solución de los 
problemas de deuda que venían aquejando al país (como producto en su mayoría de las 
reclamaciones diplomáticas, pero también como resultado de las operaciones de crédito 
que hicieron los gobiernos de 1858-1863
178
). De esta manera, Venezuela continuará su 
camino orientado hacia lograr proveer a sus ciudadanos los mínimos de justicia como se 
muestra en la Figura No. 16, donde no se ignora la existencia de ciertos grupos 
humanos con conciencia tipo C, lo que crea el área de diferencia en la negociación 
político-social, que como se ha dicho en el capítulo anterior, abriría la puerta a la 
posible discrecionalidad gubernamental y con ello a las posibles desviaciones hacia la 
derecha, la izquierda o hacia el poder, lo que dependerá del flujo de recursos 
económicos disponibles y la conveniencia o no de comprar voluntades de uno u otro 
grupo gobernado. Por consiguiente, cada vez más el poder estatal se confundirá con el 
poder del gobierno y los grupos en pugna soñarán con hacerse con dicho dominio 
político para tener la misma oportunidad que otros de tiranizar. Así el Estado será cada 
vez más percibido como un botín por el cual todos los grupos sociales han de luchar si 
desean ver satisfechas sus expectativas de bienestar tomando fuerza la visión de los 
grupos D en la Venezuela petrolera.  
De modo que los esfuerzos por modernizar a la sociedad venezolana tropezarán con 
algunos obstáculos, no solo los derivados de los efectos negativos que producirán en la 
                                                                                                                                                                          
la materia quedaba en manos del gobierno y no de la iniciativa privada, como había sido implementada en 
el pasado. Esta política gubernamental permitió que la inmigración alcanzara la cifra record de 15.000 
inmigrantes en los primeros años. También logró el establecimiento de dos colonias agrarias, una, ubicada 
en el estado Miranda (1874), con colonos franceses, italianos y criollos, y que para 1887 ya contaba con 
446 habitantes, pero que decae hacia finales del siglo XIX por la falta de continuidad en la protección de 
ese establecimiento. La otra ubicada en el estado Guárico (1875), con colonos italianos, franceses, 
españoles, polacos y criollos, que tuvo algo más de suerte y llegó a producir café, azúcar y frutos menores 
y que en 1904 fue incorporada a la jurisdicción del estado Miranda. La necesidad de la inmigración había 
sido entendida por gobiernos anteriores como la del general José Antonio Páez, quien en la década de los 
cuarenta del siglo XIX estableció un programa de colonización agraria cuyo mayor logro fue la fundación 
de la Colonia Tovar en 1843. Esta colonia aún subsiste y está ubicada en el estado Aragua y formada con 
inmigrantes alemanes provenientes de la Selva Negra. Véanse Rivas, E. (2001). “La idea de progreso en 
el montaje del estado venezolano 1870-1877”,  Revista Politeia, vol.24, núm. 27, pp.117-118; Hernández, 
D. (2004). Historia diplomática de Venezuela 1830-1900, Op. cit., p. 230 
178
 Una de las operaciones de crédito se conoció con el nombre de los billetes de agosto por la cantidad de 
2.259 pesos, conviniéndose su cancelación en 39.639 pesos pagaderos con el 5% de los derechos de 
importación de las adunas de Maracaibo. También destaca el llamado Empréstito de la Federación 
solicitado al Reino Unido en 1863 por la cantidad de  9.500.000 pesos al 60% sobre el capital con un 
interés del 6% más el 2% por amortización de dicho capital. Este empréstito se dedicará en su mayor 
parte a la liquidación de las reclamaciones diplomáticas durante el gobierno de Guzmán Blanco. 






economía la reaparición de las pugnas caudillistas
179
, sino también los resultantes de la 
cultura política venezolana heredada: el culto al personalismo y con ello, la 
personificación del Estado. Por consiguiente, al parecer, solo grandes cambios en lo 
económico, político y social podrían mejorar las condiciones todavía de debilidad del 
Estado venezolano del siglo XIX.  
En resumen, las Figuras No. 14, 15 y 16, reflejan la situación de Venezuela en el 
siglo XIX y principios del XX (previo a la era petrolera) mostrando que durante todo 
este periodo el Estado venezolano era incapaz de proveer a su población ni siquiera los 
mínimos de justicia y que era igualmente incapaz de ejercer su función extractora en pro 
del bien común, porque sus ingresos y su administración eran insuficientes para cumplir 
con sus compromisos con la sociedad venezolana y con los acreedores extranjeros. Y 
que pese a que la situación comienza a mejorar con la aprobación de un nuevo texto 
constitucional en 1864, así como con la puesta en marcha de políticas progresistas 
orientadas a atraer el capital extranjero y su inversión en sectores productivos del país; 
todavía era necesario avanzar en el proceso de modernización de Venezuela y cohesión 
social para que los habitantes vieran satisfechas sus necesidades de mínimos de justicia.  
A finales del siglo XIX y principios del XX, Venezuela iniciará su camino hacia 
alcanzar los mínimos de justicia, pero su economía continuará dependiendo 
fundamentalmente del sistema capitalista mundial (los precios de las materias primas). 
Con la llegada de la explotación petrolera, Venezuela logrará un flujo de ingresos 
fiscales suficientes y necesarios para finalmente conseguir alcanzar,  mantener y superar 
los mínimos de justicia, quedando solo por ver si los grupos humanos serán capaces en 
los años siguientes de organizarse alrededor de la nueva realidad económica para 
construir un Estado institucionalizado y fuerte o si por el contrario mantendrán su 
tendencia a igualar el Estado-Gobierno tan proclive al personalismo, a la debilidad 
estatal y ajeno a la satisfacción de necesidades humanas básicas e intermedias que como 
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 Al concluir el gobierno de Antonio Guzmán Blanco reapareció la anarquía y el desorden 
administrativo, viviendo Venezuela un largo período de convulsión caracterizado por una sucesión de 
gobiernos liderados por caudillos, que incrementaron la corrupción y los problemas de deuda del país. 






7.3. La Venezuela petrolera 
 
Cuando se descubre el petróleo en Venezuela y llegan al país las petroleras 
extranjeras
180
 con sus inversiones, Venezuela tendrá una gran oportunidad de 
convertirse propiamente en un Estado moderno y viable. Las concesiones otorgadas por 
el Estado venezolano a las compañías extranjeras para la explotación del petróleo, no 
solo convertirán a estas empresas en actores fundamentales del cambio político, social y 
económico del país durante más de la primera mitad del siglo XX, sino que además 
revitalizarán mayoritariamente la conciencia política de tipo A y por tanto sus grupos 
humanos (vid. Figura No. 17). 
Y es que las empresas extranjeras al entrar en los procesos de negociación de los 
acuerdos Sociedad-Estado especialmente a través de los grupos humanos A (porque 
serán en muchos casos los que tendrán la capacidad económica suficiente para adquirir 
las concesiones petroleras para luego venderlas a las compañías internacionales), serán a 
su vez las que exijan y demanden al Estado proyectos de modernización necesarios para 
una más eficiente explotación del “oro negro” y del mercado: construcción de 
carreteras, puertos, aeropuertos y ferrocarriles, así como sistemas de electrificación, de 
agua potable y cloacas en las principales ciudades, particularmente las más cercanas a 
los centros petroleros; además de solicitar planes de salud pública para erradicar 
enfermedades endémicas y tropicales como el paludismo, la tuberculosis, el mal de 
chagas, entre otras. 
Además, serán las compañías extranjeras las que conviertan a Venezuela para 1929 
en la segunda productora mundial de petróleo y la primera exportadora mundial 
petrolera
181
, transformando de esta manera no solo la estructura económica del país -
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 El descubrimiento de petróleo en 1912, atrajo la inversión de la Royal Dutch Shell, de Henri Deterding 
y de la Standard Oil de Rocketfeller, así como otras firmas, mejorando considerablemente la economía 
venezolana. Una ley de 1920 garantizó prácticamente la propiedad del petróleo a las compañías 
extranjeras –el pago de royalties de las petroleras era menor que el valor de las exenciones que concedía 
el Gobierno por importación de bienes-,  y ese mismo año las exportaciones de crudo sobrepasaron a las 
de café. Era el gobierno de Juan Vicente Gómez, quien se dedicó a convertirse en el mayor propietario de 
tierras del país, por lo que el Estado asumió un papel de “terrateniente nacional”, rol que conllevaba su 
expansión mediante un sistema cada vez más complejo de instituciones y reglamentaciones. Véanse 
Lucena, M. (2007). Breve historia de Latinoamérica…, Op. cit., p. 269 y Coronil, F. (2002). El Estado 
mágico…, Op. cit., pp. 86-87. 
181
 Véase Entrevista a Luis Giusti realizada y recogida por Coronil, F. (2009). “¡Es el petróleo, estúpido! 
Petróleo y revolución: una visión general”, en Ayala, M. y Quintero, P. (Comps). Diez años de revolución 
en Venezuela: historia, balance y perspectivas (1999-2009), (pp. 165-202), Argentina: Editorial Maipue, 
p. 197; Pardo, M. (1973). Monedas venezolanas. Colección histórica-económica venezolana, (2ª ed.), 
Tomo 1, Caracas: Banco Central de Venezuela, p. 172. De acuerdo con la Embajada de Venezuela en los 






basada hasta entonces en la agricultura-, sino también su estructura social al impulsar la 
aparición de la clase obrera y la clase media-profesional, ello como consecuencia tanto 
del importante ingreso fiscal que proporciona al Estado la renta petrolera así como por 
la inmigración asociada a la industria petrolera, que como se ha dicho, tiene su 
contenido cultural y tecnológico
182
.  
Y es que con la explotación petrolera, la población venezolana no solo tenderá a 
crecer muy rápidamente
183
, sino que al mismo tiempo se irá diversificando lentamente, 
multiplicándose un nuevo sector social intermedio, entre el tradicional peón o jornalero 
de hacienda [no propietario] y el terrateniente o gran comerciante [propietarios], 
compuesto precisamente por trabajadores urbanos, intelectuales, profesionales medios y 
estudiantes [con capacidad para ser propietarios]
 184
, con sus respectivas aspiraciones 
políticas y económicas e ideas de Estado, que en sus inicios tendrán una conciencia 
política y social más de tipo C, puesto que apostarán por una mayor intervención del 
Estado en la provisión de bienes y servicios públicos a diferencia de A y B 
(determinando su crecimiento y consolidación como sector social, vid. Figura No. 17), 
pero que tras el ascenso o movilización social hacia arriba producto de la renta 
petrolera, también tenderán a transformarse en conciencias de tipo A o B. Aunque, 
igualmente es cierto que las desigualdades que provocarán también los ingentes 
ingresos petroleros, impulsarán la creación de un nuevo grupo humano D cuyos 
miembros se caracterizarán por ser unos clientes políticos en busca de subvenciones y 
otros beneficios otorgados por los gobiernos-Estados para satisfacer tanto sus 
necesidades básicas como deseos particulares, lo que a la postre supondrá una 
disminución en la prestación de los bienes y servicios públicos, es decir, un retroceso en 
                                                                                                                                                                          
Venezuela-US. (Agosto 2011), Ficha Técnica: Comercio entre Venezuela y Estados Unidos, [en línea], 
Disponible en http://venezuela-us.org/es/wp-content/uploads//2009/05/08-01-2011-fact-sheet-trade-
spanish.pdf [Consulta: 2011, Septiembre 14] 
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 Un gran número de inmigrantes de las Antillas llegaron a Venezuela con el boom petrolero. Algunos 
llegaron a convertirse en obreros en los campos petroleros donde el pago era mejor y se les facilitaba el 
empleo por parte de las compañías extranjeras por el hecho de ser de habla inglesa. Después de la 
Segunda Guerra Mundial  muchos antillanos y miles de colombianos llegaron a Venezuela para trabajar 
en cualquier oficio, principalmente en el servicio doméstico,  la construcción y la agricultura y cría; 
inmigración que cesó entre 1980-90 debido a la crisis económica en Venezuela. Véase Pollak-Eltz, A. 
(2000). La esclavitud en Venezuela…, Op. cit., pp. 57-59 
183
 Se estima que entre 1936-1961 y como consecuencia de efectos indirectos del petróleo, es decir, por 
un mejoramiento de las condiciones propicias al crecimiento vegetativo de la población y la erradicación 
del paludismo, la población venezolana se duplicó, creciendo en términos relativos en un 126% pasando 
de 3.346.347 a 7.616.327 habitantes. Carrera D., G. (1984). Una nación llamada Venezuela…, Op. cit., 
pp. 155-156 
184
Categorización deducida de la explicación histórica dada por Pérez, S. (1996a, Septiembre), “Los 






el camino hacia la provisión de bienes y servicios de mínimos de justicia (vid. Figura 
No. 17). 
La población obrera comenzará a organizarse en sindicatos (legalizados después de 
1944) lo que le permitirá como grupo social participar en las negociaciones con otros 
grupos humanos y el Estado, situación que se verá mejorada con el establecimiento del 
sufragio universal, secreto y directo para todos los ciudadanos mayores de 18 años, 
hombres y mujeres, incluso analfabetos a partir de 1946
185
. También la clase media se 
organizará en asociaciones, gremios y federaciones que le permitirán igualmente su 
acción social y política.  
Por su parte, las ciudades del país no solo comenzarán a experimentar un crecimiento 
rápido, especialmente en las zonas cercanas a los yacimientos petrolíferos mientras que 
otras  quedarán marginadas del proceso de modernización, sino que cada vez será mayor 
la población que se movilizará desde el medio rural hacia los campos petroleros o a las 
zonas urbanas e industriales buscando satisfacer sus necesidades humanas y deseos; 
causando un incremento poblacional en las ciudades muy superior a su propio 
desarrollo, generando así serios problemas de planeamiento y de ruralización de las 
urbes. Esta situación, incrementará las demandas de los grupos (mayoritariamente de 
C), de una mayor intervención del Estado en lo económico y social, para una mejora de 
las condiciones de vida de los ciudadanos, a las cuales los grupos humanos A y B 
estarán dispuestos a acceder, los primeros (A), para continuar manteniendo el control de 
la sociedad y no menoscabar el Estado liberal de Derecho; y los segundos (B), para 
desarrollar el Estado Social. 
Así pues, las élites cívico-militares del país abogarán por la búsqueda de acuerdos 
basados en la negociación y concesiones mutuas resultando de ello programas de 
gobiernos más sociales que proporcionarán a la población, al menos, los bienes y 
servicios básicos considerados como mínimos de justicia, para lo cual vale destacar que 
se utilizarán los recursos provenientes de los ingresos petroleros y no los del trabajo 
interno productivo.  
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 Véase art. 1.1 del Decreto No. 217 de la Junta Revolucionaria de Gobierno de los Estados Unidos de 
Venezuela de fecha 15 de marzo de 1946. Disponible en: 
http://www.cervantesvirtual.com/servlet/SirveObras/12482420802355953087846/p0000001.htm#I_1_ 






El primero de estos planes sociales gubernamentales en Venezuela se creará en 
1936
186
 e incluirá la asistencia social para la erradicación de enfermedades (paludismo, 
tuberculosis, anquilostomiasis, tripanosomiasis) y lucha contra las venéreas; la 
protección a la madre y al niño; establecimiento de un  buen aprovisionamiento de agua 
potable; adaptación del país a las condiciones de la legislación internacional del trabajo; 
educación para la población en todos los niveles especialmente lucha contra el 
analfabetismo de los adultos; desarrollo de un vasto plan de infraestructura urbana, 
agrícola y pecuario, así como de una política fiscal y comercial; la reorganización de la 
administración pública mediante el ingreso a ella por concurso; el mejoramiento del 
sector industrial (desarrollo siderúrgico, por ejemplo) para diversificar las exportaciones 
del país
187
, entre otros. Con ello, será posible que Venezuela alcance por primera vez en 
su historia los mínimos de justicia, todo como resultado de una mayor intervención del 
Estado y el accionar gubernamental hacia la izquierda buscando un nuevo punto de 
equilibrio entre las aspiraciones y expectativas de los grupos A, B, C y muy escasos D 
(vid. Figura No. 18). 
Pero parece ser que los mínimos de justicia en Venezuela se alcanzan más por una 
cuestión de estrategia política y económica que por razones éticas: el Estado petrolero 
para mantenerse vinculado con el sistema capitalista mundial tenía que atender sobre 
todo las demandas y presiones de las compañías petroleras internacionales que exigían 
mejores redes de transporte y comunicaciones
188
, sistemas de seguros, lucha contra la 
insalubridad, impulsar la educación técnica con la idea de incorporar a la población 
rápidamente al proceso económico-productivo, etc. Por consiguiente, los programas 
sociales vieron la luz atendiendo en primer lugar a los intereses foráneos antes que a los 
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 Conocido como Programa de Febrero de 1936 y creado durante el gobierno de Eleazar López 
Contreras (1935-1941). Este programa expresa el compromiso del Estado venezolano por los temas 
sociales por primera vez en su historia. Véase Pérez, S. (1996b, Septiembre). “Los partidos políticos en 
Venezuela II...”, Op. cit., pp. 7-8; Caballero, M. (1998). La crisis de la Venezuela contemporánea (1903-
1992), Caracas: Monte Ávila editores, pp. 62-64 
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 Esto no se logró. Incluso la industria no petrolera en Venezuela constituía modestamente el 15,9% de 
la industria latinoamericana (Argentina, Brasil y México destacaban con el 72,4%). Los programas para la 
sustitución de importaciones (producción de bienes de equipo y de consumo duradero) emprendidos tras 
la Segunda Guerra Mundial y con la creación de la CEPAL (1948) en Latinoamérica, tampoco tendrían 
un impacto significativo en el modelo de desarrollo económico de Venezuela, que seguiría estando 
centrada en la exportación de petróleo. Lucena, M. (2007). Breve historia de Latinoamérica…, Op. cit., p. 
279. 
188
 El desarrollo de infraestructura (vialidad y comunicaciones) se intensifica especialmente en 1950 y 
constituye el primer esfuerzo real y tangible de vinculación de regiones y territorios que habían 
permanecido hasta entonces poco menos que no integrados. Se dice que fue la primera vez que la 
conciencia nacional venezolana (la nacionalidad venezolana) contó con un apoyo real, sistemático en su 
concepción y en su funcionamiento. Véase Carrera D., G. (1984). Una nación llamada Venezuela…, Op. 






intereses de las clases nacionales dominadas, cuestión que pareciera tener sentido si se 
considera que Venezuela se constituyó en un Estado moderno no por el influjo de 
factores dinámicos generados en sí mismos, sino bajo el influjo de factores dinámicos 
generados exteriormente a ella (Carrera, 1984:27), es decir, que Venezuela se hizo 
Estado moderno para poder satisfacer necesidades económicas del mercado y responder 
al contexto internacional de modernidad que imponía requerimientos mínimos, antes 
que para satisfacer las necesidades básicas de su población. 
Pese a lo anterior, no puede desconocerse que las negociaciones y concesiones 
mutuas entre los grupos sociales, abrirán paso a un nuevo sistema de relaciones entre el 
Estado y la sociedad, porque a la vez que se ataquen los problemas sociales de mínimos 
de justicia, se irá mejorando el ordenamiento jurídico (Ley del Trabajo, Ley del Seguro 
Social Obligatorio, Ley del Impuesto sobre la Renta, Reformas petroleras, entre otras), 
lo que ampliará el espacio para la acción política de los diversos grupos sociales, 
especialmente tras el establecimiento del voto universal, secreto y directo para todos los 
ciudadanos mayores de 18 años a partir de 1946. Esto precisamente será lo que permita 
la gestación de agrupaciones políticas que más tarde serán las que den lugar a los 
partidos políticos modernos, que tendrán como característica común la captación no 
solo de las clases bajas y medias urbanas (surgidas de la marginación histórica y los  
procesos migratorios internos y externos) más los sectores medios profesionales 
incipientes (B y C), sino que también buscarán el apoyo de las clases ociosas (oligarcas 
o bajas) consolidando así el grupo humano D para la segunda mitad del siglo XX, con 
los consiguientes efectos negativos para la viabilidad de la Sociedad y el Estado.  
Y es que los partidos políticos modernos que comenzarán a formarse en la década de 
1940, favorecerán el control político de la sociedad siendo su enfoque la “manipulación 
de aspiraciones y necesidades en función de clases y de grupos, para la distribución de 
recursos, -en otras palabras, ¿cómo hacer que todos participen en la renta petrolera, 
pero siempre unos más y otros menos?-…” (Carrera, 1984:169); perspectiva que en la 
práctica se verá complicada al desconocer una realidad y es que existen límites 
económicos y naturales (los recursos económicos y naturales como las aguas, tierras, 
bosques, minas, etc., son finitos), por lo que debe existir un alto nivel de racionalidad en 
el ejercicio del poder político más cónsono con la gestión administrativa de los recursos 
en lugar que con la manipulación de las aspiraciones. 
Pero los partidos políticos venezolanos no solo se caracterizarán desde entonces por  






también porque en la medida que lleguen al poder, tenderán a gobernar solos 
(monopolizar y/o patrimonializar el poder)
189
, aumentando así el descontento de la 
población, causando tensiones en el clima político nacional lo que lo cargará de 
inestabilidad y lo hará susceptible a la amenaza de la conspiración militar
190
.  
Por otra parte, cabe indicar que finalmente con la explotación y exportación de 
petróleo, será cuando se comience a desarrollar una cultura tributaria en Venezuela. De 
hecho, si bien es cierto que a principios del siglo XX aparecen los impuestos indirectos 
(al cigarrillo, licores, timbres fiscales, sucesiones e impuestos en aduanas), no será hasta 
la década de 1940 cuando se avance en los impuestos directos con el llamado impuesto 
sobre la renta que tendrá como principal contribuyente a la industria petrolera y no a los 
ciudadanos, motivo por el cual siempre los sucesivos gobiernos estarán desvinculados 
de la sociedad creyendo que no tienen responsabilidad frente a ella.  
Los ingresos derivados del petróleo, hidrocarburos y explotación de recursos no 
renovables, serán la principal fuente de ingresos del Estado y los que le permitirán a éste 
emprender programas nacionales de corte social que mantengan los niveles mínimos de 
justicia  alcanzados en el país antes de finalizar la primera mitad del siglo XX. Además, 
vale señalar que la cuantiosa renta petrolera le permitirá al Estado venezolano tener una 
baja carga impositiva hasta 1989, año a partir del cual la caída de los precios del 
petróleo provocarán una insuficiencia de ingresos, haciendo necesaria la introducción de 
cambios en el sistema de extracción (tributario) del Estado venezolano desde entonces, 
sin que la contribución de los ciudadanos logre desplazar a la de la industria petrolera.  
Pero también la actividad petrolera acentuará la intervención del Estado en la 
economía venezolana hasta el punto de hacer absoluta e irreversible la desproporción 
entre el sector público y privado de la economía. El Estado será a partir de entonces (y 
especialmente después de 1940) la principal fuente de inversión, mientras que el sector 
privado tenderá a vivir en cierta forma dependiente de esa capacidad de inversión del 
Estado, viendo su poder de negociación debilitado sobre todo ante actuaciones políticas 
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 Ejemplo de ello, el Trienio adeco 1945-1948 del partido Acción Democrática (AD), que es derrocado 
violentamente con el golpe militar de 24 de noviembre de 1948, dado por los mismos militares que habían 
apoyado a AD apenas unos tres años atrás para que llegasen al poder. Véase Pérez, S. (1996b, 
Septiembre). “Los partidos políticos en Venezuela II…”, Op. cit., p. 20. 
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 De hecho, a los gobiernos democráticos le seguirán nuevas dictaduras durante la primera mitad del 
siglo XX. Muestra de ello, los 10 años de dictadura de Marcos Pérez Jiménez que siguieron después del 
Trienio Adeco democrático. Varios de los partidos políticos existentes entonces, entre ellos AD y el 
Partido Comunista Venezolano (PCV), pasarán a la clandestinidad y sus miembros serán desterrados, 
pasando a formar parte de la resistencia. El pensamiento de Marx, Lenin y Trotsky influenciarán a ambos 
partidos sin que lleguen a fusionarse. Véase Pérez, S. (1996b, Septiembre). “Los partidos políticos en 






de grupos o de individuos
191
. Por su parte, los gobiernos se declararán más liberales 
desde la explotación comercial del petróleo, pero se cuidarán de no introducir políticas 
demasiado libres para no generar anarquía, por tanto, los gobiernos pese a ser 
progresistas se caracterizarán por ser altamente centralistas y personalistas, descansando 
la maquinaria estatal más sobre la figura de un jefe con habilidades y destrezas políticas, 
que en instituciones formales, ordenadas y eficaces, es decir, en instituciones 
efectivamente liberales y democráticas. 
Y es que el desarrollo de la industria petrolera, continuará consolidando el 
personalismo en Venezuela, con la diferencia de que ya no se tratará de varios caudillos 
como en el siglo XIX sino de solo uno. Esto porque la renta petrolera le permitirá al 
Estado aparecer no solo como un agente independiente capaz de imponer su dominio 
sobre la sociedad (Coronil, 2002:4), sino también como un ente que no pareciera tener 
límites ni a lo que puede hacer o dejar de acometer. De allí que aunque en los inicios de 
la era petrolera, el Estado actuará como un  mediador entre las compañías extranjeras y 
la sociedad venezolana, luego rápidamente se convertirá en un Estado empresario, 
director de la principal industria nacional y dueño no solo de la riqueza petrolera sino 
también de la mayor parte de la economía del país; erosionando así la dominación de los 
grupos A (sobre todo extranjero, que tiende a desaparecer), e incentivando al mismo 
tiempo la cultura del Estado paternalista y gestor de todo (desgaste y frustración de los 
grupos B, desilusión de los C con potencial para convertirse en B, consolidación y 
crecimiento del grupo C improductivo y estímulo al grupo D delicuente). En otras 
palabras, los gobiernos tendrán una indiscutida capacidad para llevar a cabo 
desviaciones hacia la derecha, la izquierda o hacia el poder, es decir, para decidir 
discrecional y arbitrariamente (con más o menos controles) si el Estado se expande o no 
en su accionar en la vida social y económica, así como para determinar cuál será el 
destino de los ingresos petroleros y con ello la lista de bienes y servicios que serán 
suministrados a la población, secuestrando implícitamente el poder deliberativo y de 
comunicación de los grupos sociales
192
. Consecuentemente, serán los gobernantes 
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 Podría servir como ejemplo, la complacida sujeción de la clase económicamente dominante  
venezolana a la dictadura de Marcos Pérez Jiménez entre 1953-1958, así como a los gobiernos de Hugo 
Rafael Chávez Frías entre 1999 y 2013. (N. del A.) . 
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 El siglo XX se inicia con el gobierno dictatorial de Juan Vicente Gómez (1908-1935) y de la mano de 
una dirigencia cada vez más civil y de un colectivo que reafirma su compromiso con la paz y se niega a 
realizar aventuras guerreras como en los siglos pasados. Pero aunque durante el largo régimen gomecista 
se logró unificar el territorio bajo la autoridad del Gobierno central tras la eliminación o sometimiento de 
los caudillos regionales, lo cual permitió al país establecer una paz duradera –en comparación con la 






venezolanos quienes tendrán en sus manos el poder para inducir o no la formación y 
consolidación de los grupos humanos cada vez más heterónomos y dependientes 
(grupos humanos C y D). 
 
7.3.1. La Venezuela Puntofijista 1958-1999 
 
Después de diez años de dictadura
193
, Venezuela retornará a la democracia tras un 
proceso de alianzas políticas manifiestas en el conocido como el “Pacto de Punto Fijo” 
de 1958, que hará las veces de un nuevo contrato social que formalizará las “reglas de 
juego” del nuevo sistema político y social venezolano porque incluirá la consulta y 
participación de partidos políticos, el sector empresarial, trabajadores, militares, 
estudiantes y la iglesia católica
194
. Tal sistema se consolidará en la Constitución de 1961 
estableciendo un modelo de Estado que podría caracterizarse como socialdemócrata y 
con una ideología modernizante (Lander y Lavarrete, 2009:47), que se traducirá en un 
control creciente sobre la industria petrolera y en inversiones públicas importantes en 
industrias básicas, infraestructura, educación y salud, que permitirán por las dos 
primeras décadas siguientes, producir un sostenido crecimiento económico en el país, 
sin prácticamente un endeudamiento interno y externo superior al 5% del PIB durante 
los primeros 12 años
195
 (vid. Figura No. 19); situación que entonces mejorará las 
                                                                                                                                                                          
podía ocultar el hecho de fundarse en una concentración absoluta del poder, complementada con una 
fachada de instituciones formalmente representativas y con un aparato represivo que negaba cualquier 
disidencia. Véanse Caballero, M. (1998). La crisis de la Venezuela contemporánea (1903-1992), Op. cit.,  
pp. 28-29 y Gómez Calcaño, L. y Arenas, N. (2002). “¿Modernización autoritaria o actualización del 
populismo?. La Transición política en Venezuela”, en Ramos, M. (Comp.), Venezuela: Rupturas y 
continuidades del sistema político (1999-2001), (pp. 37-68), Salamanca: Universidad de Salamanca, p. 38 
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 En noviembre de 1948, las Fuerzas Armadas venezolanas dieron un golpe de Estado que dió paso a la 
dictadura militar de Marcos Pérez Jiménez que terminó el 23 de enero de 1958.  
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 El Pacto de Punto Fijo contó con el respaldo de las Fuerzas Armadas (a través del alto mando militar), 
la alta jerarquía de la Iglesia Católica, la principal federación sindical (Confederación de Trabajadores de 
Venezuela-CTV-), la mayor organización empresarial (Federación de Cámaras de Comercio y Producción 
–FEDECAMARAS-) y la Federación de Centros Universitarios de la Universidad Central de Venezuela 
(FCU-UCV). Del Pacto  formaron parte partidos como AD, COPEI y URD, siendo excluido el PCV con 
la justificación de que su filosofía política comunista no se compaginaba con la estructura del nuevo 
modelo democrático del Estado venezolano. Pese a ello, el PCV fue un importante sostén de los esfuerzos 
de la nueva alianza orientados a garantizar el apoyo unificado a la transición a la democracia, y 
progresivamente, se fue enfrentando a la coalición de gobierno y a las reglas mismas del sistema de 
partidos recién creado, sumándosele más tarde el MIR. Incluso, en las elecciones de 1963 se incorporó un 
cuarto actor en la legalidad, el Frente Nacional Democrático (FND). La FCU posteriormente se separó del 
Pacto. Véanse Pérez, S. (1996b, Septiembre). “Los partidos políticos en Venezuela II….”, Op. cit., p.25; 
López Maya, M., Gómez Calcaño, L. y Maigón, T. (1989). De Punto Fijo al Pacto Social. Desarrollo y 
hegemonía en Venezuela (1958-1985), Caracas: Fondo Editorial Acta Científica de Venezuela.  
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 Los niveles de deuda interna y externa en Venezuela entre 1961 y 1973 no superarán el 10% del PIB, y  
prácticamente se corresponderán con cuestiones administrativas-comerciales de cortísimo plazo. Por 






condiciones de vida de la mayoría de la población, pero que al mismo tiempo 
profundizará las desigualdades socioeconómicas y las divergencias en cuanto al fin del 
Estado y su nivel de acción. 
Entre 1958 y 1973, la gobernabilidad del país será posible mediante la coalición de 
los partidos existentes: AD, COPEI, URD, PCV, MIR y FND
196
, existiendo entonces un 
sistema multipartidista, que se basará en la idea de que el partido gobernante compartirá 
el poder con las demás organizaciones centristas y que la oligarquía y la burguesía 
(trabajadora u ociosa) participarán con derecho a voz en las decisiones del Estado, 
siendo el proyecto político y económico común, el mantener el papel internacional de 
Venezuela como gran productor de petróleo atado económica y políticamente a la 
estrategia geopolítica de los EEUU (su nueva metrópoli en el hemisferio); el crear 
nuevas instituciones políticas sobre la base de las relaciones de poder existentes y no 
contra ellas y el contener a las clases bajas trabajadoras, así como a las bajas ociosas 
mediante un sistema de reformas y beneficios limitados, pero por encima de los 
mínimos de justicia.  
Así pues, se dejará entrever implícitamente que el modelo de sociedad que se 
vislumbra para Venezuela no será aquel donde capitalistas y trabajadores generan la 
riqueza que luego se distribuirá entre ellos, sino de una sociedad capitalista cuya fuente 
fundamental de riqueza monetaria no será la producción local de plusvalía, sino la 
captación internacional de la renta del suelo. Se imaginará un Estado en el cual 
continuarían existiendo los grupos humanos A y B como miembros dominantes de la 
sociedad, aunque en la práctica suceda progresivamente que estos grupos tiendan a 
desvanecerse o se transformen en grupos humanos C, e incluso D, como consecuencia 
del conformismo, la apatía, la costumbre, el oportunismo y la dependencia generada por 
el mismo sistema paternalista, particularmente a partir de finales de década de los 70’, 
que lamentablemente irá menoscabando la autoestima y la autonomía de los 
venezolanos. 
                                                                                                                                                                          
incremento en el nivel de extracción del Estado. Véanse las estadísticas en Ministerio de Finanzas (2007). 
Venezuela, principales indicadores, Caracas: Oficina Nacional de Crédito Público, 51 pp. [Presentación a 
los medios de comunicación] 
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 Las abreviaturas se refieren a los siguientes partidos políticos: Acción Democrática (AD) de ideología 
socialdemócrata; Comité de Organización Política Electoral Independiente (COPEI) socialcristiano; 
Partido Comunista de Venezuela (PCV) de ideología marxista-leninista; Unión Republicana Democrática 
(URD) de centro-izquierda; Movimiento Electoral del Pueblo (MEP) y Movimiento de Izquierda 
Revolucionaria (MIR), ambos de izquierda y el Frente Nacional Democrático (FND) de ideología 






En efecto, cuando el sistema político venezolano se transforma a partir de 1973, y 
deja de ser un sistema fragmentado (multipartidista) para ser uno concentrado en dos 
partidos (bipartidista), es decir, un partido de gobierno y un partido principal de la 
oposición; se acentuarán las manipulaciones de las agrupaciones políticas que ofrecerán 
la satisfacción de necesidades básicas y de deseos, a cambio de votos y la hipoteca del 
futuro de los ciudadanos tras los incrementos del nivel de extracción del Estado basados 
en endeudamientos externos
197
. Precisamente, entre 1973 y 1993, AD (socialdemócrata) 
y COPEI (socialcristiano) se repartirían más del 80% de la representación electoral, lo 
cual eliminará la necesidad de formar coaliciones en virtud de que los demás partidos 
dejarán de contar. Ambos partidos coincidirán en alto grado en las posiciones tomadas 
respecto a temas socioeconómicos cruciales para Venezuela, al igual que en la mayor 
parte de las regiones subdesarrolladas: el tipo de propiedad sobre los medios de 
producción, el grado de intervención económica del Estado, la posición frente al 
problema de la redistribución de la riqueza del país y las políticas sociales del Estado. 
Por tanto, la inexistencia de diferencias sustanciales en el tratamiento que AD y COPEI, 
le darán a estos grandes cuatro temas, hará que su acción política dependa más de su 
capacidad para convencer de forma más atractiva al electorado; de modo que los 
descontentos serán canalizados a través del partido de oposición en el binomio AD-
COPEI, lo que se conocerá como la “Ley del Péndulo” (Pérez, 1996a:23-25).  
Tal situación, es la que apuntalará en Venezuela las “desviaciones hacia el poder”, 
acrecentando los grupos C y estimulando los grupos D, sin que los grupos A y B se 
vean inicialmente afectados, sobre todo cuando sean épocas de bonanza económica 
(petrolera).  Justamente cuando a finales de 1973 se cuadrupliquen los precios del 
crudo, los “petrodólares” harán posible la ampliación de redes de acumulación de 
fortunas personales, a la vez que se crearán otras nuevas, permitiendo, por un lado, la 
revitalización de las conciencias de tipo A y B, pero al mismo tiempo, la propagación de 
las conciencias de tipo C y D al generarse la ilusión de que existe una abundancia 
monetaria que genera el Estado empresario sin mayor esfuerzo y que existe una gran 
posibilidad de que el dinero cambie de unas manos a otras, sin consecuencias y sin 
esfuerzo
198
. En otras palabras, la conciencia de algunos miembros “nuevos ricos” de la 
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 A partir de 1974, el Estado venezolano incrementará su endeudamiento interno y externo pasando del 
10% del PIB al 30% del PIB, hasta llegar incluso a sobrepasar el 70% del PIB a finales de los años 80.  
Véase Ministerio de Finanzas (2007). Venezuela, principales indicadores, Op. cit., p.44 
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 En la década de 1970, Venezuela experimentó un auge obteniendo más dólares por sus exportaciones 






sociedad tenderá a acercarse a la conciencia de los grupos humanos A y B, mientras que 
a su vez otros “nuevos ricos” se acercarán más a las conciencias de tipo C y D, 
pensando erróneamente que se puede vivir a costa del Estado y de los ingresos 
petroleros (vid. Figura No. 20), planteándose una dinámica que muestra que la lucha en 
Venezuela no es entre ricos y pobres, o entre dueños de los medios de producción y los 
asalariados (proletariado) como postulara el marxismo, sino que la lucha es entre las 
clases sociales trabajadoras-progresistas y las clases ociosas-oportunistas, 
acostumbradas al consumismo indecoroso.  
La lucha entre los grupos sociales hará evidente la ruptura de la sinergia social 
fundamental en toda sociedad, cuestión que se agudizará con los aumentos de niveles de 
extracción del Estado, que se suceden por ejemplo a partir de 1974 cuando el Estado 
venezolano recurre a los cuantiosos endeudamientos internos y externos hasta alcanzar 
superar el 70% del PIB a finales de 1980 cambiando unilateralmente el acuerdo 
político-social. 
Así pues, la inesperada afluencia de petrodólares, producirá  un cambio en las 
relaciones entre los diferentes grupos humanos y socavará los nexos sociales hasta un 
punto tal de remplazar la sociabilidad por la delincuencia (Coronil, 2002:393-395). Pero 
además generará un cambio en la cultura y los valores sociales, pues por un lado, 
romperá los vínculos entre lo producido y el circulante, con lo cual cada vez más será 
“el hacer dinero” una actividad independiente, al tiempo que la especulación comercial 
y financiera se convertirán en los valores que primen (Coronil, 2002:356). Y por el otro, 
porque cambiará la cultura del venezolano llevándolo a preferir más el consumo que la 
creación e innovación, y a demandar la satisfacción instantánea de deseos en lugar de 
necesidades básicas. De hecho esta cultura petrolera en Venezuela la describirá Eduardo 
Galeano en los siguientes términos: 
 
“Caracas ama los productos sintéticos y los alimentos enlatados; no 
camina nunca, sólo se moviliza en automóvil, y ha envenenado con 
los gases de los motores el limpio aire del valle; a Caracas le cuesta 
dormir, porque no puede apagar la ansiedad de ganar, y comprar, 
consumir y gastar, apoderándose de todo.[…] En las ciudades 
                                                                                                                                                                          
el país tuvo la mayor inflación de América Latina,  alcanzando en 1974 y 1979 por primera vez tasas por 
encima de dos dígitos: 11,8% y 20,4%, respectivamente, hasta incrementarse en 47,4% en la década de 
los 90’, haciendo evidente la incapacidad del país para emplear productivamente los recursos que 
provenían del petróleo. Véanse Coronil, F. (2002). El Estado mágico…, Op. cit., p. 47; Guerra, J., Olivo, 
V. y Sánchez, G. (2002). “El proceso inflacionario en Venezuela: un estudio con vectores 
autorregresivos”, en Guerra, J. (Comp.) Estudios sobre la inflación en Venezuela, (pp. 15-51), Caracas: 






prospera una atolondrada clase media con altos sueldos, que se 
atiborran de objetos inservibles, vive aturdida por la publicidad y 
profesa la imbecibilidad y el mal gusto en forma estridente” (Galeano, 
2009:216 y 221).  
 
Ciertamente, los venezolanos y el Estado se han hecho adictos a los bienes 
importados, y en muchos casos superfluos, los cuales, gracias a la renta petrolera y a un 
bolívar cuyo valor no está relacionado con la productividad del trabajo interno, son 
capaces de adquirir creyendo que en eso se basa la riqueza nacional; obviando que ello 
es el recordatorio más ineludible de la incapacidad local para producirlos, es decir, de la 
incapacidad del Estado y de los grupos humanos A, B, C y D que habitan en Venezuela 
para generarlos. Incapacidad productiva, que vale decir, ya se había evidenciado durante 
la Segunda Guerra Mundial, porque al restringirse las importaciones con el cese del 
comercio internacional, Venezuela se vio amenazada por la escasez y la hambruna, dado 
que el país importaba (como en la actualidad) casi todos sus renglones de consumo, 
mientras que los pocos que producía no tenían posibilidad de circular por la 
desarticulación regional que existía (y aún existe) derivada de la falta de un sistema de 
vialidad y comunicación (Carrera, 1984:161).  
Pero pese a la incapacidad productiva, lo cierto es que el modelo económico 
monoproductor-exportador hará posible la acumulación del poder adquisitivo en 
Venezuela sobre todo durante la Segunda Guerra Mundial y la postguerra (como 
consecuencia de la creciente demanda energética en Europa por la guerra y luego para la 
reconstrucción),  lo que dará paso a una nueva forma de burguesía, que más que 
progresista, se caracterizará por no querer cambiar el statu quo para no verse privada de 
sus privilegios impidiendo el ascenso social de otros grupos humanos.  Es decir que se 
tratará de una nueva burguesía más conservadora e individualista/egoísta (neo-
burguesía), cuya conciencia oportunista, saqueadora y consumista (de bienes superfluos 
en detrimento de bienes básicos), se vinculará más con la conciencia de los grupos 
humanos D, de allí la consolidación de este sector poblacional en los años siguientes, en 
detrimento de la sobrevivencia del resto de los otros grupos sociales, especialmente de 
aquellos que piensan en el progreso colectivo para el progreso individual y los que 
abogan por que cada ser humano sea responsable de su vida y la de los suyos.   
Así, cada vez más en Venezuela se tenderá a confundir deliberadamente el Estado 
con el Gobierno y se acentuará la idea errónea de que el fin del Estado es el dinero y no 






que dinero y política irán de la mano en Venezuela, corrompiéndose la legalidad y 
popularizando aquello de “quien tiene poder posee la capacidad para romper y 
redefinir las reglas”. (Coronil, 2002: 373-401). 
La contradicción entre la naturaleza pública y la apropiación privada de la riqueza 
del Estado (privatización de lo público) se intensificará más aún con la nacionalización 
del petróleo en 1976, al incrementarse el tráfico de influencias, los sobornos y el 
clientelismo político por parte del Estado empresario, lo que fomentará el crecimiento 
de los grupos humanos oportunistas y deseosos de satisfacer sus deseos insaciables a 
costa del Estado y de los demás, es decir, del grupo humano D ejerciendo relevante 
influencia y presión sobre los otros sectores poblacionales. El grupo D se caracterizará 
porque sus miembros (ricos o no) serán clientes políticos en busca de subvenciones y 
otros beneficios otorgados por los gobiernos-Estados que sustituirán con medios 
públicos lo que los particulares harían y deberían hacer por sí mismos, obteniendo tales  
ciudadanos más una retribución a su fidelidad electoral que un reconocimiento de sus 
derechos y su eficiencia productiva. El crecimiento de los grupos D atentará contra la 
existencia de visiones de la relación entre el Estado y la Sociedad del tipo A y B. La  
desesperanza, la apatía, la frustración y la cada vez más penetrante creencia errónea de 
que el Estado es el mejor hacedor y gestor de todos los problemas y tareas, así como la 
subordinación de los intereses comunes a los particulares, harán desaparecer  las 
conciencias de tipo A y B, o al menos, provocarán su transformación a las de tipo C o D 
(vid. Figuras No. 21a y 21b).  
Lo oscilante de los precios del petróleo en el mercado internacional, sobre todo a 
finales de la década de los años 1980, y por tanto, de los ingresos fiscales, generarán 
que la provisión de bienes y servicios básicos en Venezuela sean fluctuantes, 
produciendo problemas sociales y económicos, a los que se añadirán los derivados del 
proceso de movilización de las grandes masas del campo a la ciudad, la inmigración 
masiva (inicialmente selecta y luego sin criterio), la urbanización y ruralización de las 
ciudades
199
, la industrialización, la polarización de los grupos humanos, etc. Todo esto 
progresivamente degradará la calidad de vida de los ciudadanos, e incrementará la 
percepción de que cada vez más un abultado sector poblacional vive por debajo de los 
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 El crecimiento de las ciudades llegará a ser tan superior al desarrollo de las mismas, que se producirán 
problemas de planeamiento urbano hasta un punto tal que llegue a hablarse del fenómeno de la 
“ruralización” de la ciudad y la desintegración de los núcleos urbanos tradicionales en la década de 1950. 






mínimos de justicia y que es necesario conseguir un nuevo acuerdo Sociedad-Estado 
que se materializará con la Constitución de 1999 (vid. Anexo B-2).  
Ciertamente, pese al aumento de los precios del petróleo y del volumen de 
exportación (en 1980-81 los precios del crudo llegaron a los 30 dólares por barril como 
consecuencia del bloqueo realizado por los países árabes contra los EEUU y otros 
países occidentales triplicándose también la venta de petróleo), el Estado venezolano 
contraerá importantes deudas con instituciones financieras extranjeras hasta el punto de 
que la deuda pública alcance la cifra de 25.000 millones de dólares en 1980-81 y se 
ubique en más de 30.000 millones de dólares a finales de los años ochenta (Lucena, 
2007: 315-316). Es decir, que el nivel de extracción del Estado aumentará y se 
extenderá más allá del ámbito interno haciendo evidente la incapacidad de la 
organización política-administrativa del Estado para absorber e invertir los altos 
ingresos petroleros en cuestiones que rindiesen beneficios a largo plazo, así como la 
baja capacidad productiva local, con el agravante de que los endeudamientos 
necesariamente no implicarán un mayor suministro o mejora de los bienes y servicios 
públicos, sino más bien un agrandamiento del Estado y de sus responsabilidades ahora 
también con los acreedores extranjeros.  
Las condiciones de endeudamiento, y en fin económicas y sociales de Venezuela 
empeorarán tras la crisis económica y financiera de 1983
200
, que llevarán a imponer en 
Venezuela un control cambiario en el periodo 1983-1989 que no solo causará la fuga 
masiva de capitales, sino que incrementará los niveles de corrupción (caso RECADI
201
), 
sin que se resuelvan los problemas de balanza de pagos del país. Incluso, la desigualdad 
económica se incrementará, pues habrá sectores y “astutos” que encontrarán la manera 
de evadir los controles y que se harán con importantes volúmenes masivos de capital 
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 En 1983 se desató la crisis de la deuda que puso a temblar a todo el sistema financiero internacional. 
Se dice que la deuda ascendía a 800 mil millones dólares, de los cuales unos 400 mil millones 
correspondían a América Latina, siendo los países más comprometidos México, Brasil, Argentina y 
Venezuela. Todo estalló cuando México declaró una moratoria en sus pagos de deuda y la banca 
internacional comenzó a exigir el pago de los créditos en un plazo menor del esperado. Ello impidió que 
Venezuela enfrentara sus crecientes obligaciones externas e internas, lo cual desató a su vez una crisis 
económica y financiera en el país (en febrero de 1982, el Banco de Venezuela se declaró insolvente) tras 
la acelerada fuga de capitales como consecuencia de la incapacidad del Estado para fomentar la expansión 
de la economía y trasmitir confianza en el mercado local. Véase, entre otros, Caballero, M. (1998). La 
crisis de la Venezuela contemporánea (1903-1992), Op. cit., pp. 126-127 
201
 Se refiere a uno de los casos de corrupción más emblemáticos de la historia venezolana protagonizada 
por la agencia estatal RECADI creada para administrar el Régimen de Cambio Diferencial impuesto entre 
febrero de 1983 y febrero de 1989. Véanse, entre otros, Zañartu, M. (1996). Eficiencia, corrupción y 
crecimiento con equidad, Bilbao: Universidad de Deusto, pp.51-52; Círculo Bolivariano 17 de marzo 
(s.f.). “RECADI. La gran estafa”, Angelfire [en línea], Disponible en 






como consecuencia del mercado paralelo o “negro”, con altos diferenciales cambiarios, 
que se crea para poder satisfacer la demanda de divisas insatisfecha por los medios 
oficiales. Por consiguiente, las conciencias de tipo D tenderán a coger fuerza, al mismo 
tiempo que el Estado se percibirá aún más como un gestor y controlador de todo, siendo 
lo más conveniente para los sectores emprendedores y progresistas entrar en la dinámica 
de los “negocios” estatales como única vía de supervivencia. 
Ante tal caótico panorama, se considerará necesario realizar cambios, planteándose 
la posibilidad de desmontar el aparato del Estado que se había hecho gigante pero a la 
vez poco consistente y eficiente, incluso cambiar su condición de welfare state, porque 
los subsidios y controles de precios respaldados por los ingresos petroleros estaban, más 
que corrigiendo, alterando los indicadores sociales y económicos del país.  
La excesiva intervención del Estado en lo económico y social, se tratará de reducir en 
1989 con la política conocida como el “Gran Viraje”202, que implicará desmantelar el 
sistema de protecciones que había construido el modelo populista de desarrollo hasta 
entonces aplicado en el país (controles de precios, subsidios, regulaciones laborales, 
etc.) y que como se ha dicho había sido posible gracias a la renta petrolera. En otras 
palabras, se intentará llevar a cabo una “desviación hacia la derecha”, pero sin consulta 
previa con los sectores sociales, lo cual será entendido por los grupos humanos como 
una intención del gobierno de turno de llevar a cabo una “desviación hacia el poder”. 
Esto impulsará a los grupos humanos a repudiarlo generándose tensiones sociales que 
derivarán en El Caracazo
203
  y en los golpes militares frustrados del 4 de febrero de 
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 La política del “Gran Viraje” del Presidente Carlos Andrés Pérez (1989-1993) incluyó medidas como 
las privatizaciones de industrias básicas (CANTV, SIDOR), puertos principales (Maracaibo, Puerto 
Cabello, Guanta y del sistema de seguridad social; así como la nacionalización de compañías no 
estratégicas que habían llegado a la bancarrota por las cuales el Estado pagó unas compensaciones 
generosas (líneas áreas nacionales VIASA); el levantamiento del control de precios de productos o 
“sinceración” de los precios de los productos subsidiados (excepto en los básicos), la eliminación de las 
tasas uniformes de interés bancario, la eliminación del control de cambio monetario para ciertas 
transacciones, la eliminación de las restricciones a las inversiones extranjeras en Venezuela, la fuerte 
reducción de los aranceles aduaneros, entre otras. Tales medidas debieron adoptarse para cumplir con los 
rigurosos condicionamientos de “ayuda” del Fondo Monetario Internacional –FMI-, y de esta manera  
hacer frente a la situación económica y social en la que se encontraba el país. Véase Ellner, S. (2009). 
“Las reformas neoliberales y la crisis política venezolana, 1989-1999: Antecedentes de la llegada de 
Hugo Chávez al poder”, en Ayala, M. y Quintero, P. (Comps). Diez años de revolución en Venezuela…, 
(pp. 21-44), Op. cit. p.24 
203
 El Caracazo comenzó el 27 de febrero de 1989 con dos días de saqueo seguido por varios días de 
represión por parte de las tropas militares, lo que resultó en cientos de muertos. Fue un fenómeno de 
carácter nacional pues comenzó en la capital del país, pero luego se propagó a otras áreas urbanas de 
Venezuela. La cifra oficial de muertos durante el Caracazo fue de 276 personas, aunque otras 
estimaciones señalan que el número de muertes superó los 2.000, además de resultar heridas por armas de 
fuego 1.009 personas. Véase Lander, E. y Lavarrete, P. (2009). “La política económica de la izquierda 






1992 y 27 de noviembre del mismo año
204
, haciendo evidente que los acuerdos 
clientelares o las concesiones económicas ya no eran suficientes y que continuarían 
poniendo en duda la legitimidad del gobierno.  
La política del Gran Viraje que pretendía poner fin a la intervención del Estado en la 
economía que se había establecido desde aquel Programa de Febrero de 1936 se irá al 
traste (al igual que la llamada “Agenda Venezuela”205), porque procurando facilitar la 
inserción de Venezuela en la economía internacional, lo que fomentará será una fuerte 
penetración de la economía nacional por parte del capital multinacional (Ellner, 
2009:22), además de la erosión de la misma, dado que la población, es decir, ni 
empresarios ni trabajadores ni los ociosos estaban preparados para abandonar el modelo 
socioeconómico parasitario y sustituirlo por uno productivo. Los partidos políticos 
existentes, tampoco serían capaces de encontrar soluciones a la crisis del Estado 
paternalista y proteccionista, cada vez más condicionado con los imperativos de la 
apertura económica y la globalización, con lo cual se limitarán a buscar chivos 
                                                                                                                                                                          
Ayala, M. y Quintero P. (Comps). Diez años de revolución en Venezuela…, Op. cit., p. 49;  Ellner, S. 
(2009). “Las reformas neoliberales y la crisis política venezolana, 1989-1999: Antecedentes de la llegada 
de Hugo Chávez al poder”, en Ayala, M. y Quintero, P. (Comps). Diez años de revolución en 
Venezuela…, Op. cit., p. 27 
204
 El primer golpe fue liderado por el entonces teniente-coronel y miembro del MBR-200, Hugo Rafael 
Chávez Frías, y el segundo, fue liderado por Hernán Grüber Odremán, quien posteriormente formará 
parte del gobierno del Presidente Chávez. El Caracazo y los golpes de Estado, sumados a la posterior 
renuncia y separación del cargo del presidente Carlos Andrés Pérez en 1993, colocarán al sistema político 
en una situación de extrema inestabilidad y fragilidad, porque marcarán momentos de deslegitimación del 
puntofijismo y del resquebrajamiento de los valores e intereses que lo habían sustentado. Véase Ellner, S. 
(2009). “Las reformas neoliberales y la crisis política venezolana, 1989-1999: Antecedentes de la llegada 
de Hugo Chávez al poder”, en Ayala, M. y Quintero, P. (Comps). Diez años de revolución en 
Venezuela…, Op. cit., pp. 28-29; Viciano Pastor, R. y Martínez Dalmau, R. (2001). Cambio político y 
proceso constituyente en Venezuela (1998-2000), Valencia: Tirant lo Blanch, pp. 86-87; Pérez, S. (1996b, 
Septiembre). “Los partidos políticos en Venezuela II…”, Op. cit., p. 82 
205
 El programa “Agenda Venezuela” fue una estrategia neoliberal pero más gradual, es decir, con mayor 
debate nacional con lo cual, pese a tratarse de una “desviación hacia la derecha”, no fue percibida como 
una “desviación hacia al poder” por parte del gobierno de Rafael Caldera (1994-1999), lo que evitó el 
estallido de un nuevo conflicto social, pese a la sobrevivencia de las tensiones sociales. La agenda incluyó 
reformas neoliberales que habían sido  inicialmente propuestas por el Presidente Carlos Andrés Pérez, 
como por ejemplo, la liquidación de la industria siderúrgica estatal (SIDOR), cierre de la segunda línea 
aérea nacional AEROPOSTAL y venta de las acciones de la compañía telefónica CANTV que quedaban 
en manos del Estado. Más aún, se profundiza la privatización parcial de la industria petrolera PDVSA 
(proceso conocido como la “Apertura Petrolera”), iniciada por Pérez, pero con un nuevo concepto de 
“Ganancias Compartidas” en lugar de “Asociaciones Estratégicas”, que generó mayor controversia por el 
temor de la pérdida de control nacional de la industria. Se dice que la propuesta de Carlos Andrés Pérez 
de “Apertura Petrolera”, inicialmente contó con aceptación porque su finalidad era la explotación de 
petróleo pesado y extrapesado bajo condiciones difíciles y no convencionales que requerían grandes 
sumas de capital y tecnología sofisticada que las compañías extranjeras estaban en mejor condiciones de 
suministrar. Por su parte, Caldera buscaba la aprobación del Congreso de un programa diferente al de 
Pérez porque su objetivo no era el petróleo pesado y extrapesado, sino el liviano y mediano, actividad que 
podía hacer la industria nacional. Véase Ellner, S. (2009). “Las reformas neoliberales y la crisis política 
venezolana, 1989-1999: Antecedentes de la llegada de Hugo Chávez al poder”, en Ayala, M. y Quintero, 






expiatorios para echarles la culpa por los males de la sociedad (el neoliberalismo, 
capitalismo, los malos gobiernos anteriores, son algunos de los enemigos que se indican 
como obstaculizadores del desarrollo de Venezuela). 
La desviación a la derecha, y los efectos de las políticas aplicadas en este sentido, 
mantendrán el clima de conflictividad social llegando a dividir finalmente el país, con la 
práctica desaparición de la clase media trabajadora y la sobrevivencia, primero de una 
pequeña clase alta ociosa, y segundo, de una gran clase pobre alguna trabajadora pero 
otra también ociosa.  Los primeros con sus vínculos internacionales y socios locales 
intensificarán sus prácticas oligopólicas monopolizando desde insumos hasta la opinión 
pública a través de los medios de comunicación, con la idea de mantener su dominio y 
no cambiar el statu quo. Mientras que los segundos, sin expectativas de mejora 
económica de su calidad de vida creerán que el progreso no es un objetivo colectivo, y 
que para alcanzar esa meta se debe ser individualista/egoísta, idea que será utilizada 
para la manipulación de las masas por los grupos mayoritariamente D (con poder 
económico). Nuevamente las visiones contradictorias entre los grupos sociales 
cambiarán el pacto político-social (vid. Figura No. 22) y la fragmentación de la sociedad 
venezolana será perjudicial para la viabilidad del Estado, porque tal como se ha dicho a 
lo largo de este estudio, una sociedad dividida puede conducir a la erosión de la lealtad 
al Estado y a sustituir ese compromiso y negociación con la violencia o llevar a 
transferir esa lealtad y confianza a otros entes más autoritarios (como grupos 
subnacionales) o supranacionales. Así pues, el malestar dentro de la sociedad 
venezolana será el caldo de cultivo perfecto para el surgimiento político de  la figura de 
un líder carismático que con patente de outsider
206
 y grandes habilidades y destrezas 
políticas sea quien los gobierne, corriéndose con ello el riesgo no solo de alimentar un 
sistema autoritario y represivo de dominación, sino también de incrementar las 
probabilidades de que el Estado entre en crisis o se desintegre cuando ese mismo poder 
recaiga en un jefe inexperto y no carismático
207
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 En situaciones de crisis, y dado que el populismo se manifiesta como reacción a tales situaciones, un 
líder carismático y populista debe poseer la cualidad de ser un outsider, es decir que debe aparecer exento 
de cualquier contaminación con el mundo político; su lenguaje debe ser diferente y violador de los 
registros empleados por lo general por las clases políticas. Véase Zanatta, L. (2013). Il populismo. Roma: 
Carocci, p. 26 
207
 Esta situación de crisis y posible desintegración del Estado se está sucediendo en Venezuela, tras el 
fallecimiento del líder carismático Hugo Rafael Chávez Frías en marzo de 2013 y con la toma del poder 
por parte de Nicolás Maduro como su sucesor. Sobre los riesgos que implican para un Estado alimentar 
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En fin, el Pacto de Punto Fijo de 1958 pudo ser una magnífica oportunidad para 
llevar a cabo la reforma del Estado venezolano, sin embargo, muchas de las iniciativas y 
propuestas nunca llegaron a ver la luz por falta de voluntad y visión política (Viciano y 
Martínez, 2001:13), pero también por una falta de compromiso de la sociedad que se fue 
acostumbrando a que fuesen los políticos quienes resolvieran no solo los problemas 
públicos sino también los privados, entendiendo que como el Estado-Gobierno es el 
dueño de la renta petrolera, es entonces él quien está obligado a satisfacer necesidades y 
deseos infinitos como si éstos fueran derechos.  
El puntofijismo fue un proyecto sociopolítico producto de la concertación entre los 
actores que operaban como principales factores de poder en la sociedad venezolana y 
por ello, se le calificó también como “modelo hegemónico” 208, pues se trató de un 
proyecto que aun teniendo representaciones de los factores trabajo y capital, poseía una 
concepción del Estado en el que la sociedad se percibía no como una estructura de 
clases (como consecuencia de las contradicciones propias del capitalismo), sino como 
unos cuantos sectores cuyos intereses se conciliaban por medio de una red de pactos y 
alianzas; modelo éste que la misma sociedad venezolana y sus miembros aceptaron. 
Consecuentemente, la democracia venezolana no será una democracia participativa sino 
de otorgamiento clientelar de servicios, donde el pueblo no será el sujeto principal ni el 
ejecutor del poder, sino que lo serán los partidos que más tarde se harán detestables por 
su carácter monopólico, también como resultado de la ausencia de rivales serios en la 
sociedad civil
209
. Todo ello es por lo que lamentablemente arraigará la corrupción en el 
Estado, convirtiéndose en una verdadera institución dentro de las instituciones públicas 
y privadas. Así pues, el puntofijismo terminará por convertirse en una forma de acceder 
y mantenerse en el poder, corrompiéndolo. 
Pero pese a que el puntofijismo estaba deteriorado o agotado y que hubiese llevado a 
Venezuela a estar al punto de la desintegración y disolución (Chávez, 1999d:114), ello 
no significa reconocer que el proyecto político haya fracasado, y con él, la Constitución 
de 1961. En efecto, aunque algunos hayan señalado que la Constitución del 61 fue la 
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que creó el nefasto modelo político de los 40 años de democracia venezolana (Chávez, 
1999a:16), no obstante, hay que considerar que el puntofijismo respondió a un objetivo 
específico dadas las circunstancias, es decir, que se conformó como un marco “para el 
difícil período de transición entre la tradición autoritaria y el sistema democrático” 
(Viciano y Martínez, 2001:48), porque era necesario “desarrollar un régimen 
democrático en un país donde no había tradición democrática” (Brewer-Carías, 
1992:215). Esto sin duda se logró puesto que todos los gobiernos posteriores a la firma 
del Pacto de Punto Fijo, consiguieron dar continuidad al sistema político democrático 
constituido y, a excepción del segundo gobierno de Carlos Andrés Pérez (1989-
1993)
210
, todos lograron culminar su periodo presidencial para llegar a las próximas 
elecciones.  
Por tanto, la creencia de que el Estado venezolano no funcionaba porque el problema 
era la Constitución de 1961, pertenecía a un reducido grupo con aspiraciones políticas y 
antisistema. Y ello quedó demostrado cuando la Constitución de 1999 renace en buena 
parte entre los artículos de su antecesora: “La impronta de la Constitución de 1961 es 
bien visible en las disposiciones fundamentales, la distribución de competencias, la 
nacionalidad, la concepción del Estado, la organización de los poderes, los derechos y 
libertades protegidos y sus garantías, incluso en la reforma constitucional.” (Viciano y 
Martínez, 2001:206). Por consiguiente, el problema de la Constitución de 1961 no era 
su contenido, sino la falta de voluntad y capacidad política y social para desarrollar 
todas las posibilidades del texto constitucional; así como para admitir y enfrentar que el 
viejo modo de producción política y económica, de dependencia privada y pública de 
los ingresos por la exportación del petróleo y que había consolidado a los grupos 
humanos C y D,  ya no era viable. 
 
7.3.2. La Venezuela bolivariana 1999-2013 
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 Carlos Andrés Pérez en un intento por demostrar su imparcialidad y compromiso con la justicia, 
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Durante la década de 1990 los discursos políticos con mayor aceptación comenzarán 
a ser los anti-neoliberales, y los que señalen la lucha contra la impunidad y las mafias 
judiciales como uno de los objetivos del Estado, justamente porque para esta época ya 
existe una percepción negativa del Poder Judicial, que venía macerándose desde la 
década de los 80, cuando empezó a ser costumbre que los cargos públicos se utilizaran 
para impulsar prácticas privadas
211
.  
La desregulación económica de inspiración neoliberal aplicada hasta entonces 
(desviación hacia la derecha) que tendrá sus consecuencias en los estallidos sociales ya 
comentados en el apartado anterior, así como en la explosión de la crisis financiera 
venezolana de 1994
212
, aunado al incremento de la inflación (que superará el 100%), el 
subempleo (que sobrepasará el 50%), el desempleo (que alcanzará el 15%) y la prima de 
riesgo país (que superará los 2.600 puntos en septiembre de 1998, siendo éste su 
máximo histórico)
213
; harán que más grupos humanos aspiren a una mayor protección 
del Estado y por tanto a una mayor intervención del mismo en lo económico y social, es 
decir, un desplazamiento del Estado hacia la izquierda. Igualmente, la nueva caída de 
los precios del petróleo a finales de 1997 (desde un nivel de 16 dólares a mediados de 
1997, los precios descendieron hasta llegar a 8 dólares a finales de 1999)
214
, servirán de 
justificación adicional para que se realice tal desviación del Estado hacia la izquierda,  
sobre todo, al advertirse que los centros privados y la neo-oligarquía y neo-burguesía 
ociosa creada a partir de los petrodólares se estaban haciendo con un control cada vez 
mayor del poder público. 
El sentimiento anti-partido en Venezuela, la profunda ilegitimidad del sistema 
político existente, de sus partidos y dirigentes, las desigualdades horizontales (vid, 
epígrafe 3.3.4 Causas sociales), así como la precaria situación económica, darán  un 
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gran impulso a un nuevo movimiento
215
 cuyo proyecto político estará orientado a 
refundar el Estado y a rescatar “lo popular, lo nacional, la soberanía, la equidad, la 
democracia participativa.” (Lander y Lavarrete, 2009:51), además de abogar por 
desarrollar un modelo económico que buscase un justo equilibrio entre la liberalización 
de los mercados y la acción de las políticas del Estado, es decir, aquello de tanto 
mercado como sea posible y tanto Estado como sea necesario (Chávez, 1999b:50).  
Los venezolanos estaban deseosos de un cambio. Querían dejar atrás muchos años de 
subsistencia del Estado a causa de una millonaria renta petrolera, de una desigual 
distribución de la riqueza
216
, de corrupción de la administración pública donde las 
decisiones eran tomadas por los partidos tradicionales, de falta de una ética en la 
administración de justicia donde siempre ganaba el que más pagaba y de la ausencia de 
participación ciudadana en las decisiones trascendentales del país, tal como pusieran de 
manifiesto en su día Viciano y Martínez (2001:11). Se deseaba acabar con las cúpulas 
enriquecidas, que al amparo del poder hablaban de democracia y derechos humanos, 
mientras la mayoría de la población permanecía excluida del suministro de los bienes y 
servicios básicos y de mínimos de justicia del Estado. Finalmente, se aspiraba también a 
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recuperar la cohesión y la convivencia social perdida tras los cambios de valores 
sociales y culturales que supuso la afluencia de petrodólares. 
En otras palabras, podría decirse que los grupos humanos se habían concienciado de  
que la sobrevivencia y estabilidad del Estado dependía de su re-estructuración, y que 
para ello era necesario que los ciudadanos recuperasen la voluntad individual de mejorar 
sus propias condiciones de vida por vía del propio esfuerzo y del trabajo, que prefirieran 
la innovación y la creación antes que el consumo y el simple deseo de tener y que 
reconociesen que no solo no se puede seguir viviendo a costa de los demás y del Estado, 
sino que es relevante que cada ciudadano asuma sus responsabilidades jurídicas y 
morales, que se preocupe por ser y que esté dispuesto a trabajar por un proyecto común 
y a distribuir correcta y justamente  las cargas. Esto supondría una recomposición y 
contracción del tamaño del Estado, como consecuencia de la transformación de su 
sociedad (vid. Figuras No. 23a y 23b).  
Así pues, en los albores del siglo XXI no solo era evidente que había que cambiar el 
Estado venezolano mágico o divino
217
, tanto su sociedad y sus gobernantes 
excesivamente consumistas, individualistas y acostumbrados a la inmediatez y al 
mínimo esfuerzo, así como su modelo económico incapaz de producir los bienes y 
servicios importados e incapaz de adquirirlos sin tener que recurrir a los ingresos 
petroleros; sino que al parecer había todo el compromiso político-social para llevar 
aquello a cabo.  
A tales efectos, se entiende que se propuso la reforma de la Constitución de 1961, lo 
cual vale decir, generará entusiasmo entre los venezolanos porque por primera vez en la 
historia se tendría la oportunidad de participar en la concreción de un nuevo pacto 
político-social que consagrase las justas expectativas de los diferentes grupos humanos 
existentes. Tal vez haya sido la difícil situación económica, y por tanto social, por la que 
estaba pasando Venezuela (producto de la caída de los precios del petróleo y la todavía 
dependencia a la renta de la naturaleza), lo que haya llevado a los individuos y diversos 
grupos humanos a estar dispuestos a deliberar, negociar, cooperar, hallar puntos de 
encuentro e ir a un proceso constituyente para transformar el Estado y sus instituciones, 
hasta el punto de relegitimar una y otra vez la opción reformadora, acudiendo a cinco 
elecciones democráticas en prácticamente un año y medio, solo para lograr que la 
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Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 1999 (CRBV), fuera la 
primera de las 27 constituciones venezolanas que no estuviera precedida por un golpe 
de Estado y la primera que fuera consultada directamente con el pueblo y todos los 
grupos humanos del Estado.  
Pero lamentablemente ni la entrada en vigor de la nueva Carta Magna, ni los decretos 
y sanciones de innumerables leyes, estatutos y regulaciones adornadas con sellos, 
timbres y firmas lograrán reducir el tamaño del Estado ni lo harán viable, al menos en 
los años que han trascurrido del siglo XXI y en los términos que ya han sido descritos 
en el Capítulo V del presente estudio. Ello probablemente, porque las conciencias 
sociales de tipo A y B, fácilmente han podido transformarse en C y D cuando un 
aumento de los precios del petróleo incrementan los ingresos del Estado y con ello su 
rol capitalista y comprador de voluntades (votos), incentivando con ello la conciencia 
del poco esfuerzo, del bandolerismo y del mendigaje produciendo una ampliación de los 
grupos C y D, e incluso, una rotación de sus curvas cada vez más hacia la izquierda. De 
modo que cada vez más los grupos A y B se han visto reducidos en número, muchos de 
ellos porque frustrados y desesperanzados deciden seguir las tendencias de los grupos C 
y D (lo que incrementa a estos sectores poblacionales) o por el hecho de que deciden 
emigrar a otros Estados (voto con los pies) haciendo cada vez más difícil encontrar en el 




La situación se torna más preocupante, si se considera que pese a los constantes 
incrementos de los precios del crudo durante el siglo XXI, el Gobierno-Estado 
venezolano sigue recurriendo incesantemente al endeudamiento externo hipotecando la 
vida de los ciudadanos y las generaciones futuras, ello pese a que durante 1999-2006 se 
hiciera un importante esfuerzo por reducir el porcentaje de deuda del país con respecto 
al PIB, llegándose a alcanzar niveles inferiores al 25% del PIB y un riesgo país de 
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mínimo histórico de 160 puntos para mayo de 2006 (MF, 2007:43-44). 
Lamentablemente, la realidad actual es que la deuda pública llega a ser tan inmensa, sin 
que ello se haya traducido en una satisfacción y optimización de las necesidades básicas 
e intermedias de todos los venezolanos, que ya tan solo cada niño nuevo que nace posee 
una deuda a sus espaldas de unos 3.500 dólares, es decir, aproximadamente unos 2.595 
euros o 22.000 bolívares “fuertes”, siendo este último dato significativo por cuanto el 
salario mínimo para adolescentes y aprendices en Venezuela equivale a 2.211,00 
bolívares “fuertes”, mientras que el salario mínimo de los trabajadores que prestan 
servicios en los sectores públicos y privados solo alcanza los 2.973,00 bolívares 
“fuertes” (cifra equivalente a las pensiones por vejez)219.  
Los incrementos desproporcionados de los grupos C y particularmente D, indican 
que el Gobierno-Estado está aplicando políticas legales, extralegales, populistas y 
paternalistas para favorecer a unos grupos cada vez más oportunistas, charlatanes, 
delincuentes y egoístas (especialmente D), todo ello con ingresos públicos y 
endeudamiento externo, en detrimento de otros grupos que están dispuestos a trabajar y 
esforzarse por un interés individual (crecimiento y empoderamiento de la persona, del 
ser) y colectivo. Estos son indicios de que el Gobierno-Estado tiene una clara intención 
de llevar a cabo una desviación hacia el poder tras lograr poco a poco la anomia social y 
la violación de derechos fundamentales de los ciudadanos, pues debe recordarse que 
cuando se les quita a las personas la responsabilidad y la oportunidad de regir sus 
propias vidas y elegir (empowerment of the people), se atenta contra la libertad del 
individuo. 
Y téngase presente que elegir no significa restringidamente tener derecho al voto, 
sino además tener derecho a elegir lo que se produce y consume para satisfacer 
necesidades humanas básicas e intermedias, así como para optimizar éstas y satisfacer, 
de ser posible, los deseos particulares con el propio esfuerzo y trabajo honesto. 
Precisamente en ello consiste una de las libertades instrumentales a las que se refiere 
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Sen con los servicios económicos, es decir, que los individuos tengan la oportunidad 
“…de utilizar los recursos económicos para consumir, producir o realizar 
intercambios. (…) La existencia de recursos financieros y el acceso a estos recursos 
pueden influir de una manera crucial en los derechos económicos…” (Sen, 2000: 58). 
Por lo tanto, el derecho a elegir también incluye el derecho a decidir con quién o 
quiénes se realizan intercambios o transacciones sin más impedimentos y obstáculos 
que los que señalan las buenas costumbres, así como el derecho a elegir el proyecto de 
vida que se quiere desarrollar porque se considera valioso. En fin, la libertad para elegir 
no se constriñe únicamente a los derechos políticos y civiles, sino que también abarcan 
la esfera de lo económico, social y cultural.  
Las desviaciones hacia el poder se producirán especialmente a partir del año 2006
220
, 
y se traducirán no solamente en un deterioro en la prestación de bienes y servicios 
públicos básicos sino también en una expansión del propio Estado, el cual se 
engrandecerá a expensas de su población, de su miseria, ignorancia, de su falta de 
libertad y capacidad para pensar críticamente y actuar en consecuencia, y 
especialmente, de su firme convicción por mantener la paz, debilitando así el Estado y 
pudiéndolo hacer fallar, sin que el proceso esté exento de represiones y agresiones 
oficiales.  
En efecto, a partir de 2006 se introducirán cambios en las relaciones sociales entre 
los diversos grupos humanos, fundamentalmente A, B y C. Esto porque los constantes 
abusos e imposiciones del gobernante de turno llegarán a rebasar la tolerancia de los 
grupos humanos C (especialmente los que tienen conciencias más cercanas al grupo B) 
empujando a algunos de sus miembros a las filas  de la oposición formada por los 
grupos humanos A y B. Pero a su vez el adoctrinamiento, la manipulación y la 
apropiación de lo económico por parte del Estado (y en especial del gobernante y sus 
séquitos) inducirán a otros miembros de los grupos A, B y C (especialmente a los que 
han sustituido el esfuerzo y el trabajo por el ocio) a sumarse a las conciencias de tipo D.     
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el 62,84% de los votos, haciendo evidente el predominio del chavismo como sector político. El triunfo se 
leyó como una conquista del sistema y del país, a pesar de que para bien o para mal había un poco más de 
4 millones de ciudadanos no identificados con la opción ganadora. El gobierno electo por la mayoría 
interpretó deliberadamente que se le había conferido un mandato para implantar el Socialismo del Siglo 
XXI cuyas implicaciones se desconocían. A partir de entonces, se intensifica la idea de que el disiente es 
un enemigo del sistema y, por lo tanto, un traidor a la patria; ello en clara contradicción con principios 
rawlsianos que postulan que los gobiernos decentes tienen la obligación de tomar el disentimiento en 
serio y deben darle una respuesta coherente. Véanse CNE. (s.f.). Elección Presidencial-3 de diciembre de 
2006. [en línea], Disponible en: http://www.cne.gov.ve/divulgacionPresidencial/resultado_nacional.php 






Así pues se constituirán dos frentes sociales en pugna, los cuales aún persisten en la 
actualidad: por un lado, un frente ABC (trabajador y progresista) y otro CD 
(improductivo y ocioso), este último incapaz de llegar a acuerdos conjuntos con ABC 
sino solamente capaz de hacerlo de forma bilateral con cada uno de ellos (vid. Figura 
No. 24).   Tal polarización social será un expresión de la incapacidad y falta de voluntad 
del gobierno para llevar a cabo una transformación profunda de la sociedad venezolana 
tanto en lo económico, político, social, cultural, ecológico, etc., en favor de la viabilidad 
y sobrevivencia del Estado. Y es acá donde probablemente haya que recordar que 
“Cuando una asociación ya no tiene la capacidad o la voluntad de unir «en un canal 
los esfuerzos de las mentes divergentes», ha perdido su aptitud para la acción.”(Arendt, 
1998:104). 
Asimismo, la creciente deuda del Estado y de su principal empresa PDVSA, que 
alcanzaba el 36% del PIB para julio de 2012 con una prima de riesgo país que superaba 
los 1.000 puntos básicos
221
, reflejan que el Estado-Gobierno actual parece no tener más 
límites que los que él mismo se impone para utilizar los recursos que extrae de su propia 
sociedad y otras, excediéndose en su capacidad para subvencionar bienes y servicios 
más allá de los mínimos de justicia, en detrimento de los que cubren necesidades 
humanas básicas e intermedias; a la vez que pide más dinero prestado, aún en épocas de 
prosperidad económica, cuando se supone que es en esos momentos cuando deberían 
acumularse los superávits para luego hacer frente a las fluctuaciones del mercado y a las 
épocas de recesión económica o catástrofes naturales
222
. Los crecientes endeudamientos 
del Estado venezolano tendrán en el mediano y largo plazo sus implicaciones en los 
programas no solo asistencialistas y populistas del Gobierno, sino también en los 
programas de justa protección echando así por tierra cualquier intento y esfuerzo por 
reducir la miseria, la desigualdad, la dependencia, la inflación, el desempleo, la 
violencia criminal y lograr el desarrollo individual y colectivo del Estado, mostrando  
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 Venezuela y Argentina son los dos países que superan los 1.000 puntos básicos de riesgo país 
ubicándose por encima de países americanos como México, Colombia, Perú y Brasil que no superan los 
330 pbs. Véanse estadísticas oficiales de la ONCP-Oficina Nacional de Crédito Público. (2012a, Julio). 
Informe Venezuela [Documento en línea]. Disponible en 
http://www.oncp.gob.ve/jdownloads/Informe%20Venezuela/2012/07%20Julio/INFORME_VENEZUEL
A_30-07.pdf . [Consulta: 2012, Agosto 1] 
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 Según cifras oficiales del gobierno venezolano, el año 2012 finalizó con una deuda pública total del 
gobierno central que ascendía a los 104.780 billones de dólares, es decir, un aumento del 24,3% con 
respecto al año 2011, justificándose dicho incremento en la crisis financiera mundial de 2008 y los 
fenómenos naturales de 2010. Véase ONCP (2012b). Boletín Anual: Deuda Pública Nacional del 
Gobierno Central. Saldo, flujos y proyecciones. [Documento en línea]. Disponible en: 
http://www.oncp.gob.ve/index.php/web-links/informe-de-deuda-publica-nacional/finish/84-/1822-.html . 






los principales indicadores económicos y sociales que la situación de debilidad en 
Venezuela se agrava.  
¿Pero cómo llegó el Estado venezolano a esa situación de debilidad e inestabilidad 
política, social y económica semejante (o aún peor), a la alcanzada a finales del 
puntofijismo?; ¿Cómo se pudo aumentar peligrosamente la incapacidad de ser 
autónomos y justos de los grupos humanos C y D? 
 
7.3.2.1. Venezuela bolivariana 2000-2006 
 
El caso es que con la aprobación del paquete de 49 leyes en el marco de la Ley 
Habilitante de 2001
223
 con las cuales se decretó una profunda transformación económica 
del Estado en el ámbito del desarrollo agrario, tenencia de la tierra, pesca, acuicultura, 
hidrocarburos, entre otros sectores, en Venezuela se desatará un gran descontento entre 
los sectores empresariales neo-burgueses y la vieja oligarquía latifundista 
(fundamentalmente entre los sectores temerosos de la movilización social ascendente), 
porque  interpretarán tales medidas como un atentado contra la propiedad privada y una 
desviación del Estado y del gobierno hacia la izquierda, es decir, para favorecer a otros 
grupos humanos.  
De allí que prácticamente solo los miembros de los grupos humanos temerosos de la 
movilización social ascendente conformarán la oposición al gobierno de turno 
(etiquetados de escuálidos, oligarcas e imperialistas), entrándose en una fase de 
confrontación abierta y aguda entre dicha oposición y el gobierno que se manifestará 
por primera vez el 10 de diciembre de 2001 cuando la oposición “liderada” por la 
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 Sería la segunda vez que el Presidente Chávez gobernase con leyes habilitantes. La primera vez fue en 
1999 cuando una Ley Habilitante se entregó al Congreso para su autorización quince días después de 
haber asumido el Gobierno. En el marco de esta ley habilitante se elaboraron 52 decretos-leyes destinados 
a reformas tributarias (se instauró el IVA y el impuesto al débito bancario), financieras y empresariales. 
La segunda vez que Chávez gobernó con leyes habilitantes fue en 2001, cuando la aprobación de 49 
decretos leyes, algunos muy polémicos; la tercera en 2007 previo al referéndum de reforma constitucional 
y la cuarta y última se produjo en 2010, también muy polémica por cuanto fue una Ley Habilitante que la 
aprobó el 17 de diciembre de 2010 una Asamblea Nacional (Parlamento), controlada en un 97% por 
adeptos al gobierno y cuyas funciones finalizaban el 4 de enero del 2011, secuestrándose de esta manera 
las competencias de los diputadas y diputados que, tras ser electos por el pueblo el 26 de septiembre de 
2010, debían empezar sus funciones el 05 de enero de 2011.Véanse Chávez, H. (1999c, Marzo 25). 
Discurso del Presidente de la República Bolivariana de Venezuela, Hugo Chávez Frías, con motivo de 
anunciar las nuevas medidas económicas, en Chávez, H. y El Troudi, H. (2005), 1999 “Año de la 
Refundación de la República”, Op. cit., p. 69; Asamblea Nacional. (2010, Diciembre 17). Ley que 
autoriza al Presidente de la República para dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley en las 
materias que se delegan. Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, Nº 6.009 
Extraordinario. Disponible http://www.tsj.gov.ve/gaceta_ext/Diciembre/17122010/E-17122010-






Confederación de Trabajadores (CTV) y “apoyada” por FEDECÁMARAS convoquen a 
un Paro Cívico Nacional que, a pesar de no lograr sus objetivos (solicitaban la renuncia 
del Presidente de la República), dejará entrever la amenaza que acechaba al proyecto 
político. Es decir, se confirmará la consolidación de una coalición de intereses opuestos 
al gobierno y a las aspiraciones y expectativas de los otros grupos humanos 
(fundamentalmente A, B y C progresistas). Tal oposición demostrará  estar dispuesta a 
emplear una gama de métodos tanto legales como no, así como aprovechar el apoyo 
extranjero
224
 para derrocar el gobierno democrático y echar por tierra el proyecto 
político orientado más hacia la izquierda, es decir, a un Estado más interventor en lo 
económico y social, lo cual como se ha dicho en el Capítulo VI, no necesariamente 
tendría por qué ser perjudicial, pues a los efectos de corregir desequilibrios las 
desviaciones hacia la izquierda o la derecha podrían ser aplicadas coyunturalmente; 
siempre y cuando estas desviaciones no impidan que las personas se desarrollen como 
ciudadanos buenos y justos preocupados por el conjunto, por el bien común y con 
sentido de la mutua responsabilidad en la consecución de una sociedad justa y capaz de 
mantenerse o preservarse en el tiempo.  
La confrontación política en Venezuela en estos tiempos producirá un Golpe de 
Estado el 11 de abril de 2002
225, en el cual el “gobierno de facto” decretará la disolución 
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 Se refiere a la administración estadounidense de George W. Bush. Véanse Chávez, H. (2002a, Julio 
27). Discurso del Presidente de la República Bolivariana de Venezuela, Hugo Chávez Frías, en la Primera 
Sesión de Trabajo de la II Reunión de Jefes de Estado de América del Sur, en Chávez, H. y El Troudi, H. 
(2005), 2002 “Año de la Resistencia Antiimperialista”, Caracas: Despacho del Presidente, pp. 349-350; 
Lander, E. y Navarrete, P. (2009). “La política económica de la izquierda en el Gobierno…”, en Ayala, 
M. y Quintero, P. (Comps). Diez años de revolución en Venezuela…, Op. cit., p. 65. También Noam 
Chomsky señala que los EEUU estaba cínicamente apoyando a los grupos prodemocráticos venezolanos 
que se oponían a la izquierda de Chávez, bajo el velo de estar llevando a cabo una misión 
democratizadora. Véase Chomsky, N. (2001). Estados canallas. El imperio de la fuerza en los asuntos 
mundiales, Op. cit., p. 162 
225
 El 11 de abril de 2002 se produjeron disturbios en el centro de la capital caraqueña que originaron 
números tiroteos, registrándose 17 homicidios y casi un centenar de heridos de ambos bandos. Un grupo 
de Generales y Almirantes anunciaron públicamente que desconocían la autoridad del Presidente Chávez 
y del Alto Mando Militar tras los hechos ocurridos en Caracas y tras la continuidad de los disturbios, al 
anochecer, y tras haberse anunciado la supuesta renuncia del Presidente Chávez, éste se entregó a los 
golpistas la madrugada del 12 de abril, autoproclamándose Presidente de facto el jefe de Fedecámaras, 
Pedro Carmona Estanga, quien renunció la noche del 13 de abril. El Presidente Chávez permaneció 
retenido en la Isla La Orchila hasta la madrugada del 14 de abril. Fueron 48 horas las que el “gobierno de 
facto” se hizo con el poder en Venezuela y donde algunos medios de comunicación se abstuvieron de 
trasmitir información oportuna, veraz, imparcial y sin censura de los hechos cruciales que se estaban 
sucediendo. Véase Informe de la Comisión Parlamentaria Especial designada por la Asamblea Nacional 
de Venezuela para investigar los sucesos de abril de 2002, [Informe en línea], Disponible 
http://www.urru.org/11A/interpelaciones/Informe_Conclusiones_Chavistas.htm [Consulta: 2013, Marzo 
20]. Dicha Comisión se instaló por mandato de la Plenaria de la Asamblea Nacional de la República 
Bolivariana de Venezuela el 26 de abril de 2002. También para un análisis de las similitudes y diferencias 
del fallido Golpe de Estado de 2002 con el golpe militar de 1948, se recomienda consultar Coronil, F. 






de los poderes constituidos tras el proceso constituyente y legitimados con la 
Constitución de 1999 (se abolió la Asamblea Nacional, el Tribunal Supremo de Justicia, 
la Fiscalía, la Defensoría del Pueblo), además que se desconocerán las autoridades 
legítimamente constituidas y en consecuencia la voluntad soberana del pueblo
226
. Y 
justamente, será este desconocimiento del Estado de Derecho y de los derechos de los 
ciudadanos, por parte del “gobierno de facto”, lo que causará la indignación de la 
mayoría de los venezolanos tanto partidarios como no del gobierno, pues no se tratará 
solo de un golpe contra un Jefe de Estado y de Gobierno, sino ante todo de un golpe 
contra un acuerdo político-social fruto de la participación popular y democrática de 
todos los grupos humanos de la sociedad venezolana, o sea, un golpe contra el Estado 
en su integralidad que se había constituido con la Carta Magna de 1999. De allí, las 
movilizaciones ciudadanas que se producirán seguidamente y que obligarán a los 
militares golpistas a rectificar y a restituir el hilo constitucional.  
Pero el clima de confrontación no cesará sino que contrariamente continuará con un 
paro petrolero en diciembre de 2002, que tras 62 días afectará fuertemente a la principal 
empresa del Estado venezolano (PDVSA
227
) y a la sociedad venezolana, al provocar la 
escasez de gasolina y de alimentos (disminuyeron las exportaciones de petróleo y sus 
derivados, afectándose la renta petrolera y la importación de alimentos, entre otros 
productos básicos), puesto que el paro se concentrará en las industrias estratégicas de la 
economía como energía, petroquímica, transporte y distribución de alimentos.  
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 El gobierno de facto decreta lo que se conoció como el “Acta de Constitución del Gobierno de 
Transición y Unidad Nacional del 12 de abril de 2002”. Véase Informe de la Comisión Parlamentaria 
Especial designada por la Asamblea Nacional de Venezuela para investigar los sucesos de abril de 2002 
[Informe en línea], Cap. IV, epígrafe 4.3.1., Op. cit. 
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 Estudios del Ministerio de Finanzas y el Banco Central de Venezuela señalan que el monto de las 
pérdidas por ventas de petróleo no realizadas llegó a 14.430 millones de dólares aproximadamente, lo 
cual motivó una disminución de un monto cercano a 9.998 millones de dólares en la capacidad 
contributiva de PDVSA y sus filiales al fisco nacional, cuestión que limitó la capacidad del Ejecutivo 
Nacional para la ejecución de sus planes y programas. Además, el PIB del país registró una caída de 15,8 
% durante el cuarto trimestre de 2002, y de 24, 9%, durante el primer trimestre de 2003, siendo la caída 
del PIB del sector petrolero de 25,9% y 39,3% respectivamente.  También se registró una contracción en 
los montos de las Reservas Internacionales en Divisas y del Fondo para la Estabilización 
Macroeconómica, lo cual obligó al Ejecutivo Nacional, conjuntamente con el Banco Central de 
Venezuela, a dictar las medidas para establecer un sistema de control de cambios, con el fin de atenuar los 
efectos negativos sobre la economía nacional. Véase PDVSA (s.f.). El sabotaje contra la industria 
petrolera nacional, [Noticia en línea], Disponible http://www.pdvsa.com, [Consulta: 2011, Mayo 20]. El 
sabotaje petrolero fue posible porque los sistemas informáticos de PDVSA (que controlaban la 
operatividad de la empresa) estaban en manos de la empresa INTESA, cuyo mayor accionario era la 
empresa extranjera SAIC, con estrechas relaciones tanto con trasnacionales petroleras como con los 
organismos de seguridad de los Estados Unidos. Véase Lander, E. y Navarrete, P. (2009a). La política 
económica de la izquierda latinoamericana en el Gobierno: el caso de la República Bolivariana de 
Venezuela (1999-2006), en Ayala, Mario y Quintero Pablo (Comps). Diez años de revolución en 






Precisamente, será la escasez de alimentos y bienes de primera necesidad durante el 
sabotaje petrolero lo que confirmará no solamente el grado de dependencia que todavía 
tiene Venezuela con respecto a la importación sino también la gran concentración 
existente en el proceso y distribución de éstos, quedando al descubierto la extrema 
vulnerabilidad de la economía venezolana a las manipulaciones en el comercio 
internacional y a la voluntad de los sectores empresariales oligopólicos (Lander y 
Lavarrete, 2009:70). El sabotaje petrolero evidenciará que la renta petrolera continuaba 
siendo el soporte material del Estado y del Gobierno tal como antes lo había sido en el 
puntofijismo. De hecho, el Presidente venezolano lo afirmará al decir: 
 
“…si estos conspiradores y saboteadores lograran parar el petróleo, no 
tendríamos dinero para abrir ni una sola escuela en el año 2003 en 
Venezuela, habría que cerrar las escuelas. Si estos saboteadores 
lograran parar la empresa petrolera no habría dinero, ni un bolívar 
para los hospitales en Venezuela; no habría ni un bolívar para pagar 
los salarios a los trabajadores de Venezuela, no habría ni un bolívar 
para el Banco del Pueblo ni el Banco de la Mujer, ni los créditos a los 
pobres. Si estos saboteadores lograran sus nefastos propósitos no 
tendríamos ni un bolívar para la construcción de viviendas dignas para 
los pueblos pobres de Venezuela y para los barrios más pobres del 
país. Si estos saboteadores lograran parar la industria petrolera, no 
tendríamos ni un centavo para darle créditos a los campesinos, ni para 
comprar maquinarias agrícolas ni para empujar la producción del 
campo. Si estos saboteadores lograran sus propósitos no tendríamos 
dinero para el pueblo para sacarlo de la pobreza histórica en que ellos 
mismos lo hundieron durante tanto tiempo.”(Chávez, 2002b:517) 
  
Por consiguiente, estará claro que la extracción del Estado venezolano dependía  
principalmente de los ingresos generados por la empresa estatal petrolera y los 
derivados de los endeudamientos, sin que el aporte de los ciudadanos (impuestos 
directos e indirectos) fuese ni cercanamente suficiente para mantener el Estado ni 
financiar sus actividades, entre ellas, suministrar unos bienes y servicios públicos para 
satisfacer y optimizar necesidades humanas básicas e intermedias. Pero esta situación, 
paradójicamente no generará un fuerte debate nacional y sostenido de crítica, autocrítica 
y reflexión en el que se abordase la cuestión de la incapacidad productiva de la 
sociedad, la incapacidad gestora y administradora del Estado ni la posible sobrecarga de 
funciones estatales. Y quizás ésta hubiese sido una ocasión propicia para llevar a cabo 
un examen y sinceración de los criterios de bienestar y justicia social, así como efectuar 






para de esta manera corregir los desequilibrios y evitar la profundización del  
debilitamiento estatal en lo político, económico y, principalmente, en lo social. 
Contrariamente, las confrontaciones políticas continuarán y provocarán un aumento 
de la violencia criminal, impulsando con ello el ascenso de los grupos humanos D (sin 
poder económico “delincuentes sin cuello blanco”), que aspirarán no solo a satisfacer 
sus necesidades y deseos sin el menor esfuerzo productivo y a costa de los demás, sino 
además que estarán dispuestos a servir a los grupos humanos D con poder económico 
(delincuentes de “cuello blanco”) para atentar contra la propiedad legítimamente 
adquirida por los ciudadanos. Tanto es así, que las bandas criminales comenzarán a 
apoderarse de las calles y las armas ligeras y el tráfico de drogas se harán comunes
228
.  
El comportamiento anónimo y delictivo comenzará a hacerse la norma, haciendo 
evidente que la anarquía se impondría haciendo muy difícil su erradicación. De hecho, 
entre 2000-2004, la tasa de homicidios de Venezuela llegará a ser de 34,1 homicidios 
por cada 100.000 habitantes, cuadriplicando el nivel de la criminalidad epidémica, 
convirtiéndose en el 3° país de las Américas, después de El Salvador y Colombia con 
criminalidad aguda (Sen y Kliksberg, 2007: 227-228); mientras que para julio de 2008-
julio 2009 se producirán  un total de 19.113 homicidios, es decir, un total de un 
asesinato cada media hora, ello sin contar los registros de secuestros (más de 16.000), 
robos (más de un millón), hurtos (más de 400.00), abusos sexuales (más de 5.000) y 
sicariato (más de un centenar) y demás delitos que no se denuncian por temor a 
represalias o porque las personas victimizadas perciben que no encontrarán el apoyo 
institucional que requieren para hacer justicia
229
. Tal alarmante incremento de la 
violencia y la inseguridad personal atemorizará a toda la población del país, sin 
distinción de clase social, ideología, sexo, edad, nacionalidad, raza o credo.  Así, 
Venezuela se convertirá en uno de los países más violentos e inseguros del mundo y en 
uno de los pocos en América Latina donde seguirán ascendiendo los delitos violentos a 
la vez que se propaga la consolidación del grupo humano D (altamente improductivo y 
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 Para 2010 se hablaba de 14 millones de armas en circulación en Venezuela, desconociéndose el 
paradero cierto de las mismas. Véase Heras, J. (2010, Septiembre 2). “No sólo las balas matan”, ABC de 
la Semana, Año 5, núm. 196, p.1 
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 Véanse las estadísticas oficiales publicadas por el INE. (2010, Mayo). Encuesta Nacional de 
Victimización y Percepción de Seguridad Ciudadana 2009 (ENVPSC-2009). Documento Técnico. 
[Informe en línea]. Disponible http://infovenezuela.org/encuesta-INE-inseguridad.pdf. [Consulta: 2013, 
Enero 24], pp. 67-78, 81-85 y 93-97; así como OEA-CIDH. (2009, Diciembre 30). Democracia y 
Derechos Humanos en Venezuela. [Informe en línea]. Disponible 







secuestrador), siendo el Estado cada vez más incapaz de proveer uno de los bienes y 
servicios públicos más básicos y prioritarios como lo es la seguridad personal, 
produciendo con ello el quiebre y fractura del Estado (Sierra, 2010: 8-9). 
Y es que las continuas luchas entre la oposición (actualmente con miembros de los 
grupos A, B y C trabajadores) con el gobierno (representando especialmente a los 
grupos C improductivos y D altamente ociosos y delincuentes)
230
, no solo le darán 
oxígeno a los grupos delictivos sino que también desencadenarán un temor ciudadano, 
una lucha de clases y una tensión social presta a estallar con fines políticos, al mismo 
tiempo que obstaculizarán la tarea de desarrollar y profundizar la eficacia de las 
instituciones estatales, así como la de desarrollar un modelo económico productivo 
endógeno que sustituyese el modelo clásico de intercambio de petróleo por alimentos y 
artículos de consumo importados.  
Los errores de la oposición (poca resonancia en los colectivos A, B y C trabajadores; 
escaso control sobre las masas populares y su movilización;  carencia de una propuesta 
política coherente que representase e incluyese a todos los grupos humanos venezolanos 
progresistas; retiro de las elecciones legislativas de diciembre de 2005 quedando la 
Asamblea Nacional en manos de simpatizantes del gobierno, entre otros) serán 
continuamente capitalizados por el gobierno, a quien poco a poco le será más fácil no 
solo atacar y contrarrestar a la oposición y a los grupos progresistas (reducción de los 
grupos A y B progresistas con políticas asfixiantes y a menudo arbitrarias) sino también 
gobernar solo (sin discutir, ni negociar o establecer acuerdos para el diseño de políticas 
sociales), quebrando con ello el acuerdo político-social de 1999 en una clara tendencia a 
la “desviación hacia el poder” y por tanto a la corrupción231 y el debilitamiento del 
Estado.  
En esta línea de “desviación hacia el poder”, el Estado-Gobierno también 
neutralizará a los grupos C con medidas populistas y paternalistas (vid. Anexo B-3), al 
tiempo que con las mismas medidas promoverá el incremento de los grupos D 
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 El crecimiento y abundancia de los improductivos y ociosos (ricos o no) ha avivado la indignación de 
los trabajadores y con sentido del esfuerzo, lo que cada día hace que la oposición hacia el gobierno 
“desviado hacia el poder”, se incremente y así lo evidencian las elecciones populares presidenciales desde 
2006 hasta la fecha. (N. del A.) 
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 De acuerdo con el Índice de Percepción de la Corrupción (IPC) que publica Transparency 
International (IT), Venezuela después del 2003 ha descendido en la escala mostrando cada vez más un 
desempeño deficiente en el índice, incluso, peor que los años previos al gobierno del Presidente Chávez. 
Más aún, a partir del 2005 Venezuela se ubica en el segundo lugar como el país más corrupto de América, 
después de Haití, alcanzando en 2010 el 1º lugar en la escala de corrupción y manteniéndose en 2011 y 
2012 entre los 10 más corruptos del mundo. Véase Índice de Percepción de la Corrupción 1995-2012 






induciendo el quiebre social pero a su vez fortaleciendo el personalismo político y la 
personificación del Estado, hasta tal punto que ya no importe la solvencia política, 
profesional y moral de quienes ocupan cargos de responsabilidad pública, pues lo que 
importará será la sumisión al líder y la adulación del mismo (López Maya, 2007b:¶6). 
Las “desviaciones hacia el poder” comenzarán a ser evidentes en distintos sectores. 
En el sistema judicial, por ejemplo, la polarización social que empezará a presentarse en 
2004
232
, será contrarrestada con la sanción de una nueva Ley Orgánica del Tribunal 
Supremo de Justicia (LOTSJ) en la que el Gobierno modificará la composición del 
Tribunal a su favor, aumentando el número de magistrados de 20 a 32 miembros, 
agregando así dos magistrados a cada una de las seis salas del Tribunal, con la 
posibilidad de que éstos fueran elegidos por mayoría simple de los votos de la 
Asamblea Nacional (controlada por el partido de gobierno) y no mediante el quórum 
especial de las dos terceras partes de la Asamblea que exige la Constitución, incluyendo 
a los magistrados del TSJ; acción ésta que atentará contra la independencia e 
imparcialidad del poder judicial en adelante
233
. 
Pero tal desviación hacia el poder no será la única, le seguirán otras, como la 
propuesta de reforma de la Constitución en 2007, que alterando principios y estructuras 
                                                          
232
 Para 2004, los 20 miembros del Tribunal Supremo estarán divididos en partes iguales entre opositores 
y aliados del gobierno, controlando cada bando algunas de las seis salas del Tribunal, dictándose 
sentencias controversiales sobre aspectos fundamentales de la lucha política entre el Gobierno y sus 
opositores. Specogna, S. (2010). “La independencia del poder judicial en Venezuela”. Observatorio de 
Venezuela, Centro Argentino de Estudios Internacionales-CAEI, Nº 9, Año III, pp. 35-38. 
233
 A partir de aquel momento, y aún hoy, el Poder Judicial en Venezuela continua existiendo, pero 
solamente de manera formal, pues en la práctica no es independiente e imparcial. La Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha reiterado su preocupación con respecto a la ausencia de 
concursos públicos para acceder a los cargos de jueces y fiscales, de forma tal que estos operadores de 
justicia continúan siendo nombrados de manera discrecional sin que se hayan realizado concursos de 
oposición, por lo que consecuentemente son personal de libre nombramiento y remoción, que no goza de 
estabilidad en el cargo, lo que sin duda afecta seriamente tanto su independencia para adoptar decisiones 
como su independencia frente a los cambios políticos o de gobierno. A ello habría que sumar el carácter 
provisorio de los jueces –en agosto de 2009  existía un total de 1896 jueces, de los cuales sólo 936 eran 
titulares- y fiscales del Ministerio Público – el 100% de los fiscales no han sido designados por concurso 
de oposición y no ostentan la titularidad de sus cargos, sino que son de libre nombramiento y remoción, lo 
que compromete su independencia-, que al no gozar de estabilidad en sus cargos, son presa fácil para ser 
removidos cuando adoptan decisiones que podrían afectar los intereses del gobierno, sin que medie 
ningún correspondiente procedimiento administrativo que les otorgue la posibilidad de defenderse. De 
hecho, la Comisión nota con preocupación que en algunos casos las destituciones de los jueces se 
producen de manera casi inmediata luego de que los magistrados adoptasen decisiones judiciales en casos 
con importante connotación política. Por ello, a juicio de la CIDH, la falta de independencia y autonomía 
del poder judicial frente al poder político constituye uno de los puntos más débiles de la democracia 
venezolana.  Véanse OEA-CIDH. (2009, Diciembre 30). Democracia y Derechos Humanos en Venezuela. 
[Informe en línea]. Disponible http://www.cidh.org [Consulta: 2011, Agosto 8], pp. ix-x; AEQUITAS. 
(2011, Marzo). Informe sobre la independencia del Poder Judicial para el Examen Periódico Universal-
Venezuela, 12ª sesión, Octubre 2011, [Informe en línea], Disponible en: 
http://lib.ohchr.org/HRBodies/UPR/Documents/session12/VE/AEQUITAS-spa.pdf [Consulta: 2013, 






fundamentales de la Constitución Bolivariana se pretenderá llevar a cabo violando lo 
indicado por la misma Constitución con relación a cómo deben efectuarse sus cambios 
profundos. Y es que si bien la propuesta de reforma contenía algunos artículos que 
reflejaban avances en derechos sociales (como el fondo social para los trabajadores 
independientes, la no discriminación por género, orientación sexual o etnia, la rebaja de 
las horas laborales semanales), estaba claro que éstos podían  ser institucionalizados por 
otras vías legales, con lo cual era evidente que la reforma que se planteaba tenía otros 
fines implícitos: cambiar el régimen político y de allí los numerosos artículos
234
 
orientados a la recentralización de la administración pública,  la superconcentración de 
funciones y facultades presidenciales (exacerbándose la desigualdad entre los poderes 
públicos), al debilitamiento de los principios del pluralismo y la alternancia en los 
cargos públicos, entre otros (López Maya, 2007a:¶9).  En otras palabras, se pretendía 
dar un duro golpe al contrato político-social legitimado por los ciudadanos en 1999 y 
2000. 
Pero los resultados electorales de dicho referéndum constitucional pondrán de 
manifiesto la madurez política de la sociedad venezolana
235
 así como la posibilidad real 
de que en adelante el gobierno perdiese cada vez más votos y lealtades, hasta ver 
comprometida su permanencia en el poder para las elecciones presidenciales de octubre 
de 2012
236
. No obstante, esta posibilidad real de perder el poder, lejos de inducir al 
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 La propuesta de reforma constitucional de 2007, incluía 69 artículos, de los cuales 33 habían sido 
redactados por el propio Presidente Chávez en un corto periodo de 8 meses (considerando que se trataba 
de hacer cambios profundos en la Constitución), mientras que los 36 artículos restantes fueron diseñados 
por la Asamblea Nacional de entonces. Se dispuso de un período de solo 2 meses para el supuesto debate 
nacional, en el que no se pretendía negociar, ceder o buscar puntos comunes con quienes disentían de las 
ideas presidenciales, fueran éstos del mismo bando gubernamental o de la oposición. Vale señalar, que la 
Comisión Presidencial que se había creado para desarrollar la propuesta de reforma constitucional estaba 
formada por representantes del Poder Moral, la Asamblea Nacional y el TSJ, quedando subordinada la 
autoridad de estos poderes públicos al Presidente de la República. Véase López Maya, M. (2007a, 
Noviembre 18).  Forma y fondo de la reforma constitucional. Aporrea [Noticiero en línea], Disponible en: 
http://www.aporrea.org/actualidad/a44966.html  [Consulta: 2013, Marzo 21], p. ¶ 4 y 6. 
235
 La avasallante victoria electoral del chavismo en las elecciones presidenciales de  diciembre de 2006 
contrastará con la sorprendente derrota de la reforma constitucional un año después -diciembre 2007-, 
cuando el gobierno perderá casi 3 millones de votos, lo que no significará un aumento de los votos de la 
oposición sino la abstención de los votantes chavistas. Era la primera vez, después de sucesivas victorias 
en elecciones celebradas en el país desde el año 1998, que la opción representada por el Presidente 
Chávez perdía, haciendo evidente que existía un malestar entre los sectores sociales, incluso los 
populares; que habían desacuerdos, dudas, inquietudes con el gobierno y la dirección política del proceso. 
Véanse CNE. (s.f.). Referendo de la Reforma Constitucional-2 de diciembre de 2007. [Resultados en 
línea], Disponible en: http://www.cne.gob.ve/divulgacion_referendo_reforma [Consulta: 2011, Agosto 
15]; Lander, E. (2007, Diciembre 22). El referéndum sobre la reforma constitucional: El proceso político 
en Venezuela entra en una encrucijada crítica.  Aporrea [Noticiero en línea], Disponible en: 
http://www.aporrea.org/actualidad/a47861.html, [Consulta: 2011, Agosto 15], ¶10 
236
 Nuevamente, la victoria electoral del chavismo en las elecciones presidenciales del 7 de octubre de 






Gobierno a desistir en su política de “desviación hacia el poder”, la intensificará y 
radicalizará en los años siguientes. 
 
7.3.2.2. Venezuela bolivariana 2007-2013 
 
A partir de 2007, el Gobierno-Estado venezolano promocionará con mayor ímpetu el 
concepto de Socialismo del Siglo XXI, sustituyendo la idea de la democracia 
participativa y protagónica que se había profesado y había sido característica de los 
años previos como resultado de la legitimización del pacto político-social de 1999, es 
decir, de la Constitución Bolivariana. Se restringirá el debate y se concentrará la toma 
de decisiones y el poder en el Presidente de la República, haciéndose evidente la 
incapacidad del gobierno para abrir un debate político en el que participasen todos los 
sectores sociales que pudiesen tener críticas en el proceso (Lander, 2011: 4), y junto con 
ello, se agudizará y acelerará la “desviación hacia el poder”, mediante diversas formas: 
 acercamiento profundo a los grupos militares y a la izquierda dura, alejándose 
del gran frente chavista popular y democrático; 
 creando mecanismos para restringir las oportunidades de acceso al poder de los 
candidatos disidentes del gobierno
237
;  
 creando cuerpos de reservas y movilización nacional con entrenamiento militar 




                                                                                                                                                                          
diciembre de 2006 (62,84%). El oficialismo perderá casi 8 puntos porcentuales de apoyo (aprox. 
2.300.000 votos), lo que significará un aumento de los votos a favor de la oposición (de 36,9% votos en 
2006 a 44,31% votos en 2012), siendo el porcentaje de participación del 80,48%, el mayor registrado en 
los procesos presidenciales electorales desde diciembre de 1998. CNE. (s.f.) Divulgación presidencial 
2012. [Resultados en línea], Disponible en: 
http://www.cne.gob.ve/resultado_presidencial_2012/r/1/reg_000000.html [Consulta: 2013, Abril 12] 
237
 Esto se lleva a cabo a través de resoluciones administrativas de la Contraloría General de la República 
mediante las cuales al menos 260 personas, en gran parte de la oposición al gobierno, fueron inhabilitadas 
para optar a cargos públicos. Estas inhabilitaciones para el ejercicio de la función pública no fueron 
establecidas en virtud de una condena penal y se impusieron sin que existiese un procedimiento previo, en 
contravención con los estándares de la Convención Americana de Derechos Humanos. También el Estado 
venezolano adelantó acciones para limitar algunas de las competencias de autoridades electas por voto 
popular en noviembre de 2008 (elecciones regionales: gobernadores, alcaldes y legisladores de los 
Consejos Legislativos Estadales), con el fin de reducir el alcance de las funciones públicas y legítimas de 
miembros de la oposición. Véase OEA-CIDH. (2009, Diciembre 30). Democracia y Derechos Humanos 
en Venezuela, Op. cit. pp. vii-viii. 
238
 El Cuerpo de Reserva y Movilización Nacional se institucionaliza en 2009 con la denominación oficial 
“Milicia Bolivariana”. De acuerdo con el art. 44 del Decreto Presidencial con Fuerza de Ley Orgánica de 
la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, la Milicia Bolivariana tiene como misión “entrenar, preparar y 
organizar al pueblo para la defensa integral con el fin  de complementar el nivel de apresto operacional 






 exigiendo la disolución de otras opciones políticas con importantes bases de 
afiliados para dar paso a un partido único del gobierno como el Partido 
Socialista Unido de Venezuela –PSUV-239, destruyendo así las opciones 
políticas existentes e impidiendo el surgimiento de otras nuevas;  
 dejando los deberes y responsabilidades del Estado en manos del PSUV, al más 
puro estilo comunista soviético, induciendo con ello a la práctica de subvertir las 
normas estatales como respuesta a las fuertes restricciones regulatorias 
existentes, promoviendo a su vez una cultura de no respeto por las normas 
estatales menoscabando la legitimidad del Estado y el desarrollo de un aparato 
burocrático-administrativo eficiente y profesional en el suministro de los bienes 
públicos (vid. epígrafe 3.3.5 Causas históricas) 
                                                                                                                                                                          
defensa y desarrollo integral de la Nación, con el propósito de coadyuvar a la independencia, soberanía 
e integridad del espacio geográfico de la Nación.” De lo que se infiere que la “Milicia Bolivariana” es un 
cuerpo especial que estando orientado a contribuir a garantizar la independencia y soberanía del país, 
reciben sus integrantes un entrenamiento militar, pero no sólo para la defensa nacional sino también para 
contribuir a la seguridad interna, con lo cual se crea al parecer una estructura paralela a lo que es la 
policía (seguridad interna) y lo que son las fuerzas armadas (defensa nacional). Esto es una cuestión que 
ya ha sido motivo de preocupación para la CIDH, sobre todo, cuando según cifras de la propia Defensoría 
del Pueblo de Venezuela, se señalaba que durante el 2008 había habido un total de 134 denuncias por 
privaciones arbitrarias de la vida a consecuencia de presuntas actuaciones de funcionarios de distintos 
cuerpos de seguridad del Estado, así como de un total de 2.197 denuncias vinculadas con vulneración de 
la integridad personal por funcionarios de seguridad del Estado, 87 denuncias por tortura, mientras que 
para el 2009 se estaban estudiando 33 casos de presuntas desapariciones forzadas ocurridas durante el 
2008 y 34 ocurridas durante 2007. Véanse Chávez, H. (2005, Abril 13). Discurso del Presidente de la 
Republica Bolivariana de Venezuela, Hugo Chávez Frías, con motivo de la Creación y Activación de la 
Comandancia General de la Reserva Militar y Movilización Nacional, en Chávez, H. y El Troudi, H. 
(2005), 2005 “Año del Salto Adelante”. Hacia la Construcción del Socialismo del Siglo XXI, Caracas: 
Despacho del Presidente, p. 220; Ley Orgánica de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, publicada en 
la Gaceta Oficial (Extraordinario) Nº 5.933 de fecha 21 de Octubre de 2.009 y la publicada en Gaceta 
Oficial Nº 39.359, de fecha 02 de Febrero de 2010. Ambas leyes fueron derogadas en 2011 por Decreto 
presidencial N° 8.096, publicado en Gaceta Oficial (Extraordinario) N° 6.020 de fecha 21 de marzo de 
2011, el cual fue dictado por el Presidente Chávez en el marco de la 4° Ley Habilitante aprobada por un 
Parlamento saliente en 2010. Este decreto presidencial (disponible en 
http://www.tsj.gov.ve/gaceta_ext/Marzo/2132011/E-2132011-3099.pdf#page=1) derogó la Ley Orgánica 
de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana de 2009 y 2010, arriba citadas, así como las demás 
disposiciones contenidas en resoluciones o disposiciones que colindasen con lo dispuesto en el Decreto-
Ley. También véase OEA-CIDH. (2009, Diciembre 30). Democracia y Derechos Humanos en Venezuela. 
[Informe en línea]. Disponible http://www.cidh.org [Consulta: 2011, Agosto 8], pp. xiii-xiv.  
239
 El Presidente Chávez impuso la conformación de un partido único del chavismo, produciéndose un 
quiebre dentro de las mismas filas del chavismo, pues algunos aliados políticos como PODEMOS, Patria 
Para Todos (PPT) y otras fuerzas sindicales, se negaban a perder su autonomía para dar paso al PSUV. De 
modo, que a los que presentaron resistencia se les estigmatizó como traidores, pasando a ser considerados 
por el oficialismo como miembros de la oposición. Así pues, se profundizará la polarización entre 






 negando ceder el gobierno y la administración de algunas de las entidades 
político-territoriales perdidas tras comicios electorales, atentándose con ello 
contra instituciones y poderes constituidos
240
;  
 manipulando anticonstitucionalmente el sistema electoral venezolano mediante 
la sanción de leyes, sustituyendo así el principio de la representación 
proporcional por el de sobre-representación de las mayorías y de los estados de 
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 La pérdida de Estados y Alcaldías claves durante las elecciones regionales de noviembre de 2008, 
entre ellos los tres Estados más poblados del país (Zulia, Miranda y Carabobo, más la Alcaldía Mayor o 
Metropolitana que aglomeran al menos al 45% de la población nacional), significarán un duro golpe para 
el Gobierno de turno, quien restituirá por ley y sin debate previo (ni con las autoridades competentes ni 
con los ciudadanos y en flagrante violación de los arts. 18 y 70 de la Constitución Bolivariana), la figura 
del Gobernador de Caracas elegido por el  Presidente de la República y no por el voto popular. Tal figura 
sin legitimización popular había existido durante el puntofijismo  y fue eliminada por la “soberanísima” 
Asamblea Nacional Constituyente en febrero de 2000, para dar paso a la figura del Alcalde 
Metropolitano, electo por el pueblo. Pero 9 años después, el Presidente Chávez calificó como un error de 
la Asamblea Constituyente el haber creado la figura del Alcalde Metropolitano electo por el pueblo, en 
una clara demostración de no estar dispuesto a ceder a la oposición, el gobierno y administración de las 
entidades político-territoriales que democráticamente habían ganado en las urnas. Véanse Ley Especial 
sobre la Organización y Régimen del Distrito Capital, publicada en Gaceta Oficial Nº 39.156 de fecha 13 
de abril de 2009, Disponible en: http://www.tsj.gov.ve/gaceta/abril/130409/130409-39156-1.html 
[Consulta: 2013, Marzo 21]; Ley de Transición del Distrito Federal al Distrito Metropolitano de Caracas 
publicada en la Gaceta Oficial N° 37.006 del 3 de agosto de 2000, aprobada por la Asamblea Nacional 
Constituyente de conformidad con el art. 18  y Disposición Transitoria Primera de la Constitución 
Bolivariana de 1999, Disponible en: http://www.tsj.gov.ve/gaceta/agosto/030800/030800-37006-05.html, 
[Consulta: 2013, Marzo 21]; Congreso de la República. (1986, Diciembre 30). Ley Orgánica del Distrito 
Federal, publicada en la Gaceta Oficial (Extraordinaria) N° 3.944 del 30 de Diciembre de 1986 
Disponible en: http://www.pgr.gob.ve/dmdocuments/1986/3944.pdf [Consulta: 2013, Marzo 21]. 
241
 El principio de la representación proporcional había sido un principio que había caracterizado el 
sistema electoral venezolano desde 1958, y que incluso se preservó en la Constitución Bolivariana de 
1999 en los arts. 63 y 293. Las elecciones realizadas en el país desde el año 2000 hasta el 2008 se hicieron 
conforme a este principio, aunque éste venía siendo burlado sistemáticamente tanto por los partidos de 
gobierno, como por los partidos de oposición. Ello se hacía mediante la fórmulas de las llamadas 
“morochas”, a través de las cuales se presentaban las candidaturas por lista y las candidaturas 
uninominales como si fuesen de organizaciones políticas diferentes, para impedir que se utilizasen 
conjuntamente para el cálculo de la representación proporcional. Esto permitió la sobrerrepresentación de 
las mayorías, tanto a nivel nacional como estatal. Con la aprobación de la Ley Orgánica de Procesos 
Electorales en el año 2009, esta “trampa” electoral fue convertida en ley. El resultado de esta fórmula 
electoral es que se produce una relación muy distorsionada entre la voluntad popular expresada en las 
urnas y la distribución de curules en los cuerpos legislativos. Ello explicaría por qué en las elecciones 
parlamentarias de septiembre de 2010, el gobierno logró un total de 98 diputados (casi el 60% de los 
nuevos integrantes de la Asamblea Nacional) mientras que la oposición logró un poco menos del 40% (65 
diputados). La ausencia de representación proporcional elevó una diferencia de 1% en la votación popular 
a una diferencia de 20% en el número de diputados o diputadas electos. Véase Lander, E. (2010, Octubre 
5). ¿Quién ganó las elecciones parlamentarias en Venezuela? ¿Estamos ante la última oportunidad de 
debatir sobre el rumbo del proceso de cambio?, [Artículo en línea], Disponible en: 
http://www.rebelion.org/docs/114273.pdf  [Consulta: 2011, Agosto 22], pp. 8-11 y Ley Orgánica de 
Procesos Electorales, publicada  en la Gaceta Oficial (Extraordinaria) N° 5.928 del 12 de agosto de 2009, 
Disponible en: http://www.tsj.gov.ve/gaceta_ext/agosto/120809/120809-5928-1.html# [Consulta: 2011, 
Agosto 22]. Téngase en cuenta, que la ley supra referida derogó tanto el Estatuto Electoral del Poder 






 conteniendo el desarrollo del sector privado independiente mediante políticas 
como las nacionalizaciones, expropiaciones y confiscaciones de empresas 
redituables bajo el argumento de proteger las clases medias y bajas
242
; 
destruyendo con ello la capacidad productiva endógena del país en sectores 
distintos al petróleo, al mismo tiempo que por otro lado se incrementan las 
importaciones
243
 hasta de los bienes más básicos como los alimentos (productos 
agrícolas y ganaderos)
 244
 y otros productos que anteriormente producía el país 
(materiales de construcción, productos de hierro y de acero, entre otros). 
 secuestrando las competencias de los legisladores mediante nuevas leyes 
habilitantes
245
, quedando el Poder Legislativo como un mero trámite formal para 
                                                                                                                                                                          
de fecha 3/02/2000), así como la Ley Orgánica del Sufragio y Participación Política de 1998 (G.O. No. 
5.233 del 28/05/1998). 
242
 Desde 2007 el Presidente Chávez había llevando a cabo un proceso de nacionalización de empresas de 
telefonía, eléctricas, cementeras, siderúrgicas y bancarias, bajo el argumento de ser sectores 
“estratégicos”. También compró empresas alimenticias para evitar los acaparamientos, no obstante, la 
intervención por parte del Estado de estas empresas lejos de resolver los problemas los agravó, generando 
desabastecimiento alimenticio, en virtud de la inexperiencia e ineficiencia como productores para el 
consumo interno. Igualmente, el gobierno expropió desarrollos urbanísticos bajo el pretexto de lograr 
finalizar su construcción y concretar la adjudicación de los apartamentos a sus adquirientes que ya 
estaban anotados, aunque las expropiaciones se realizaron sin un previo conocimiento de cuánto era el 
monto total requerido para finalizar las obras. Se dijo que era una medida orientada a proteger las clases 
medias y bajas. Véanse Aló Presidente (2010, Octubre 31). Programa N° 366. [Transcripción en línea], 
Disponible en: http://www.alopresidente.gob.ve/materia_alo/25/p--1/tp--1, [Consulta: 2011, Agosto 15], 
p. 155 y Calvo, R., A. (2010). Crisis, pobreza y desigualdad en Venezuela y América Latina. Buenos 
Aires: Teseo, pp. 171-172 
243
 Se estima que en 2011 las importaciones venezolanas alcanzaron los 46.44 billones de dólares, pero 
que éstas aumentaron en 2012 hasta ubicarse en 56.69 billones de dólares estadounidenses, siendo la 
exportaciones de 96.9 billones de dólares para el mismo año. Véase CIA-WF. (2012). Profile of 
Venezuela, Op. cit.  
244
 Se estima que el 75% de la comida que consumen los venezolanos es importada; que es el país que 
más importa alimentos en el continente y que si dejara de importarlos solo tendría reservas alimentarias 
para unos 4 ó 5 meses. Véase Calvo, R., A. (2010). Crisis, pobreza y desigualdad en Venezuela y 
América Latina, Op. cit., pp.139-140. Estudios indican que la producción agropecuaria en el país es 
deficitaria porque el 47% de las necesidades alimentarias deben importarse; al igual que es deficitaria el 
área sembrada para producir alimentos de origen vegetal porque solo 1,52 millones de hectáreas se 
cosechan, requiriéndose un mínimo de 3,5 millones de hectáreas, es decir, que se necesita una superficie 
2,5 veces mayor a la actual. Asimismo, el rebaño de animales adultos para producir carne, queso y leche 
es insuficiente (se cuenta  con un rebaño aproximado de 18,5 millones de animales adultos, requiriéndose 
29,7 millones de animales, es decir 40% por encima del rebaño actual), mientras que la superficie de 
siembra bajo riego continua siendo subutilizada en más del 50%, en relación con la superficie disponible. 
Véase CIV. (2013, Enero 16). Grave crisis alimentaria atraviesa el país. [Noticia en línea], Disponible 
en:  http://www.civ.net.ve/noticia/grave-crisis-alimentaria-atraviesa-el-pais [Consulta: 2013, Marzo 23] 
245
 En 2007, el Presidente Chávez solicita por tercera vez en su gestión de gobierno una Ley Habilitante, 
pese haber tenido la oportunidad de enviar sus propuestas a la Asamblea Nacional, que estando en su 
totalidad compuesta por partidos de la coalición gubernamental, con certeza hubieran acogido 
favorablemente las propuestas del Presidente, con la posibilidad de hacer posible un debate público y 
nacional sobre los cambios propuestos. Ello no ocurrió entonces, ni tampoco en 2010 cuando el 
Presidente Chávez solicita por cuarta vez en su gestión una Ley Habilitante, la cual le autoriza una 
Asamblea Nacional saliente y días previos al inicio de las funciones de los diputados y diputados que 
habían sido electos popularmente en septiembre de 2010. Así pues, secuestrando las competencias por el 






ratificar sin debate las decisiones del Ejecutivo, demostrando su incapacidad 
para crear o reformar las normas jurídicas que hicieran posible la gestión eficaz 
y eficiente de lo público
246
;  
 eliminando la poca independencia e imparcialidad que quedaba del Poder 
Judicial y el Ministerio Público, sancionando nuevas leyes para controlar la 
elección de los magistrados y fiscales, haciendo del sistema judicial 
simplemente un apéndice del Ejecutivo, ello en una clara demostración del 
desprecio por el Estado de Derecho
247
;  
 echando más mano al erario público sin que medie control de los otros poderes 
públicos, mediante: (i) el diseño de presupuestos deficitarios (con estimaciones 
del precio del petróleo muy por debajo de la cotización del mercado) que 
justifican la solicitud continua y frecuente de créditos adicionales y el 
incremento de la deuda pública; (ii) la creación de nuevos fondos financiados 
con ingresos petroleros (pero no técnicamente públicos) de PDVSA; (iii) el 
establecimiento de un techo al nivel de reservas internacionales, de modo que 
los ingresos superiores a ese límite fueran utilizados discrecionalmente por el 
                                                                                                                                                                          
legislar por decreto en un amplio espectro de asuntos públicos por un total de 18 meses: en el ámbito de la 
atención sistematizada y continua a las necesidades humanas vitales y urgentes producidas por catástrofes 
naturales; en el ámbito de la infraestructura, transporte y servicios públicos; de vivienda y hábitat; 
ordenación territorial y uso de la tierra urbana y rural; financiero y tributario; seguridad ciudadana y 
jurídica; seguridad y defensa integral; cooperación internacional; y sistema socioeconómico de la Nación. 
Véanse Ley que autoriza al Presidente de la República para dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley en las materias que se delegan, publicada en Gaceta Oficial N° 38.617 de fecha 1 de febrero de 
2007. http://www.tsj.gov.ve/gaceta/febrero/010207/010207-38617-01.html  [Consulta: 2013, Marzo,21]; 
Ley que autoriza al Presidente de la República para dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
en las materias que se delegan, publicada en Gaceta Oficial (Extraordinaria) N° 6.009 de fecha 17 de 
diciembre de 2010. Disponible en: http://www.tsj.gov.ve/gaceta_ext/Diciembre/17122010/E-17122010-
3029.pdf#page=1 [Consulta: 2013, Marzo,21] 
246
  Los diputados solo tienen que votar y no traicionar a su partido; tienen que comparecer cuando sean 
convocados y hacer lo que disponga el Ejecutivo. Los diputados pasan a ser simplemente prebendados 
políticos que forman parte de los seguidores del Presidente del Estado. 
247
 Cinco días después de las elecciones parlamentarias del año 2010 en las que el partido oficial (PSUV) 
perdió la mayoría de las 2/3 partes de los diputados, fue modificada la Ley Orgánica del TSJ (alegándose 
error material), estableciéndose una reducción al lapso de recepción de postulaciones por parte del Comité 
de Postulaciones para la elección de Magistrados titulares y suplentes. Según la Ley previa, el lapso de 
postulaciones no podía ser menor a 30 días, pero con la modificación se dispuso que tal lapso no podía ser 
mayor a 30 días. El objetivo de este cambio era permitir que la Asamblea Nacional saliente (controlada 
absolutamente por el gobierno), procediera a  hacer los nombramientos. La politización de la nueva 
escogencia de los nueve 9 magistrados principales y los 32 suplentes del TSJ, se evidenció además del 
hecho de haberse designado 5 magistrados que eran diputados de la Asamblea Nacional saliente y 
miembros del partido oficialista PSUV, así como a la ex Procuradora de la República (funcionaria del 
Ejecutivo Nacional). Véanse AEQUITAS. (2011, Marzo). Informe sobre la independencia del Poder 
Judicial…Op. cit., p. 2 y Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, publicada en Gaceta Oficial 
No. 39.522 el 1 de octubre de 2010, Disponible en: 
http://www.tsj.gov.ve/gaceta/Octubre/1102010/1102010-2963.pdf#page=1 [Consulta: 2013, Marzo 23]. 
Una de las más recientes y claras muestras de la falta de independencia del poder judicial ocurrió a 






Ejecutivo; (iv) modificación de los términos de negociación y venta de 
hidrocarburos en el marco de contratos y convenios internacionales
248
.  
 incrementando la opacidad en el financiamiento de los programas sociales y 
económicos y el uso de procedimientos informales (de influencia y persuasión) 
para el suministro de bienes y servicios. (vid. Anexo B-3) 
 despilfarrando los recursos públicos en la compra de voluntades a lo interno y 
externo del Estado para fomentar la influencia política e ideológica del 
gobierno
249
, así como para incrementar el gasto militar y la adquisición de 
armamento
250
, entre otros.  
                                                          
248
 Se ha insistido en la venta de hidrocarburos a precios con descuento a países vecinos a cambio de 
bienes y servicios “indispensables” para la población, en una versión “mejorada” de lo que fue el fraude 
del Programa Petróleo por Alimentos de las Naciones Unidas en Irak entre 1996-2003.  Cuba es uno de 
los países que recibe petróleo venezolano con descuento a cambio de ofrecer a Venezuela servicios 
cubanos (maestros, enfermeras, entrenadores deportivos, asesores militares y de seguridad, entre otros). 
Venezuela provee a Cuba un equivalente de 90.000 bpd de petróleo y sus derivados, de los cuales Cuba 
consume 40.000 bpd, vendiendo el resto (50.000 bpd) a una moneda convertible. Tal reventa del petróleo 
venezolano tienen un valor importante, por ejemplo, en julio de 2008 y con un barril a 124 dólares, los 
50.000 bpd de excedente le reportaron a Cuba unos ingresos anuales de 2.3 mil millones de dólares. 
Venezuela también ha concedido préstamos a Cuba: para 2007, Cuba estaba comprometida con 
Venezuela en más de 8 mil millones de dólares, de los cuales más de 7.7 mil millones de dólares 
consistían en deudas de largo plazo o facturas petroleras no pagadas desde 2000 a 2007.  Véanse Crane, 
K., Goldthau, A., Toman, M. et.al. (2009). Imported Oil and U.S. National Security, California: Rand 
Corporation, pp. 50-51; Contreras, A. (2012, Abril 23). “Intercambio de petróleo por alimentos creció 
64%”. El Universal [Periódico en línea], Disponible en: 
http://www.eluniversal.com/economia/120423/intercambio-de-petroleo-por-alimentos-crecio-64 
[Consulta: 2013, Marzo 27];     Vargas, A. (2013, Enero 11). “Venezuela elevará intercambio de crudo 
por alimentos”. El Tiempo.com.ve [Periódico en línea], Disponible en: 
http://eltiempo.com.ve/venezuela/economia/venezuela-elevara-intercambio-de-crudo-por-
alimentos/76381, [Consulta: 2013, Marzo 27].     
249
 Los altos ingresos petroleros le han permitido al Ejecutivo venezolano fomentar su influencia política 
en América Central y del Sur, así como establecer alianzas ideológicas mediante el financiamiento de 
partidos políticos y candidatos presidenciales en Bolivia, Ecuador, Nicaragua, Paraguay, Argentina y 
Perú, los cuales todos -a excepción de Ollanta Humala en las elecciones presidenciales del Perú en 2006-, 
se hicieron con el poder de sus respectivos países tras un llamado a elecciones. También ha sido la venta 
de hidrocarburos a precios con descuentos lo que le ha permitido al Gobierno personalista influir en la 
política de otros países vecinos como Cuba, proyección exterior que a veces se ha visto limitada por la 
reacción de aquellos ante lo que se cataloga como una intromisión en asuntos internos. Véase Crane, K., 
Goldthau, A., Toman, M. et.al. (2009). Imported Oil and U.S. National Security, Op. cit., p. 50; 
Entrevista a Ricardo Hausmann realizada y recogida por Coronil, F. (2009). “¡Es el petróleo, estúpido! 
Petróleo y revolución: una visión general”, en Ayala, M. y Quintero, P. (Comps). Diez años de revolución 
en Venezuela…, Op. cit., pp. 50-51 y 189. Resulta curioso que un gobierno como el venezolano pretenda 
arrogarse el derecho de remodelar otras naciones, sobre todo en América Latina, cuando sus propias 
instituciones democráticas están en crisis y cuando muchas de sus políticas y prácticas han tenido efectos 
negativos en la sociedad venezolana.  
250
 Se dice que el gasto militar en Venezuela se incrementó con el gobierno del Presidente  Chávez de 1.3 
mil millones de dólares en 1999 a 2.6 mil millones de dólares en 2006. Parte de estos recursos se han 
empleado para comprar armamento: 24 Sukhoi Su-30, 53 helicópteros militares y 100 kalashnikovs de 
Rusia. Véase Crane, K., Goldthau, A., Toman, M. et.al. (2009). Imported Oil and U.S. National Security, 






 controlando cada vez más el acceso a divisas251, restringiendo con ello libertades 
económicas de los ciudadanos y su capacidad para producir, consumir y realizar 
intercambios para satisfacer sus necesidades básicas socialmente interpretadas 
(es decir, de justicia).  
 manipulando y controlando los medios de comunicación, aumentando, a su vez, 
el número de apariciones mediáticas del Jefe del Gobierno para insistir en la 




 mostrando menosprecio por obligaciones, normas o decisiones internacionales, 
creyéndose exento de las obligaciones contractuales previstas en convenios, 
tratados y en la misma Constitución.
253
 
                                                          
251
 En Venezuela existe un control estatal de divisas desde 2003, y durante todo este tiempo, el tipo de 
cambio sobrevaluado (inicialmente 1,6 bolívares por dólar y desde febrero de 2013 en 6,3 bolívares por 
dólar) y la escasez de divisas, han introducido distorsiones en la economía venezolana, porque con una 
moneda sobrevaluada los bienes importados se hacen más baratos que los producidos en el país, 
fomentándose las importaciones masivas que socavan las posibilidades de producción interna. Asimismo, 
tras 10 años de control cambiario no solo no se han terminado de resolver los problemas de balanza de 
pagos del país, sino que además se ha incrementado drásticamente la corrupción dada la creación del 
mercado paralelo o negro de divisas con altos diferenciales para poder satisfacer la demanda insatisfecha 
por los medios oficiales. Cada vez más son mayores las limitaciones y restricciones al acceso a las divisas 
para los ciudadanos, tanto venezolanos como extranjeros. 
252
 Las innumerables apariciones en los medios de comunicación y las largas horas (incluso 8 horas) 
dedicadas por el Presidente Chávez a programas como Aló Presidente buscaban reforzar la 
personalización del poder y la política: “Por medio de este programa, los venezolanos han aprendido que 
el poder está en sus manos”, reseña la página oficial de Aló Presidente. Véase 
http://www.alopresidente.gob.ve/historia/28/1633 [Consulta: 2013, Marzo 27], ¶38. Asimismo, los 
espacios televisivos y radiales fueron utilizados por el Presidente de la República para defender la acción 
de su gobierno, exigir lealtad absoluta a su liderazgo, así como para humillar e intimidar públicamente a 
las minorías disidentes o personas en desacuerdo, ignorando (intencionadamente o no) que los gobiernos 
de mayoría están limitados por el derecho de las minorías. Véase Agencias-Aporrea.org. (2010, Enero 
23). “Presidente Chávez: Exijo lealtad absoluta a mi liderazgo. No soy un individuo, soy un pueblo”. 
Aporrea [Noticiero en línea], Disponible en: http://www.aporrea.org/poderpopular/n149419.html 
[Consulta: 2013, Marzo 27]. Además, aunque habría que reconocer que los medios de comunicación 
privados se convirtieron en instrumentos de denuncia sistemática del Gobierno, asumiendo funciones de 
los partidos políticos de la oposición y de allí la no renovación de la concesión a medios de comunicación 
audiovisual y radial a partir de 2007 (siendo el caso más controversial el de RCTV como medio principal 
televisivo del país); ello no justificaría que ese rol partidista fuera asumido por el gobierno quien con más 
fuerza empleará los medios de masas, públicos y privados, para “informar” a la población no 
necesariamente de las cuestiones asociadas con el “bien común” y por lo tanto de interés general, sino 
para masificar  directrices del liderazgo personal del presidente Chávez, y sus herederos. Por 
consiguiente, si bien en democracia hay que preocuparse porque los medios de comunicación no sean 
secuestrados por los entes privados, también hay que evitar que éstos sean apropiados por el gobierno de 
turno, para lo cual es esencial la fortaleza y credibilidad de las instituciones y estructuras del Estado y una 
acción activa de los agentes sociales.  
253
 El Gobierno ha pretendido hacer que organizaciones internacionales y regionales aparezcan como 
“sumamente ineficaces”, haciendo lobby para lograr que tales organizaciones no sobrevivan. Por ejemplo, 
mediante el abandono de la Comunidad Andina de Naciones (CAN) en abril de 2006, esquema de 
integración del cual se era parte desde 1974, así como mediante el retiro de la Comisión Interamericana 
de los Derechos Humanos en julio de 2012, tras la publicación por este organismo, que pertenece a la 






 insistiendo en crear enemigos externos (los Estados Unidos de América, 
Colombia y el capitalismo salvaje) e internos (la oligarquía, los traidores, etc.), 
desencadenando un temor ciudadano y una tensión social presta a explotar con 
fines políticos. 
 mostrando desprecio por su población, al rodearse cada vez más de solo 
familiares, clan, aliados políticos e ideológicos
254
.  
 pretendiendo hacer del chavismo una religión secular, con sus dogmas y fieles, 
donde el partido único (PSUV) sea la nueva Iglesia y sus líderes su nuevo Dios, 




Y así poco a poco la “desviación hacia el poder” del Gobierno-Estado venezolano 
terminará por mermar indebidamente la calidad de vida de los ciudadanos al ser incapaz 
(como era de esperarse) de proporcionar todos los bienes y servicios prometidos y que 
todos los ciudadanos demandan para satisfacer tanto necesidades como deseos; ello pese 
a contar el Gobierno-Estado con los recursos económicos suficientes para financiarlos 
producto de los altos precios del petróleo
256
, y que según fuentes oficiales fueron en 
                                                                                                                                                                          
en Venezuela.  Tanto el Gobierno como sus colaboradores apoyan sonoramente los principios 
contemplados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y condenan a quienes los violan, 
pero se excluyen ante todo a sí mismos del sometimiento. 
254
 El Presidente optó por rodearse de familiares: su yerno como ministro (y ahora Vicepresidente), sus 
hermanos como gobernadores o alcaldes o vicepresidentes de entidades bancarias o presidentes de 
empresas públicas, equipos de futbol, incluso hermanos encargados de convenios de cooperación con 
Cuba, mientras que su madre figura como presidenta de fundaciones como la del niño en el Estado 
Barinas. Véase Lozano, D. (2013, Marzo 10). “Así se quedan colocados los otros Chávez”, El Mundo, 
Crónica, núm. 908, p. 6 
255
 Los populismos transforman poco a poco la “política religiosa” perseguida por la Iglesia en una 
“religión política”, eximida del control eclesiástico. Pretenden secularizar el cristianismo para hacer de él 
una ideología entre las otras, además que intentan destruir la autonomía de la Iglesia poniéndola al 
servicio de un movimiento secular apoderándose de su mensaje y dividiéndola hasta causar su implosión 
tras haber llevado a su interior la lógica amigo-enemigo de los populismos. Sobre el populismo y las 
religiones hoy, consúltese Zanatta, L. (2013). Il populismo. Op. cit., pp. 45-64.  Añadir que en el caso 
particular de Venezuela, el chavismo en sus inicios no entró en conflicto abierto con las autoridades 
religiosas, más bien utilizó su lenguaje y símbolos religiosos para legitimar el gobierno, especialmente 
tras episodios evidentes de fragilidad política y descontento social. Pero posteriormente, en su desviación 
hacia el poder, el chavismo comenzó por mostrar desilusión hasta entrar en conflicto abierto con la 
Iglesia. En su promoción de la “religión política”, el chavismo ha pretendido releer Cristo y el 
cristianismo en clave socialista, reivindicándose para sí el título de verdaderos cristianos (N. del A.)  
256
 Los ingresos petroleros se multiplicaron por diez desde la llegada del Presidente Chávez al Gobierno: 
desde menos de 20.000 millones anuales en 2003 a casi 50.000 millones de dólares en 2007. Véase Isbell, 
P. (2009). “El nacionalismo energético bolivariano en el ámbito de los recursos estratégicos 
iberoamericanos”, Op. cit, pp. 87. Según declaraciones del Ministro de Petróleo y Minería de Venezuela, 
Rafael Ramírez, los ingresos mundiales de PDVSA alcanzaron en 2011, los 124 mil 754 millones de 
dólares, lo que representa un aumento de 31,41% (29.825 millones) con respecto a 2010, cuando se 
ubicaron en 94 mil 929 millones de dólares. Véase AVN. (2011, Abril 17). Ingresos de Pdvsa en 2011 






gran medida destinados a cubrir el gasto social
257
. Esto último indicaría que el Estado 
venezolano no ha cumplido con el suministro de unos bienes y servicios de mínimos de 
justicia a toda su población, no precisamente por incapacidad financiera, sino por la 
falta de voluntad y la negligencia de quienes desempeñan funciones públicas, que tienen 
el poder para cambiar la situación pero que dejarían de beneficiarse de la situación de 
crisis y anarquía a la cual han sumergido a Venezuela.  
El acceso a los bienes y servicios (bien para satisfacer necesidades o deseos) 
requerirán cada vez más que el ciudadano cumpla con ciertas condiciones como, por 
ejemplo, no haber figurado en la lista roja de Tascón
258
, estar afiliado al partido político 
del gobierno (PSUV
259
), o pertenecer a un Consejo Comunal
260
, entre otros requisitos, 
                                                                                                                                                                          
http://www.avn.info.ve/contenido/ingresos-pdvsa-2011-superaron-124-mil-millones-d%C3%B3lares 
[Consulta: 2013, Marzo 23], ¶1. 
257
 Según declaraciones del Ministro de Petróleo y Minería de Venezuela, Rafael Ramírez, entre 2001 y 
2011 Pdvsa destinó 123.499 millones de dólares al desarrollo de programas sociales, mientras que antes 
de 1999 el promedio de aportes por este concepto era de 30.000 millones de dólares. Véase AVN. (2011, 
Abril 17). Ingresos de Pdvsa en 2011 superaron los 124 mil millones de dólares, [Noticia en línea], Op. 
cit., ¶12. También, de acuerdo con un estudio de la RAND Corporation el gasto social de Venezuela ha 
sido entre tres y cinco veces más en términos de dólares en comparación con la última década del siglo 
XX: en 1998 era de 7.5mil millones de dólares pero para 2006 se había incrementado a 25.1 mil millones 
de dólares. Incluso, se dice que dicha cifra podría ascender a 38.6 mil millones de dólares si se tomase en 
cuenta el gasto social de PDVSA. Véase Crane, K., Goldthau, A., Toman, M. et.al. (2009). Imported Oil 
and U.S. National Security, Op. cit., pp. 49-50 
258
Se refiere a la lista de las personas que firmaron las planillas para poder activar el referéndum 
revocatorio contra del gobierno de Hugo Chávez, realizado en agosto de 2004, y que fue elaborada por el 
Frente Francisco de Miranda y publicada en la página web del diputado Luis Tascón 
(www.luistascon.com) con la supuesta intención de demostrar el "intento de fraude" de la oposición, es 
decir, de la clonación de firmas (firmas de terceras personas sin su consentimiento, firmas de personas 
fallecidas y otros fraudes de similares características). La publicación de esta lista permitía saber quién 
había firmado para la convocatoria al referéndum revocatorio presidencial, para luego, tomar represalias 
contra estas personas, sobre todo, para el acceso a la administración pública y empresas del Estado.  De 
acuerdo con declaraciones del propio diputado Tascón y el Presidente Chávez, la lista se elaboró sobre la 
base de fotocopias certificadas de las planillas firmadas por los ciudadanos y recolectadas por la 
oposición, las cuales fueron facilitadas al Gobierno por el Consejo Nacional Electoral (CNE). Véase Aló 
Presidente (2004, Febrero 1), Programa N° 180 [Transcripción en línea], Disponible en 
http://www.gobiernoenlinea.ve/misc-view/sharedfiles/Alo_Presidente_180.pdf. [Consulta: 2011, Agosto 
11], pp. 25-27. El Presidente Chávez ordenó el entierro de la lista Tascón en abril de 2005, sin embargo, 
éste y otros mecanismos de control (sistema capta-huellas, etc.) son empleados para infringir miedo a la 
población y evitar que se manifiesten públicamente en contra del gobierno. Esta lista representó un 
género de discriminación política, que también se denominó “apartheid bolivariano”. Véase Ciudadanía 
Activa (s.f.). “La Lista: Un pueblo bajo sospecha” [Video en línea], Disponible en  
http://www.youtube.com/watch?v=jS_4TLvphW8 [Consulta: 2011, Agosto 11] 
259
 En abril de 2007 se inició el proceso de registro de militantes del PSUV. Para junio de 2009 se hablaba 
ya de un total de 7.253.691 personas inscritas. Véase PSUV. (2009, Junio 17). “PSUV sobrepasó los 7 
millones de inscritos en sus filas”, [Noticia en línea], Disponible en 
http://www.psuv.org.ve/temas/noticias/PSUV-sobrepaso-los-7-millones-de-inscritos-en-sus-filas 
[Consulta: 2011, Agosto 11]. Pese a que las inscripciones ascienden tras los años, hay quienes consideran 
que el 50% de inscritos en el PSUV no son revolucionarios y que el 20% son “escuálidos”, es decir, 
“políticos y oportunistas cuarto-republicanos vestidos de rojo”; sólo el 30% de los inscritos se consideran 
“hombres y mujeres de consciencia revolucionaria”, de los cuales el 10%  está desanimado por la mala 
actitud de algunas cabezas visibles. Véase Cortés Pico, H. (2011, Febrero 1), “¿El PSUV necesita 






atentándose contra los arts. 145, 146, 147 y 148 de la Constitución Bolivariana. Y es 
que lamentablemente el magnífico catálogo de derechos que incluye la Constitución de 
1999, ha sido en la práctica gubernamental más ignorada de lo que se pensaba, 
quedando aquel contrato político-social más bien –y aquí sigo a Pogge- en un 
“showcase constitutions” (Pogge, 2005:66). De modo pues que el poder del Estado-
Gobierno en Venezuela ha dejado de estar limitado por la propia Constitución que lo ha 
creado, y en especial, por los derechos que en ella se reconocen y garantizan. La 
democracia participativa y protagónica que tanto se profesó en los inicios del chavismo, 
o en otras palabras, el “populismo democrático” que se imaginó -donde se supone que 
conviven y se completan el polo popular y el poder constitucional de la democracia-  
terminaron por convertirse en lo que Zanatta denomina la “democrazia populista” 
próxima a desembocar en tiranía en nombre del “pueblo” (Zanatta, 2013: 156) 
De modo que las “desviaciones hacia el poder” solo han servido para modificar el 
acuerdo político-social de 1999 a favor de quienes gobiernan y sus séquitos, con el 
consiguiente aumento del poder del Gobierno en detrimento del poder del Estado y de la 
Sociedad, al erigirse por encima de esta última no solo por la incapacidad de la mayoría 
de sus miembros de ser autónomos, sino por haberse subordinado el Derecho al imperio 
                                                                                                                                                                          
Disponible en http://www.aporrea.org/ideologia/a116839.html [Consulta: 2011, Agosto 11]. En mayo de 
2010 se denunció que militares activos de la Fuerza Armada Nacional estaban inscritos en el PSUV, 
violando los arts. 328 y 330 de la Constitución Bolivariana que les prohíbe la militancia y el proselitismo 
político, así como el art. 4 de la Carta Democrática Interamericana, sin que la Comisión Nacional 
Electoral o la Fuerza Armada Nacionales investigaran la denuncia. Véase El Universal (2010, Mayo 10). 
“Niegan que el PSUV tenga militares activos en sus filas” [noticia en línea], Disponible en 
http://www.eluniversal.com/2010/05/10/pol_ava_niegan-que-el-psuv-t_10A3873259.shtml [Consulta: 
2011, Agosto 11].  
260
 Los Consejos Comunales se crearon por Ley en 2006, en el marco constitucional de la democracia 
participativa y protagónica, con el propósito de ser instancias de participación, articulación e integración 
entre los ciudadanos y las diversas organizaciones comunitarias, movimientos sociales y populares, que 
permitiesen al pueblo organizado ejercer el gobierno comunitario y la gestión directa de las políticas 
públicas y proyectos orientados a responder a las necesidades, potencialidades y aspiraciones de sus 
comunidades, quedando sin efecto los Consejos Locales de Planificación Pública. No obstante, no está 
claro si los Consejos Comunales son el núcleo organizativo democrático del conjunto de la sociedad en la 
construcción de un nuevo tejido social y de una  nueva institucionalidad estatal que remplace la existente, 
o si son el lugar donde se organizan los partidarios del chavismo excluyendo a la mitad de la población; si 
son instrumentos de auto-organización comunitaria mediante el cual el pueblo se va apoderando del 
Estado, o si son éstos instancias creadas y financiadas por el Estado para el control vertical de la 
organización popular. Véanse Ley de los Consejo Comunales publicada en Gaceta Oficial N° 5.806 
(Extraordinaria) de fecha 10 de abril del 2006, Disponible en: 
http://www.tsj.gov.ve/gaceta_ext/abril/100406/100406-5806-20.html [Consulta: 2011, Agosto 22]; 
Lander, E. (2010). ¿Quién ganó las elecciones parlamentarias en Venezuela? ¿Estamos ante la última 
oportunidad de debatir sobre el rumbo del proceso de cambio?. [Artículo en línea], Disponible en 
http://www.rebelion.org/docs/114273.pdf, [Consulta: 2011, Agosto 22], pp. 16-17;Lander, E. (2009b, 
Enero-Marzo). “El Estado y las tensiones de la participación popular en Venezuela”, en Almeyra, G. y 
Jerez, A. (Coords.), Sociedad civil y nuevos movimientos sociales, (pp. 55-75), Revista de Estudios 






de la Política, pero de la política sin ciudadanos. Además, la desviación al poder se ha 
traducido en una reducción y abandono (y en el mejor de los casos un estancamiento) de 
los compromisos de suministro de unos bienes y servicios públicos, incluso de los 
mínimos de justicia, para satisfacer necesidades humanas. Muestra de ello, lo 
evidencian los siguientes hechos: 
 Más de 21.500 personas murieron el año pasado en Venezuela víctimas de la 
violencia, es decir, que ocurrieron 73 muertes por cada 100 mil habitantes 
(OVV, 2012), lo cual es una clara demostración de la falta de libertad y 
seguridad personal que padecen los habitantes. En otras palabras, el riesgo de 
morir prematuramente y por causas evitables, es alto en Venezuela, atentándose 
contra derechos humanos y derechos fundamentales como lo son el derecho a la 
vida y a la integridad personal
261
. La misma policía y la fuerza armada se han 
convertido en un factor de inseguridad para aquellos que se han visto expuestos 
a sus prácticas ilegales. La ausencia e ineficacia de los actores estatales en 
materia de seguridad física, han dado lugar a la institucionalización de la 
autodefensa por parte de las comunidades (por ejemplo, rondas, turnos) hasta el 
punto que la seguridad en los barrios la proporcionan los pandilleros, traficantes, 
dirigentes comunitarios, etc.  
 El nivel de impunidad frente a los delitos comunes es superior al 90% y asciende 
al 98% en los delitos contra los derechos humanos, dado que el sistema de 
justicia se utiliza como instrumento persecutorio de personas de oposición o 
críticos del Gobierno (Aequitas, 2011:4).  
 Entre 2001 y 2011, solo el 4,5% de los hogares pobres venezolanos habían  
satisfecho necesidades básicas en cuanto a viviendas dignas, es decir, viviendas 
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 Alarma cómo el Estado-Gobierno, que aún no organizando o alentando a aquellos grupos armados que 
actúan violentamente y con impunidad para reprimir conductas protegidas constitucionalmente y que 
atentan contra la vida y la dignidad de las personas (caso de los grupos y milicias que deambulan a pie o 
en motos y con armas colgadas al hombro por las calles, en particular en la ciudad de Caracas), tampoco 
interviene para detener la proliferación de actos criminales que atentan contra la seguridad de los 
individuos y del propio Estado; olvidando tal vez que si bien la violación no oficial de un derecho 
incluido en la lista de los derechos humanos no constituye una violación de tales derechos, la indiferencia 
oficial ante tal violación privada, sí que constituye una falta de respeto oficial. Véase Sistiaga, J. 
(Director), Beriain, D. (Guión), Garrido-Lestache, E. (Producción). (2010, Junio 14). Los Guardianes de 
Chávez, [Programa TV], España: Reporteros Cuatro; Pogge, T. (2005). La pobreza en el mundo y los 






con servicios básicos, adecuados y sin hacinamiento crítico (INE, 2011b). Por 
consiguiente, el déficit habitacional continua siendo alarmante
262
. 
 Sólo entre 2001 y 2011 se ha incrementado en un 0,3% los hogares pobres con 
niños que asisten a la escuela, ello a pesar de que según datos oficiales se ha 




 Más del 80% de los bienes y servicios no se producen en el país, particularmente 
los productos de consumo final, por lo cual éstos continúan importándose, 
haciendo imposible la consolidación de la producción industrial interna, la 
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 En septiembre de 1999 se calculaba oficialmente que existía un déficit habitacional alrededor de 2 
millones de viviendas en Venezuela, a pesar de que ya se había comenzado a construir ese mismo año 30 
mil de ellas. Para el año 2000 sería una prioridad del gobierno la vivienda, la cual sería posible por la 
puesta en marcha del primer presupuesto “bolivariano y revolucionario”. Véase Aló Presidente (1999, 
Septiembre 4). Programa N° 13 [Transcripción en línea], Disponible en 
http://www.alopresidente.gob.ve/materia_alo/25/p--29/tp--31 [Consulta: 2011, Agosto 15], pp. 37, 66. En 
2008, y previo a las elecciones regionales, se inaugura en el Estado Carabobo la primera fábrica de 
Petrocasa con una supuesta capacidad para construir 15 mil viviendas al año, afirmándose que ya se 
estaban construyendo tres fábricas más para llegar a la capacidad de 60 mil casas al año, para luego llegar 
a 100 mil y así “inundar Venezuela de Petrocasa”. Véase Aló Presidente (2008, Marzo 30). Programa N° 
308, [Transcripción en línea], Disponible en http://www.alopresidente.gob.ve/materia_alo/25/p--7/tp--31, 
[Consulta: 2011, Agosto 15], p. 10. Sin embargo, la falta de viviendas sigue siendo un problema sin 
resolver en Venezuela, al punto que se convierte nuevamente en una de las promesas electorales del 
Presidente Chávez a la luz de las elecciones presidenciales de octubre de 2012. Por ello, en abril de 2011 
el Gobierno relanza la Misión Vivienda, ahora con la denominación “Gran Misión Vivienda Venezuela”, 
tras la creación por Decreto en marzo de 2011 del órgano superior del Sistema Nacional de Vivienda y 
Hábitat, presidido por el Presidente Chávez, a pesar de ya existir un Ministro del Poder Popular para 
Hábitat y Vivienda (desde 2005) y un Ministro de Estado para la Reconstrucción Urbana de Caracas 
desde diciembre de 2010. (consúltese Decreto N° 8.120 publicado en Gaceta Oficial N° 39.643 de fecha 
28 de marzo de 2011, Disponible en http://www.tsj.gov.ve/gaceta/Marzo/2832011/2832011-
3104.pdf#page=2). Dicha misión hasta agosto de 2011 se había quedado simplemente en el registro de 
familias con necesidad habitacional: más de 1 millón 164 mil 912 familias registradas en junio 2011. 
Véase Aló Presidente (2011b, Junio 5). Programa N° 375. [Transcripción en línea], Disponible en: 
http://www.alopresidente.gob.ve/materia_alo/25/p--1/tp--1 [Consulta: 2011, Agosto 15]. Según palabras 
del propio Presidente Chávez, el plan de 2 millones de viviendas sería visible durante los meses que 
restaban de 2011 y los años 2012 hasta el 2017, para lo cual se contaría con colaboración rusa, iraní, 
turca, china, argentina, brasileña y bielorrusa, haciéndose evidente la incapacidad del Estado y sus 
instituciones para resolver un problema básico de la sociedad. Con este plan, supuestamente, se estaría 
saldando una deuda social, ya no de 40 años de democracia puntofijista, sino de 100 años de capitalismo, 
200 años de República y 500 años desde que se le quemó la primera choza a los indios : “…vamos a 
llegar a 2 millones de viviendas y yo me comprometo, está comprometido, está en juego mi pellejo […] 2 
millones no de cuartuchos como llamaban antes «soluciones habitacionales», unos cuarticos, unas 
casuchas que se caían con un ventarrón […] esto nos va a permitir saldar la deuda, no de cien años, de 
más, una deuda social, bueno vamos hablar de los 200 años de la República pues, pero es más, 500 años 
desde que les quemaron las viviendas a los indios…” Véase Aló Presidente (2011a, Febrero 13). 
Programa N° 370, [Transcripción en línea], Disponible en: 
http://www.alopresidente.gob.ve/materia_alo/25/p--1/tp--1 [Consulta: 2011, Agosto 15], pp. 9-10 
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 Parecen existir contradicciones en la información estadística proporcionada públicamente por las 
instituciones del gobierno venezolano, las cuales requerirán de análisis más profundos en siguientes 
investigaciones. En agregados numéricos parece haber consistencia en la data estadística suministrada, 










 La escasez de alimentos básicos ha alcanzado su nivel más alto en cuatro años, 
llegando en diciembre de 2012 a un 16,3% (El Universal, 2013: ¶13). El mejor  
acceso a los alimentos de los estratos sociales más vulnerables de la sociedad
265
, 
se ha hecho a cambio de una restricción de las libertades económicas de los 
consumidores, quienes cada vez menos tienen libertad para elegir cuándo, dónde 
y en qué cantidad comprar un alimento para su consumo pues la oferta de 
alimentos es sumamente limitada
266
.   
 El 36,7% de la población es inactiva, es decir, que 7.888.099 personas con edad 
de trabajar, no lo hacen porque no pueden o no quieren, incrementándose así la 
dependencia económica del Gobierno-Estado con sus efectos perniciosos. A ello 
debe sumarse que el 19,6% de la población joven entre los 15 y 24 años se 
encuentra desempleada, así como el 8,7% de la población entre los 25 y 44 años. 
Mientras que el 40, 3% de la población ocupada son trabajadores de la economía 
informal (INE, 2013b), con lo cual el tema de la seguridad económica sigue 
siendo un tema pendiente en el país. 
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 Véase, entre otros, Guardiola, J. A. (Director). (2013, Marzo 22). En Portada: Chávez en campaña. 
[Programa de TV], España: Radio y Televisión Española, Disponible en: 
http://www.rtve.es/alacarta/videos/en-portada/portada-chavez-campana/1729573/  [Consulta: 2013, 
Marzo 27] 
265
 A través de la creación de la Red de Mercados de Alimentos (MERCAL), la Productora y 
Distribuidora Venezolana de Alimentos (PDVAL) y las casas de alimentación se permitió un mayor 
acceso de los alimentos a estratos más vulnerables de la sociedad. No obstante, ante la incapacidad del 
Estado de producir sus propios alimentos básicos, PDVAL (antes como una filial de PDVSA y ahora un 
organismo adscrito al Ministerio para la Alimentación venezolano) se ha transformado en una 
importadora y distribuidora de alimentos siendo protagonista de escándalos de boicot alimentario y 
corrupción que obligaron a su readecuación política-administrativa. El caso más sonado de corrupción y 
mala administración de los bienes públicos de Pdvsa-Pdval ocurrió en junio de 2010 cuando se le 
decomisaron a la empresa aprox. entre 70.000-120.000 toneladas de comida descompuesta, casi una 
cantidad equivalente a 2-4 kilos de comida por cada venezolano si se considera una población de 30 
millones. Consúltense, entre otros, El Mundo. (2010, Junio 4). “La comida se pudre en los puertos 
venezolanos”,  El Mundo.es [Diario en línea], Disponible en: 
http://www.elmundo.es/america/2010/06/04/noticias/1275678577.html [Consulta: 2013, Marzo 23]; El 
País. (2010, Junio 22). “Algo huele a podrido en Venezuela”, El País.com  [Diario en línea], Disponible 
en: http://elpais.com/diario/2010/06/22/internacional/1277157604_850215.html  [Consulta: 2013, Marzo 
23]. 
266
 Cualquier venezolano que viva en dicho país, sabe perfectamente que cada vez es más difícil conseguir 
en cualquier establecimiento, alimentos de la cesta básica (leche en polvo, quesos, margarina, azúcar, 
arroz, harina de maíz, harina de trigo, café, huevos, papel higiénico, aceites de maíz y girasol, jabón, 
pañales desechables, pollo, carne, sardinas en lata, etc.), con lo cual los consumidores se ven obligados a 
peregrinar de abasto en abasto para conseguir los alimentos que necesitan, además de tener que hacer 
largas colas y perder un tiempo valioso para adquirir productos de la cesta básica alimentaria e higiénica. 






 El país registra una inflación persistentemente alta (el 26% en 2011, el 21% en 
2012 y del 45% en lo que va del año 2013 aprox.), lo que incrementa el costo de 
los alimentos de la cesta básica, haciéndola prácticamente inalcanzable para los 
venezolanos y residentes en el país. Según fuentes gubernamentales, para 
febrero de 2013 dicha canasta alimentaria sumaba los 2.174,43 bolívares 
“fuertes” (INE, 2013c), alcanzando seis meses más tarde los 2.915,28 bolívares 
“fuertes” (INE, 2013d), mientras que el salario mínimo de los trabajadores 
adolescentes aprendices no supera los 2.211,00 bolívares “fuertes” y el de los 
trabajadores del sector público y privado apenas alcanza los 2.973,00 bolívares 
“fuertes”, con lo cual la inseguridad y dependencia económica (del gobierno) 
sigue siendo un riesgo. Además, la inflación ha provocado una caída del ingreso 
medio en términos reales en Venezuela que tienden a aumentar el riesgo de 
miseria y violencia.  
 El nivel de corrupción en el país es vergonzoso. Venezuela se percibe como el 
segundo país  más corrupto de Latinoamérica y uno de los 10 más corruptos del 
mundo (TI, 2012); infiriéndose que los altos niveles de percepción de corrupción 
no están asociados exclusivamente con la pobreza, sino también con el hecho de 
que las instituciones son débiles, que no hay independencia del poder judicial, 
con que las prácticas de gobernabilidad son deficientes, y que es excesiva la 
injerencia de algunos intereses privados por encima de los intereses generales. 
 El 67% de la población percibe que la distribución del ingreso continua siendo 
injusta, pese a que se ha registrado un descenso significativo del 25% del 
coeficiente de Gini entre 1999 y 2011 (CEPAL, 2013:97 y 112), lo cual pudiera 
explicarse porque la estrategia igualitarista radical que se ha seguido ha 
terminado por generar desigualdad
267
. 
 Un 49% de la población desconfía de las instituciones políticas y del Estado 
(CEPAL, 2013:98)
268
. Es poco el esfuerzo que se ha hecho por hacer de la 
Administración pública venezolana un sistema eficaz y eficiente
 269
. 
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 Durante los primeros años del proyecto bolivariano (1999-2005), se insistió en la relevancia de la 
igualdad en el acceso, en la “igualdad de oportunidades”, es decir, la igualdad en el punto de partida. Sin 
embargo, luego se comenzó a insistir también en la igualdad en el punto de llegada, o sea, “igualdad de 
resultados” siguiéndose una estrategia de “nivelación hacia abajo”, atrasándose o empeorándose la 
situación de algunos sin que se mejorara la situación de nadie o solo la de muy pocos.  
268
 Los bajos niveles de institucionalidad, conducen cada vez más a la creación de operativos especiales 






 Desde 2009, el sistema eléctrico nacional está en crisis generando largos y 
continuos apagones a escala nacional, que interrumpen el desarrollo cotidiano de 
labores empresariales y personales (escuelas, hospitales, comercios, red de 
transporte subterráneo, servicio de agua, red de telefonía fija y móvil, internet, 
seguridad personal, etc.) conllevando al racionamiento de este servicio y a la 
imposición de un límite de consumo
270
.   
                                                                                                                                                                          
de cedulación, pasaporte, registro electoral, etc.) reflejando así la incapacidad de las instituciones estatales 
para garantizar un mínimo de operatividad.  
269
 Ciertamente, a los 100 días de gobierno del Presidente Chávez, se habló de la necesidad de reformar la 
administración pública, propuesta que recibió una importante acogida entre los venezolanos, pues se 
entendía que el nuevo gobierno apostaba por una administración pública profesionalizada, capaz de 
gestionar los servicios públicos y las empresas estatales y que fuese independiente de la política y de los 
mandos, estando por tanto solo sujeta a la Constitución y la ley, a la vez que alejada de la corrupción. 
Esto llevó a la sanción de una nueva Ley de la Administración Central en 1999 por la cual se redujo de 16 
a 14 las carteras ministeriales. Sin embargo, la política de fusionar ministerios y reducir la burocracia 
poco duró, pues dos años más tarde, se crearon dos ministerios adicionales, hasta llegar en enero de 2013 
a un total de 31 carteras ministeriales, lo que no se ha traducido en la creación de políticas públicas útiles 
al proceso de toma de decisiones para resolver los problemas del país. Y es que tras 13 años de gobierno 
es poco el esfuerzo que se ha hecho por hacer de la Administración pública venezolana un sistema eficaz 
y eficiente. Contrariamente, se han creado órganos nuevos, muchos de ellos para satisfacer intereses 
políticos  coyunturales en lugar de atender problemas estructurales, con la consecuente duplicación de 
competencias. A ello se une la preocupación por el tamaño y las estructuras organizativas de algunos de 
los órganos existentes y los nuevos, pues son desproporcionados con respecto a los fines y propósitos que 
se les han asignado, orientándose los presupuestos en su gran mayoría (que se financian con ingresos 
petroleros), a pagar nóminas de empleados innecesarios y prescindibles en lugar de destinarse al 
cumplimiento de las metas y objetivos fijados. Por tanto, al igual que durante el puntofijismo, la 
Administración pública venezolana de hoy, funciona de manera clientelar, con la diferencia que en vez de 
estar bajo el dominio y control de la cúpula de los partidos políticos tradicionales AD y COPEI, está bajo 
el control del chavismo y su partido PSUV, es decir, los cogollos y la cúpula continua, lo que pasa es que 
han cambiado de nombre, solo se ha producido una sustitución de élites.  Véanse, entre las innumerables 
reformas a la ley sobre la organización y funcionamiento de la administración pública, las siguientes: 
artículo 39º del Decreto N° 369 para la Reforma de Ley Orgánica de la Administración Central, 
publicado en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela N°  36.850 de fecha 14 de diciembre de 
1999. Disponible en: http://fundabit.me.gob.ve/descargas/pdf/leyorganicaadministracioncentral.pdf 
[Consulta: 2013, Marzo 28]; artículo 5º del Decreto N° 2.083 sobre Organización y Funcionamiento de la 
Administración Pública Central, publicado en Gaceta Oficial N° 37.562 de fecha 04 de noviembre de 
2002. Disponible en: http://www.tsj.gov.ve/gaceta/noviembre/041102/041102-37562-27.html [Consulta: 
2013, Marzo 28]; artículo 5º del Decreto Nº 5.246 sobre Organización y Funcionamiento de la 
Administración Pública Nacional, publicado en la G.O. Nº 38.654 de fecha 28 de marzo de 2007. 
Disponible en: http://www.tsj.gov.ve/gaceta/marzo/280307/280307-38654-03.html [Consulta: 2013, 
Marzo 28]; artículo 5º del Decreto Nº 6.732 sobre Organización y Funcionamiento de la Administración 
Pública Nacional, publicado en la G.O. Nº 369.817 de fecha 17 de junio de 2009, Disponible en: 
http://www.tsj.gov.ve/gaceta/junio/170609/170609-39202-3.html [Consulta: 2013, Marzo 28]. Mediante 
sucesivos decretos presidenciales se han creado nuevos ministerios hasta sumar en la actualidad 31 
carteras, sin que se haya realizado la adecuación del Decreto 6.732 sobre Organización y Funcionamiento 
de la Administración Pública Nacional de junio de 2009. 
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 Los servicios de electricidad en Venezuela continúan colapsando, no sólo por factores climatológicos 
y el incremento del consumo, sino también por una falta de inversión y control de las obras de 
mantenimiento del sistema eléctrico por parte de los sucesivos gobiernos desde los años 80’ hasta la 
actualidad. Véanse Ramos, L. (2011, Junio 28). “Para entender el problema eléctrico: alto consumo, clima 
y desinversión heredada”. Agencia Venezolana de Noticias [Noticiero en línea], Disponible en: 
http://www.avn.info.ve/contenido/para-entender-problema-el%C3%A9ctrico-alto-consumo-clima-y-
desinversi%C3%B3n-heredada [Consulta: 2013, Marzo 26]; Martínez, D. (2011, Septiembre 6). “Chávez 






 Las redes de infraestructura física continúan deteriorándose (carreteras, puertos, 
transporte urbano y subterráneo, hospitales y escuelas) por una falta de inversión 
y control de las obras que finalmente logran financiarse.  
 Si bien los altos precios del petróleo y el aumento del gasto social han reducido 
la pobreza
271
, la mortalidad materna e infantil, así como han aumentado el nivel 
de matriculación escolar y el acceso mayor al agua potable y al saneamiento; no 
puede ignorarse que tales avances han sido lentos e insuficientes con respecto a 
la cantidad de recursos económicos de los que ha dispuesto el Estado-
Gobierno
272
, por lo que todavía según estadísticas de la CIA-WF (2013): 
o un 31,6% de la población vive por debajo de la línea de pobreza, es decir, 
unos 9.164.000 habitantes.  
o 92 mujeres mueren durante el embarazo y el parto por cada  100.000 
nacidos vivos (en España  la proporción es de 6/100.000 y en Cuba 
73/100.000) 
o 20 niños mueren por cada 1.000 nacidos vivos (En España la proporción 
es de 3/1.000 y en Cuba 4,83/1.000)
273
 
o Un 3,7% de los niños menores de 5 años sufre de desnutrición (En Cuba 
el 3,9 %, Brasil 2,2% , Argentina 2,3%, Chile 0,5% y España 0%)
274
 
o El 11% de la población continua excluida del sistema de atención 
sanitaria mínima, es decir, 3.190.000 de personas (En Cuba es el 9%, 
                                                                                                                                                                          
en: http://eltiempo.com.ve/venezuela/politica/chavez-admitio-que-gobierno-descuido-problema-
electrico/31165 [Consulta: 2013, Marzo 26] 
271
 La pobreza relativa se ha visto reducida en 10 puntos porcentuales entre 2001 y 2011, sin embargo, los 
hogares pobres apenas se han reducido en un 1,9%, durante el mismo período, siendo los estados más 
afectados por la pobreza: Amazonas, Delta Amacuro, Dependencias Federales, Apure, Guárico, Zulia, 
entre otros. Véase INE (2011b). Pobres y pobres extremos. [Cuadro estadístico en línea], Disponible en: 
http://www.ine.gov.ve/index.php?option=com_content&view=category&id=95&Itemid=9 [Consulta: 
2013, Marzo 23] 
272
 Según declaraciones del Ministro de Petróleo y Minería de Venezuela, Rafael Ramírez, entre 2001 y 
2011 Pdvsa destinó 123.499 millones de dólares al desarrollo de programas sociales, mientras que antes 
de 1999 el promedio de aportes por este concepto era de 30.000 millones de dólares. Véase AVN. (2011, 
Abril 17). Ingresos de Pdvsa en 2011 superaron los 124 mil millones de dólares, [Noticia en línea], Op. 
cit., ¶12.  
273
Según estadísticas oficiales mueren en Venezuela 15,98 niños menores de 5 años por cada 1.000 
nacidos vivos. Véase INE. (2012, Abril). Indicadores básicos de salud 1990-2011. [Informe en línea]. 
Disponible en: http://www.ine.gov.ve/documentos/Social/Salud/pdf/Indicadores_Basicos_Salud.pdf 
[Consulta: 2013, Marzo 25], p. 3 
274
 Según estadísticas oficiales 2,9% de los niños menores de 5 años padece desnutrición en Venezuela. 
Véase INE. (2012, Abril). Indicadores básicos de salud 1990-2011. [Informe en línea]. Disponible en: 
http://www.ine.gov.ve/documentos/Social/Salud/pdf/Indicadores_Basicos_Salud.pdf [Consulta: 2013, 






mientras que en España el 100% de la población tiene acceso a este 
servicio) 
o Solo hay 1,3 camas de hospital por cada 1.000 habitantes (la misma 
proporción que tienen países como Haití e Irak, y nada comparable con 
la de Cuba que asciende a 5,9 camas/1.000 hab.) 
o Únicamente existen 2 médicos, incluyendo generalistas y especialistas 
médicos, por cada 1.000 habitantes (mientras que en Cuba cuentan con 6 
médicos y en España con 4 por cada 1.000 hab.) 
 
Como se observa, son muchos los indicadores que muestran que Venezuela posee 
todavía características propias de los Estados débiles (en los términos que han sido 
descritos en el Capítulo III del presente estudio), pero que además indican que la 
situación de debilidad se está agravando, haciendo que el Estado muestre también  
indicios preocupantes de Estados no solo fallidos
275
 sino también de Estados outlaw, 
represivos y canallas porque en él impera lo que Arendt llama el “dominio de Nadie”, es 
decir, la idea de que el Gobierno no tiene la obligación de dar cuenta de nada ni de sí 
mismo haciendo casi imposible la localización de responsabilidades al más puro estilo 
de los gobiernos tiránicos (Arendt, 1998:141).   
 
7.4. El futuro próximo que le espera al Estado venezolano 
 
La promesa gubernamental de que el Estado sería capaz de democratizar y masificar 
el acceso de todos los venezolanos a los bienes y servicios públicos mínimos de justicia 
no se ha cumplido. Son cada vez menos los que ven satisfechas sus necesidades básicas 
y sus deseos infinitos, mientras que cada vez son más los que no ven satisfechas ni 
siquiera las necesidades humanas básicas. La incapacidad y la falta de disposición del 
Gobierno para funcionar adecuada y decentemente, han generado cada vez más dudas 
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 En ¿Estados fallidos o Estados en crisis?, Fernández señala como manifestaciones diversas de que la 
situación de debilidad se agrava, y por tanto, aumenta la probabilidad de falencia en los Estados, las 
siguientes: movimientos masivos de población, crisis de alimentos, crisis de salud (aparición de 
enfermedades erradicadas, epidemias de enfermedades  contagiosas), colapso económico con desempleo 
masivo, devaluación de la moneda, crecimiento negativo del PIB y escalada continua de la violencia. 








de los ciudadanos con respecto a su legitimidad. Esta es una realidad que veladamente 
se ha intentado ocultar, porque iría en contra del proceso de “desviación hacia el poder” 
y en contra del desarrollo del Estado Secuestrador y omnívoro, que se está aplicando en 
Venezuela y que se está exportando, disimulada pero rápidamente, a otros países del 
Norte y del Sur Global.  
En la opinión pública internacional domina la idea de que la estrategia chavista es 
practicada y ejecutada por un payaso y un montón de locos y estúpidos, por tanto lo que 
ocurre en dicho Estado es problema únicamente de ellos, olvidando que tanto los outlaw 
States como los Estados fallidos constituyen un riesgo no solo para la seguridad humana 
de sus poblaciones sino también para otras, habida cuenta del mundo global e 
interconectado en el que vivimos. Es más, contrariamente a lo que se piensa, en tales 
proyectos “ideológicos” expansionistas, colaboran activa u omisivamente muchas 
personas inteligentes y hábiles, pero que en realidad no se han detenido a pensar sobre 
las consecuencias a mediano y largo plazo de sus acciones u omisiones. Como diría 
Hannah Arendt, no son estúpidos, sino que tienen una curiosa y absolutamente auténtica 
incapacidad para pensar, y por tanto distinguir entre lo bueno y lo malo, cuestión que no 
es marginal cuando se trata de política, y particularmente, cuando se trata de prevenir 
catástrofes y graves crímenes contra la humanidad como lo fue el Holocausto y el horror 
nazi, la revolución bolchevique o la guerra de Vietnam (2007:161-184), o el genocidio 
en Camboya llevado a cabo por los jemeres rojos y su líder Pol Pot, entre otros 
crímenes. 
Muestra de que cada vez son más los venezolanos que están insatisfechos con las 
“desviaciones hacia el poder”, lo reflejan no solo las multitudinarias concentraciones y 
marchas cívicas y pacíficas que han protagonizado amplios sectores de la población 
venezolana en contra del gobierno, sino además los resultados oficiales de las 
contiendas electorales, posteriores a 2006. Así pues, desde las elecciones presidenciales 
de diciembre de 2006 hasta las de abril de 2013, el oficialismo ha perdido más de 12 
puntos porcentuales de apoyo, sin que ello haya significado necesariamente un 
incremento del abstencionismo sino más bien un aumento del apoyo popular a la 
oposición
276
, que actualmente cuenta con miembros de los grupos A, B y C 
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 Nuevamente, la victoria electoral del chavismo en las elecciones presidenciales del 14 de abril de 2013 
(50,61%), contrastará con los resultados obtenidos en las elecciones presidenciales de diciembre de 2006 
(62,84%) y octubre de 2012 (55,07%). El oficialismo perderá algo más de 12 puntos porcentuales de 
apoyo con respecto al 2006 y casi 5 puntos porcentuales más con respecto a las elecciones presidenciales 






trabajadores-progresistas. Todo lo cual, pone de manifiesto el descontento popular, 
incluso, de los grupos poblaciones que alguna vez apoyaron la opción chavista. 
Ciertamente, en la última década, se ha extendido en Venezuela la idea de la 
“democracia restringida”, es decir, la limitada al juego de las elecciones y votos, 
dejándose de lado que una verdadera democracia debe contar con frenos y contrapesos 
que limiten el poder del Gobierno elegido, es decir, que haya un equilibrio y control 
entre los poderes del Estado (horizontal accountability) y la acción de la sociedad civil 
(vertical accountability), para evitar así, no solo el desorden social, sino además que el 
Estado sea secuestrado por el gobierno de turno, privatizando lo público y/o 
confiscando sin límites los recursos generados por los ciudadanos.  
La visión de la “democracia restringida” ha sido tan divulgada por el oficialismo en 
Venezuela, que cualquier vocero no pierde el tiempo para hacer alusión a ella, retando 
incluso al resto de las democracias del mundo a compararse con ella en cuanto al 
número de procesos electorales celebrados desde 1998, que suman ya más de 15, 
incluyendo elecciones presidenciales, regionales y legislativas. Y es tal vez acá, donde 
no habría que olvidar, guardando las distancias, que “…el rápido descenso a las simas 
de la barbarie tuvo lugar en un país que era el orgullo de la civilización occidental, en 
las ciencias, la filosofía y las artes; un país que antes de la propaganda histérica de la 
Primera Guerra Mundial muchos […] habían considerado un modelo de democracia.” 
(Chomsky, 2007: 242). 
Empero, aun entendiendo que la idea de democracia limitada a votos es totalmente 
incompleta, pero que es la que erróneamente impera en Venezuela, razón por la cual se 
quiere hacer pensar que en este país impera una verdadera democracia, avalada además 
por un sistema electoral automatizado que se dice ser trasparente y seguro
277
; no puede 
ignorarse que tras los últimos comicios electorales del 14 de abril de 2013 es cuando 
realmente se están poniendo a prueba las prácticas democráticas de las instituciones 
públicas del país y sus gobernantes, pues con una población divida técnicamente en dos 
partes iguales, se dificulta cualquier pretensión de gobernar “desviada hacia el poder”, 
                                                                                                                                                                          
oposición (de 36,9% votos en 2006 a 44,31% votos en 2012 y a 49,12% en 2013), siendo el porcentaje de 
participación del 79,68%. CNE. (s.f.) Divulgación presidencial 2013. [Resultados en línea], Disponible 
en: http://www.cne.gob.ve/resultado_presidencial_2013/r/1/reg_000000.html [Consulta: 2013, Agosto 
12] 
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especial estudio del caso de Venezuela, véase Soucre, C. (2013). Fraude electoral y Sistemas 
Automatizados. [Artículo en línea], http://www.urru.org/papers/Fraude_y_sistemas.pdf [Consulta: 2013, 






al menos, sin que se aplique el uso de la fuerza y la violencia, tentación que como bien 
dice Arendt, existe cuando se está perdiendo el poder (1998:156).  
Ahora son más de 7 millones 300 mil personas (de un universo de casi 19 millones 
de personas aptas para votar e inscritas en el CNE) las que están  descontentas con la 
forma de gobernar “desviada hacia el poder”, y que precisan que las necesidades básicas 
humanas asociadas a derechos políticos, civiles y sociales (económicos, sociales y 
culturales), sean satisfechos, no solo desde el punto de vista de la prestación estatal y 
normativa (acción positiva) sino también desde una no intromisión del Estado (acción 
negativa).  
A las “desviaciones hacia el poder” tan radicales a la que han sido sometidos los 
venezolanos y residentes
278
 en dicho país desde 2007, se han sumado nuevas estrategias 
que buscan mantener secuestrado al Estado por el Gobierno de turno, y ello 
especialmente tras el agravamiento de la enfermedad y fallecimiento del entonces Jefe 
de Estado carismático y populista. Así por ejemplo, desde enero de 2013 los 
oportunistas-ociosos del oficialismo han recurrido nuevamente a la religiosidad política 
del chavismo para desarrollar y sedimentar una legitimidad religiosa (credo religioso) 
alrededor de la figura del entonces convaleciente presidente de turno buscando crear y 
fortalecer (sin éxito hasta ahora) el liderazgo de un supuesto heredero, esto con la idea 
de gobernar a Venezuela en nombre de un expresidente carismático sin afectar sus 
intereses privados, aunque ello signifique violar las libertades fundamentales y 
subordinar el interés común al interés particular.  
Después de las elecciones presidenciales de abril de 2013,  se viene insistiendo en 
que el nuevo régimen es estable, legal y legítimo; sin embargo, el Gobierno y los 
poderes públicos subordinados al Ejecutivo, continúan agrediendo a toda voz disidente 
buscando resolver con la violencia su fragilidad política. De modo que desde tales 
comicios el déficit democrático viene incrementándose. La Venezuela actual está 
sumergida en una nueva crisis política caracterizada por la falta de legitimidad de 
quienes gobiernan y quienes además promueven el terror y la anarquía, haciendo de 
Venezuela no solo un Estado débil, represivo y violento, sino también un país que 
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presenta rasgos de los outlaw States y de los Estados fallidos porque los valores que 
promueve y fomenta son los propios del grupo D.   
La acción cada vez más “violadora” de la autonomía y autorrealización personal que 
ha llevado a cabo (y pretende continuar) el Estado-Gobierno venezolano, se está 
fomentando con una acción que se traduce en un menor suministro de bienes y servicios 
públicos básicos tanto a las poblaciones más desfavorecidas como a las menos 
desfavorecidas para consolidar y perpetuar la pasividad y el conformismo, sin que al 
parecer pueda achacársele al gobierno la ineficiente gestión de los recursos de los que 
ha sido administrador, y por los cuales constitucionalmente tiene la responsabilidad 
jurídica de rendir cuentas a los ciudadanos (y ello por no hablar del deber ético que la 
política también exige). 
El caso de Venezuela es una muestra de cómo el secuestro del Estado por el 
Gobierno de turno, dificulta cualquier intento de gestión de lo público, y el peligro de 
que lo público se privatice, aun siendo el Estado u otro ente político o privado quien lo 
haga (el mercado, los medios de comunicación, etc.). Pero al mismo tiempo, pone de 
relieve que los desequilibrios entre el poder del Gobierno y el poder de la Sociedad 
impiden cualquier proceso de recuperación de la Capacidad Política-Social del Estado 
indispensable para la viabilidad, estabilidad y fortaleza del Estado venezolano en los 
términos expuestos en el Capítulo V (Figura No. 6) del presente estudio. Igualmente, el 
caso venezolano alerta sobre el peligro que representan para las sociedades el 
surgimiento, consolidación y propagación de los grupos de conciencia tipo D. 
Entre los diversos grupos sociales que componen la sociedad venezolana parece 
haber más claridad con respecto al modelo de Estado que “no se quiere”, aunque 
todavía hace falta pensar y consolidar la idea del Estado que “se necesita, se quiere y se 
puede”. El país necesita que sus grupos sociales progresistas (tanto en el país como en 
el exterior) consigan comunicarse, que deliberen y alcancen un consenso (al menos 
parcial) en cuanto al principio organizativo y propósito subyacente del Estado, así como 
de cuáles son los valores que esperan que la política promueva. Lograr un consenso 
social sobre los valores que los caracterizan (como el hecho de ser una sociedad 
multicultural, decente, progresista y donde prime el interés común sobre el interés 
particular), es fundamental porque es a partir de esta fuerza social de la cual podrán 
erigirse las instituciones estatales y el propio Estado, del cual emanarán las leyes que 






Entender que la identidad nacional cohesionada es fundamental para construir los 
acuerdos político-sociales y que éstos funcionan en conjunto como un elemento 
potenciador de las capacidades estatales (como ha sido descrito en el Capítulo IV), es 
esencial para evitar el debilitamiento del Estado y las “desviaciones hacia el poder”. Por 
ello, una vez establecido el consenso (total o parcial, pero en todo caso voluntario y no 
impuesto por quienes detentan el poder) hay que evitar que quienes forman parte de la 
sociedad desconozcan los “valores identitarios” reconocidos por los grupos sociales y 
que amenacen la continuidad de la cohesión social. Cada individuo que compone la 
sociedad venezolana debe reconocer los valores que definen la identidad de la sociedad 
en la que vive y debe preocuparse tanto de su suerte como de la de los otros miembros 
de la sociedad. 
El modelo de los tres vectores progresivos (aptitud, voluntad, bienes y servicios 
públicos) aplicado en el presente estudio, indica que si en los próximos gobiernos de 
Venezuela se respeta al menos el acuerdo político-social legitimado por la mayoría en 
1999 y relegitimado en 2007, cabría esperar una mejora en la situación de 
vulnerabilidad del Estado en el corto y mediano plazo. Si por el contrario, los futuros 
gobiernos estimulan la expansión de los grupos D, estará claro que estarán violentando 
el pacto político social de 1999. Igualmente, si los venideros gobiernos incrementan o 
disminuyen unilateralmente la cantidad y calidad de bienes y servicios públicos a ser 
proveídos, incluso, si deciden arbitrariamente en cuanto a qué grupos de la sociedad se 
entregaran los bienes y servicios mínimos de justicia, entonces cabría esperar una 
alteración del stateness estatal y un innecesario incremento de la función extractiva del 
Estado (presión fiscal, o incluso, endeudamiento), o un despilfarro de los recursos, 
violándose y deteriorándose así el acuerdo político-social inicial.  
El deterioro del acuerdo político-social también puede ser inducido por la sociedad al 
reclamar la satisfacción de unos bienes y servicios por encima de los mínimos de 
justicia, sin que exista la debida contraprestación en productividad; cuestión ésta última 
que resultaría muy difícil comprender cuando se trata de un Estado cuya supervivencia 
económica no depende de sus ciudadanos sino de las rentas que le proporcionan sus 
propias propiedades como es el caso de Venezuela con la renta petrolera. Lo anterior, 
significa reconocer que aun cuando un Estado posea propiedades y beneficios 
económicos por cuestiones de azar y fortuna (Estado propietario),  ni el Estado debe 
excederse en sus ofertas ni los ciudadanos en sus demandas, pues tanto la 






a debilitar el Estado y, tras un proceso quizás lento pero inevitable, podrían llevarlo a 
fallar o colapsar, haciéndolo en ese proceso más opresivo y agresivo.  En este sentido, 
es propicio subrayar  los desequilibrios que generan los subsidios y controles de precios 
que se mantienen por décadas sobre unos bienes y servicios que van más allá de los 
mínimos de justicia, tan solo porque reportan cuantiosos votos, dejándose de lado la 
buena salud del hogar público fiscal. En particular, me refiero por ejemplo a la falta de 
sinceración de los costos de producción, distribución y venta de bienes como la 
gasolina, causando importantes desequilibrios (ello sin contar los asociados con la 
corrupción). Y es que no se explica cómo en Venezuela llenar un depósito de 50 litros 
de gasolina cueste menos de un dólar o si acaso cincuenta céntimos de euro, ello bajo el 
argumento de que en un país petrolero no debería pagarse por ello, en lugar de llevar a 
cabo un ajuste de los sueldos y salarios de los trabajadores (considerando la elevada 
inflación) de modo  que el ingreso medio en términos reales permita a los ciudadanos 
tomar libremente sus decisiones con respecto al consumo de bienes y servicios para 
satisfacer necesidades humanas básicas, y de ser posible, sus aspiraciones y deseos
279
. 
En la práctica real lo cierto es que cuando los ciudadanos y las propias administraciones 
públicas dejen de pagar el precio justo de bienes y servicios como la gasolina, agua, luz, 
gas, billetes de bus y transporte subterráneo, etc., al final terminan por crear un hueco en 
el presupuesto público, condicionando a su vez el eficaz y eficiente suministro de tales 
servicios.  En resumen, los gobiernos no pueden continuar sustituyendo con medios 
públicos lo que los particulares harían y deberían hacer por sí mismos, y ello además 
porque los ciudadanos no necesitan una retribución por su fidelidad electoral sino un 
real reconocimiento de sus derechos.  
Pero el restablecimiento de la estabilidad del Estado en Venezuela, no solo pasa por 
un proceso de distinción de los bienes y servicios necesarios para vivir y los deseables 
para vivir mejor, y además por comprender que hay que dar prioridad a las necesidades 
humanas en lugar que a los apetitos particulares; sino que pasa también, sin más 
dilaciones, en efectuar una efectiva separación entre el Estado y el Gobierno, entre el 
                                                          
279
 Para que se tenga una referencia, en la Unión Europa de los 28 miembros el precio medio de la 
gasolina es de 1,577 euros y de 1,459 euros el diésel, mientras que en la zona solo euro, es decir la de los 
17 miembros, el precio alcanza una media de 1,601 euros la gasolina y 1,440 el diésel. En otras palabras, 
que llenar un depósito medio de gasolina de 50 litros supone para el consumidor europeo 78,85 euros de 
gasolina y 72,95 euros de diésel (en la eurozona 80,05 euros de gasolina y 72 euros de diésel). Véase 
European Commission - Energy Policy (2013, Agosto 23). “Oil Bulletin (prices with taxes)” [Documento 
en línea], Disponible en: 
http://ec.europa.eu/energy/observatory/oil/doc/prices/bulletin_with_taxes/2013_09_23_with_taxes_1672.






poder del Estado y el poder del Gobierno, para finalmente abandonar la política 
personalizada (pues el poder, como se ha dicho previamente, pertenece al grupo 
cohesionado y no a uno solo) y comenzar un verdadero proceso de reforma del Estado y 
sus instituciones. Ciertamente, Venezuela necesita en la política hombres y mujeres 
virtuosos que a través de su ejemplar desempeño y liderazgo, demuestren fortaleza, 
sabiduría, coraje y sentido de la responsabilidad. Los venezolanos tienen que dejar de 
esperar pasivamente la venida de nuevos profetas y salvadores que los emborrachen con 
sentimientos románticos mientras les imponen su concepción del mundo. El país 
necesita de políticos y ciudadanos que piensen tanto en las próximas generaciones y no 
en las próximas elecciones.  
Venezuela tiene que recuperar la noción de Estado de Derecho y sujetarse a normas 
generales, formales y con independencia de las circunstancias concretas para impedir la 
discrecionalidad y arbitrariedad, en fin, las desviaciones hacia el poder. En otras 
palabras, debe recuperarse el imperio del Derecho sobre el poder político.  Asimismo, el 
Estado tiene necesariamente que reducirse y limitarse a permitir que los ciudadanos se 
hagan cargo de sus propios intereses privados y a estimularlos a que cuiden del mayor 
número posible de sus intereses comunes mediante la cooperación voluntaria para de 
esta forma recuperar el sentido de civitas. En otras palabras, Venezuela ha de ser un 
Estado Social y no un Estado de Bienestar ni mucho menos un Estado Secuestrador. 
Los venezolanos tienen que concientizarse de que están obligados a asumir una 
actitud responsable en lo que significa la administración de los recursos (económicos, 
agua, tierra, petróleo, gasolina, gas, etc.) no renovables o difícilmente renovables 
porque constituyen en esencia la viabilidad de la sociedad venezolana como 
nacionalidad independiente; que tienen que compartir activamente las cargas de su vida 
común y cooperar en la satisfacción de las necesidades tanto individuales como 
colectivas, además de dar prioridad a las necesidades humanas y no a los deseos, pues 
es peor causar un daño que no conceder un beneficio.   
Los venezolanos deben comprometerse con el cumplimiento de sus deberes y asumir 
las responsabilidades individuales y colectivas que correspondan para nuevamente tener 
otra oportunidad de cambiar el modelo político, económico y social. Para ello es 
fundamental que los grupos humanos de conciencia tipo D desaparezcan 
(transformándose fundamentalmente en conciencias tipo B), de modo que se recuperen 
los grupos humanos progresistas pero al mismo tiempo con sentido del esfuerzo, mérito 






una tarea que no puede postergarse, porque al final -como se ha dicho-, conduce al 
empobrecimiento del Estado y de sus habitantes. El no hacerlo, supondría tener un 
medio social en el que ningún individuo de las generaciones actuales ni futuras tendría 
la posibilidad de aprender el sentido del esfuerzo y de la responsabilidad, quedando solo 
la alternativa del azar, es decir, apelar a que nazcan venezolanos más voluntariosos para 
que el Estado tenga perspectivas de viabilidad y crecimiento.  
Asimismo, en la reconstrucción de las capacidades del Estado venezolano deben 
considerarse otras tareas aún pendientes como la creación de un modelo productivo 
endógeno, diversificado e interdependiente, así como el desarrollo de tecnologías, 
conocimiento y organización propios, para finalmente romper con el juego perverso de 
suma cero al cual ha estado enganchada históricamente Venezuela
280
. Del mismo modo, 
debe invertirse seriamente en un sistema de vialidad, comunicación y transporte 
moderno que articule y conecte regionalmente al país permitiendo, no solamente el 
desarrollo de zonas y sectores de producción local distintos al petróleo, sino 
particularmente la interconexión de los diversos grupos sociales, creando la sinergia 
social fundamental para el ascenso o movimiento social hacia arriba. Igualmente debe  
crearse previsibilidad sobre el cumplimiento de las normas y la prevalencia del 
Derecho, puesto que un marco jurídico inestable poco ayuda a la atracción de los 
agentes económicos progresistas, dejando más espacio libre para las actividades de 
especuladores y oportunistas que normalmente degeneran en incremento de la 
corrupción. También es necesaria e impostergable la estructuración o reestructuración 
de las instituciones del Estado para que sometidas a los frenos y contrapesos de la 
democracia, exista una clara separación de lo público y privado y trabajen de concierto 
para el bien común. Igualmente, debería apostarse por el resurgimiento y 
fortalecimiento de la clase media profesional, trabajadora y progresista, porque es ésta 
la que permitirá cerrar la brecha entre los más ricos y lo más pobres, al estar sus 
miembros más dispuestos a tomar riesgos de inversión que permitan el ascenso social 
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 En el imaginario del venezolano se ha concebido la idea de que la renta petrolera es una tarta y riqueza 
suficiente, con lo cual no hace falta crear ni elaborar otra. Más aún, se cree que esa tarta sustentada en la 
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no solo de los suyos sino también de los grupos más vulnerables, demostrando así que 
la miseria no tiene por qué ser destino, sino que es posible que cada cual alcance el 
proyecto de vida que considera valioso.  Aunado a todo lo anterior, los venezolanos 
también tendrían que rescatar el respeto por lo autóctono, lo tradicional y local, en fin, 
recuperar su idiosincrasia.  
Hasta aquí se ha realizado un recorrido por los acontecimientos políticos, sociales y 
económicos que han tenido lugar en los anales de Venezuela, pero a la vez, se han 
descrito los más recientes sucesos, igualmente socioeconómicos y políticos, con el 
objetivo de que pudieran ofrecer los elementos de juicio necesarios para realizar un 
análisis y evaluación del stateness de Venezuela. En este recorrido histórico se ha 























CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Conforme a las interrogantes y objetivos de la investigación, a continuación se 
exponen, en primer lugar, las conclusiones generales y específicas fruto del desarrollo 
de la investigación. En particular las conclusiones específicas se refieren a los 
resultados y aportes más significativos obtenidos tras el análisis del estudio de caso 
(Venezuela). En segundo lugar, se presentan algunas recomendaciones y posibles líneas 
de investigación futuras.  
Conclusiones generales 
 
Como se ha dicho, son muchas, diversas y cambiantes las razones por las cuales los 
Estados se debilitan: causas de índole económica, geográfica, histórica, social, política y 
humana han sido recogidas en esta tesis, destacándose la importancia de tener presente 
que cada caso es único y que por lo tanto ninguna de las causas y sus manifestaciones 
son las mismas en todos los Estados y en todo momento. No obstante, sí que es posible 
distinguir entre unas causas propias de la debilidad estatal, y otras que más que ser el 
origen de la vulnerabilidad del Estado serían las que incrementan su grado de debilidad, 
haciendo que el mismo se desplace hacia el fracaso, colapso y/o violencia.  
Entre las causas propias de la debilidad estatal destacarían: (i) la carencia de una 
infraestructura social como consecuencia de la falta de cohesión social (entre los 
miembros de una sociedad) y política-social (Sociedad-Gobierno); (ii) el cambio 
cultural, de valores y expectativas de los individuos que sobrecargan las funciones 
básicas del Estado y sobrepasan sus capacidades técnicas y financieras; (iii) la 
informalidad, desorden e ineficacia y el no sometimiento al Derecho de las instituciones 
políticas-administrativas, que permite que los gobernantes manejen o administren el 
Estado como su feudo personal actuando contrariamente al fin para el que fueron 
instituidos, creando además una cultura de no respeto por las normas estatales 
induciendo a la anarquía y el desorden social. 
Se han dado con mayores argumentos para cuestionar la idea de que la debilidad de 
los Estados puede medirse únicamente por la cantidad y calidad de bienes y servicios 
que suministra éste a la sociedad, sin que se considere la sostenibilidad en el tiempo de 
dichas prestaciones. Además, que la capacidad del Estado no se circunscribe a la 
habilidad o aptitud del aparato administrativo-organizativo del Estado (Gobierno), sino 






haya construido una definición propia de la Capacidad del Estado, o mejor dicho, de la 
Capacidad Política y Social del Estado en los siguientes términos: “consiste en la 
habilidad para establecer un acuerdo Estado-sociedad, que expresando la identidad y los 
valores de una sociedad determinada, permita a la Sociedad generar los recursos 
necesarios y al Estado la habilidad para hacerse con tales recursos para la consecución 
de los objetivos del pacto político-social, obtener resultados efectivos y rendir cuentas 
de los mismos tanto a sus ciudadanos como a sus acreedores”.  
Tal conceptualización muestra una relación de reciprocidad entre el Estado y la 
Sociedad y evidencia que uno frente al otro es responsable para la consecución de los 
fines del Estado, incluyendo el cumplimiento de obligaciones positivas como el 
suministro de bienes y servicios públicos para satisfacer necesidades humanas básicas y 
universales vinculadas con derechos políticos, civiles y sociales. Por tanto, la capacidad 
(able) y voluntad o disposición (willing) de los dirigentes y dirigidos deben obrar de 
concierto. 
Se ha determinado que la viabilidad y fortaleza de un Estado no solo depende de las 
habilidades e intencionalidades de los políticos, líderes o gobernantes, sino también  de 
las aptitudes (poder) y actitudes (querer) de cada uno de los miembros que conforman la 
sociedad. Por consiguiente, el preocupante incremento de los Estados débiles en el 
sistema internacional no obedece únicamente a la posible incapacidad o falta de 
disposición de las organizaciones y administraciones políticas-estatales para cumplir sus 
funciones sino también a una alarmante falta de co-responsabilidad social y ciudadana 
que delega al Estado una cantidad de tareas que debería asumir, con la consecuente 
sobrecarga de funciones por parte del Estado. Y es que es vital internalizar que el 
“derecho” que tienen los ciudadanos de que el Estado actúe de una determinada forma, 
implica a su vez que los ciudadanos acepten que tienen una responsabilidad para con el 
Estado, es decir, que deben también aportarle las condiciones y servicios necesarios 
para que éste pueda hacer lo que los ciudadanos piensan que es su deber hacer. Por 
tanto, cada demanda o aspiración de los ciudadanos debe tener su contrapartida en 
productividad directa o indirecta.  
Claro está que también el Estado tiene responsabilidades para con la Sociedad y que 
consisten no solamente en proporcionarle bienes y servicios para satisfacer necesidades 
humanas sino igualmente el gestionar y administrar eficaz y eficientemente  los bienes 
económicos que han sido producidos y suministrados al Estado por los ciudadanos. 






gastos a los ingresos disponibles y mantener una sana contabilidad son 
responsabilidades y deberes a asumir por los gobernantes. 
Ahora bien, cuando el Estado acepta y asume la creencia errónea de que no existen 
límites a lo que puede extraer de la Sociedad, y al mismo tiempo la Sociedad piensa que 
tampoco existen límites en cuanto a lo que puede exigirle a aquél, se producen una serie 
de desequilibrios que especialmente se hacen evidentes cuando los recursos, 
especialmente económicos, escasean (aún más) convirtiéndose en una amenaza para la 
viabilidad y sostenibilidad del Estado. De allí el cuestionamiento de la idea de que la 
debilidad de los Estados pueda medirse  únicamente por la cantidad y calidad de bienes 
y servicios que suministra a la Sociedad, pues debe tenerse igualmente presente la 
sostenibilidad en el tiempo de dichas prestaciones, especialmente cuando sobrepasan los 
niveles mínimos de justicia satisfaciendo deseos humanos insaciables en lugar de 
necesidades humanas.  
La confusión cada vez mayor (veladamente o no) entre necesidades y deseos, la 
exaltación de los derechos en detrimento de los deberes, la instrumentalización de 
conceptos socialmente aceptados como lo es el de derechos humanos para legitimar 
cualquier exigencia, reivindicación o demanda no precisamente fundamentada en 
necesidades sino en deseos; están cambiando la realidad social y el comportamiento y el 
accionar humano (y viceversa), con su correspondiente influjo en los fines y funciones 
del Estado, hasta el punto de debilitarlo. 
Está claro que los ciudadanos no pueden continuar exigiendo al Estado bienes y 
servicios para satisfacer deseos infinitos que por su carácter privado (consumo 
individual) van más allá de los mínimos de justicia y que para su suministro es 
imprescindible que la sociedad y cada uno de sus miembros hayan sido capaces de 
crear, innovar y producir recursos para financiarlos. Los ciudadanos no pueden 
continuar viviendo más allá de sus posibilidades, aunque también es cierto que los 
gobiernos no pueden continuar secuestrando los recursos que extraen de sus sociedades 
para dedicarlos a fines distintos a los acordados en el pacto político-social, sobre todo, 
destinándolos a las desviaciones hacia el poder.  
Y es que la sobrecarga de funciones estatales, aunada a la situación de escasez 
económica actual, no ha hecho más que fomentar el Estado Secuestrador, que 
incrementa sin límites la acción extractiva interna y externa del Estado (aumento de 
impuestos, del endeudamiento y la desinversión nacional y extranjera) hasta el punto de 






satisfacción de necesidades humanas básicas. Contrariamente, los préstamos y ayudas 
económicas se han traducido en un mecanismo para que los bancos y organismos 
financieros nacionales e internacionales reciclen sus cuantiosos depósitos en formas de 
préstamos y para que los gobernantes y grupos dominantes (políticos y comerciantes) 
formen sus alianzas y construyan nuevas redes clientelares que les provean un beneficio 
propio, mientras que los ciudadanos manifiestan su propia opinión sobre la poca cierta y 
arbitraria gestión de sus gobernantes limitándose a abandonar sus propios Estados (voto 
con los pies) convirtiéndose en extranjeros hasta en sus propios lugares de origen.  
Construir la fortaleza y estabilidad en un weak state pasa por limitar la acción del 
Estado, por una sinceración de las tareas que puede o no asumir. Ese límite a la acción 
estatal evitaría también los efectos perniciosos y plausiblemente irreversibles de las 
desviaciones, especialmente hacia el poder, que pudieran sucederse como consecuencia 
de la discrecionalidad y arbitrariedad gubernamental.  
Reconocer que el Estado (gobierno y administraciones políticas organizativas) no es 
el responsable “exclusivo” del bienestar social y económico de los ciudadanos es 
esencial. Que el Estado tenga el poder y los recursos necesarios para asegurar  que se 
cumplan las condiciones políticas, sociales y económicas previas para la plena 
participación civil, no significa suponer que éste sea el único actor responsable de 
asegurar y garantizar la satisfacción de necesidades humanas y por tanto de la seguridad 
humana en sentido amplio. Que el Estado tenga el deber de “crear”, “promover”, 
“facilitar” las condiciones para satisfacer necesidades básicas humanas, no significa que 
tenga que proveerlo todo hecho y gratis, puesto que la realidad (antipática o no) es que 
la garantía de los derechos y la satisfacción de necesidades humanas cuestan dinero. 
Aunque la acción positiva o negativa del Estado sea indispensable para garantizar los 
derechos sociales, ello no desmerece y hace imprescindible el rol de una multitud de 
instituciones privadas, mixtas y no gubernamentales y sin fines de lucro. Tanto el 
Estado como la sociedad (familias, empresas, partidos políticos, asociaciones civiles, 
ONGs, etc.) tienen un gran papel que desempeñar en el desarrollo de las capacidades 
humanas y en la satisfacción de las necesidades humanas, al igual que juegan un rol 
esencial en la creación y formación de la comunidad política, así como también en su 
recuperación o reconstrucción.   
La comunicación, deliberación y negociación entre los distintos grupos sociales 
(pacto intrasocial) y de la Sociedad con el Estado (pacto político) es indispensable para 






especialmente cuando se pretende avanzar más allá de los mínimos de justicia. Dicha 
negociación se ha dicho debe darse en tres sentidos. El primero, tiene que ver con 
determinar la cantidad y calidad de bienes públicos que deberán ser suministrados por el 
Estado a la Sociedad. El segundo, con definir el nivel de extracción o la contribución 
que debe hacer la Sociedad al Estado en términos de impuestos y otras contribuciones, 
incluyendo también el financiamiento interno o garantías para el financiamiento 
externo. Y el tercero con la responsabilidad del Estado de rendir cuentas  sobre el uso 
dado a los recursos entregados por la Sociedad y  a su vez de la Sociedad sobre su 
contribución al Estado.  Lo anterior, se ha expresado en un modelo de dinámica 
progresiva también en tres sentidos (“aptitud política-social”, “voluntad política-social” 
y “bienes y servicios públicos”), que ofrece los siguientes aportes281: 
 Cuanto más se escala en cualquiera de los tres vectores, necesariamente debe 
escalarse en la misma proporción en todos los demás, si se desea un equilibrio, y 
por tanto, la estabilidad y viabilidad del Estado. Esto significa que, si la sociedad 
aspira a obtener más bienes y servicios públicos que los considerados como 
mínimos, tendrá que estar dispuesta a incrementar su contribución al Estado, lo 
que pasa también por incrementar sus capacidades técnicas e intelectuales para 
producir y generar los recursos que se precisan, además que habría que 
establecer nuevos acuerdos político-sociales y mecanismos de accountability 
que regulen una mayor lista de bienes y servicios públicos. Igualmente, el 
modelo sugiere que cuanto más desee el Estado extraer bienes económicos de la 
sociedad, más bienes y servicios públicos y de calidad le serán exigidos, así 
como mayor claridad, transparencia y respeto por los acuerdos políticos-sociales 
le será demandada, y así sucesivamente. 
 Los desequilibrios en el modelo se derivan de las desviaciones “hacia la 
derecha”, “hacia la izquierda” o “hacia el poder” que pudieran producirse 
especialmente en las sociedades divididas o con diferencias profundas en cuanto 
al propósito y fin del Estado. Las desviaciones hacia la izquierda suponen 
desatender las exigencias de los grupos A y B en favor de C, promoviendo tal 
vez la formación del grupo D. Las desviaciones a la derecha suponen desatender 
las exigencias de C, y por tanto no apostar al surgimiento de D, en favoreciendo 
las exigencias de A y B.  Mientras que las desviaciones hacia el poder suponen 
                                                          
281
 Complementariamente, véanse las razones del porqué de la debilidad del Estado a la luz del modelo de 






mantener y/o aumentar el nivel de extracción a la Sociedad además de 
aprovechar la falta de negociación y acuerdo entre los grupos sociales (A, B, C y 
D) en cuanto a los bienes y servicios que deben ser suministrados para entonces 
tener el Estado una mayor intervención y apropiarse de los recursos de la 
Sociedad para satisfacer intereses privados de los miembros del gobierno, los 
adeptos a él y sus propagandistas (corrupción), ello mediante unas redes 
formales e informales (no institucionalizadas), sin que sea una limitante el 
compromiso de rendir cuentas del uso de los recursos públicos. 
 Cualquier desviación hacia la derecha o la izquierda se justifica siempre y 
cuando esté orientada a desarrollar la capacidad técnica, de investigación y de 
desarrollo humano de la población de un Estado, para hacerlo altamente 
productivo y capaz de proveerse los bienes y servicios públicos de primera 
necesidad, e incluso, los orientados  a satisfacer deseos infinitos de ser éste el 
caso. Mientras que las desviaciones hacia el poder no se justifican bajo ninguna 
circunstancia porque suponen que las autoridades públicas incrementarán su 
intervención aumentando la posibilidad de que se arroguen poderes arbitrarios 
que mermen indebidamente las libertades de la vida privada, que rompan con los  
pactos intra sociales e induzcan al resentimiento social y por tanto a la anomia 
social para asegurarse la preservación del poder y del imperio de la Política 
sobre el Derecho.  
 En prácticamente todas las sociedades actuales existen (y a veces coexisten) los 
grupos de tipo A, B, C y D, algunos de ellos presentándose en una proporción 
mayor o menor que los otros. Los acuerdos negociados entre A y B son los que 
consideran y garantizan el suministro de unos bienes y servicios públicos iguales 
o por encima de los mínimos de justicia, a diferencia de lo que ocurre a la postre 
con los acuerdos con C y D, donde el Estado encuentra cabida para 
engrandecerse mientras que disminuye la provisión de los bienes públicos hasta 
por debajo de los mínimos de justicia.  Los grupos C y D complican la 
concreción de acuerdos sociales y políticos unívocos, recíprocos y sostenibles 
económicamente en el tiempo.  
 Para crear y formar, o reconstruir y recapacitar a un Estado deben expandirse las 
conciencias de tipo B, al mismo tiempo que deben reducirse las conciencias de 






conciencias de tipo C y D, cabría esperar un cambio en la moral social y en la 
ética política, ello como consecuencia de la tendencia a recompensar a los que 
eligen una vida de ocio, pudiendo trabajar, y esto a expensas de la productividad 
de otros. Lo ideal en una sociedad es que sus grupos sociales, pese a sus 
diferencias, tengan como denominador común el sentido del deber, del esfuerzo, 
del sacrificio, de la responsabilidad por las consecuencias que llevan aparejadas 
sus acciones u omisiones, que tengan un espíritu progresista, de superación y 
que además practiquen un pensamiento reflexivo y crítico para evitar la 
discrecionalidad y arbitrariedad de los poderes públicos nacionales, así como de 
cualquier otro actor trasnacional.  
 El equilibrio entre la función extractora del Estado y la entrega de bienes y 
servicios, no hace ni “fuerte” ni “débil” al Estado, sino simplemente 
“sostenible”, “viable”. 
 Un Estado se debilita cuando intenta extraer de la sociedad mayor valor que el 
que ésta produce (improductividad de ciudadanos y funcionarios), o cuando 
extrae de la sociedad mayor valor del que devuelve en forma de bienes y 
servicios públicos. 
 El Estado solo puede comprometerse a proveer aquello que tras la captación y 
movilización de los recursos económicos (función extractiva/tributaria) es capaz 
de financiar, de lo contrario, el Estado incurrirá en déficits, los cuales financiará 
nuevamente con extracciones que incluirán impuestos progresivos, controles de 
las rentas, limitaciones de los dividendos, confiscaciones de activos y los 
endeudamientos internos y externos.  
 Para que el Estado sea viable deberá ser capaz de proveer, al menos, los bienes y 
servicios públicos que corresponden al mínimo de justicia utilizando como 
fuente de financiamiento los recursos extraídos de la propia sociedad sin que 
dicha extracción implique un deterioro en la capacidad individual de 
proporcionarse o satisfacer sus propios deseos y todo ello como consecuencia de 
un proceso de negociación Sociedad-Estado donde se respeta la rendición de 
cuentas tanto por parte de la ciudadanía como de los operadores políticos. 
 En el Estado viable la función extractiva/tributaria de la organización política, 
no tiene por qué ir más allá de una extracción interna, es decir, de una 






propietario) y de la fijación de unos impuestos directos e indirectos, 
recurriéndose al endeudamiento interno, únicamente en los casos de emergencia 
y de especial vulnerabilidad (restricciones al Estado Secuestrador).  
 Si los Estados tienen una correcta administración y gestión de los ingresos 
generados por su propia sociedad, incluyendo la explotación de sus propios 
intereses o sus propiedades (si los tuvieran) y los derivados del sistema 
impositivo (proporcional y por tanto progresivo, más no abusivo), éstos serían 
suficientes para financiar la acción justa y mínima del Estado. Incluso, en los 
casos de ser necesario el endeudamiento del Estado por cuestiones coyunturales, 
los tenedores de esa deuda deberían ser sus propios ciudadanos para, por un 
lado, demostrar así su confianza y lealtad para con su Estado, y por el otro, para 
garantizar que el pacto político-social sea bipartito (Estado y su sociedad) y no 
tripartito (Estado, su sociedad y sus acreedores extranjeros). 
 Un Estado viable (social y de justicia) es aquel comprometido con la entrega de 
unos bienes y servicios “mínimos”, “aceptables” para satisfacer necesidades 
humanas básicas y universales como son la supervivencia física (buena salud 
física y mental) y la autonomía personal (capacidad de elegir, decidir, hacer, 
formular, participar, reforzar su autoestima, etc.), que precisamente deben 
satisfacerse para evitar la discapacitación, la enfermedad, la muerte prematura, 
los desórdenes mentales, la privación de conocimientos y la limitación de 
facultades humanas.  
 Los bienes y servicios públicos asociados con la seguridad humana (concepto 
más restringido que el de desarrollo humano), son los que precisamente se 
entienden como el mínimo de justicia que un Estado debería garantizar. Las 
cosas que exceden el nivel mínimo supra referido bien podrían ser suministradas 
por los Estados que tengan la capacidad técnica y económica para permitírselo, 
incluso previendo la posibilidad de que sea la sociedad civil la que los gestione. 
Tal nivel mínimo o aceptable de bienes y servicios permitiría hacer al Estado 
viable (ni fuerte ni débil), pero sí al menos capaz de enrumbarse a cumplir su fin 
social e histórico. Lo anterior no debe entenderse como una pretensión a negar, 
subordinar o postergar la satisfacción de los derechos sociales por parte del 
Estado, sino como una preocupación por dar prioridad a los derechos que tienen 






en la persona, y que son justamente sobre los que se fundamenta objetivamente 
la necesidad de intervención del Estado.  
 Tales bienes y servicios públicos están asociados particularmente con la función 
estatal de proporcionar protección (seguridad humana) e incluyen no solamente 
los bienes y servicios vinculados con derechos económicos, sociales y culturales 
(derechos sociales), sino también los relacionados con los derechos civiles y 
políticos. Así pues, el Estado tiene el deber exclusivo de crear, organizar y 
mantener las instituciones políticas, judiciales, penales, administrativas, 
policiales, etc., que sean indispensables para garantizar la seguridad personal, 
jurídica y política de las personas. Además, tiene un deber para con el suministro 
de la seguridad económica (como proveer oportunidades económicas y con ello 
proporcionar una moneda nacional, permitir el comercio, facilitar vías de 
comunicación y transporte, así como promover el acceso al empleo remunerado) 
y la seguridad social, es decir, en el suministro de una asistencia a los niños y 
niñas en edad escolar (educación primaria o elemental), una asistencia sanitaria 
primaria (disponibilidad de agua potable, sistemas de eliminación de excretas y 
aguas residuales, atención a la mujer embarazada e infantes, lucha contra 
enfermedades infecciosas, nutrición adecuada); en promover el acceso a una 
vivienda mínima y el vestido suficiente como para preservar la salud y la 
capacidad de trabajo; al igual que proporcionar prestaciones sociales de 
emergencia o ante calamidades genuinamente asegurables: enfermedad, 
accidente, vejez, desempleo, terremotos, inundaciones. 
 Son tales bienes y servicios públicos básicos los que un Estado debería 
suministrar a todos sus habitantes no solo por razones de justicia sino también 
por una cuestión de responsabilidad pública. Ello supone afirmar que sí existen 
unos bienes y servicios que en virtud de su carácter público (consumo conjunto) 
pueden ser exigidos o demandados por cualquier sociedad a sus Estados.   
 Los Estados viables (ni fuertes ni débiles) son precisamente los que alcanzan 
acuerdos Sociedad-Estado de equilibrio y consiguen mantenerlos pese a tener 
sociedades  pluralistas. Lo importante dentro de la diversidad de objetivos e 
intereses de los individuos y grupos que conforman la Sociedad y el Estado, es 
alcanzar puntos de encuentro, para lo cual no debe perderse de vista la profunda 






bienestar de todos, que es relevante  asumir responsabilidades jurídicas y 
morales, y que debe existir un principio de reciprocidad implícita y de 
distribución  correcta (justa) de las cargas; pues de lo contrario, las perspectivas 
de sostenibilidad del Estado en el tiempo serían cuestionables.   
 Los Estados viables son los que no personalizan y personifican la comunidad 
política, y por lo tanto, tienen claridad en cuanto a que una cosa es el poder del 
Estado y otra el poder del Gobierno y de la Sociedad. 
 
En resumen, un Estado se hace débil en la medida en que tanto el poder político y el 
poder social fallan en el cumplimiento de alguno de los criterios siguientes: en su 
función extractiva-productora, o de negociación y arbitraje-obediencia o 
responsabilidad política y social, con lo cual no habría que esperar al deficiente 
suministro de los bienes y servicios públicos para darse cuenta de la debilidad de un 
Estado, pues ésta es solo un síntoma o manifestación de la incapacidad estatal, es decir, 




Tras la revisión histórica y actual de la cuestión social, económica y política de 
Venezuela, y una vez aplicado el modelo de los tres vectores progresivos (aptitud, 
voluntad, bienes y servicios públicos) ha sido posible identificar y explicar las 
transformaciones dinámicas que han tenido lugar en la sociedad venezolana en los 
últimos dos siglos, concluyéndose, sin menoscabo de lo ya dicho en el Cap. VII 
(epígrafe 7.4), que:   
 En Venezuela los acuerdos Sociedad-Estado han sido modificados tanto de 
forma explícita (y así lo evidencian las 27 constituciones venezolanas) como de 
manera implícita (años 1989 y 2006 en adelante), lo que ha determinado un 
cambio en la realidad política y social del país.  
 Las condiciones de equilibrio del modelo de los tres vectores progresivos en el 
caso de Venezuela muestran ser irregulares, pues a periodos de construcción del 
equilibrio, le han seguido periodos de destrucción del mismo, es decir, una 
especie de círculo más vicioso que virtuoso. No obstante, también se ha 






construir un Estado moderno y fuerte, no siendo así después de octubre de 2006 
cuando el gobierno de turno perdió el referéndum popular para la reforma del 
pacto político-social (Constitución Bolivariana de 1999). Desde entonces, la 
práctica real no ha consistido en construir y mantener la estabilidad del Estado 
(en todos sus componentes) sino aniquilar cualquier pretensión de 
reconstrucción.  
 La naturaleza de la debilidad del Estado venezolano ha sido cambiante en el 
transcurso de los años: 
o Durante los siglos XIX y principios del XX (periodo previo a la 
explotación del petróleo), la debilidad estuvo asociada básicamente a la 
incapacidad técnica, productiva y financiera de la sociedad (sujeto a los 
vaivenes de los precios de las materias primas, a las presiones de las 
potencias extranjeras por reclamaciones pecuniarias después de 
operaciones de crédito de los gobernantes nefastas, por la falta de cultura 
tributaria y aduanera y por una extrema concentración de la riqueza, el 
ingreso y el consumo en manos de unas pocas familias propietarias de la 
tierra). Pese a existir la voluntad de algunos grupos sociales por cambiar 
las condiciones políticas, sociales y económicas de entonces, la 
incapacidad política y social impedirá que en aquel entonces el Estado 
suministre unos bienes y servicios básicos, ni siquiera los de mínimos de 
justicia a toda su población. Entre tanto, los grupos D serán muy escasos.  
o Más tarde y hasta finales de los años 70’ contar con los bienes 
económicos suficientes para costear y suministrar los servicios públicos 
básicos ya no será un problema para el Estado, que logrará alcanzar, por 
primera vez en su historia, los mínimos de justicia en el suministro de 
tales bienes para la satisfacción de necesidades básicas humanas, gracias 
a los recursos provenientes de la explotación y exportación petrolera, sin 
contar prácticamente con los del trabajo interno productivo. Sin 
embargo, la debilidad del Estado en este periodo, sobre todo vendrá dada 
por la incapacidad de los funcionarios y ciudadanos de administrar, 
invertir y distribuir los cuantiosos ingresos petroleros con visión 
retrospectiva y prospectiva, así como por la incapacidad política y social 
para hacer frente al rápido movimiento y cambio de valores y 






o Durante la década de los 80’ hasta 1999, la debilidad responderá a una 
incapacidad financiera (como consecuencia de la caída de los precios del 
petróleo y la pesada deuda externa mayor al 70% del PIB), así como por 
una incapacidad de producir y generar recursos de una fuente  distinta 
(alterna) al petróleo, y por una falta de voluntad y visión política y social 
para desarrollar todas las posibilidades del texto constitucional de 1961, 
que conllevó a la no satisfacción de los mínimos de justicia quebrándose 
el pacto político-social (puntofijismo).  
o Entre 1999-2003 la debilidad del Estado estará más determinada por el 
saboteo del pacto político-social  consagrado en la constitución de 1999 
por parte de algunos individuos temerosos de la movilización social 
ascendente, seguida por la continuada incapacidad productiva alterna al 
petróleo y la consecuente incapacidad financiera, todo ello pese a existir 
una voluntad política (gobierno entrante) y social de la mayoría de la 
población (fundamentalmente los individuos A, B y C progresistas).  
o Entre 2003-2006 la debilidad no tendrá que ver con la incapacidad 
financiera sino fundamentalmente responderá a la persistente 
desconexión social y falta de acuerdo intrasocial con respecto al fin del 
Estado y la relación de éste con la Sociedad.  
o A partir de 2006 la debilidad del Estado venezolano continuará no siendo 
particularmente de tipo financiero  (pese a que se incrementa anual y 
riesgosamente la deuda pública, la inflación, etc.)  sino de producción 
directa (baja producción petrolera y destrucción de cualquier otro sector 
productivo),  producción indirecta (la inducción a la discordia y el 
resentimiento han mermado las relaciones familiares, laborales y 
vecinales cerrando el espacio para la productividad indirecta), técnica 
(destrucción de la formación elemental y ocupacional sustituyéndola por 
ideologizaciones), y sobre todo, social al haberse polarizado la sociedad 
(un frente ABC trabajador y progresista y otro CD improductivo y 
ocioso), quebrándose una vez más el pacto político-social  
(bolivarianismo). 
 Venezuela es de por sí un Estado cuya pluralidad social (A, B, C y D) se presta 
para las desviaciones hacia la derecha, la izquierda y hacia el poder. 






periodos de auge y consolidación entremezclados con los de crisis que ha 
experimentado histórica y cíclicamente Venezuela. Con el trascurrir de los años, 
las desviaciones a la derecha y a la izquierda lejos de reducir las brechas 
sociales, las han ampliado haciendo cada vez más proclive al Estado a las 
desviaciones hacia el poder las cuales han terminado por engrandecer al Estado 
y aumentar su poder, así como el poder del gobernante de turno, erigiéndose así 
por encima de la sociedad y cada uno de sus miembros, quebrando los pactos 
políticos-sociales de 1961 y 1999.  
 Por consiguiente, Venezuela es y ha sido persistentemente un Estado débil, que 
en épocas de auge económico y aparente fortaleza, lo único que esconde es una 
gran vulnerabilidad e incapacidad técnica y productiva entremezclada con una 
falta de compromiso y pérdida del sentido de responsabilidad mutua entre 
quienes ejercen cargos públicos y la ciudadanía en general. Pese a su debilidad, 
no puede hablarse de que Venezuela sea de por sí un Estado fallido, pero sí 
quizás que está en vías de serlo porque su desviación hacia el poder lejos de 
hacerlo un Estado fuerte lo está convirtiendo en un Estado cada vez más frágil, y 
por tanto, presto a emplear la represión, opresión y agresión (comportamiento 
roguish) dentro de su propio territorio y contra su propia población (gross 
repressors) y fuera de éste con comportamientos provocativos y belicosos 
(aggressive repressors), para mantener el poder y el botín que representa el 
Estado. Consecuentemente, el stateness de Venezuela no es solamente de un 
Estado débil (weak state) sino también de un Estado en vías de fallar (failing 
state).   
 Venezuela es un estado débil y en vías de fallar, porque ha exaltado y promovido 
las clases ociosas en detrimento de las clases trabajadoras. Los grupos humanos 
A y B prácticamente han desaparecido o se han transformado en grupos 
humanos C improductivos, e incluso D, como consecuencia de las políticas 
legales, extralegales, populistas y paternalistas de los gobiernos que empujan al 
conformismo, la apatía, la costumbre, el oportunismo y bandolerismo, así como 
a la emigración de sus ciudadanos menoscabando la autoestima y la autonomía 
de los venezolanos. 
 Venezuela es un Estado débil y en proceso de fallar porque no está cumpliendo 






población, y ello no precisamente por una incapacidad financiera, sino por una  
falta de voluntad y negligencia vergonzosa de quienes desempeñan funciones 
públicas, que teniendo el poder para cambiar la situación deciden no hacerlo 
para seguir beneficiándose de la situación de crisis y anarquía a la que han 
sometido a Venezuela.  
 Venezuela es un Estado débil y en vías de fallar porque los gobiernos con sus 
políticas populistas y confiscatorias les han quitado a sus ciudadanos la 
responsabilidad y la oportunidad de regir sus propias vidas (empowerment of the 
people) y de elegir y decidir sobre cuestiones esenciales como por ejemplo sus 
consumos legítimos.  
 Venezuela es un Estado débil y en vías de fallar porque los gobiernos de turno 
han quebrado el pacto político-social y han destruido cualquier proceso de 
sinergia social convirtiendo al Estado (Gobierno) no solamente en un gestor de 
todo sino el dueño de todo, subordinando así los intereses comunes a los 
particulares, y el Derecho al imperio de la Política, pero de la política sin 
ciudadanos. 
 
Venezuela seguirá, paradójicamente, siendo un Estado débil en la medida que su 
fuente fundamental de riqueza monetaria siga siendo la captación internacional de la 
renta del suelo en lugar de la producción local de plusvalía.  Y es que la incapacidad 
local para producir al menos los bienes y servicios básicos para garantizar la 
supervivencia física y mental así como la autonomía de su población, es una clara 
muestra de la debilidad estatal. Además de crearse riqueza real en Venezuela, debe 
aplicarse un sistema de impuestos homogéneo, cierto y no arbitrario que enlace entre sí 
al Estado y la Sociedad, a los dirigentes y los dirigidos. El que el principal 
contribuyente en Venezuela siga siendo solo la industria petrolera que es propiedad del 
Estado (Gobierno) lo que promueve es que los gobernantes administren el Estado como 
su feudo personal, privaticen y personalicen lo público, se desvinculen de la sociedad y 
crean erróneamente que no tienen responsabilidad frente a ella. 
Igualmente, Venezuela continuará siendo un Estado débil si persiste en la idea 
errónea de satisfacer las necesidades económicas del mercado y los intereses privados 
de quienes gobiernan y sus acólitos nacionales y extranjeros, en detrimento de la 
satisfacción de las necesidades básicas de su población. También proseguirá siendo un 






como el resentimiento, la envidia, la discordia y la venganza (vid. epígrafe 3.3.6 Causas 
humanas) haciendo que la convivencia social y la sociabilidad humana sea simplemente 
una quimera. La “batalla” por eliminar la clase media en Venezuela (y en otros Estados) 
no responde más que a pasiones humanas y a ideologías mezquinas, que niegan que la 
miseria se puede superar, es decir, que la miseria no es un destino, sino que con trabajo, 
esfuerzo y respeto por los tuyos y por los demás es posible alcanzar el proyecto de vida 
que cada quien considera valioso.  
En Venezuela hace falta una despersonalización del debate y la erradicación de la 
violencia a lo interno de los partidos y fuera de éstos. Pese a ello, no debe olvidarse que 
el agotamiento e inviabilidad del Estado venezolano del pasado, del presente y futuro no 
tiene que ver fundamentalmente con los partidos políticos, sino más bien porque no se 
termina de comprender que una cosa es el Estado y otra el Gobierno; que una cosa es el 
poder del Estado y otra el poder del Gobierno; que el Estado está para cumplir fines 
comunes y no privados ni partidistas ni personalistas, pues esto último debe proveérselo 
cada quien de su propio peculio trabajando productiva y honestamente. 
Uno de los grandes retos de los líderes y futuros gobernantes de Venezuela es lograr 
la cohesión política-social, unir a la sociedad alrededor de una “idea de Estado”, para 
superar la fragmentación social. Pero, entendiendo que ello es un proceso largo y no 
inmediato, se infiere que el acuerdo político-social inicial tendrá que estar determinado 
más por la disponibilidad presupuestaria del Estado, que por las aspiraciones y 
expectativas divergentes de sus grupos sociales, siendo lo ideal que ese acuerdo 
político-social encontrase su punto de equilibrio en un nivel, al menos, igual a los 
mínimos de justicia.  
Los cambios en Venezuela deberán producirse en el interior de ella, y exigen una 
transformación de las conciencias tipo C y D, a una de tipo B. Ningún otro Estado u 
organismo subregional o supranacional podrá cambiar las cosas en Venezuela, pues está 
más allá de sus capacidades y de la legalidad. De tal manera, que los cambios deben 
llevarlos a cabo los mismos venezolanos y residentes en Venezuela. 
Sean cuales fueran los resultados de las innumerables elecciones populares por venir, 
lo que está claro es que ninguna línea política que se opte llevar adelante, tendrá 
perspectivas de madurar y prosperar si ignora la realidad político-social en la cual actúa. 
Si bien es cierto que la sociedad venezolana reclama relaciones políticas más maduras, 
respetuosas de la pluralidad y propicias al diálogo; que ansía la despersonalización del 






(menos decir) y más gobierno (más hacer); que exigen respeto por las leyes que no 
erosionan los derechos individuales y colectivos, produciendo injusticias; también lo es 
que se trata de una sociedad donde no existe un consenso o al menos no hay claridad 
con respecto al modelo de Estado que se quiere y necesita: ¿cuál debería ser el papel del 
Estado dentro de la sociedad?,  ¿cuál es el fin del Estado venezolano?. En Venezuela 
ante todo ha de recuperarse el sentido de la identidad supra-individual en los términos 
que han sido indicados en la presente investigación. Lograr un consenso sobre la 
identidad de la sociedad y sus valores y principios es esencial para luego instaurar 
instituciones políticas legítimas que respeten y aseguren la promoción de esos valores 
identitarios.  
No puede ignorarse que los venezolanos están acostumbrados a una importante 
intervención del Estado-Gobierno en la vida política, social y económica, con lo cual 
revertir esta idea de Estado no es una tarea fácil. Para los venezolanos el fin del Estado 
es el bienestar y la maximización de la felicidad, entendida ésta como que el fin del 
Estado es el dinero para gastar, gozar y consumir, en lugar de crear y producir. 
Lamentablemente hay una gran influencia de la cultura hedonista en Venezuela, 
revertirla resulta una tarea ardua sobre todo ante la presión de grupos fuertes emergentes 
(cogollos, vástagos de las clases altas venezolanas, ricos en decadencia) que inducen al 
consumo superfluo en lugar de a la creación y producción porque temen a la movilidad 
ascendente, condenado a los pobres o a los menos afortunados a continuar siéndolo.  
Finalmente, los venezolanos deben dejar de percibir la renta petrolera como una 
riqueza en expansión que por su carácter natural y colectivo, debe beneficiarlos 
simplemente por su condición de ciudadano. Los venezolanos deben ser más 
productivos localmente, desarrollar sus propios conocimientos, tecnologías. Es un 
desafío crear y desarrollar las capacidades humanas en el país (de los ciudadanos y 
funcionarios) y rehabilitar el lenguaje de los deberes sin menoscabo del de los derechos, 




 Debe concebirse al Estado más integralmente, es decir, que no solo está 
compuesto por la población, el territorio, las instituciones políticas y la 
soberanía, sino que además incluye la noción de Estado y la sinergia política-






 Entender que el Estado no es un ente imaginario o etéreo, sino una realidad 
social que es mucho más que un conjunto de instituciones lideradas y 
coordinadas por uno o unos pocos dentro de un territorio y con una población 
determinada, sino que es la Comunidad en la que los ciudadanos (nacionales, 
residentes, refugiados, asilados, etc.) encuentran donde desarrollar sus 
capacidades para que con su productividad directa e indirecta satisfacer sus 
necesidades humanas básicas, la de los suyos y de los demás, haciendo posible 
incluso satisfacer no solo los intereses comunes sino también los particulares 
legítimos, coadyuvaría a fomentar y promover los vínculos de pertenencia y 
compromiso del ciudadano con el Estado. 
 Comprender que la productividad directa e indirecta de la gente es la que crea la 
riqueza de un Estado, que son la fuente de origen de los ingresos con los cuales 
luego se pagarán bienes y servicios, sueldos y salarios, etc., es primordial. Sin 
un aumento de la productividad,  o peor aún, con un decrecimiento de ella, no 
pueden pagarse ingresos reales más altos, ni tampoco los costes del suministro 
de bienes y servicios, sobre todo de aquellos que no siendo básicos, ya figuran 
en la conciencia de los ciudadanos como derechos adquiridos. 
 La satisfacción de las necesidades humanas, y especialmente su optimización, no 
tienen por qué continuar siendo ocupaciones “exclusivas” del Estado 
(Gobierno), sino que pueden ser compartidas con otros actores sociales 
(familias, empresas, ONGs, partidos políticos, sindicatos, etc.). La satisfacción 
de las necesidades humanas básicas e intermedias debe retornar a ser motivo de 
preocupación y ocupación de los ciudadanos, al mismo tiempo que los deseos y 
caprichos infinitos deben volver a ser responsabilidad exclusiva de cada 
individuo habida cuenta que cada quien tiene una idea de lo que es una vida 
feliz. 
 Debe tenerse presente que los Estados viables y prósperos son (y serán) aquellos 
donde prima el sentido de la corresponsabilidad tanto de los actores públicos-
políticos (funcionarios) como de los sociales (familia, sociedad civil, partidos 
políticos, sindicatos, etc.); razón por la cual solamente exigen del Estado la 
satisfacción de los intereses comunes para el desarrollo de capacidades 







 Los gobiernos tienen la responsabilidad de mantener una sana contabilidad 
relacionando los costos de los servicios particulares con las fuentes que los 
proveen, a la vez que los ciudadanos tienen también la responsabilidad de 
asimilar y concientizar que los bienes y servicios públicos cuestan dinero y que 
por ello es esencial ser productivos. Introducir la norma de la responsabilidad 
política y social en los Estados, especialmente débiles, es vital para recuperar la 
salud fiscal, política y social de la comunidad política. Así como también es 
fundamental no perder de vista que se quiera o no todavía debe pensarse en 
términos de economía, por lo que no se puede ignorar que la tarea de suministrar 
unos bienes y servicios públicos debe efectuarse dentro de los límites de la 
economía. 
 Resulta imprescindible rehabilitar el lenguaje de los deberes para con uno 
mismo, los nuestros y los demás. Reconocer que existen límites y techos cuando 
se habla de derechos, también nos exige reconocer que existen límites para la 
provisión de unos bienes y servicios para la satisfacción de las necesidades 
humanas. Por tanto, sí que existen límites a las prestaciones y servicios del 
Estado, especialmente cuando se trata de satisfacer necesidades que van más allá 
de los mínimos de justicia, y ello es así porque los recursos (económicos, 
ecológicos, etc.) no solo son limitados sino que escasos, y en los tiempos que 
corren aún más. 
 Revalorizar el importante rol que juegan los ciudadanos como fuerza social en la 
defensa y protección de los derechos humanos resulta fundamental. Contar con 
su activa participación para que se disponga de los medios, bienes y servicios 
para la satisfacción de las necesidades humanas significaría el reasumir tareas 
que tradicional e históricamente le habían concernido (hacerse cargo de sus 
propios intereses privados). Reconocer la potencialidad de la iniciativa 
individual y colectiva de los seres humanos, así como el estimular a que los 
ciudadanos cuiden del mayor número posible de sus intereses comunes por 
medio de la cooperación voluntaria, coadyuvaría a recuperar en el ámbito de la 
moral, la idea de humanitas o fraternidad. 
 Fomentar el compromiso fuerte de la ciudadanía por trabajar y esforzarse 
conjuntamente para el bien común continua siendo una tarea pendiente.  Desde 






trabajo, del ahorro (austeridad) y la realización humana en lugar de trastocarse 
valores, costumbres y principios impulsando el consumo socialmente 
indecoroso, lúdico y el individualismo egoísta. La expansión de la cultura de la 
sociedad ociosa debe detenerse y en su lugar expandir la cultura del esfuerzo, del 
trabajo y del deber. 
 Debe rescatarse el presupuesto ético del Estado y su compromiso por promover 
las excelencias humanas. Que el Estado vele por la seguridad humana no 
significa quitarle a la gente la responsabilidad y la oportunidad de regir su vida 
(empowerment of the people) y de ser partícipe activo en la vida de su sociedad. 
 La política y la asistencia social deben estar dirigidas a desarrollar y fortalecer 
las capacidades humanas, en lugar de adormecerlas. Deben reforzar la 
generación de ciudadanos autónomos e independientes capaces de asumir 
responsabilidades para con los suyos y los demás. En la asistencia social debería 
anteponerse la cuestión ética a lo sentimental para evitar atribuir al Estado la 
obligación de dar sin ton ni son haciendo muchas veces que la situación de la 
persona ayudada sea tan deseable como la de quien lo ha conseguido sin ayuda 
de nadie. 
 Comprender que la renta nacional de un Estado pertenece a sus ciudadanos que 
con su trabajo, intelecto, ingenio y esfuerzo han generado unos recursos 
económicos para el mantenimiento de su comunidad política y social, 
coadyuvaría a tener siempre presente el fuerte vínculo que existe entre la 
Sociedad y el Estado, y por tanto a fortalecer el sentido de pertenencia, arraigo y 
compromiso ciudadano con aquél. Entender de una vez que la renta nacional no 
pertenece a los gobiernos, exigiría a los ciudadanos el deber y el derecho de 
demandarle a los dirigentes un uso eficiente, eficaz y transparente de los 
recursos públicos (de consumo conjunto). El uso y gestión de los bienes 
económicos públicos están sujetos a límites: ningún gobierno debería poder 
gravar, tomar prestado y gastar sin más límites que los que él mismo se impone 
pues de lo contrario se gestan los Estados Secuestradores (Kidnapper State).   
 Recuperar y defender el Estado Social (de Justicia y viable) donde se satisfacen 
las necesidades humanas básicas de todos es una tarea que no se puede 
postergar. La tentación por sustituirlo por un Estado Mínimo donde se excluyen 






como acción del gobierno, habría que finalmente dejarla atrás, al igual que la 
pretensión de sustituirlo por un Estado de Bienestar y Expansivo donde 
solamente se satisfacen las necesidades económicas del mercado y las 
necesidades privadas de quienes gobiernan o detentan el poder, secuestrándose 
el poder del individuo y de la colectividad condenándoseles a vivir 
heterónomamente . 
 En la era de las nuevas tecnologías, los medios de comunicación y las redes 
sociales deberían estar orientadas a rehabilitar el lenguaje de los deberes y 
rescatar el sentido del esfuerzo y de la responsabilidad. También deberían 
promover la búsqueda de nuevos líderes, pero, de líderes no iguales a 
nosotras/os, sino mejores que nosotras/os. Y es que ya no basta con que los 
supuestos líderes hablen el mismo lenguaje del pueblo, o que se vistan como el 
pueblo, o que prometan proveer beneficios monetarios, servicios gratuitos y 
bienes y servicios por debajo de su costo para comprar votos, o que digan que lo 
que no funciona es culpa de otros o que sepan astutamente sacarle partido a los 
errores de sus opositores y a las pasiones y estados de ánimo del pueblo. 
Contrariamente, se requieren líderes que entiendan lo que significa la actividad 
de gobernar, capaces de coordinar y dirigir una sociedad en la que convergen 
una pluralidad de aspectos del interés común (económico, político, religioso, 
internacional, etc.). Se requieren líderes con visión política y capacidad 
legislativa.  
 Al mismo tiempo, no debe ignorarse que la creación, formación o reconstrucción 
del Estado no es obra de un solo hombre y que la debilidad del Estado no se 
supera con líderes carismáticos, ni mucho menos populistas. 
 La política no puede circunscribirse a los políticos. La sociedad y cada uno de 
sus miembros tienen la responsabilidad y el deber de participar políticamente, lo 
cual no se reduce al sufragio, sino que incluye también la vigilancia del contrato 
político-social y su sostenibilidad, es decir, que los ciudadanos deberían 
preocuparse por revisar los presupuestos públicos antes de votar para evaluar la 
viabilidad de las propuestas políticas y evitar que sean simples promesas para 
comprar votos. Si los ciudadanos cumplen con su deber de dar a la comunidad 
política los recursos necesarios para el funcionamiento del Estado; los 






para lo cual es importante que esta información sea pública y asequible a todos 
los ciudadanos. 
 Debe no olvidarse que cada individuo adulto debe responsabilizarse de cuanto 
atañe a su bienestar individual y familiar, pues ello es un fundamento para 
garantizar la convivencia pacífica en cualquier sociedad. Reconocer que muchas 
de las pretensiones de los ciudadanos carecen de justificación y que nadie tiene 
derecho a vivir a costa de los demás, y por lo tanto, ni del Estado; es vital para 
reducir la excesiva carga a la que han estado siendo sometidas las instituciones 
estatales, mermando su capacidad. 
 En la actualidad, son muchos los Estados, incluyendo los llamados 
desarrollados,  que no tienen la capacidad para hacerse responsable de las tantas 
obligaciones que han asumido y que superan los mínimos de justicia y los 
niveles de productividad social. En los últimos tiempos, en la mayoría de los 
Estados están siendo las conciencias de tipo C y D las que están teniendo mayor 
participación política y las que están determinando el fin del Estado, haciéndolo 
cada vez más parasitario, improductivo y deudor. Por consiguiente, las 
conciencias de tipo A y B tendrían que aumentar su participación y compromiso 
con lo político y público. 
 Cualquier programa orientado a mejorar la calidad de vida y dignidad de los 
ciudadanos deben pasar por hacer una distinción entre deseos y necesidades 
humanas. La insistente confusión (velada o no) entre bienestar y justicia poco 
contribuyen a garantizar la satisfacción de las necesidades humanas básicas de 
todos, satisfaciendo los deseos de unos pocos.   
 Comprender que tener acceso a bienes y servicios básicos para la satisfacción de 
necesidades humanas, no supone automáticamente hablar de gratuidad de los 
bienes y servicios, pues la satisfacción de las necesidades básicas y la garantía 
de los derechos civiles, políticos y sociales cuestan dinero y por tanto exigen 
erogaciones presupuestarias.  
 Pretender que sin crecimiento y sin desarrollo económico y humano, se 
satisfagan tanto necesidades como deseos infinitos, es simplemente una 






 Todas/os debemos desempeñar y asumir nuestras responsabilidades familiares, 
escolares, laborales y ciudadanas si realmente queremos y aspiramos a la 
convivencia pacífica, a la socialidad humana.  
 
Finalmente, con el desarrollo de esta investigación se ha logrado responder las 
preguntas que fueron formuladas previamente sobre el objeto de estudio y constituye 
una contribución al estado del arte, aunque vale decir que en la medida en que se fue 
avanzando en el análisis de la información también surgieron otras interrogantes a las 
cuales igualmente se ha intentado dar respuesta, apareciendo nuevas inquietudes que 
serán una fuente para investigaciones posteriores en las siguientes líneas: 
 
 Ética del Estado 
 Autonomía democrática 




















CONCLUSIONI E RACCOMANDAZIONI 
 
In base agli interrogativi e agli obiettivi della ricerca, a continuazione vengono 
esposte, innanzitutto le conclusioni generali e specifiche scaturite dallo sviluppo della 
ricerca – in particolare, le conclusioni specifiche riguardano i risultati e gli apporti più 
significativi ottenuti a seguito dello studio di caso (Venezuela)-. In secondo luogo, 




Come si è già detto, sono molte, svariate e mutevoli le ragioni per cui gli Stati si 
indeboliscono: cause di natura economica, geografica, storica, sociale, politica ed 
umana sono state indicate in questa tesi, sottolineando l’importanza di tener presente 
che ogni caso è unico e che, pertanto, nessuna delle cause e delle manifestazioni 
correlate sono le stesse in tutti gli Stati e in ogni momento. Ciononostante, è possibile 
fare una distinzione tra alcune cause tipiche della debolezza statale e altre che, più che 
essere l’origine della vulnerabilità dello Stato, sono quelle che aumentano il loro grado 
di debolezza, facendo in modo che quest’ultimo affondi nel fallimento, nel crollo e/o 
nella violenza. 
Tra le cause della debolezza statale, andrebbero sottolineati i seguenti fattori: (i) la 
carenza di un’infrastruttura sociale a conseguenza della mancanza di coesione sociale 
(tra i membri di una società) e politico-sociale (Società-Governo); (ii) il cambio 
culturale, di valori e aspettative degli individui che sovraccaricano le funzioni di prima 
necessità dello Stato e che eccedono le sue capacità tecniche e finanziarie; (iii) 
l’inaffidabilità, il disordine e l’inefficacia, e la mancata sottomissione al Diritto delle 
istituzioni politico-amministrative che consente ai governanti di amministrare o di 
gestire lo Stato come se si trattasse di un loro feudo personale, agendo in modo 
contrario al fine per cui vennero eletti, creando inoltre una cultura di non rispetto nei 
confronti delle norme statali e inducendo all’anarchia e al disordine sociale.  
Si sono approfonditi determinati argomenti per mettere in discussione l’idea secondo 
cui la debolezza degli Stati può essere misurata unicamente in base alla quantità e alla 
qualità dei beni e dei servizi che questi forniscono alla società, senza prendere in 
considerazione la sostenibilità nel tempo di tali prestazioni; e poi che la capacità dello 






organizzativo dello Stato (Governo), ma che va ben oltre, includendo ogni singolo 
membro della Società: da qui il fatto di aver costruito una definizione propria della 
Capacità dello Stato, o detto altrimenti, della Capacità Politica e Sociale dello Stato nei 
seguenti termini: “consiste nell’abilità di stabilire un accordo Stato-Società che, 
esternando l’identità e i valori di una determinata società, consenta alla Società stessa di 
generare le risorse necessarie e, allo Stato, l’abilità di riuscire ad avere le risorse 
necessarie al conseguimento degli obiettivi del patto politico-sociale, di ottenere risultati 
effettivi, e rendere conto degli stessi sia ai suoi cittadini sia ai suoi creditori”.  
Tale concettualizzazione rivela una relazione di reciprocità tra Stato e Società, e 
mette in evidenza che uno è responsabile nei confronti dell’altra per il conseguimento 
dei fini dello Stato, includendo l’adempimento degli obblighi positivi tali come 
l’approvvigionamento di beni e di servizi pubblici per soddisfare i bisogni umani di 
prima necessità e universali, legati ai diritti politici, civili e sociali. Pertanto, la capacità 
(able) e la volontà o disposizione (willing) dei dirigenti e dei preposti devono coincidere 
in senso univoco.  
Si è constatato che l’agibilità e la forza di uno Stato  non dipende soltanto dalle 
abilità e dai propositi dei politici, leader e governanti, ma anche dalle capacità (potere) e 
dalla predisposizione (volontà) di ogni singolo membro che conforma la società. Il 
preoccupante incremento degli Stati deboli nel sistema internazionale non ubbidisce, 
pertanto, solo all’eventuale incapacità o mancanza di disposizione delle organizzazioni 
e delle amministrazioni politico-statali nell’espletamento delle loro funzioni, ma anche 
ad un’allarmante mancanza di corresponsabilità sociale e cittadina che delega allo Stato 
una quantità di compiti che dovrebbe assumere, con il conseguente sovraccarico di 
funzioni da parte dello Stato. E poi, è di vitale importanza assimilare che il “diritto” dei 
cittadini in virtù del quale lo Stato deve agire in un determinato modo, implica a sua 
volta che i cittadini accettino di avere una responsabilità nei confronti dello Stato, e cioè 
che devono anche apportargli le condizioni e i servizi necessari affinché esso possa fare 
ciò che i cittadini credono che sia suo dovere fare. Ogni richiesta o aspirazione dei 
cittadini deve, quindi, avere una sua contropartita in quanto a produttività diretta o 
indiretta.  
È chiaro che anche lo Stato ha delle responsabilità nei confronti della Società, e che 
non soltanto consistono nel fornirle beni e servizi volti a soddisfare le necessità umane, 
ma anche nel gestire e amministrare in maniera efficace ed efficiente i beni economici 






fonti di ingresso, adattare e giustificare le spese alle entrate disponibili e mantenere una 
contabilità ordinata, appartengono all’insieme delle responsabilità e dei doveri 
attribuibili ai governanti.  
Orbene, se lo Stato accetta e assume l’idea erronea che non vi sono limiti a ciò che 
può avere dalla Società; e se allo stesso tempo la Società pensa ugualmente che non vi 
siano limiti in quanto a ciò che può da esso esigere, si verifica una serie di squilibri che 
si rivelano soprattutto quando le risorse, specialmente quelle economiche, vengono a 
scarseggiare (ancora di più) trasformandosi in una minaccia per la attuabilità e la 
sostenibilità dello Stato. Da qui la messa in discussione dell’idea secondo cui la 
debolezza degli Stati possa essere misurata soltanto attraverso la quantità e la qualità dei 
beni e dei servizi che fornisce alla Società, poiché va tenuta ugualmente presente la 
sostenibilità nel tempo di tali prestazioni, soprattutto se oltrepassano i livelli minimi di 
giustizia soddisfacendo desideri umani insaziabili invece di necessità umane.  
La crescente confusione (più o meno velata) tra necessità e desideri, l’esaltazione dei 
diritti a scapito dei doveri, la strumentalizzazione di concetti socialmente accettati 
come, per esempio, quello dei diritti umani per legittimare qualsiasi esigenza, 
rivendicazione o richiesta non precisamente basata su necessità bensì su desideri, stanno 
cambiando a tal punto la realtà sociale e il comportamento e le azioni umane (e 
viceversa) da indebolire lo Stato, con la relativa influenza sui suoi scopi e sulle sue 
funzioni. 
È chiaro che i cittadini non possono continuare ad esigere  allo Stato beni e servizi 
per soddisfare desideri infiniti che, per il loro carattere privato (consumo individuale) 
vanno ben oltre i livelli minimi di giustizia e che, ai fini del loro approvvigionamento, è 
imprescindibile che ogni singolo membro della società tutta sia stato in grado di creare, 
innovare e produrre risorse per finanziarli. I cittadini non possono continuare a vivere al 
di sopra delle proprie possibilità, pur essendo altrettanto vero che i governi non possono 
continuare a confiscare le risorse che ricavano dalle loro società per destinarle a scopi 
diversi da quelli convenuti nel patto politico-sociale, convogliandole verso il potere. 
Il fatto è che il sovraccarico di funzioni statali, unito all’attuale situazione di penuria 
economica, non ha fatto altro che incoraggiare lo Stato Confiscatore che aumenta 
all’infinito l’azione estrattiva interna ed esterna dello Stato (aumento delle imposte, 
dell’indebitamento e del disinvestimento nazionale ed estero) fino ad erodere il suo 
gettito fiscale senza riuscire a risolvere problemi strutturali associati alla soddisfazione 






un meccanismo per far sì che le banche e gli istituti finanziari nazionali e internazionali 
riciclino i loro copiosi depositi sotto forma di prestiti, e che i governanti e i gruppi 
dominanti (politici e commercianti) stringano tra loro alleanze e costruiscano nuove reti 
clientelari che apportino loro un beneficio proprio, mentre i cittadini esprimono il loro 
pensiero sull’inadeguatezza e arbitrarietà nella gestione dei loro governanti limitandosi 
ad abbandonare i loro propri Stati (voto con in piedi) trasformandosi in stranieri persino 
nei loro stessi luoghi di origine.  
Per costruire forza e stabilità in un weak state bisogna limitare l’azione dello Stato, 
fissare i compiti che può o non può assumere. Tale limitazione dell’azione statale 
eviterebbe anche effetti perniciosi e presumibilmente irreversibili delle deviazioni, 
soprattutto verso il potere, che potrebbero via via verificarsi a conseguenza della 
discrezionalità e dell’arbitrarietà dei governanti. 
Riconoscere che lo Stato (governo e amministrazioni politiche organizzative) non ha 
la responsabilità “esclusiva” del benessere sociale ed economico dei cittadini, è di 
fondamentale importanza. Il fatto che lo Stato abbia il potere e le risorse necessarie per 
garantite l’osservanza delle condizioni politiche, sociali ed economiche previe ai fini di 
una totale partecipazione civile non significa supporre che questo sia l’unico attore 
responsabile di assicurare e di garantire la soddisfazione delle necessità umane e, 
pertanto, della sicurezza degli uomini in senso lato. Che lo Stato abbia il dovere di 
“creare”, “promuovere”, “fornire” le condizioni atte a soddisfare necessità umane 
fondamentali, non significa che debba procurare tutto già pronto e gratis, poiché la dura 
realtà (anche se è antipatica) è che il garantire i diritti e la soddisfazione delle necessità 
umane costa denaro. Anche se l’azione positiva o negativa della Stato è indispensabile 
per garantire i diritti sociali, ciò non toglie merito e rende imprescindibile il ruolo di un 
gran numero di istituzioni private, a capitale misto, non governative e non profit. Sia lo 
Stato che la società (famiglie, aziende, partiti politici, associazioni civili, ONG, ecc.) 
hanno un ruolo realmente importante da svolgere nello sviluppo delle capacità umane e 
nella soddisfazione delle necessità umane, e assolutamente essenziale nella creazione e 
formazione  della comunità politica, nonché nel suo recupero e ricostruzione.  
La comunicazione, deliberazione e trattativa tra i vari gruppi sociali (patto inter-
sociale) e della Società con lo Stato (patto politico) è indispensabile per poter stabilire il 
grado di soddisfazione e di ottimizzazione delle necessità umane, soprattutto se si vuole 
andare oltre i minimi di giustizia. Si è detto che tale trattativa va fatta in tre direzioni. La 






pubblici che dovranno essere forniti dallo Stato alla Società. La seconda prende in 
considerazione il grado di estrazione o il contributo che deve apportare la Società allo 
Stato in termini di imposte e di altri tributi, includendo anche il finanziamento interno o 
le garanzie per il finanziamento esterno. E, infine, la terza ha a che vedere con la 
responsabilità dello Stato nel rendere conto sull’uso fatto delle risorse consegnate dalla 
Società e, a sua volta, della Società sul contributo allo Stato. Quanto detto sopra è stato 
ugualmente esposto in un modello di dinamica progressiva in tre direzioni (disposizione 
politico-sociale, volontà politico-sociale, e beni e servizi pubblici) che offre quanto 
segue: 
 Quanto più si scala su uno qualsiasi dei tre vettori, bisogna per forza scalare 
nella stessa proporzione su tutti gli altri, se si vuole un equilibrio, e pertanto la 
stabilità e l’agibilità dello Stato. Ciò significa che, se la società aspira ad avere 
più beni e servizi pubblici di quelli considerati “minimi”, dovrà essere disposta 
ad incrementare il suo contributo allo Stato, il che significa anche incrementare 
le sue capacità tecniche ed intellettive per produrre e generare le risorse 
necessarie, oltre a dover stabilire nuovi accordi politici-sociali e meccanismi di 
accountability atti a regolare una più lunga lista di beni e di servizi pubblici. Il 
modello suggerisce anche che quanto più desidera lo Stato ricavare beni 
economici dalla società, più beni e più servizi pubblici e di qualità gli saranno 
richiesti, nonché una maggiore chiarezza, trasparenza e rispetto per gli accordi 
politico-sociali, e via dicendo. 
 Gli squilibri nel modello derivano dalle svolte “verso destra”, “verso sinistra” o 
“verso il potere” eventualmente verificatesi soprattutto nelle società divise o con 
profonde divergenze sul proposito o sul fine stesso dello Stato. Le svolte verso 
sinistra implicano disattendere le esigenze dei gruppi A e B a favore di C, 
incoraggiando forse la formazione del gruppo D. Le svolte a destra implicano 
disattendere le esigenze di C e, pertanto, non assicurare la nascita di D, 
favorendo le esigenze di A e B. Mentre invece le svolte verso il potere implicano 
mantenere e/o aumentare il grado di estrazione dalla Società, oltre a sfruttare la 
mancanza di trattativa e di accordo tra i gruppi sociali (A, B, C e D) riguardo ai 
beni e ai servizi che vanno somministrati; assegnare allo Stato maggiori facoltà 
di intervento e appropriarsi delle risorse della Società per soddisfare interessi 
privati dei membri del governo, i suoi seguaci e i suoi propagandisti  






senza che sia limitativo l’impegno nel rendere conto dell’uso delle risorse 
pubbliche.  
 Qualsiasi svolta a destra o a sinistra è sempre giustificata, quando è tesa a 
sviluppare la capacità tecnica, di ricerca e di sviluppo umano della popolazione 
di uno Stato per renderlo altamente produttivo e in grado di rifornirsi dei beni e 
dei servizi pubblici di prima necessità, e anche di quelli destinati a soddisfare 
eventualmente desideri infiniti. Mentre, invece, le svolte verso il potere non 
sono mai giustificate in nessun caso perché implicano che le autorità pubbliche 
incrementeranno il loro intervento aumentando la possibilità che si attribuiscano 
poteri arbitrari che riducano indebitamente le libertà della vita privata, che 
mandino all’aria i patti intersociali e inducano al risentimento sociale e, pertanto 
all’anomia sociale, per assicurarsi la preservazione del potere e della supremazia 
della Politica sul Diritto.  
 Praticamente in tutte le società attuali vi sono (e a volte coesistono) i gruppi di 
tipo A, B, C e D, alcuni dei quali sono proporzionalmente più numerosi rispetto 
agli altri. Gli accordi trattati tra A e B sono quelli che considerano e 
garantiscono l’approvvigionamento di alcuni beni e servizi pubblici in una 
quantità uguale o superiore ai minimi di giustizia, a differenza di quello che 
succede alla fine con gli accordi tra C e D, in cui lo Stato interviene per 
ingrandirsi mentre diminuisce la fornitura di beni pubblici fino a portarli al di 
sotto dei minimi di giustizia. I gruppi C e D complicano la concretizzazione di 
accordi sociali e politici univoci, reciproci e sostenibili economicamente nel 
tempo.  
 Per creare e formare, o ricostruire e rendere nuovamente capace uno Stato vanno 
mobilitate le coscienze di tipo B, e allo stesso tempo vanno moderate le 
coscienze di tipo C e, specialmente, quelle di tipo D. Se una società finisce per 
dominare le coscienze di tipo C e D, c’è da aspettarsi un cambio nella morale 
sociale e nell’etica politica, e ciò a conseguenza della tendenza a ricompensare 
coloro che scelgono una vita oziosa potendo essi lavorare, e questo a spese della 
produttività di altri. L’ideale in una società è che i suoi gruppi sociali, 
nonostante le loro differenze, abbiano come denominatore comune il senso del 
dovere, dello sforzo, del sacrificio, della responsabilità per le conseguenze legate 






superamento, e che, inoltre, adottino un pensiero riflessivo e critico per evitare la 
discrezionalità e l’arbitrarietà dei poteri pubblici nazionali, nonché di qualsiasi 
altro attore transnazionale.  
 L’equilibrio tra la governance estrattiva dello Stato e il conferimento dei beni e 
dei servizi, non rende né “forte” né debole lo Stato, bensì semplicemente 
“sostenibile”, “agibile”. 
 Uno Stato si indebolisce quando cerca di estrarre dalla società più valore di 
quello che quest’ultima produce (improduttività di cittadini e funzionari), o 
quando estrae dalla società più valore di quello che restituisce sotto forma di 
beni e di servizi pubblici.  
 Lo Stato può impegnarsi solo a fornire ciò che dopo la captazione e la 
mobilizzazione delle risorse economiche (funzione estrattiva/tributaria) è in 
grado di finanziare, altrimenti lo Stato incorrerà in un deficit che dovrà coprire 
con ulteriori estrazioni che includeranno imposte progressive, controlli dei 
redditi, limitazioni dei dividendi, confische di attivi e indebitamenti interni ed 
esterni. 
 Affinché lo Stato sia agibile, dovrà essere capace di somministrare almeno i beni 
e i servizi pubblici che corrispondono al minimo di giustizia, utilizzando come 
fonte di finanziamento le risorse ricavate dalla stessa società senza che tale 
ricavo implichi un deterioramento della capacità individuale di auto-procurarsi o 
soddisfare  i propri desideri, e tutto ciò come conseguenza di un processo di 
trattativa Società-Stato in cui si rispetta il rendiconto sia da parte dei cittadini sia 
da parte degli operatori politici. 
 Nello Stato agibile, la funzione estrattiva/tributaria dell’organizzazione politica 
non deve per forza andare oltre un’estrazione interna, e cioè di uno sfruttamento 
esclusivo degli interessi dello Stato (nei casi in cui questo sia proprietario) e 
della determinazione di imposte dirette e indirette, ricorrendo all’indebitamento 
interno solo nei casi di emergenza e di speciale vulnerabilità (restrizioni allo 
Stato Confiscatore). 
 Se gli Stati possiedono una corretta amministrazione e gestione delle entrate 
generate dalla sua stessa società, includendo lo sfruttamento dei loro stessi 
interessi o delle loro proprietà (se li avessero), nonché di quelle derivanti dal 






queste sarebbero sufficienti a finanziare l’azione giusta e minima dello Stato. 
Qualora poi fosse necessario l’indebitamento dello Stato per questioni 
congiunturali, i detentori di tale debito dovrebbero essere gli stessi cittadini per, 
da una parte dimostrare la loro fiducia e lealtà nei confronti del proprio Stato; e, 
dall’altra, per garantire che il patto politico-sociale sia bipartito (Stato e società) 
e non tripartito (Stato, società, creditori stranieri). 
 Uno stato agibile (sociale e di giustizia) è quello che è impegnato nella 
somministrazione di beni e di servizi “minimi”, “accettabili” per soddisfare 
necessità umane fondamentali e universali, come per esempio la sopravvivenza 
fisica (buona salute fisica e mentale) e l’autonomia personale (capacità di 
scegliere, decidere, fare, formulare, partecipare, rafforzare la propria autostima, 
ecc.) che vanno soddisfatte proprio per evitare disabilità, malattie, morti 
premature, squilibri mentali, privazione del sapere e limitazione di facoltà 
umane.  
 I beni e i servizi pubblici associati alla sicurezza umana (concetto più limitato 
rispetto a quello di sviluppo umano), sono proprio quelli che si intendono come 
il minimo di giustizia che uno Stato dovrebbe garantire. Le cose che 
oltrepassano il livello minimo sopra indicato potrebbero essere somministrate 
dagli Stati aventi la capacità tecnica ed economica di permetterselo, prevedendo 
persino la possibilità che sia la stessa società civile incaricata di gestirsele. Tale 
livello minimo o accettabile di beni e di servizi consentirebbe di rendere agibile 
lo Stato (né forte, né debole), o almeno in grado di seguire la giusta strada ai fini 
del suo stesso scopo sociale e storico. Quanto detto non va inteso come una 
pretesa di negazione, subordinazione e posticipazione della soddisfazione dei 
diritti sociali da parte dello Stato, ma come una preoccupazione nel voler dare 
priorità ai diritti che si basano o che derivano da necessità fondamentali ed 
essenziali volte a evitare danni gravi alla persona, e che giustamente sono quelli 
su cui si basa obiettivamente la necessità di intervento dello Stato. 
 Tali beni e servizi pubblici sono in particolare associati alla funzione statale di 
fornire protezione (sicurezza umana) ed includono non soltanto i beni e i servizi 
legati a diritti economici, sociali e culturali (diritti sociali), ma anche quelli 
aventi relazione con i diritti civili e politici. Così, dunque, lo Stato ha il dovere 






penali, amministrative, di polizia, ecc. indispensabili a garantire la sicurezza 
personale, giuridica e politica delle persone. Ha inoltre il dovere di assicurare la 
sicurezza economica (come per esempio fornire opportunità economiche e 
quindi coniare una moneta nazionale; di consentire il commercio, facilitare vie 
di comunicazione e il trasporto, nonché di promuovere l’accesso all’impiego 
retribuito) e la previdenza sociale, ovvero dispensare assistenza ai bambini in età 
scolare (scuola primaria o elementare), assistenza sanitaria primaria 
(disponibilità di acqua potabile, sistema di eliminazione delle feci e smaltimento 
delle acque reflue, assistenza alle donne incinte e ai bambini piccoli, lotta contro 
le malattie infettive, nutrizione adeguata); di promuovere l’accesso ad un 
alloggio decente e ad un abbigliamento sufficiente a preservare la salute e la 
capacità di lavorare; e infine di fornire prestazioni sociali d’emergenza o in caso 
di calamità assicurabili: malattia, incidente, vecchiaia, disoccupazione, 
terremoti, allagamenti. 
 Tali beni e servizi pubblici di prima necessità sono quelli che uno Stato 
dovrebbe somministrare a tutti i suoi abitanti, non soltanto per motivi di 
giustizia, ma anche per una questione di responsabilità pubblica. Ciò significa 
affermare che, effettivamente, vi sono dei beni e dei servizi che, in virtù del loro 
carattere pubblico (consumo congiunto) possono essere pretesi o richiesti da 
qualsiasi società al proprio Stato.  
 Gli Stati agibili (né forti né deboli) sono proprio quelli che raggiungono accordi 
Società-Stato di equilibrio, e riescono a mantenerli nonostante abbiano delle 
società pluraliste. La cosa più importante nella diversità di obiettivi e di interessi 
degli individui e dei gruppi che conformano la Società e lo Stato, è raggiungere 
punti d’incontro: e, a tal fine, non va persa di vista la grande importanza che 
possiede la cooperazione tra questi individui e gruppi per il benessere di tutti, 
come pure l’assunzione di responsabilità giuridiche e morali, e l’esistenza di un 
principio di reciprocità implicita e di distribuzione corretta (equa) degli oneri, 
perché altrimenti le prospettive di sostenibilità dello Stato sarebbero nel tempo 
discutibili.  
 Gli Stati agibili sono quelli che non personalizzano e personificano la comunità 
politica e, pertanto, hanno ben chiaro che una cosa è il potere dello Stato, e 






Riepilogando, uno Stato diventa debole nella misura in cui sia il potere politico che il 
potere sociale falliscono nel rispetto di alcuni dei seguenti criteri: nella sua funzione 
estrattivo-produttiva, o di trattativa e arbitraggio-ubbidienza, o responsabilità politica e 
sociale, con cui non bisognerebbe aspettare di constatare deficienze nella 
somministrazione dei beni e dei servizi pubblici per accorgersi della debolezza di uno 
Stato, dato che essa è solo un sintomo o una manifestazione dell’incapacità statale, e 




Dopo la revisione storica e attuale della questione sociale, economica e politica del 
Venezuela, e una volta applicato il modello dei tre vettori progressivi (disposizione, 
volontà, beni e servizi pubblici) è stato possibile identificare e spiegare le 
trasformazioni dinamiche che si sono verificate nella società venezuelana negli ultimi 
due secoli, concludendo, fatto salvo quanto già esposto nel Capitolo VII (punto 7.4). 
che: 
 In Venezuela, gli accordi Società-Stato sono stati modificati in modo sia 
esplicito (ne sono una prova le 27 costituzioni venezuelane) che implicito (anni 
1989 e 2006 in avanti), apportando un cambiamento nella realtà politica e 
sociale del Paese. 
 Le condizioni di equilibrio del modello dei tre vettori progressivi, nel caso del 
Venezuela si rivelano irregolari visto che, a periodi di costruzione dell’equilibrio 
si sono succeduti periodi di distruzione dello stesso, ovvero una specie di circolo 
più vizioso che virtuoso. Ciononostante, si è rilevato che, soprattutto nel periodo 
1958-2006, soggiaceva l’idea di costruire uno Stato moderno e forte, non 
essendo più così da ottobre del 2006 quando il governo di turno perse il 
referendum popolare per la riforma del patto politico-sociale (Costituzione 
Bolivariana del 1999). Da allora, la prassi non consisteva nel costruire e 
mantenere la stabilità dello Stato (in tutti i suoi componenti) ma nell’annientare 
qualsiasi pretesa di ricostruzione.  







○ Nel XIX e all’inizio del XX secolo (periodo previo allo sfruttamento 
intensivo delle risorse petrolifere), la debolezza era associata 
principalmente all’incapacità tecnica, produttiva e finanziaria della 
società (soggetta alle oscillazioni dei prezzi delle materie prime, alle 
pressioni delle potenze straniere a causa delle pressanti richieste di 
denaro a seguito di operazioni di credito da parte di governanti nefasti; ad 
una mancanza di cultura fiscale e daziale, e ad una abnorme 
concentrazione della ricchezza, alla riscossione di denaro e al consumo 
da parte solo di poche famiglie proprietarie terriere). Nonostante vi fosse 
volontà da parte di alcuni gruppi sociali nel cambiare le condizioni 
politiche, sociali ed economiche di allora, l’incapacità politica e sociale 
impedì che in quel periodo lo Stato somministrasse beni e servizi di 
prima necessità, neanche quelli minimi di giustizia a tutta la sua 
popolazione. A quel tempo, i gruppi D erano molto scarsi.  
○ Più tardi, e fino alla fine degli anni 70, disporre di beni economici 
sufficienti per pagare e somministrare i servizi pubblici di prima 
necessità non fu più un problema per lo Stato, il quale riuscì a 
raggiungere per la prima volta in tutta la sua storia i minimi di giustizia 
nella fornitura di tali beni per soddisfare le necessità fondamentali 
umane, grazie alle risorse provenienti dallo sfruttamento delle risorse 
petrolifere e dall’esportazione del petrolio, senza prendere praticamente 
in considerazione il lavoro produttivo interno. Tuttavia, la debolezza 
dello Stato in questo periodo fu imputabile soprattutto all’incapacità dei 
funzionari e dei cittadini nell’amministrare, investire e distribuire con 
lungimiranza le ingenti entrate provenienti dalla vendita del petrolio, 
come pure all’incapacità politica e sociale di affrontare il rapido 
movimento e cambio di valori e delle aspirazioni sociali (disconnessione 
lavoro-denaro e doveri-diritti). 
○ Durante il decennio degli anni 80 e fino al 1999, la debolezza si dovette 
ad un’incapacità finanziaria (a conseguenza della caduta dei prezzi del 
petrolio e al pesante debito estero che superava il 70% del PIL), nonché 
ad un’incapacità di produrre e di generare risorse da una fonte diversa 
(alternativa) dal petrolio, e ad una mancanza di volontà e di visione 






del 1961, che comportò la mancata soddisfazione dei minimi di giustizia 
con la conseguente rottura del patto politico-sociale (patto del Punto 
Fijo) 
○ Tra il 1999 e il 2003, la debolezza dello Stato venne determinata, più che 
altro, dal sabotaggio del patto politico-sociale consacrato con la 
costituzione del 1999 da parte di alcuni individui che temevano la 
crescente mobilitazione sociale, e aumentata dalla costante incapacità 
produttiva al di fuori dello sfruttamento delle risorse petrolifere e la 
conseguente incapacità finanziaria; il tutto nonostante ci fosse una 
volontà politica (governo entrante) e sociale della maggioranza della 
popolazione (fondamentalmente gli individui A, B e C progressisti).  
○ Tra il 2003 e il 2006, la debolezza non ebbe a che vedere con l’incapacità 
finanziaria, ma risponderà in sostanza alla persistente disconnessione 
sociale e alla mancanza di accordo intersociale riguardo al fine dello 
Stato e alla relazione di quest’ultimo con la Società.  
○ Dal 2006 in poi, la debolezza dello Stato venezuelano continuò a non 
essere di tipo finanziario (nonostante il rischioso incremento annuo del 
debito pubblico, dell’inflazione, ecc.), bensì di produzione diretta (bassa 
produzione di petrolio e distruzione di qualsiasi altro settore produttivo), 
produzione indiretta (l’istigazione alla discordia e al risentimento hanno 
intaccato le relazioni familiari, lavorative e tra vicini, precludendo 
qualsiasi forma di produttività indiretta), tecnica (distruzione della 
formazione elementare e occupazionale sostituendola con 
ideologizzazioni) e, soprattutto, sociale essendo stata polarizzata la 
società (un fronte ABC lavoratore e progressista e un altro CD 
improduttivo e ozioso) ed essendosi rotto ancora una volta il patto 
politico-sociale (bolivarismo). 
 Il Venezuela è di per sé uno Stato la cui pluralità sociale (A, B, C e D) si presta a 
svolte verso destra, verso sinistra e verso il potere. Soprattutto le svolte verso 
destra e la sinistra spiegano i periodi di auge e di consolidamento alternati a 
quelli di crisi che ha vissuto ciclicamente la storia del Venezuela. Con il passare 
degli anni, le svolte a destra e a sinistra, ben lungi dal ridurre le crepe sociali, le 
hanno ampliate rendendo lo Stato sempre più propenso alle svolte verso il potere 






governante di turno, ponendosi in tal modo al di sopra della società e di ogni 
singolo suo membro, rompendo i patti politico-sociali del 1961 e del 1999.  
 Il Venezuela quindi è, ed è stato sempre, uno Stato debole che, nei periodi di 
boom economico e di forza apparente, ha saputo nascondere una grande 
vulnerabilità e incapacità tecnica e produttiva unitamente ad una mancanza di 
impegno e perdita del senso di responsabilità reciproca tra coloro che ricoprono 
cariche pubbliche e i cittadini in generale. Nonostante la sua debolezza, non si 
può dire che il Venezuela sia di per sé uno Stato fallito, ma piuttosto che sta per 
esserlo perché la sua svolta verso il potere, invece di renderlo uno Stato forte lo 
sta trasformando in uno Stato sempre più fragile e, pertanto, predisposto ad 
usare la repressione, l’oppressione e l’aggressione (comportamento roguish) 
all’interno del suo stesso territorio e ai danni della sua stessa popolazione (gross 
repressors) e al di fuori di esso con comportamenti provocativi e bellicosi 
(aggressive repressors), per mantenere il potere e il bottino che rappresenta lo 
Stato. Di conseguenza, lo stateness del Venezuela non è soltanto di uno Stato 
debole (weak state), ma anche di uno Stato che sta per fallire (failing state).  
 Il Venezuela è uno Stato debole e sul bordo del fallimento perché ha esaltato e 
promosso le classi oziose a scapito delle classi lavoratrici. I gruppi umani A e B 
sono praticamente spariti o si sono trasformati in gruppi umani C improduttivi, e 
persino D, a conseguenza delle politiche legali, extralegali, populiste e 
paternaliste dei governi che incoraggiano il conformismo, l’apatia, la 
consuetudine, l’opportunismo e il banditismo, nonché l’emigrazione dei suoi 
cittadini sminuendo l’autostima e l’autonomia dei venezuelani.  
 Il Venezuela è uno Stato debole e sul bordo del fallimento perché non sta 
somministrando i beni e i servizi minimi di giustizia a tutta la sua popolazione, e 
questo non a causa di un’incapacità finanziaria, ma per mancanza di volontà e 
per una vergognosa negligenza da parte di chi esercita funzioni pubbliche che, 
pur avendo la facoltà di cambiare la situazione, decidono di non farlo per 
continuare a trarre vantaggio dalla situazione di crisi e di anarchia in cui hanno 
sprofondato il Venezuela.  
 Il Venezuela è uno Stato debole e sul bordo del fallimento perché i governi che 
si sono succeduti, con le loro politiche populiste ed espropriative, hanno tolto ai 






of the people) e di scegliere e di decidere su questioni di essenziale importanza, 
come per esempio il loro consumo legittimo.  
 Il Venezuela è uno Stato debole e sul bordo del fallimento perché i governi di 
turno hanno rotto il patto politico-sociale e hanno distrutto qualsiasi processo di 
sinergia sociale trasformando lo Stato (Governo) non soltanto in un gestore di 
tutto, ma anche nel padrone di tutto, subordinando così gli interessi comuni a 
quelli personali, e il Diritto alla supremazia della Politica, ma della politica 
senza cittadini.  
Il Venezuela continuerà ad essere, paradossalmente, uno Stato debole nella misura in 
cui la sua principale fonte di ricchezza continui ad essere la captazione a livello 
internazionale della produttività del suolo al posto della produzione locale di plusvalore. 
Il fatto è che l’incapacità autoctona di produrre almeno beni e servizi di prima necessità 
per garantire la sopravvivenza fisica e mentale, nonché l’autonomia della sua 
popolazione, è un chiaro esempio della debolezza statale. Oltre a creare ricchezza reale, 
in Venezuela va applicato un sistema di imposte omogeneo, serio e non arbitrario che 
unisca lo Stato alla Società, i dirigenti ai subordinati. Il fatto che in Venezuela il 
principale contribuente continui ad essere soltanto l’industria petrolifera – che 
appartiene allo Stato (Governo) -  fa sì che i governanti amministrino lo Stato come se 
si trattasse di un feudo personale, che privatizzino e personalizzino la cosa pubblica, si 
distanzino dalla società e credano erroneamente di non avere responsabilità nei 
confronti di quest’ultima.  
Il Venezuela continuerà altresì ad essere uno Stato debole se persiste nell’idea 
erronea di soddisfare le esigenze economiche del mercato e gli interessi privati di coloro 
che governano e dei loro accoliti nazionali e stranieri, a scapito della soddisfazione delle 
necessità fondamentali della sua popolazione. Continuerà ugualmente ad essere uno 
Stato fragile finché insisterà nel promuovere le passioni irregolari degli individui come 
il risentimento, l’invidia, la discordia e la vendetta (vid. punto 3.3.6  Cause umane) 
permettendo che la convivenza sociale e la sociabilità umana siano semplicemente 
un’utopia. La “battaglia” per eliminare la classe media in Venezuela (e in altri Stati) non 
risponde ad altro che a passioni umane e a ideologie meschine che negano che la 
miseria si possa superare, e cioè va fatto capire che la miseria cronica non si deve al 
fato, ma è una contingenza che con lavoro, sforzo e rispetto per i tuoi e gli altri è 







In Venezuela c’è bisogno di una depersonalizzazione del dibattito e dello 
sradicamento della violenza all’interno e fuori dei partiti. Ciononostante, non va 
dimenticato che la debilitazione e l’inagibilità dello Stato venezuelano del passato, del 
presente e del futuro non hanno a che vedere fondamentalmente con i partiti politici ma, 
piuttosto, con il fatto che non si è capito del tutto che una cosa è lo Stato e un’altra il 
potere del Governo; che una cosa è il potere dello Stato e un’altra il potere del Governo; 
che lo Stato esiste per perseguire fini comuni e non privati, né di parte o di 
personalismi, poiché il proprio tornaconto se lo deve procurare ognuno lavorando in 
maniera produttiva e onesta.  
Una delle grandi sfide dei leader e futuri governanti del Venezuela è conquistare la 
coesione politico-sociale, unire la società attorno ad un’”idea di Stato”, per poter 
superare la frammentazione sociale. Intendendo tuttavia che questo è senza dubbio un 
processo lungo e non immediato, si deduce che l’accordo politico-sociale iniziale dovrà 
essere determinato più dalla disponibilità finanziaria dello Stato che dalle aspirazioni e 
dalle aspettative divergenti dei suoi gruppi sociali, essendo l’ideale che tale accordo 
politico-sociale trovasse il suo punto di equilibrio ad un livello pari, almeno, ai minimi 
di giustizia.  
I mutamenti in Venezuela dovranno verificarsi in profondità, ed esigono una 
trasformazione delle coscienze di tipo C e D in una di tipo B. Nessun altro Stato o ente 
sub-regionale o sovranazionale potrà mai cambiare le cose in Venezuela, perché esula 
dalle sue capacità e dalla legalità. Tali cambi quindi li devono effettuare gli stessi 
venezuelani e residenti in Venezuela.  
Qualunque siano i risultati delle innumerevoli votazioni popolari che si terranno in 
futuro, è chiaro che nessuna linea politica che si deciderà di portare avanti avrà 
possibilità di maturare e di prosperare se ignorerà la realtà politico-sociale in cui opera. 
Sebbene sia vero che la società venezuelana esige delle relazioni politiche più mature, 
rispettose del pluralismo e favorevoli al dialogo, che desidera ferventemente la 
depersonalizzazione del dibattito, lo sradicamento della violenza politica e di parte; che 
vuole meno retorica (meno parole) e più governo (più fatti); che esige rispetto per le 
leggi che non intacchino i diritti individuali e collettivi, causando ingiustizie; è 
altrettanto vero che si tratta di una società in cui non esiste un consenso o, piuttosto, non 
esiste chiarezza riguardo al modello di Stato che si vuole e che è necessario: quale 
dovrebbe essere il ruolo dello Stato all’interno della Società? Qual è il fine dello Stato 






individuale nei termini indicati nel presente lavoro di ricerca. Ottenere un consenso 
sull’identità della società, dei suoi valori e principi, è essenziale per poi instaurare 
istituzioni politiche legittime che rispettino e assicurino la promozione di tali valori 
identitari.  
Non si può ignorare che i venezuelani sono abituati ad un importante intervento dello 
Stato-Governo nella vita politica, sociale ed economica, e quindi cambiare questa idea 
di Stato non è un compito facile. Per i venezuelani, il fine dello Stato è il benessere e la 
massimizzazione della felicità, nel senso che il fine dello Stato è avere denaro da 
spendere, divertirsi e consumare, invece di creare e produrre. Purtroppo in Venezuela 
c’è una grande influenza della cultura edonistica, e cambiarla è un compito piuttosto 
arduo soprattutto per la pressione di forti gruppi emergenti (discendenti, rampolli delle 
classi alte venezuelane, ricchi in decadenza) che istigano al consumo superfluo invece 
di promuovere la creazione e la produzione perché temono la mobilità ascendente, 
condannando i poveri, o i meno fortunati, a continuare ad esserlo.  
I venezuelani, infine, devono smettere di percepire i proventi del petrolio come una 
ricchezza in espansione che, per il suo carattere naturale e collettivo, deve beneficiarli 
semplicemente per la loro condizione di cittadini. I venezuelani devono essere più 
produttivi in loco, mettere a frutto le proprie cognizioni, applicare le tecnologie. È una 
sfida creare e sviluppare le capacità umane nel Paese (dei cittadini e dei funzionari) e 
recuperare il linguaggio dei doveri senza sminuire quello dei diritti per poter realizzare 




 Lo Stato va concepito in modo più integrale, nel senso che non soltanto è 
composto dalla popolazione, dal territorio, dalle istituzioni politiche e dalla 
sovranità, ma include anche la nozione di Stato e la sinergia politico-sociale che 
sono elementi chiave per potenziare le capacità statali. 
 Bisogna intendere che lo Stato non è un ente immaginario o etereo, bensì una 
realtà sociale che è molto più che un insieme di istituzioni dirette e coordinate da 
uno o da pochi individui all’interno di un territorio e con una popolazione 
determinata; è la Comunità in cui i cittadini (nazionali, residenti, rifugiati, esuli, 
ecc.) trovano dove sviluppare le loro necessità umane fondamentali, quella dei 






interessi comuni, ma anche quelli privati legittimi. Capire questo aiuterebbe a 
incoraggiare e a incentivare i vincoli di appartenenza e l’impegno del cittadino 
nei confronti dello Stato.  
 Bisogna comprendere che la produttività diretta e indiretta della gente è quella 
che crea la ricchezza di uno Stato; che è la fonte delle entrate con cui poi si 
pagheranno i beni e i servizi, gli stipendi e i salari, ecc. e questo è primordiale. 
Senza un aumento della produttività, e ancora peggio, con la sua decrescita, non 
si possono pagare salari reali più alti, e neanche i costi di fornitura dei beni e dei 
servizi, soprattutto di quelli che, non essendo di prima necessità, si prefigurano 
già nella mente dei cittadini come diritti acquisiti. 
 La soddisfazione delle necessità umane e, specialmente, la loro ottimizzazione 
non devono per forza continuare ad essere delle occupazioni “esclusive” dello 
Stato (Governo), ma possono essere condivise con altri attori sociali (famiglie, 
aziende, ONG, partiti politici, sindacati, ecc). La soddisfazione delle necessità 
umane fondamentali e secondarie deve essere nuovamente un motivo di 
preoccupazione e di occupazione dei cittadini, mentre invece i desideri e i 
capricci infiniti devono essere nuovamente responsabilità esclusiva di ogni 
individuo, visto che ognuno possiede un’idea personale di vita felice. 
 Va tenuto presente che gli Stati agibili e prosperi sono (e saranno) quelli in cui 
prevale il senso della corresponsabilità sia degli attori pubblici-politici 
(funzionari) sia di quelli sociali (famiglia, società civile, partiti politici, 
sindacati, ecc.); ragion per cui esigono dallo Stato solo la soddisfazione degli 
interessi comuni per lo sviluppo di capacità individuali e collettive, assumendo 
come propria la soddisfazione degli interessi privati. 
 I governi hanno la responsabilità di mantenere una contabilità sana mettendo in 
relazione i costi dei servizi particolari con le fonti che li alimentano 
economicamente; e al contempo anche i cittadini hanno la responsabilità di 
assimilare e di prendere coscienza del fatto che i beni e i servizi pubblici costano 
denaro e che per questo è essenziale essere produttivi. Introdurre la norma della 
responsabilità politica e sociale negli Stati specialmente deboli, è vitale per 
recuperare la salute fiscale, politica e sociale della comunità politica. È 
altrettanto fondamentale non perdere di vista, volenti o nolenti, che bisogna 






compito di fornire beni e servizi pubblici va effettuato nell’ambito 
dell’economia.  
 È imprescindibile recuperare il linguaggio dei doveri nei confronti nostri e degli 
altri. Riconoscere che vi sono dei limiti e dei tetti quando si parla di diritti 
implica riconoscere anche che vi sono dei limiti per la fornitura di beni e servizi 
volti alla soddisfazione delle necessità umane. Esistono pertanto dei limiti alle 
prestazioni e ai servizi dello Stato, soprattutto quando si tratta di soddisfare 
necessità che vanno oltre i minimi di giustizia, e questo si deve al fatto che le 
risorse (economiche, ecologiche, ecc.) non soltanto sono limitate, ma anche 
scarse, e in questi tempi che corrono ancora di più.  
 Rivalorizzare l’importante ruolo dei i cittadini, come forza sociale nella difesa e 
protezione dei diritti umani, è fondamentale. Contare sulla loro partecipazione 
attiva affinché si disponga di mezzi, beni e servizi atti alla soddisfazione delle 
necessità umane significherebbe riassumere incarichi che tradizionalmente e 
storicamente spettavano loro (incaricarsi dei propri interessi privati). 
Riconoscere la potenzialità dell’iniziativa individuale e collettiva degli esseri 
umani, nonché incoraggiare i cittadini a curare il più possibile i loro interessi 
comuni per mezzo della cooperazione volontaria, aiuterebbe a recuperare in 
ambito morale, l’idea di humanitas o di fratellanza.  
 Incentivare un forte impegno da parte dei cittadini nel voler lavorare e sforzarsi 
uniti per il bene comune è ancora un lavoro da farsi. Dallo Stato e dalla Società 
va spronata la cultura dello sforzo, del lavoro, del risparmio (austerità) e 
incoraggiato l’operato umano invece di sconvolgere i valori, gli usi e i principi 
favorendo un consumo socialmente indecoroso, ludico e l’individualismo 
egoista. La diffusione della cultura della società oziosa va frenata e, al suo posto, 
va incentivata la cultura dello sforzo, del lavoro e del dovere. 
 Va riscattato il presupposto etico dello Stato e il suo impegno nel promuovere le 
eccellenze umane. Che lo Stato vegli sulla sicurezza umana non significa 
togliere alla gente la responsabilità e l’opportunità di governare la propria vita 
(empowerment of the people) e di prendere parte attiva nella vita della società. 
 La politica e l’assistenza sociale devono essere volte a sviluppare e a rafforzare 
le capacità umane, invece di sopirle. Va rinforzata la generazione di cittadini 






degli altri. Nell’assistenza sociale andrebbe anteposta l’etica all’emozionalità, 
per evitare di attribuire allo Stato l’obbligo di dare a casaccio, facendo molto 
spesso in modo che la situazione della persona aiutata sia tanto desiderabile 
quanto quella di chi è riuscito a farcela senza l’aiuto di nessuno.  
 Capire che il reddito nazionale di uno Stato appartiene ai suoi cittadini che, con 
il loro lavoro, intelletto, ingegno e sforzo hanno generato delle risorse 
economiche in grado di mantenere la loro comunità politica e sociale aiuterebbe 
a tenere sempre presente il forte vincolo esistente tra Società e Stato, e pertanto a 
consolidare il senso di appartenenza, di radici culturali e di impegno cittadino 
nei confronti di quest’ultimo. Capire, una volta per tutte, che il reddito nazionale 
non appartiene ai governi richiederebbe dai cittadini il dovere e il diritto di 
esigere dai dirigenti un uso efficiente, efficace e trasparente delle risorse 
pubbliche (di consumo congiunto). L’uso e la gestione dei beni economici 
pubblici sono soggetti a limiti: nessun governo dovrebbe poter gravare, prendere 
in prestito e spendere senza altri limiti se non quelli che esso stesso si impone, 
altrimenti vengono a formarsi gli Stati Confiscatori (Kidnapper State). 
 Recuperare e difendere lo Stato Sociale (di Giustizia e agibile) in cui si 
soddisfano le necessità umane fondamentali di tutti è un compito che non si può 
rimandare. La tentazione di sostituirlo con uno Stato Minimo in cui si escludono 
alcuni dei doveri più indispensabili e più unanimemente riconosciuti come 
azione del governo, bisognerebbe allontanarla come pure la pretesa di sostituire 
quest’ultimo con uno Stato del Benessere ed Espansivo in cui si soddisfano 
soltanto le esigenze economiche del mercato e le necessità personali di coloro 
che governano o detengono il potere, confiscando il potere dell’individuo e della 
comunità condannandoli a vivere in maniera eteronoma.  
 Nell’era delle nuove tecnologie, i media e le reti sociali andrebbero utilizzati per 
recuperare il linguaggio dei doveri e riscattare il senso dello sforzo e della 
responsabilità. Dovrebbero altresì promuovere la ricerca di nuovi leader, ma di 
leader non uguali a noi, ma migliori di noi. Il fatto è che non è più sufficiente 
che i cosiddetti leader parlino lo stesso linguaggio del popolo o che vestano 
come il popolo, o che promettano di ricavare benefici economici, servizi gratuiti 
e beni e servizi al di sotto del loro costo per comprare voti, o che dicano che ciò 






dei loro oppositori, le passioni o gli stati d’animo del popolo…ci vogliono 
invece dei leader che capiscano il significato di governo, in grado di coordinare 
e di dirigere una società in cui convergano molteplici aspetti dell’interesse 
comune (economico, politico, religioso, internazionale, ecc.). Ci vogliono leader 
con una chiara visione politica e capacità legislativa.  
 Allo stesso tempo, non si deve ignorare che la creazione, formazione o 
ricostruzione dello Stato non è opera di un solo uomo, e che la debolezza dello 
Stato  non si supera con leader carismatici, e ancora meno se populisti.  
 La politica non può essere circoscritta ai politici. La società e ognuno dei suoi 
membri hanno la responsabilità e il dovere di prendere parte alla politica, il che 
non si riduce al voto, ma include anche il controllo del contratto politico-sociale 
e la sua sostenibilità, e cioè che i cittadini dovrebbero preoccuparsi di 
revisionare il bilancio pubblico prima di votare per soppesare l’attuabilità delle 
proposte politiche ed evitare che siano semplici promesse per comprare voti. Se i 
cittadini adempiono al loro dovere di dare alla comunità politica le risorse 
necessarie al funzionamento dello Stato, i governanti (funzionari) hanno il 
dovere di rendere conto ai propri cittadini, e quindi è importante che tale 
informazione sia pubblica e accessibile a tutti i cittadini. 
 Non va dimenticato che ogni individuo adulto deve responsabilizzarsi su tutto 
ciò che riguarda il benessere individuale e familiare, poiché questa è la base  per 
garantire la convivenza pacifica in qualsiasi società. Riconoscere che molte delle 
pretese dei cittadini non sono giustificabili e che nessuno ha il diritto di vivere a 
spese degli altri e, pertanto, neanche lo Stato, è vitale per ridurre l’eccessivo 
onere a cui sono state sottoposte le istituzioni statali, riducendo la loro capacità. 
 Attualmente, sono molti gli Stati, persino i cosiddetti sviluppati, che non hanno 
la capacità di rendersi responsabili dei tanti doveri che hanno assunto e che 
superano i minimi di giustizia e i livelli di produttività sociale. In questi ultimi 
tempi, nella maggioranza degli Stati sono le coscienze di tipo C e D ad avere 
una maggiore partecipazione politica e quelle che stanno determinando il fine 
dello Stato, rendendolo sempre più parassitario, improduttivo e debitore. Le 
coscienze di tipo A e B pertanto dovrebbero aumentare la loro partecipazione e 






 Qualsiasi programma volto a migliorare la qualità di vita e la dignità dei cittadini 
deve fare una distinzione tra desideri e necessità umane. L’insistente confusione 
(velata o meno) tra benessere e giustizia contribuisce ben poco a garantire la 
soddisfazione delle necessità umane fondamentali di tutti, soddisfacendo i 
desideri di pochi. 
 Comprendere che avere accesso a beni e a servizi di prima necessità per 
soddisfare le necessità umane non significa automaticamente parlare di gratuità 
dei beni e dei servizi, poiché la soddisfazione delle necessità fondamentali e la 
garanzia dei diritti civili, politici e sociali costano denaro, e pertanto esigono 
erogazioni finanziarie. 
 Pretendere che senza crescita e senza sviluppo economico e umano si soddisfino 
sia necessità che desideri infiniti è semplicemente un’aspirazione insostenibile e 
pertanto illusoria.  
 Tutti noi dobbiamo assumere e onorare le nostre responsabilità nei confronti 
della famiglia, della scuola, del lavoro e di tutti gli altri cittadini se davvero 
vogliamo e aspiriamo a una convivenza pacifica, a una socialità umana. 
 
Infine, con lo sviluppo di questa ricerca si è riusciti a rispondere alle domande 
formulate previamente sull’oggetto di studio e costituisce un contributo allo stato 
dell’arte, anche se va detto che man mano che si è sviluppata l’analisi delle 
informazioni sono sorte altre domande a cui si è cercato ugualmente di dare una 
risposta, e sono apparsi altri punti di interesse che saranno motivo di altre ricerche 
future sui seguenti temi: 
 
 Etica dello Stato 
 Autonomia democratica 
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Figura No. 7 






















El punto E, que es el lugar donde se interceptan las curvas A y B, representa la posición donde A y B 
coinciden haciendo posible el acuerdo social o intra e intergrupal que será fundamental para la concreción 
del acuerdo político-social, es decir, el rectángulo formado por los puntos 0aEb, donde participan 
activamente Estado y Sociedad.  
 
Como se observa, el rectángulo 0aEb es factible porque las curvas de A y B son de pendiente negativa, es 
decir, que pese a sus diferencias, la  visión general de los grupos o clases sociales en cuanto al propósito 
del Estado es compartida, o sea, que podría hablarse de una sociedad cohesionada, donde sus miembros 
comparten una idea de Estado interventor y proveedor de bienes y servicios pero con límites, teniendo un 
proyecto común por el cual están dispuestos a trabajar y a cooperar. Este rectángulo también supone que 
muy difícilmente los derechos, libertades y bienes y servicios pactados entre los grupos sociales y el 
Estado (pacto político-social) estarán sujetos al regateo político y arbitrariedad de quienes tienen el poder 
o desean hacerse con él, porque el segmento 0b establece el nivel de bienes y servicios pactados que serán 
suministrados por el Estado, el  segmento 0a  indica el nivel de responsabilidad legal y moral que tendrá 
el Estado en la gestión y suministro de tales bienes y servicios públicos, viéndose a su vez delimitada su 
acción por la responsabilidad que tienen los ciudadanos de controlar la acción de los poderes públicos. 
Además, una proyección de los segmento 0a y 0b en el vector “aptitud”, dan como resultado el segmento 
0c que establece el nivel de extracción de recursos que tanto el Estado como la Sociedad consideran 
adecuado para la concreción de los objetivos del Estado.  
 
Lo anterior supone pensar que en sociedades pluralistas el acuerdo político-social se encuentra definido 
de la siguiente manera: Los grupos sociales pactan el nivel de bienes y servicios que pueden estar o no 
asociados únicamente a cubrir necesidades humanas, pero que en todo caso esperan que proporcione el 
Estado (punto de equilibrio E). Además, estos grupos sociales tienen que pactar también sobre el nivel de 
recursos que aportarán para sufragar tales bienes y servicios acordados (para luego determinar el nivel de 
extracción del Estado), así como acordar el nivel de compromiso legal y moral que guardarán para 
respetar dicho acuerdo y que exigirán también al Estado. Tal acuerdo intra e intergrupal constituiría lo 
que se denomina el acuerdo social, convirtiéndose también en político una vez que se determine la 
participación del Estado en él. De modo que el rectángulo 0aEb junto con sus correspondientes 
proyecciones (rectángulos 0ca’a y 0bb’c) representan el denominado acuerdo político-social, es decir, 
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Figura No. 8 
























En el nuevo equilibrio E₁, tanto los sectores poblacionales A como B ven realizados un 
mayor nivel de sus aspiraciones (segmento bd), sin que ello signifique que el Estado 
crezca a un ritmo mayor que la sociedad (por encima de ésta), pues se parte del supuesto 
que se crece proporcionalmente en los tres vectores. De modo que, en la medida en que 
la sociedad incrementa su capacidad de generación de bienes y servicios, es decir, 
crezca económicamente (segmento 0c*), también crece el número de bienes y servicios 
públicos que podrán ser proveídos (segmento 0d), incrementándose igualmente la 
responsabilidad tanto del Estado como de la Sociedad por acometer lo pactado 
(segmento 0o*). Y cabría esperar que siempre que la relación de riqueza Estado-
Sociedad sea constante, el pacto entre ambos permanecerá invariable, pudiendo 
evolucionar el Estado viable (que satisface mínimos de justicia) hacia un Estado fuerte 
en función del progreso económico e intelectual de la sociedad. Así pues, en la medida 
que las sociedades se desarrollen económica y socialmente, es posible que aumente la 
acción estatal, por lo que las curvas A y B ascenderán hacia la derecha como se muestra 
en la Figura No. 8.  Ésta podría ser entonces la dinámica más conveniente para la 
sostenibilidad del Estado, e incluso, para impulsar su fortalecimiento y garantizar el 
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Figura No. 9 
























La figura muestra cómo al introducirse C en la negociación, el acuerdo resultante entre 
A, B y C ya no es unívoco (antes área 0aE₁b formada por A yB) sino ambiguo como 
resultado de las discrepancias entre AB y C lo que crea un área diferencial o de 
divergencia (área 0*bE₁) que puede ser utilizada por quienes detentan el poder o desean 
hacerse con él con fines e intereses electoreros y privados, haciendo posible la 
desviación hacia el poder. La situación se complicaría si en la ecuación entra el grupo D 
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Figura No. 10 





















En esta figura se muestra por ejemplo lo que sería un Estado con una desviación que pudiera denominarse 
“hacia la izquierda”, tras haberse producido una acción gubernamental orientada a mejorar las 
expectativas o asegurar las perspectivas del grupo social C aprovechando el área de discrepancia 0*bE₁. 
En efecto, el equilibrio en E₁ provee al grupo C una cantidad de bienes y servicios superior al mínimo de 
justicia deseado en una proporción 0*bE₁, lo que hace posible que propuestas políticas que propongan a 
los grupos C una cesta de bienes públicos diferentes a éstos puedan tener éxito. Por ejemplo, que en lugar 
de ofrecerles mejoras en infraestructura (redes de carreteras y transportes, mejores dotaciones en escuelas 
y hospitales, o mejores suministros de cloacas, agua y electricidad), se les asegurase una prestación de 
bienes económicos para satisfacer necesidades y deseos privados como  empleos vitalicios, créditos sin 
rembolso, reducciones de la edad de jubilación, incremento de bonificaciones sociales, subsidios directos, 
etc., es decir, bienes y servicios para los que probablemente los grupos C no han producido los recursos 
para costearlos. Y es que el grupo C, como se aprecia, es indiferente con respecto a la oferta de bienes del 
área 0*bE₁, con lo cual si a este grupo se le deteriora la oferta de tales bienes acordados hasta el área 
0aE₁0* y a cambio se les suministra una mayor cantidad de bienes más asociados con deseos infinitos en 
una proporción igual a 0*bE₁, entonces este grupo se sentirá más satisfecho sin que esto afecte al grupo 
A, inicialmente. Esto último porque el grupo A, puede sentirse igualmente satisfecho con un menor nivel 
de responsabilidad estatal en el suministro de bienes y servicios como la salud, la educación, guardias y 
policías, porque se inclina más por adquirir estos bienes y servicios básicos y mínimos de proveedores 
privados.  
 
Nótese que el acuerdo social alcanzado inicialmente (en el punto E₁) se desplaza por una acción 
discrecional del Gobierno hacia el punto E₂, lo que no significa un punto de equilibrio como tal, es decir, 
resultado del consenso total o parcial de los grupos sociales, por cuanto ninguna de las curvas A y B 
coinciden en ese punto. La posición E₂, beneficiaría solo a C y supondría una ampliación de la 
intervención estatal al igual que un aumento de la corresponsabilidad Estado-Sociedad pasándose  del 
segmento 0a a uno de la forma 0a₁,  lo que significaría que estarían coexistiendo dos acuerdos 
diferenciados, impulsados por una acción discrecional del Estado: uno en el que habían coincido 
inicialmente los grupos A, B y C, y otro no consensuado por los grupos sino diseñado por el Estado-
Gobierno a favor de los grupos C. Los acuerdos continuarán siendo no equitativos para ninguno de los 
grupos humanos involucrados (A y C) pues de nuevo se incrementarían las desigualdades y ahora en el 
área 0*E₂b₁, siendo las propuestas populistas únicamente sostenibles en la medida en que la capacidad 
extractiva del Estado permanezca constante. De lo contrario, es decir, en el caso de que aquella se 
contraiga rápidamente, quedará entonces expuesta la insostenibilidad de la oferta 0a₁E₂b₁ que, como se 
observa, está a favor del grupo humano C, lo que a la postre conllevaría, como mínimo, al voto castigo en 
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Figura No. 11 























Se observa otra vez que el acuerdo social alcanzado inicialmente en el punto E₁, se 
desplaza hacia un nuevo punto E₂ que no es precisamente un punto de equilibrio porque 
ninguna de las curvas se encuentran, lo que refleja una ausencia de consenso tanto total 
como parcial por parte de la sociedad. Además, ahora se produce una reducción en la 
provisión de bienes y servicios públicos cercana a los mínimos de justicia (del segmento 
0b al 0b₁) al tiempo que se reduce la intervención del Estado (del segmento 0a hacia 0ã) 
y por tanto el compromiso de responsabilidad tanto del Estado como de la sociedad. 
Igualmente que en el caso de las desviaciones a la izquierda, coexistirían dos acuerdos 
diferenciados y no equitativos para los grupos B y C (favorece más las aspiraciones de 
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Figura No. 12 

























Esta figura representa el caso en que la acción discrecional del gobierno, secuestra los 
recursos del área de discrepancia 0*bE₁, y en lugar de convertirlos en bienes y servicios 
propios de la desviación a la izquierda o la desviación a la derecha (ya indicada en las 
figuras previas), los destina a fines individuales y privados de los miembros del 
gobierno, los adeptos a él y sus propagandistas (corrupción), sin rendir cuentas de ello 
ni a la Sociedad ni al resto de los poderes públicos. El secuestro de tales recursos por el 
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Figura No. 13 























Las curvas C y D son de pendiente positiva y reflejan a los grupos sociales que 
prefieren una cada vez mayor intervención del Estado, particularmente cuando se trata 
del suministro de bienes y servicios asociados con necesidades por encima de los 
mínimos de justicia, incluyendo además deseos  ilimitados e insaciables.  
 
Nótese que se trata de una sociedad en que el acuerdo político-social alcanzado 
(cuadrado formado por los puntos 0aE₁b), no supone que los derechos, libertades y 
bienes y servicios pactados entre los grupos sociales C y D con el Estado estarán a salvo 
del regateo político y arbitrariedad de quienes tienen el poder o desean hacerse con él, 
porque como bien se aprecia dentro del acuerdo político-social hay ahora dos áreas de 
discrepancia 0*bE₁ y b₁E₁b, que de nuevo no solo abren la puerta a la discrecionalidad 
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Figura No. 14 
Venezuela Agroexportadora. Siglo XIX 























Nótese que A y B encontrarán el equilibrio en el punto E por debajo del nivel mínimo 
de justicia, determinando un tipo de Estado que se muestra por los puntos abcdfE. Pero 
el efecto de la presión en las arcas públicas de las reclamaciones pecuniarias de las 
potencias extranjeras, reducirán la capacidad de extracción del Estado y con ello su 
capacidad para proveer unos bienes y servicios básicos, modificando el nivel de 
equilibrio E al E’, lo que significará dejar aún más por debajo del nivel de mínimos de 
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Figura No. 15 
Venezuela Agroexportadora. Siglo XIX 
Pacto Político-Social entre A y B. Mejoras en el erario público, crecimiento del 
























Las mejoras en el erario público permiten la restitución del acuerdo político-social 
inicial, aunque aún por debajo de los mínimos de justicia (cuadrado abcdfE). El 
desplazamiento a la derecha de la curva B hacia B₁, significa un aumento de estos 
grupos humanos como consecuencia de que más agricultores, ganaderos, hacendados y 
artesanos se suman a esta línea de pensamiento y conciencia social. El desplazamiento a 
la derecha de la curva A (hacia A₁) significa la aceptación de estos grupos por satisfacer 
más demandas de B y aumentar la intervención del Estado, para evitar el quiebre de las 
negociaciones con B que se hacía un grupo mayoritario. El desplazamiento de ambas 
curvas crea un nuevo equilibrio entre los grupos A y B en el punto en E₁, ascendiéndose 
en la escala de provisión de bienes y servicios básicos y de intervención estatal, pero sin 
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Figura No. 16 
Venezuela Agroexportadora. Finales del siglo XIX y principios del XX 























Obsérvese que con la aparición tímida del grupo C en la negociación del acuerdo 
político-social, se crea un área de discrepancia 0*E₂b* como resultado del nuevo punto 
de equilibrio E₂ donde es posible el acuerdo entre los grupos humanos A, B y C.  
 
Igualmente, nótese que los desplazamientos de la curva A hacia la derecha, 
prácticamente la ubican en un tipo de conciencia política que inicialmente tenían los 
grupos B, con lo cual podría inferirse que con los años habrá en Venezuela una 
transformación de los grupos A en sectores humanos B, sin que ello signifique hablar 
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Figura No. 17 
Venezuela Petrolera. Siglo XX 





















La figura muestra el proceso de crecimiento de los intereses de los grupos A (nacionales 
y extranjeros), que aspiran a una menor intervención del Estado en la vida económica y 
social de la sociedad. Nótese que la curva A₂ dibujada en la anterior Figura No. 16, se 
desplaza ahora hacia la izquierda hasta el punto A₁, como una muestra de la 
revitalización de los grupos A.  Pero tal desplazamiento, también podría explicarse 
como una consecuencia de la acción gubernamental de tipo “desviación hacia la 
derecha” en la que aprovechándose los recursos económicos implícitos en el área de 
discrepancia 0*E₂b* señalada en la Figura No. 16, se satisfagan las demandas de los 
grupos humanos representados en A.  
 
La búsqueda de un acuerdo entre A y B, podría hacer desplazar también a la izquierda la 
curva B, lo que significaría que los grupos B aceptarían una menor intervención del 
Estado a favor de las aspiraciones de A. Los desplazamientos de la curvas A y B hacia 
la izquierda, unido a la consolidación del grupo C y a la aparición escasa de un grupo 
humano D, supondrá un nuevo equilibrio en el punto E₃, que como se aprecia en la 
Figura No. 17, supondrá paradójicamente una disminución en la prestación de los 
bienes y servicios públicos, es decir, un retroceso en el camino hacia la provisión de 
bienes y servicios de mínimos de justicia (segmento 0b’), ello pese a que la intervención 
del Estado tenderá a aumentar (segmento 0a’). Además, se producirá una reducción 
(más no una eliminación) del área de divergencia al pasar esta de 0*E₂b* (Figura No. 
16) hacia 0*E₃b’ (Figura No. 17), es decir, que seguiría estando abierta la puerta para la 
discrecionalidad gubernamental porque el acuerdo político-social alcanzado continuará 
no siendo equitativo para ninguno de los grupos humanos involucrados (A, B y C),  ni 
incluso para un grupo humano latente como el D (nótese que de consolidarse el grupo 
humano D, el área de diferencia se reduciría de 0*E₃b’ hacia 0**E₃b’ sin que ello 
suponga poner punto final a la discrecionalidad gubernamental). 
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Figura No. 18 
Venezuela Petrolera. Siglo XX 
Pacto Político-Social posible entre A, B y C con aparición tímida de los grupos D 























El acuerdo político-social entre A, B, C y un latente D alcanza un nuevo punto de 
equilibrio E₄, tras una clara desviación de la política gubernamental hacia la izquierda 
Nótese que ocurre también un desplazamiento de las curvas A₁ y B₁ hacia la derecha 
(hasta A₂ y B₂), como reflejo de la aceptación de tales grupos que se suministrasen unos 
bienes y servicios públicos de mínimos de justicia porque al parecer consideraban que si 
bien ellos podían proporcionarse esos bienes y servicios a través de proveedores 
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Figura No. 19 
Venezuela Petrolera. 1958-1999 























Se observa mayor intervención del Estado pero a su vez un mejoramiento en el 
suministro de bienes y servicios públicos, incluso superando los niveles mínimos de 
justicia; sin que ello suponga un endeudamiento importante del Estado, razón por la 
cual el nivel de extracción del Estado se dibuja limitado al ámbito interno, segmento 0d
 
Esta situación mejorará las condiciones de vida de la mayoría de la población (segmento 
0b’), pero que al mismo tiempo profundizará las desigualdades socio-económicas y sus 
distintas visiones con respecto a la acción positiva que debe tener el Estado en lo 









































Producir medios económicos 
Capacidad del Estado = Aptitud política-social x Voluntad política-social 
D 







Figura No. 20 
Venezuela Petrolera. 1958-1999 


























Los “petrodólares” harán posible la ampliación de redes de acumulación de fortunas 
personales, a la vez que se crearán otras nuevas, permitiendo, por un lado, la 
revitalización de las conciencias de tipo A y B (desplazamiento de las curvas A₃ y B₃ 
hacia la izquierda hasta A₂ y B₂), pero al mismo tiempo, la propagación de las 
conciencias de tipo C y D al generarse la ilusión de que existe una abundancia 
monetaria que genera el Estado empresario sin mayor esfuerzo y que existe una gran 
posibilidad de que el dinero cambie de unas manos a otras, sin consecuencias y sin 
esfuerzo (desplazamiento de la curva C hacia la derecha a C₁). Los desplazamientos de 
las curvas A, B, C y la consolidación de la curva D,  modificarán el punto de equilibrio 
E₅ de la Figura No. 19, produciéndose dos nuevos puntos de equilibrio, uno como 
consecuencia del acuerdo entre A y B (punto de equilibrio E₆)  y otro por el pacto entre 
C y D (punto E₇). Ello significaría que ya no habría propiamente un único acuerdo 
intergrupal y por tanto de la sociedad con el Estado, sino pactos entre dos grupos (A-B y 
C-D) con el Estado, haciendo evidente la ruptura de la sinergia social fundamental en 
toda sociedad. Al mismo tiempo, los aumentos en el nivel de extracción estatal, 
particularmente mediante los cuantiosos endeudamientos internos y externos (segmento 
0d’), generarán un nuevo cambio en la configuración del Estado distinta al dibujo 
aEbcdf  (ahora a’E₇b’c’d’f’ o a’E₆b’c’d’f’, según se trate del acuerdo político-social 
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Figura No. 21a  
Venezuela Petrolera. 1958-1999 

























La Figura No. 21ª muestra cómo el crecimiento del grupo D determina el 
desplazamiento a la derecha de la curva D hasta D₁, impulsando también un leve  
rotación a la derecha de las otras curvas (A₂ hacia A₃, B₂ hacia B₃ y C hacia C₁), como 
consecuencia de la desesperanza, la apatía, la frustración y la cada vez más penetrante 
creencia errónea de que el Estado es el mejor hacedor y gestor de todos los problemas y 
tareas. Consiguientemente los puntos de equilibrio volverán a modificarse, creando los 
puntos E₈ (antes en E₆) y E₉ (antes en E₇). Nótese que prácticamente ocurre una fusión 
de los grupos A y B y de los grupos C y D, situación que se expresa en las rectas AB y 
CD, con los únicos propósitos de mejorar la comprensión del fenómeno social que se 
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Figura No. 21b 
Venezuela Petrolera. 1958-1999 


























La Figura No. 21b muestra cómo el binomio AB amplia sus demandas de bienes y 
servicios al Estado y por lo tanto acepta una mayor intervención del mismo (punto E₈), 
mientras que el binomio CD acuerda una mayor intervención del Estado, sin que 
necesariamente ello se traduzca en una mayor prestación de bienes y servicios pues el 
punto de equilibrio E₇ entre C y D se desplaza hasta E₉, mermando así las expectativas 
sobre todo de C, siendo ello un caldo de cultivo para el estallido social en 1989. De 
hecho, la intersección entre las rectas AB y CD, indica que el punto de equilibrio entre 
las partes, estaría no solo por debajo de sus aspiraciones sino también por debajo de los 
mínimos de justicia, situación que se deteriorará aún más como consecuencia de la caída 
de los precios del petróleo, la restricciones para la obtención y cambio de divisas 
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Figura No. 22 
Venezuela Petrolera. 1958-1999 
Pacto Político-Social “Pacto de Punto Fijo”. Consecuencias de la desviación 
























La figura muestra cómo las desviaciones hacia la derecha realizadas por un gobierno de 
forma arbitraria e inconsulta con la sociedad provocan una fragmentación y polarización 
de los grupos sociales. Consecuentemente, los binomios A-B y C-D se dividen y las 
curvas A, B y C rotan a la derecha, mientras que la curva D trata de preservar su status 
quo.  
 
Las rotaciones de las curvas generan nuevos puntos de equilibrio (E₁₀, E₁₁, E₁₂ y E₁₃) 
que representan la constitución ya no de dos pactos sociales sino de cuatro como 
resultado de las negociaciones entre A y B, por un lado, luego entre A con C y D (o 
viceversa), B con C y D (o viceversa), y finalmente, entre C y D.  
 
El término “viceversa” alude al hecho de entender que los grupos D con capacidad 
económica pueden perfectamente manipular a las masas y liderar los procesos de 
negociación con otros grupos humanos en favor de la supremacía de los intereses 
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Figura No. 23a 
Venezuela Petrolera. 1999 
Pacto Político-Social “Bolivariano”. Busqueda de la recomposición y contracción 























La busqueda de la recomposición y contracción del tamaño del Estado podría  
representarse con un desplazamiento a la izquierda de las curvas A y B, pero a su vez 
con un deslizamiento y rotación de las curvas C y D en la misma dirección, esto último 
como muestra de que se intenta acercar las conciencias políticas y sociales de estos 
grupos humanos a las de, por lo menos, un tipo B.  
 
Obsérvese que en el nuevo punto de equilibrio E₁₄, sería posible el acuerdo intergrupal 
donde se establecería una reducción de la intervención del Estado sin que ello afectase 
el suministro de los bienes y servicios públicos considerados como mínimos de justicia. 
Incluso, nótese que el acuerdo alcanzado por los grupos humanos en E₁₄ sería más 
satisfactorio para todas las partes que los existentes previamente, especialmente los que 
primaron durante las últimas dos décadas del siglo XX. El equilibrio en E₁₄, también 
supondría  el compromiso de los ciudadanos por producir los bienes económicos que se 
necesitan  para costear los political goods, así como el compromiso del Estado por 
mejorar la extracción y administración de los recursos financieros, lo que al mediano y 
largo plazo se traduciría en una reducción del nivel de extracción del Estado, viéndose 
éste limitado tal vez solo al ámbito interno con impuesto directos, indirectos, deuda 
interna (segmento 0d), y de ser necesario incluir deuda externa de corto plazo de manera 
tal que ésta no llegase a tener impacto significativo en los presupuestos nacionales, tal 
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Figura No. 23b 
Venezuela Petrolera. 1999 
Pacto Político-Social “Bolivariano”. Busqueda de la recomposición y contracción 
























El equilibrio en E₁₄, también supondría  el compromiso de los ciudadanos por producir 
los bienes económicos que se necesitan  para costear los political goods, así como el 
compromiso del Estado por mejorar la extracción y administración de los recursos 
financieros, lo que al mediano y largo plazo se traduciría en una reducción del nivel de 
extracción del Estado, viéndose éste limitado tal vez solo al ámbito interno con 
impuesto directos, indirectos, deuda interna (segmento 0d), y de ser necesario incluir 
deuda externa de corto plazo de manera tal que ésta no llegase a tener impacto 
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Figura No. 24 
Venezuela Petrolera. Siglo XXI 
Pacto Político-Social “Bolivariano”. Consecuencias de la desviación arbitaria hacia 























Esta figura muestra cómo pese a los constantes incrementos de los precios del crudo durante el siglo XXI, 
el Gobierno-Estado venezolano sigue recurriendo incesantemente al endeudamiento externo, hipotecando 
la vida de los ciudadanos y las generaciones futuras. La deuda pública es inmensa  sin que ello se haya 
traducido en una satisfacción y optimización de las necesidades básicas e intermedias de todos los 
venezolanos.  
  
El desplazamiento de las curvas C y D hacia la derecha (tras políticas conocidas como de izquierda), que 
especialmente se producirán a partir del año 2006 hasta llegar a los puntos alcanzados durante los últimos 
años del puntofijismo y las constantes rotaciones en la misma dirección, reflejarán no solo un deterioro en 
la prestación de bienes y servicios públicos básicos sino también una expansión del propio Estado (punto 
de equilibrio E₁₅), lo que es un claro ejemplo de desviación hacia el poder, pues por una parte se agranda 
el Estado-Gobierno y su poder (segmento 0a₁₅), pero por otro se reducen los suministros de bienes y 
servicios públicos de mínimos de justicia (segmento 0b₁₅) pese a ser cada vez mayor la extracción del 
Estado-Gobierno (segmento 0d₁₅) con lo cual este último mediante el engaño y la manipulación de las 
masas se crece a expensas de su población, de su miseria, ignorancia, inmadurez política, indigencia e 
individualismo egoísta, debilitando así el Estado y pudiéndolo hacer fallar, sin que el proceso esté exento 
de represiones y agresiones oficiales.    
 
Igualmente, el  desplazamiento y rotación de las curvas C y D hacia la derecha (tras políticas conocidas 
como de izquierda), indican que el Gobierno-Estado está aplicando políticas legales, extralegales, 
populistas y paternalistas para favorecer a unos grupos cada vez más oportunistas, charlatanes, 
delincuentes y egoístas (especialmente D), todo ello con ingresos públicos y endeudamiento externo, en 
detrimento de otros grupos que están dispuestos a trabajar y esforzarse por un interés individual 
(crecimiento de la persona, del ser, del empoderamiento humano) y colectivo, en un claro indicio de que 
el Gobierno-Estado se propone llevar a cabo una desviación hacia el poder, subordinando el interés 
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Figura No. 25 
Venezuela Petrolera. Siglo XXI 


























Con políticas gubernamentales de izquierda arbitrarias aplicadas a partir de 2006, se 
constituirán dos frentes sociales en pugna, los cuales aún persisten en la actualidad: por 
un lado, un frente ABC (trabajador y progresista) con su punto de equilibrio en E₁₄, y 
por el otro, el grupo CD (improductivo y ocioso) incapaz (como es de esperarse) de 
llegar a acuerdos conjuntos con ABC sino solamente capaz de hacerlo de forma bilateral 
con cada uno de ellos (puntos E₁₆, E₁₇ y E₁₈). La insostenibilidad del Estado es 
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[B: ALGUNOS APUNTES] 
B-1. Evolución de los grupos sociales en Venezuela 
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cambio de la conciencia D) 
 
Vagabundos, 




Algunos C y otros D 
 
Algunos  C y  otros D 
 
Algunos B y otros C  




Delincuentes común y 
organizados 
 
Todos D  
*Nótese que desaparece la conciencia de tipo A (Estado Mínimo), y prácticamente está en riesgo de desaparecer la conciencia tipo B (Estado 
Social) en favor de las conciencias de tipo C y D (Estado omnívoro y secuestrador). 
 








propietarios de la tierra 






Gestores de las 





Empleados públicos y 
privados urbanos  y 









Trabajadores urbanos y 





Clase trabajadora  
(Grupo C potencialmente 
B  pero inevitablemente D) 
Clase no trabajadora  
(Grupo D sin perspectivas 












Algunos B, otros C y otros 
D  




Delincuentes común y 
organizados 
 
Todos D  
 








propietarios de la tierra 






Gestores de las 





Empleados públicos y 
privados urbanos  y 
rurales formales o 
informales 
**Nótese que  no existe  la conciencia de tipo A (Estado Mínimo), y prácticamente es escasa  la conciencia tipo B (Estado Social), la cual está 
subordinada  a las conciencias de tipo D (principalmente) y de tipo C.  Las conciencias de tipo D mantienen el control político y económico para 






B-2. Algunos apuntes sobre la 
Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela de 1999 
 
La Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela (CRBV) de 1999, puso fin a la IV 
República y significó un nuevo contrato social y 
una nueva e histórica oportunidad para reformar 
el Estado venezolano. Con ella se abrió paso a 
un proceso de reformas políticas, civiles, 
sociales, culturales y económicas orientadas a la 
transformación del rol del Estado dentro de la 
sociedad venezolana así como de sus 
modalidades organizativas.   
 
Sin duda, la introducción de la denominación 
“Bolivariana” en el nombre oficial de la 
República, pretendió marcar claramente una 
ruptura con el régimen anterior (puntofijista), y 
ser un símbolo de derrota del pasado y de lo que 
tuvo de indeseable y negativo
i
, además de ser un 
reconocimiento de que el nuevo proyecto 
político que se pondría en marcha se 
fundamentaba en una serie de valores 
defendidos por el Libertador Simón Bolívar; 
aunque también hay quienes sugieren que éste y 
otros cambios (como los de la bandera y el 
escudo nacional
ii
) constituyeron no más que 
actos de vanidad del entonces Presidente de la 
República, Hugo Chávez Frías, por su afán de 
formar parte de la historia de la nación con 
mayúsculas
iii
.   
 
Desde el punto de vista de la estructura del 
Estado, la CRBV incorporará dos poderes 
públicos más a los tres poderes clásicos 
(Ejecutivo, Legislativo y Judicial). Estos serán  
el Poder Electoral, ejercido por el Consejo 
Nacional Electoral (CNE) y el Poder 
Ciudadano, constituido por la Contraloría 
General de la República, la Defensoría del 
Pueblo y la Fiscalía General
iv
.  La idea, según 
palabras del propio Presidente Chávez, era crear 
un cuarto y quinto poder público, que se 
encargase, por un lado, de la lucha contra la 
corrupción y la defensa de los derechos 
humanos, y por el otro, para que las elecciones 
populares fueran verdaderamente democráticas 
y se acabase con la “manipulación de los 
cogollos, los fraudes electorales, las campañas 
de difamación”v, cuestión ésta última que no 
será posible, por cuanto tal como se ha dicho en 
el estudio previo, tanto el gobierno como la 
oposición burlarán sistemáticamente el principio 
constitucional de proporcionalidad mediante 
fórmulas como las llamadas “morachas”, 
“kinos”, constituyéndose esta trampa electoral 




Una de las cuestiones criticadas de la 
Constitución de 1961 era que no incluía los 
medios para conseguir un poder judicial 
independiente, por lo que sus fallas y problemas 
hacían imposible sentar las bases para un 
efectivo ejercicio de una tutela judicial de los 
derechos fundamentales. Escribía entonces 
Brewer-Carías que en Venezuela no había un 
acabado Estado de derecho porque las Cámaras 
Legislativas no controlaban las violaciones de 
derechos producidas por el Ejecutivo y porque 
el órgano de control por excelencia de la 
vigencia de los derechos humanos como lo es la 
Fiscalía General, no había asumido plenamente 





Por ello, la nueva Constitución consagrará un 
Poder Judicial independiente, cuya dirección, 
gobierno y administración estaría a cargo del 
Tribunal Supremo de Justicia
viii
 (eliminándose 
el Consejo de la Judicatura, que se había 
desprestigiado en los últimos años), 
estableciéndose el ingreso a la carrera judicial y 
el ascenso de los jueces a través de concursos de 
oposición públicos (a diferencia de lo que 
establecía la Constitución de 1961), además que 
se garantizaría la imparcialidad de los jueces, 
fiscales y defensores públicos mediante la 
prohibición de llevar a cabo activismo político, 
partidista, gremial, sindical o de otra índole,  
prohibiéndoseles además la posibilidad de 
realizar actividades privadas lucrativas -ni 
directamente ni por intermediarios-, ni ejercer 
ninguna otra función pública, a excepción de 
actividades educativas
ix
. Es más, tras la 
aprobación de la Constitución Bolivariana, la 
Asamblea Nacional Constituyente declaró el 
estado de emergencia del sistema judicial en 
agosto de 1999, suspendiéndose la estabilidad 
de los jueces y creándose una comisión de 
emergencia para suspender a los jueces cuyo 
patrimonio no guardara relación con sus 
ingresos y para destituir a quienes, por ejemplo, 
hubieran tomado decisiones que reflejaran un 
“manifiesto desconocimiento del Derecho”. De 
modo que en los meses siguientes, fueron 
destituidos cientos de jueces por la comisión de 
emergencia. Sin embargo, este esfuerzo por 
depurar el sistema judicial, que como se ha 
dicho era un reclamo popular, poco a poco fue 
desapareciendo, y en su lugar como resultado de 
la agudización de los problemas políticos del 
país, comenzó la justicia a parcializarse hasta el 
punto de quedar subordinada al poder Ejecutivo. 
 
Con respecto al régimen jurídico, vale señalar 
que en la Constitución Bolivariana se sustituyó 
la denominación de “democracia representativa” 






protagónica”, lo que no significó la eliminación 
de las instancias de representación sino que 
pretendía darle al ciudadano diversos 
mecanismos de participación en el proceso 
democrático y destino del país a través de los 
referenda revocatorios, las asambleas populares, 
las consultas populares, las iniciativas de leyes. 
Sin embargo, es preciso indicar que esta 
soberanía participativa y protagónica está 
sometida a una serie de condiciones (firmas, 
votantes efectivos, porcentajes, oportunidad) 
que como bien apunta Joaquín Marta Sosa, 
dificultan, y en algunos casos hacen imposible, 
el uso útil de tales mecanismos por parte de los 
ciudadanos, a diferencia del poder de iniciativa 
que tiene el Presidente (directo, rápido, 




También, los derechos políticos de los 
venezolanos avanzarán en la medida en que la  
Constitución Bolivariana se introduzca la 
obligación por parte de los representantes 
(quienes gobiernan) de rendirles cuentas 
públicas, transparentes y periódicas a los 
electores sobre su gestión
xi
, lo cual es 
significativo porque otra de las críticas a la 
Constitución del 61 era no solo su limitado 
carácter en cuanto a las posibilidades de 
participación en los asuntos públicos por parte 
de los ciudadanos, sino también el hecho de 





Con la idea de ampliar la participación de los 
ciudadanos en los asuntos públicos, la 
Constitución Bolivariana también conferirá a los 
militares el derecho al sufragio, aunque no les 
estará permitido optar a cargos de elección 
popular, ni participar en actos de propaganda, 
militancia o proselitismo político (art. 330). 
También el servicio militar dejará de ser 
obligatorio (art. 134), con lo cual a partir de 
entonces se esperaba poder  hablar de un 
ejército profesional que reclutaba a sus 
miembros por medio del mercado de trabajo y 
según sus capacidades y aptitudes, cuestión que 
con las “desviaciones hacia el poder” no se 
logrará.  
 
En cuanto al Poder Legislativo, la Constitución 
Bolivariana sustituirá el Parlamento bicameral 
por un Parlamento unicameral denominado 
Asamblea Nacional (art. 186 CRBV), 
eliminándose el Senado como Cámara de 
representación territorial (que había sido 
considerado, en los últimos años, de ser el 
centro de operaciones de una gran parte de la 
corrupción del país), lo que generará una gran 





Con respecto al modelo productivo y 
económico, en la Constitución Bolivariana no se 
establecerá un modelo socialista ni 
estrictamente estatista, sino de una economía de 
mercado donde el Estado, conjuntamente con la 
iniciativa privada, juegan un papel fundamental 
en el desarrollo económico de la nación 
(artículo 299). El nuevo texto constitucional 
garantiza la libertad económica (artículo 112), el 
derecho de propiedad (art. 115), los derechos 
del consumidor (art. 117), el derecho de los 
trabajadores y de las comunidades para 
desarrollar asociaciones de carácter social y 
participativo como cooperativas, cajas de 
ahorro, mutuas y otras similares, a los fines de 
mejorar la economía popular y alternativa (art. 
118). Además, se prohíben los monopolios, la 
especulación, el acaparamiento, la usura y otros 
delitos conexos (arts. 113 y 114), así como las 
confiscaciones de bienes salvo en los casos 
permitidos en la Constitución (art. 116)
xiv
 y se 
determina como contrario al interés social el 
régimen latifundista (sin distinguir entre el 
latifundio público o del Estado y el privado), 
obligándose a la ley a gravar las tierras ociosas 
y establecer las medidas necesarias para su 
transformación en unidades económicas 
productivas (art. 307). Igualmente, se definen 
las responsabilidades del Estado en lo que 
respecta a la política comercial para la defensa 
de las industrias nacionales (art. 301), se reserva 
al Estado la actividad petrolera y otras de 
carácter estratégico (art. 302), asignándosele 
también un rol rector en el desarrollo de una 
agricultura sustentable y la seguridad 
alimentaria (art. 305), así como en el 
mejoramiento  de la economía popular y 
alternativa (art. 118). En otras palabras, se 
consagra el Estado empresario, por lo que su 
acción no se limita al ámbito político sino que 
se extiende al económico y social. 
 
En lo que respecta a los derechos humanos, la 
Constitución Bolivariana incorporará por vez 
primera un capítulo de derechos humanos y 
garantías
xv
, que vale decir, es considerado como 
uno de los más completos y progresistas de 
América Latina y del mundo
xvi
, aunque bien es 
cierto que al hablarse de derechos humanos no 
sólo debe mirarse en qué medida las leyes y 
constituciones recogen la preocupación por 
estos contenidos, sino también en qué medida 
los gobiernos están dispuestos a reprimir y a 
castigar las violaciones (oficiales o privadas) y 





Entre los avances significativos de la CRBV en 






encuentra la creación de la figura del Defensor 
del Pueblo (arts. 280-283), el reconocimiento de 
la doble nacionalidad (art. 34), la prohibición de 
la extradición de venezolanos (art. 69), los 
derechos de los pueblos indígenas (arts. 119-
126), los derechos ambientales (arts. 127-129). 
Además, según el artículo 23 “Los tratados, 
pactos y convenciones relativos a derechos 
humanos, suscritos y ratificados por Venezuela, 
tienen jerarquía constitucional y prevalecen en 
el orden interno, en la medida en que contengan 
normas sobre su goce y ejercicio más 
favorables a las establecidas por esta 
Constitución y en las leyes de la República, y 
son de aplicación inmediata y directa por los 
tribunales y demás órganos del Poder Público.” 
Asimismo, se les reconoce a todos los derechos 
“inherentes a la persona que no figuren 
expresamente en esta Constitución o en los 
instrumentos internacionales sobre derechos 
humanos”xviii, con lo cual se amplía 
notablemente los derechos protegidos, quedando 
obligado el Estado a investigar y sancionar las 
violaciones de tales derechos, los cuales no 
prescriben
xix
, así como a indemnizar 





Empero si el nuevo texto constitucional 
contiene importantes avances en materia de 
reconocimiento de derechos cívicos y sociales, 
también se sostiene que posee claras tendencias 
al presidencialismo y a la concentración de 
poder
xxi
. Y es que en la Constitución de 1999, se 
ampliaron las facultades del Poder Ejecutivo, 
siendo algunas de ellas de considerable 
preocupación para los constitucionalistas. Por 
ejemplo, el hecho que se eliminasen los límites 
causal y temporal dentro de los que en la 
Constitución de 1961 podía el Congreso 
habilitar al Presidente para legislar por decreto 
(ahora el Presidente puede legislar en un 
ilimitado campo de materias y no solo en la 
económica y financiera)
xxii
, se entiende como 
una configuración desafortunada del concepto 
de “Ley Habilitante”, pues se confiere un 
excesivo poder normador al Ejecutivo en 
detrimento de las garantías parlamentarias 
(publicidad de los debates, contraste entre la 
mayoría y la minoría, etc.) y de la participación 
de la población en el proceso de formulación 
legislativa (a través de las propuestas que 
podrían emitir)
xxiii
.  Por otra parte, se amplió el 
período presidencial de 4 a 6 años, siendo 
posible la reelección inmediata y para una sola 
vez, cuestión que se modificó en 2009 tras un 





Con la reforma constitucional de 1999, se 
esperaba regenerar el sistema no solo en lo 
político, sino también en lo económico y social. 
Muchos creyeron que con ella se le abrirían las 
puertas a Venezuela para finalmente alcanzar el 
anhelado progreso colectivo que se había 
decretado desde el gobierno de Guzmán 
Blanco
xxv
, y que de una vez por todas se dejaría 
atrás aquella Venezuela económicamente 
dependiente y de instituciones débiles. Sin 
embargo, hay quienes sugieren que la 
Constitución de 1999 no pretendía refundar el 
Estado, sino solo justificar una superpurga de la 
administración existente, es decir, desahuciar a 
las antiguas élites partidista, sindical y de 
cualquier otra índole adversa al proceso que se 
había instaurado; es decir, que el objetivo 
estratégico era la “descalificación efectiva de 
los valores y principios de la tradición 
democrática liberal”, por lo que en suma, la 
nueva Ley Fundamental solo era el instrumento 
práctico para la legitimación de quienes ejercían 
la nueva hegemonía política
xxvi
. De ser esto 
último cierto, resultaría poco factible asegurar 
que la Venezuela económica dependiente y de 
instituciones débiles, es cosa del pasado, sino 
que ésta existe en el presente y se perpetuará 
con más facilidad en el futuro, si se sigue 
alimentando el Estado-Gobierno omnipotente 
que, menoscabando la capacidad de autonomía 
y autorrealización de la gente, termina por 
despojar de responsabilidades individuales y 
colectivas a las personas, perdiendo éstas el 
sentido del deber y de respeto por sí mismos y 
por los demás, haciendo imposible cualquier 
proceso de cohesión social, vital para la 
sobrevivencia de cualquier comunidad política.   
 
B-3. Notas sobre los programas 
sociales y económicos bolivarianos. 
 
Desde 1999, varios proyectos sociales y 
económicos del nuevo gobierno causarán 
entusiasmo y esperanza entre los venezolanos. 
Entre algunos de ellos, podrían señalarse: (i) el 
plan de recuperación de los precios del petróleo 
y de la debilitada institucionalidad de la 
Organización de Países Exportadores de 
Petróleo –OPEP-xxvii, acompañado ello además 
con la suspensión del proceso de apertura 
petrolera que formaba parte de la estrategia de 
privatización dirigida por la gerencia de 
PDVSA; (ii) el Proyecto Bolívar 2000
xxviii
; (iii) 
el Plan Dignidad o Plan de Justicia 2000
xxix
, las 
Misiones Sociales, los programas de cogestión, 
autogestión y control obrero con la creación de 
los Núcleos de Desarrollo Endógeno (NUDEs), 
las Empresas de Producción Social (EPS) y las 








. Son éstos algunos de los programas 
sociales y económicos que impulsará el 
Gobierno venezolano, pero sin que la mayoría 
de ellos lleguen a institucionalizarse ni alcanzar 
una transparencia en la asignación y gestión de 
los recursos públicos que les fueron asignados, 
y ello pese a que algunos de estos programas 





Uno de los casos más notorios, lo han sido las 
misiones sociales que se crearon en 2003 como 
un by-pass a la burocracia estatal con el objetivo 
de dar respuesta a las demandas urgentes de la 
población en el ámbito de la salud, la educación, 
el empleo, entre otros
xxxii
.  Tras casi 10 años 
desde su creación, las misiones sociales -que 
suman más de 25
xxxiii
-, no están enmarcadas en 
la Ley de Presupuesto Nacional (de 
conformidad con los artículos 311, 312, 313, 
314 y 315 de la Constitución Bolivariana), con 
lo cual no existe una contraloría y auditoría de 
los recursos que se destinan a estos programas 
sociales y que provienen del ingreso petrolero 
de la principal empresa pública/estatal PDVSA. 
De modo que no está claro ni el origen de los 
fondos (¿cuánto viene de las arcas públicas y 
cuánto de PDVSA?), ni el destino de los 
mismos (¿cuántos son los destinatarios de las 
ayudas?)
xxxiv
. En esta misma situación se 
encuentran las nuevas “grandes misiones 
sociales” que creó el Ejecutivo en 2011, muchas 
de ellas orientadas a necesidades sociales que 
supuestamente estaban siendo atendidas con las 
misiones sociales de 2003.  
 
Asimismo, la falta de transparencia en el 
manejo de los recursos públicos (créditos de 
miles de millones de bolívares) caracterizará la 
gestión de las cooperativas, EPS y UPC creadas 





La opacidad en el financiamiento de los 
programas sociales y económicos, favorecerá el 
incremento en Venezuela de la discrecionalidad 
y arbitrariedad del gobernante en el suministro 
de los bienes y servicios públicos, existiendo un 
alto riesgo que los recursos públicos en lugar de 
ser revertidos en bienes y servicios esenciales 
para satisfacer necesidades humanas básicas de 
toda la población, se destinen éstos a fines 
individuales y privados de los miembros del 
gobierno, a sus adeptos y sus propagandistas, es 
decir, a la corrupción (desviación hacia el 
poder). 
Ciertamente, las misiones sociales como 
asistencia inagotable del gobierno, entre otros 
programas sociales y económicos, han 
terminado por convertirse en programas con 
fines electorales, especialmente desde la gran 
victoria electoral de 2006
xxxvi
 y la gran derrota 
del oficialismo en el referéndum para la reforma 
de la Constitución Bolivariana en 2007. Desde 
entonces, toda estrategia del gobierno estará 
orientada a asegurarse su preservación en el 
poder, por lo que los venezolanos no tendrán 
acceso a algunos bienes y servicios públicos 
porque se les reconozca el derecho a recibirlos 
sino simplemente porque son clientes políticos 
(votos). Y con esta idea, los programas ya no 
funcionarán como un tónico para los grupos 
poblacionales más vulnerables, sino como un 
sedante para fomentar el crecimiento de los 
grupos humanos altamente improductivos y 
dependientes con el firme propósito de que la 
falta de sentido por el deber y la responsabilidad 
individual y colectiva, termine por menoscabar 
cualquier sinergia social, para que el Estado-
Gobierno no tenga más límites que los que él 
mismo se pone.  
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